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PROLOCO. 

Entre Ing cíenoJas de positiva aplicación y 
de importancia y utilidad práctica, se eucneotra 
el Derecho Administrativo. 

Sin embargo de que esta ciencia es de mo- 
derna formación, ma<!ho8 han sido hasta hoy, los 
publicistas y sabios que desde principios del pre- 
sente siglo, han trati^do de esta materia, distin- 
p:uiéDdose entfi ellos, el mayor numero, por la ín- 
(^ausable aspiración de todo pensador: de precisar 
]as ciencias con nn espíritu metódico y la concep- 
ción más ó menos perfecta de sns verdades. 

Cormenin, Macarel, Broglie, Dareste, Dn- 
bois, Rossi, Viviene, Proudhon, Foucart, Laterrié- 
re, Fares, Arosemena, Colmeiro, Pradier Federé, 
Ancoo, Batbie, Meyer y otros eminentes obreros 
del progreso, han contribuido al adelantamiento 
de la ciencia, hasta el estado en que hoy se en- 
cuentra: deslindada de las demás y con verda- 
des propias, que forman el camiK) eHpeeial de sus 
investigaciones. 

Al presente, el Derecho Administrativo se 
distingue perfectamente de las otras ciencias del 
Derecho, quedando solo, para algunos, el trabajo 
de determinar con mayor claridad su diferencia 
del Derecho Público Constitucional, con la cual 
la confunden á menudo á pesar de 1^ iumensa di- 
ferencia que las separa. 

El Derecho Publico Constitucional, como mu- 
chos lo han dicho con bastante exactitud, es al 
Derecho Administrativo, lo que el Derecho civil 
al Derecho procedimental. El primero establece 
los principios fundamentales del derecho privado; 
el segando determina los principios de su aplica- 
ción y ejecuciÓM practica. 



II 

El Derecho Público Constitucional fija los 
principios de la soberanía, del safragio, de la or- 
ganización de los poderes &. &.; el Derecho Ad- 
ministrativo toma esas conclasioues y estudia las 
leyes ó principios de su aplicación en la vida 
constitucional de los pueblos y en los hechos prác- 
ticos de los gobernantes. 

En esta distribución de material, el Dere* 
cho Administrativo, desenvolviéndose en su do- 
minio propio, se concreta al estudio práctico de 
los principios generales de doctrina combinados 
con la exposición de los hechos que se despren- 
den de las Oonstituciones Políticas, colecciones ofi- 
ciales, anuarios y otros volúmenes, que son de- 
positarios de las muchas leyes y disposiciones ad- 
ministrativas que posee cada Estado. 

Por lo demás, y estando trazados los lími- 
tes de la ciencia, ella solo exige, para su perfec- 
cionamiento, el concurso persistente y patriótico 
de los hombres de experiencia y de ía juventud 
ilustrada, que han consagrado, en todo tiempo, 
sus esfuerzos al progreso y á la defensa de las 
libertades del hombre. 

Este pequeño volumen, que va dedicado á 
la juventud estudiosa, contiene un bosquejo del 
Derecho Administrativo Boliviano, tan poco com- 
prendido y nada cultivado. 

5o0i 0. (fiÜttmIeroH. 
Sucrcj abril de 1894. 
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IDEA Y DIVISIÓN DEL DERECHO. 

üerccbo t!S eJ potíor de gozar^y aun do exigir por 
la fuerza, en ios límites d(j la justicia, \pÁ condiciones nc- 
C4^9ariaa al ikSfivi'oUa y realizacióa libie tk'l fia del liüm- 
brií y lie b sociedad y que de[jenden de la coüperacióa 
Immajia. * 

En la noción del derecho van implícitas la ftiersa y 
L'l idea! de la. Juñicia, cünio elementos qne consthnycn el 
poán' que el liumbre tienú para txigii' que se le deje vi- 
vir, satisfaciendo sus necesidades y desenvolviéndose en 
la amplitud de su destino, en perfecta armonía con los de- 
rechos de todos loa denuis. 

Las necesidades y ía satisfacción do ellas, son fon* 
ciónos orgánicas inherentes al individuo. El tiene por na- 
turaleza necesidad de moverse, de respirar, de pensar, do 
hablar, de buscar las condiciones de vida para lleí^^ar á 
Ui felicidad del bien y de la justicia, que es su esperanza 
constante; de ahí sus" derechos que se convierten en otras 
tantas libertades^ libertad de pensamiento, libertad de la 
palabra, libertad de asociación^ libeitad industrial^ libertad 
r^eUgioaa etc. etc. 
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El Estado que garantiza osos derechos, los ampara 
con la fuerza, y aun el misiwo individuo, poseedor de sus li- 
bertades, se halla armado del derecho de leg:itima defen- 
sa, es decir, tiene el poder de usar de la fuerza, en casos 
nidispensable?, para conservar su vida. 

La fuerza no es el derecho mismo, es su instru- 
mento ejecutor, por ser el derecho de carácter esencialmen- 
te coercitivo. La fuerza es noble y santa, solo mientras 
vi(Mie en apoyo de la justicia, y se cambia en elemento 
sanguinario y matador cuando se rebela contra el dere- 
cho. 

El estudio de los principios que rigen los derechos 
del hombre y la sociedad, toma la denominación de cien- 
cia del Derecho. 

El Derecho, como ciencia, estudia al hombre en to- 
das sus manifestaciones y estados. Considera al hombre 
como individuo, al hombre en la familiíi, en el municipio, 
en los Estados y en la gran humanidad. 

Se divide el Derecho en dos paites: Dcixícho Pú- 
blico y Leiecho Privado. 

El Derecho Público que trata de los derechos co* 
lectivos de la sociedad en general se subdividí» en Dere- 
c!io Púl)lico Constitucional, Derecho Público Adníinistra- 
tivo. Derecho Público Internacional, Derecho Público I*e- 
nal, Derecho lolítico ó simplemente Pol/tiea. 

El Derecho Públiíío Constitucienal se ecupa de los 
j)rincipi(!S que determinan el recunocimiento y garantía 
de les derechos del hon>bre y de la socii(la\l, la cons- 
titución ú organización interna del Estado y los poderes 
])úl)licf'S en su naturaleza y funciones. , 

El Derecho Público Internacional tiene por objeto 
lijar las leyes de justicia, que i)icsiden las relaciones de 
les Estados entre sí. 

El Derecho Penal, ó el de coiregir al delincuente, 
no pertenece ú ningún ciudadano parliculai'mente, se ejer- 
cilM h nombre de la Nación, y por lo mismo corresponde 
al Derecho Público. 

La Política es la ciencia de la reforma y hábil di- 
rección de la .«ociedad y del Estado, mediante la práctica 
oportuna y prudente aplicación de los principios recono- 
( iilos por el progreso del sabei' humano. 

1 a Política, romo dice Bluntschli, (1) «estudia al 
rstaclo en su vida y desaiTollo; muestra las aspiraciones 

(1) J. G. BluntscJili, Derecho Publico Universal, p. 4,T. I*. 
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públicag^ loa camÍQ03 que cundiiccn al íiii propuesto 
y Icís medios de malizíivlüs; obsüiv;i la atrción del ilGie-' 
eliti síiüre los hec hos y procura sirparar las daüosaa i afluen- 
cias y llenar el vocíg de las inatítutriofíi^s. La F'olítica es, 
put?s* la viUa del Esrado, el iicíú piactico del gobierno-^ 

FA Deríiclio Privado, que se refiere ú los prlncípioíi 
ó eondicinnes que reglan las relaciones de los lieiubreg 
cu su viíia parücular, se subiUvíde, Ú su vex, en DerecUa 
Civil, Derecho Procedimeiiul, Dereelio cíe iMinis, da 
üomorcio. de Agricultura etc. Editas ciencias titícien su 
r-'jniü especial de estudio distinto del de las demás, for- 
mandj cada una. un eoiíjuntu ordenado de verdades, 

lis cié tío que las mas de estas ciencias^ como por 
ejemplo» la Política, en el dciminie del FíereLdio Publico: 
y eí DereebL^ Ceniercial. en el dominio del Uercclio Pri- 
vado, se h;iilan en su primer período de íermación; pero 
elío no TlíJS auttkri>;aría á desconocer la importancifi: y el 
lugar que euire las ciencias del Derecho ocupan ellas. 



NOCIÓN Y DIVISIÓN 
DERKCHO ADMINISTRATIVO, 

r-a palabra adniinütracitin comprende, en su acep* 
ción general, el (jobierw> 6 la dirccxiún política^ ía admi' 
mUraúiáa pmpí amento dicha y In ejecmion de las leyes de 
un Eslado, Kstas funciones so ejercen por ¡os poderes 
públicos, especial mentó por el Ped^'r Ejecutivo. 

Bl gobierno 6 la política, consiste en la alta y sa-^ 
bia dirección intelectual qtie se imprime á los negocios 
del pais; en el talento, acierto y oportunidad con que sa 
toman Ins medidas de interés í^eneral. 

Cuando el Ejecutivo conduce las relaciones Ínter* 
nacionales estrechando ¡as anjistades con unas ó con otras 
poteíicias E'Xtrunjeras; cuando jui:ga prudente elegir al se- 
fíor D y no al seiior A^ para una prefectura éj una a;;en- 
cia diplomática; cuando cree conveniente la convecatoria 
aun cuagreií{) extraordinario: cuando, en fin, desenvuelve un 
sistema de í^obierno conservador ó 1 i herpil; ejercita en to- 
dos estos criaos las atribuciones de pura polílica. 

La adinifiidractón propiamente dicha, se refiere á 
la gerencia, al manejo, al cuidado y conservación de los 
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intereses y bienes del Estado. Son de este carácter los de- 
cretos ó actos del Ejecutivo relativos á la recaudación é 
inversión de las rentas, á la reglamentación de las leyes, 
á la venta y arrendamiento de las propiedades del Es- 
tado con los particulares, etc. etc. 

La ejecución ó la atribución ejecutiva, no necesita 
de explicaciones, basta el simple enunciado de la palabra 
para comprender, que ella indica la función de ejecutar 
y hacer cumplir las leyes. 

La política ó ol gobierno^ es la idea, la doctrina; la 
administración y la ejecución son la obra, la acción misma. 
La obra está presidida de la idea que es el pensamiento 
que la dirige; la idea vá seguida do la obra que es su rea- 
lización. Ambos ostremos, en su íntima relación, cons- 
tituyen un solo acto, una sola función de los poderes del 
Estado, que se expresa bajo la palabra administración. 

En este sentido, el conjunto de actos ó procedimien- 
tos de los poderes administrativos, empleados en la ge- 
rencia y dirección intelectual de los negocios de un 
Estado, en el cuidado, conservación y manejo de los in- 
tereses generales y en la ejecución de las leyes, consti- 
tuyen el objeto de la ciencia de la administración, que 
abraza un campo vasto y dispone de material fecundo. 

El Derecho Administrativo abarca el estudio de la 
organización y atribuciones de los poderos y tribunales ad- 
ministrativos. Examina el Poder Ejecutivo, en su jefe, los 
Ministerios de Estado, las Prefecturas, Sub-prefecturas. 
Corregimientos, Alcaldes de Campaña, determinando sus 
funciones y relaciones recíprocas. — Pija la constitución y 
deberes del Consejo de Estado, Tribunal de cuentas. Jun- 
tas de Almonedas, Aduanas, Correos, Oficinas de contabi- 
lidad. 

Estudia la administración municipal, la de los inte- 
reses departamentales, la de la instrucción pública 
etc., bajo las bases de una perfecta descentralización. 

No prescinde, en sus dilatadas investigaciones, do 
los principios que rigen el ejercicio del sufragio, las ins- 
tituciones policiarias, la administración de los caminos, 
los establecimientos de caridad y beneficencia la salubri- 
dad pública, la acción de los administradores sobre las 
industrias del pais y en general sobre los derechos indi- 
viduales y sociales. En una palabra, el Derecho Admi- 
nistrativo tiene en cuenta todo el movimiento del Estado 
L-n ol conjunto de su vida real y cu los detalles de su 
actividad institucional. 
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En este soníílo, cí Derccbo Administrativo i^s Ui 
cienuia que estudia loa print^ipiüB que rigen la orííaníza- 
ción y funciones piuc ticas do loa podüres y tribunales 
administrativos, cncar^íidi>3 de la diienciun y m^uiGíjo de 
los intereses genorates thú Estado y esláblcíce las r clario- 
nes de los adminisíradoi-es con los gobernados. 

Se divide esta ciencia en t^os partes; 

La primera trata de la orj^anización y atribuciones 
de los poderes y tribunales administrativos. 

r>a segunda ele las materias o instituciones ijue for* 
nian el objeto sobre el «]uo recae la administración y iU^ 
\iis relaciones de loa adEninistradores con loa sobei-nados. 



NOCIÓN DE ESTADO. 

X^oriA del contraio e^iclnl ú el convenctona- 
I i i& nio . 

Tomada la teoría del contrato en »ua pai'tes mis 
fuertes y raj!onablí»s y descartando, entre otras ideas, la 
del [>retcndidü estado de naturia lez.i en que se supuso vi- 
vían primitivamente los brimbres, consiste en lo siguiente 

El Estado y el poder público son la obra libre í\a\ 
contrato, de la voluntad de lus ciudadanos. La sociedad 
y ol Estado reconocen su orii^en y su fundaniento en el 
contrato de loa individuos que )iaii consentido, median- 
te un pacto generaU en someterse al poder instituido de 
una autoridad, á fin de obtener la garantía de sus dore- 
cbos. renunciando al gttce de algunas franquicias de que 
podi'ían disfrutar fuera de la acción unida de todos* 

De este convenio que, sn las sociedades jnudernas, 
ae dice, que se verifica y se renueva medíante el voto 
popular ó el de los le^i rusentantes en el seno de! parla- 
mento ó por los actos de !os individuos que nicitamen- 
lü consienten vivir en un país dado y sometí.^ r^e á sus 
leyes, nacen el Estado y las facultarles de los poderes 
le;?islativo* ejecutivo y judiciaL La ley no es otra c-^sa 
que la misma vi ti untad genervil del pueblo, trazada en 
norma de conducta oblífíatoria. Oc aquí que. la fuerza 

Íjübljca, los impuestos, la snberánía etc.. no scm más qu<í 
as manifestaciones de la voluntad de los ciudadanos ron- 
tratantes, Vn Estad ¿s en esto sentido, ca ín. í\^vi]pRCÍ6n 
numerosa díB tiutladanos independientes que lian consen' 
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lifJo tácita ó expresamente llevar vida política com'n y 
obedecer á ciertas realas, que en su caso, estarían es- 
critas en la constitución política ó en otros códigos se- 
cundarios. 

Fouillée, (i) uno de los partidarios de esta teor a, 
(2) agrega á favor de ella, los siguientes razonamientos: 

«La teoría del contrato, aun que no sea el origen 
de la sociedad, es el íin ideal y la forma más moral do 
la sociedad». 

Tratando de probar que el contrato es el ideal á 
que tienden todas las sociedades, dice: 

«Dos hombres al frente de un peligro tienden 
siempre á unir sus esfuerzos; dos hombres que viven el 
uno cerca del otro, tienen cierto respeto y ayuda mutua, 
como si entre ellos hubiese intervenido un contrato tá- 
cito». 

«Las voluntades humanas, en el estado de reposo, 
tienden á tomar la fornja de contrato, así como en el de 
lucha la forma de violencia. La confianza con que las 
tribus se agrupan al rededor del jefe indica consentimien- 
to de obedecerle, es el rudimento del contrato social». 

«La más antigua sociedad, la familia, está funda- 
da sobre el contrato». 

«Toda constitución política, en los países de sufragio 
universal, no es otra cosa que una renovación del con- 
trato social, y es una renovación, esta vez, más solemne, 
jior escrito y ante testigos». 

He ahí, en resumen, el concepto actual de la teoría 
del contrato. 



Rerutacióii. (3) 



El derecho es anterior al consentimiento, al con- 
trato de los hombres. 

La voluntad ó el consentimiento contribuyen á la 
realización del derecho. Se contrata sobre el derecho, 



(1) Alfred Fonillte, «La science sociale contemporaioe» p. 3. 

(2J Hubert Languet, Hobbes, Locke. Rous.<icau etc. ligiiran 
entre los |[>rincipales sostenedores del contrato socijl, apreciando 
cada uno á su manera. 

(3) Rechazan la leoria del contrato, entre otros mucho*?, 
R«nan, Taine^ Littré, Sumncr Maine, Bluntscbli. 
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reconociéndolo ó cjccutihiclolo en lal 6 cnal loiinrj. ]ílM!i 
nunca la voluntad de los conlríiiíintr? da üiigon ni cuns- 
tituve las leyes naturales, el donxdio misinn, que ri^je 
la sociedad y el Estado en sus i'unc iones vilaks y con- 
diciones funda móntales. 

Los derechos públicos:, cuyo ejercicio constituyo 
las funciones del Estado, no se rií^on i>oi" los |]jÍncí]Jios 
del contrato, como se rigen en derecho civil hta obh* 
gaciones privadas. El derorho de sufragio, el de sobe- 
ranía, el derecho ó atribución de h^^gislar cíe. ele, nn 
se trasfieren por venta, arrcn tía miento ó bercnciai ni 
])ueden constituir objeto de profiiedad particular. 

Suponiendo sin embargo, qvie el EsUidü lüWiXá ?u 
origen en el contrato y que las cünstitucíones ]>olitícas 
sean su renovación; resulta lo siguiente: Ljs ma>oríaií, 
en cualquier acuerdo, triunfan sobie liis minorías, pues 
que, no es posible que ex isla uniformidad de ideas en 
sociedades ó pueblos compuestos de. elementos hí-Heríígc- 
neos. En este caso no hay contrato, no luiy convenio; 
poi cuanto que las minorías, con el solo hecho de dar 
su voto contrario á las mayniííis, no aceptan líi opinión 
de ellas. No hay pues conssentímicnto recíisroco de pai- 
tes, requisito esencial para todo conlrato. í*eio si las 
minor.as soportan, contra su voluntad, la ini])o£Íción de 
las mayorías; entonces la teoría conduce icetamentc al 
despotismo, á la injusta tiranía del mayor número, de 
las inconscientes masas numéricas. O bien, las minorins, 
no habiéndose uniformado con h.a mayoWas, tenían de 
hacer prevalecer sus ideas ]ior otros medios violentos; 
viene en este caso la anarquía, la disoíticÍ6n del Estado. 

Por último, proclamar U convención como funda- 
mento del Estado, sería actptar por ley el capricho de 
las pasiones humanas. Los pueblos, sin mas guia ideal 
que el contrato, aceptarían tan luego una nn/narquía ó 
un despotismo militar como una democi'acia para fornin 
de gobierno. 

Si el consentimiento sirve para cumplir cl dere- 
cho, sirve también para ccrntralar sociedades contrarias 
al derecho y la justicia, sociodndi?a de lad iones ú as:d- 
tadores que matan y roban, sociedades tncuiigas dL> la 
humanidad. 

El contrato no es, pues, el ññ ül linio de la Ini- 
inanidad ni base del Estado; os mas bieu cl ih iikiilo 
indispensable, el medio eje(utor, la condición secundaria 
del derecho. 



DERECHO ADMINISTRATIVO. 



DOCTRINA 
DEL ORQANISMO SOCIAL 

El Estado, como el órgano encargado de mantener 
el derecho entre los hombres, es un verdadero organis- 
mo, como se vá á demostrar en seguida. 

Las condiciones que caracterizan á todo ser vivo 
orgánico, consisten en que las diferentes partes de que 
se compone tienen su estructura propia, su vida y su 
función especial, representando una perfecta división de 
trabajos; y en que todas estas partes mantienen relacio- 
nes de mutua cooperación y concurren solidaiiamente, 
como último fin, á la conservación del todo. (1) 

Estas mismas condiciones se nota en el Estado. 

El hombre es el ser más simple, es la unidad, 
es el elemento monocelular del Estado. 

Es independiente en el ejercicio de sus funcio- 
nes: él administra sus derechos, satisface sus necesida- 
des, se gobierna á si mismo, en una palabra, realiza él 
solo todas sus libertades, que son las condiciones de 
su desenvolvimiento personal. 

Sin embargo de que todos los hombres viven en 
esta independencia, distribuidos en diferentes ocupacio- 
nes particulares, mantienen las relaciones de mutua co- 
operación y solidaridad; cada uno vive y es necesario pa- 
ra todos y todos viven y son necesarios para cada uno. 
El obrero y el capitalista,. el sabio y el ignorante, el 
potentado y el pobre, el agricultor y el industrial, los 
gobernantes y los gobernados etc. etc.; son indispensa- 
bles unos á otros 

El hombre que forma así un elemento componen- 
te del Estado, es, á su vez, un ser organizado dotado 
de elementos y órganos tan complejos como los del 
Estado. 

Sus diferentes órganos tienen estructura y función 
propia. El corazón, los pulmones, el estómago etc., des- 
empeñan funciones especiales, representando una com- 
pleta división de ocupaciones. Lo que hace el corazón, 
no puede hacer el cerebro; el trabajo de los pulmones 

(1) Leibniz dijo: que las partes de una máquina, por ejem- 
plo en un reloj, no son ellas mismas organizadas; mientras que 
en los seres vivientes, son, cada una de las partes, organizadas 
y \iviente8, «las máquinas naturales son máquinas hasta eu 
sus mas pequeñas partes.» 
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no j)uede desempeñar el sistema nervioso y vice-versa. 

En medio de esta independencia do funciones, to- 
dos los órganos concurren, con una acción solidaria, á 
la conservación del todo. La circulación de la sangre 
cesa en el momento que deja de ser el sistema nutri- 
tivo; el cerebro no funciona si falta la circulación; es 
decir que, en el organismo animal existe también, lo 
mismo que en el Estado, la cooperación de fuerzas ten- 
dentes á un fin general. 

«El hombre es, en resumen, dice Letourneau, co- 
mo todos los demás seres organizados, un agregado de 
elementos histológicos, fibras ó células, formando una 
república viviente, federativa, regida, sobre todo, en lo 
que concierne á la vida de relación, por un poder uni- 
tario é inteligente: el sistema nervioso.» (1) 

La unión de individuos constituye la familia, que 
es un elemento compuesto ó más complejo que el in- 
dividuo. Ella tiene, á su vez, sus funciones y estructu- 
ra especiales, sus leyes orgánicas que rigen su desarro- 
llo individual. Los esposos, padres, hijos, hermanos, fun- 
didos en el principio del amor y de las afecciones de 
sangre y comunidad de origen, tienen, cada uno, su mi- 
sión y sus deberes peculiares, y todos tienden á guardar 
la unidad del conjunto que forma un ser organizado. 

Las familias y los individuos naturalmente agru- 
pados, llegan á formar el Municipio, que es un órgano 
triplemente compuesto. 

El Municipio se desarrolla realizando sus funciones 
ó derechos, sin soportar ingerencias indebidas de cuer- 
pos extraños. Administra y satisface sus necesidades lo- 
cales y ejercita con amplitud sus derechos. 

Es, á su turno, un ser organizado moral y fisio- 
lógico, una peráona jurídica. Tiene sus miembros ú ór- 
ganos componentes: sus gremios de artesanos, sus cien- 
tíficos, sus comerciantes, sus médicos, sus propietarios, 
sus autoridades ó directores etc., con ocupaciones espe- 
ciales y ligados todos por la comunidad de esfuerzos y 
trabajo y los sentimientos de vecindad para mantener con 
acción propia los intereses comunales. 

Varios Municipios reiinidos en la extensión de un 
territorio y estrechados por la situación geográfica de 
los lugares, por las tradiciones históricas, por los prin- 
cipios etnográficos y etnológicos, movidos por las mis^ 

[11 «Fisiología de las pasiones» por Cl). Lelourneaii v- 24G. 
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mas necesidades y derechos, forman los grandes distri- 
tos, estados locales, provincias, departamentos ó lo que 
se quiera llamar. 

En esta gradación de organismos s(* nota una evo- 
lución de lo simple á lo complejo; y en esa lucha incesante, 
en ese esfuerzo común en que cada uno tiende á conservar 
su vida V realizar la del conjunto, se maniíícsta la armonía 
y el orJen. 

Independientemente de las funcioiies particulares 
de cada organismo, tienen lugar ciertas funciones colec- 
tivas ó federativas. 

Un ejemplo explicará mejor este concepto. 

Diez individuos reunidos, haciendo un solo esfuer- 
zo y en un mismo acto, levantan un cuerpo, cuyo peso 
era superior al esfuerzo aislado de cada uno (Je los diez. 

La fuerza que resulta de la unión de los diez hom- 
bres, indica el derecho que solidariamente pertenece á 
todos; y la fuerza separada de cada hombre, señala el 
derecho que corresponde á cada uno. En lo primero 
se funda el derecho público, y en lo segundo el de- 
recho privado. 

Examinado el Estado en el conjunto de su orga- 
nismo, tiene funciones de carácter colectivo que deter- 
minan el vínculo de federación de todos los elementos 
ó miembros que lo componen. 

La soberanía, el sufragio, la función legislativa, 
la ejecutiva, la garantía de los derechos individuales, y 
en general todos los derechos públicos son de carácter 
colectivo, que sin pertenecer á cada hombre particu- 
larmente pertenecen á todos en general y se realizan con 
el concurso y á nombre de todos los ciudadanos, á quie- 
nes interesa solidariamente su buen ejercicio. 

Kn este complicado sistema de íunciones y ma- 
nifestaciones orgánicas de la sociedad, existe, porque 
hay la necesidad natural de su existencia, un órgano 
que se llama Estacjo que sirve de vínculo de unión y repre- 
senta todas las partes de la sociedad y que tiene por ob- 
jeto-. 1^., sostener el derecho haciendo que cada elemen- 
to social, individuo, familia, municipio y distrito, reali- 
zen por sí mismos sus derechos ó sus libertades, sin per- 
turbaciones de ningún género, con independencia recí- 
proca y guardando entre sí perfecta armonía; y 2^., de 
presidir y concurrir á la realización de los "derechos 
públicos, que colectiva y solidariamente pertenecen á 



todos. 
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Estos derechos públicos ó colectivos, que se tra- 
ducen en funciones públicas, v. g. la soberanía, la fun- 
ción de hacer la ley etc. etc., se ejercitan por todos los 
individuos que componen el Estado, teniendo sus fun- 
ciones más permanentes en el órgano especial, que es 
la estructura corpórea y visible del Estado: el Poder Po- 
lítico. 

En una palabra, el órgano encargado de man- 
tener el derecho entre los hombres, es el Estado. Su es- 
tructura, el Poder Político. Sus funciones, las faculta- 
des y actos necesarios para la realización del derecho. 

• Por lo expuesto, no es posible confundir el orga- 
nismo político del Estado con el organismo social. 

Él organismo social comprende los mismos indi- 
viduos constituyendo la gran sociedad y desenvolviéndose 
en la religión, en la moral, en el mismo derecho, en 
las industrias, en las ciencias, en las artes, en el co- 
mercio, etc. 

Un estudio sociológico detallado del desarrollo de 
cada una de estas esferas de acción, de sus leyes ó fun- 
ciones, sus relaciones etc., nos conduciría á la noción 
completa del organismo social; mientras que el estudio 
parcial de la esfera del derecho, nos lleva á la idea del 
Estado. Es verdad que el Estado comprende todas las 
esferas de actividad; pero solamente en cuanto á sus con- 
diciones de vida, tomando como función el sostenimien- 
to de los derechos ó libertades, por ejemplo, la libertad de 
tener una religión, de practicar la moral, de ejercer las 
industrias, de cultivar las ciencias y de ser comerciante, (1) 
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{\) Alfred Fouillée, combina y sinleliza la teoría orgáni- 
ca con la del contrato, bajo la denominación de organismo con 
tractual. 



Do la organización y atribuciones 
cío lo» poderes y tribunales ad- 
ministrativos. 



DEL PODER político 

El Poder Político, como queda dicho, forma el ór- 
gano ó estructura corpórea del Estado, para la manifes- 
laciün de sus funciones legislativas, ejecutivas y judicia- 
les, (jne son las que constituyen, en su expresión supre- 
ma, el Poder ó la autoridad pública de una nación. 

Este poder es uno é indivisible, pues que es una 
sola manifestación del Estado y sus funciones tienden 
n un solo fin: la realización del derecho. 

Pero si el Poder Político, en su alta concepción, 
L'S por su naturaleza indivisible: el ejercicio de sus fun* 
f iuues ó atribuciones se destribuye y divide en cuerpos 
organi^íados, que toman la denominación de poderes ó de- 
paj trimentos y que son el Legislativo, Ejecutivo ó Admi- 
nisUativo y Judicial. (1) 

El Poder Legislativo tiene por objeto formular la 
ley positiva, que es la expresión sintética y obligatoria 
do] derecho. 

El Poder Ejecutivo ó propiamente Administrativo, 
t*sLá encargado de' la administración general, es decir, del 
gübierno ó la dirección política, de la ejecución y regla- 
mentación de las leyes y del manejo de los intereses y 
bienes del pais. 

El Poder Judicial aplica la ley, dando á cada uno 

(t) Aristóteles dividía las funciones del Estado en tres: 1". 
l;i ijü*3 delibera: 2". la autoridad 6 la que manda: y 3'. el Juez. 
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lo suyo, en casos concretos de contenciones entre partes 
litigantes que reclaman y disputan sobre un derecho 
adquirido. 

Esta división del poder político en los tres depar- 
tamentos, es necesaria y cada uno de ellos llega 
á tener su composición distinta y sus funciones inde- 
pendientes. 

Las funciones legislativas requieren carácter é ins- 
trucción especial en el hombre que vá á desempeñarlas. 
Es indispensable ser profundo conocedor del país y de 
sus hombres, investigador serio, previsor acertado. 

Las funciones ejecutivas necesitan genio activo, fir- 
me, enérgico, emprendedor, suave en unos casos, inexo- 
rable en otros. 

Las funciones judiciales piden hombres reposados, 
de ánimo sosegado, capaces de minuciosas investigacio- 
nes, dotados de paciencia, de rectitud é independencia 
de carácter. 

Cada función del poder requiere, pues, carácter é 
instrucción diferente. El individuo apto para legislador, 
no lo sería para juez; el juez competente é imparcial 
sería, tal vez, un inepto ejecutivo. 

Si son diferentes las funciones del poder político 
y requieren genios y conocimientos también diferentes y 
si los hombres públicos de todos los países no reúnen, ni 
pueden reunir, la universalidad de los conocimientos ni 
de caracteres adaptables á todas las situaciones, por 
que la especialidad de ocupaciones ó profesiones y la 
diversidad de genios, son fisiológicamente especiales á 
cada hombre; es claro, que la división del poder político 
en los tres departamentos se impone por su propia 
naturaleza. 

Dando el ejercicio de los poderes, á cada hombre 
según su educación y aptitudes, se encontrará la verda- 
dera competencia y el acierto en el desempeño del car- 
go. Pero si se entrega la suma de los poderes legisla- 
tivo, ejecutivo y judicia', á un solo hombre, llámese 
Rey ó Emperador ó aun solo cuerpo colegiado, asamblea 
popular ó consejo ojccativo; resultará, que en primer lu- 
gar, ese hombie ó esa corporación, no reunirá la su- 
ficiente competencia de carácter y de ilustración para 
llenar sus deberes en todos los ramos del poder. En 
segundo lugar, será materialmente imposible que pueda 
atender á tantos y tan variados intereses y necesidades 
de la Nación. Si con preferencia se dedica á la legisla- 
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ción, desatenderá la administración y la justicia; si se 
dedica á la justicia, abandonará la legislación y la ad- 
ministraci-n. De aquí como consecuencia que, ó no se 
podrán desempeñar las funciones ó se desempeñarán 
mal, siendo el perjuicio y el daño directos para la so- 
ciedad entera. 

Finalmente, no olvidemos, que con la división é 
independencia de funciones, se consigue la garantía con- 
tra los abusos ó excesos de los encargados del mando. 
Montesquieu, (1) el gran pensador, decía á este respecto: 
«cuando en la misma persona, ó en el mismo cuerpo 
de la magistratura, se reúnen el poder legislativo y el eje- 
cutivo no hay libertad, porque se puede temer que 
el mismo Monarca ó el mismo Senado hagan leyes 
crueles para ejecutarlas tiránicamente. Tampoco hay li- 
bertad si el poder de juzgar no se halla separado del 
poder legislativo y del ejecutivo: si va unido al primero, 
el poder sobre la vida y la libertad de los cuidadanos 
sería arbitrario, por que el Juez sería legislador; y si se 
une al poder ejecutivo, el Juez podría tener la fuerza 
de un opresor.» 

Concluyamos pues, con J. Madison, (2) diciendo 
que, «la acumulación de todos los poderes legislativo, 
ejecutivo y judicial en las mismas manos, bien sea de 
uno, de pocos ó de muchos, hereditarias, de propio nombra- 
miento 6 electivas, puede con exactitud juzgarse como la 
definición misma de la tiranía.» 



DE LAS FUNCIONES REOULA- 
PORAS. 



La división del poder político no implica sepa- 
ración completa y absoluta en la acción de los tres de- 
partamentos. Existen relaciones que vamos á determinar. 

Es posible que cada uno do los tres poderes salga 
del límite de sus atribuciones, invada las agenas, ava- 
salle á los otros departamentos, tiranize al pueblo violando 
sus libertades. Para estos casos y á fin de mantener 
entre ellos equilibrio de fuerzas y perfecta armonía, se 

(1) Espíritu de las leyes. XI. 6. """~ 

(2/ «El Federalista» p. 393. 
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requiere un poder extraño, moderador, que vigile los 
actos de los tres departamentos, limite y castigue sus 
avances. Este cuarto poder lo llamaremos Regulador. 

En las constituciones monárquicas este poder se 
halla representado por el Rey. En el imperio Británico, 
por ejemplo, el poder legislativo reside en las dos Cáma- 
ras de los Lores y de los Comunes; el ejecutivo en el primer 
Ministro ó primer Lord de la Tesorería, apoyado en la 
mayoría parlamentaria ante quien es responsable; el ju- 
dicial se desempeña por los jurados y jueces designados 
para el efecto. La Reina, que representa las tradiciones 
nobiliarias y los recuerdos pasados, se puede decir que 
ejerce las funciones conservadoras y que en esta virtud 
sostiene el equilibrio entre los tres poderes del Estado 
Ingles. 

En Pennsylvania, en los años 1783 y 1784, se 
reunió el Consejo de Censores, para examinar los actos 
de los demás poderes y ver si ellos se habían ajustado 
á la constitución. 

En Bolivia (1) se estableció por su primera Consti- 
tución de 1826, una tercera cámara, la de los Censores 
con las facultades de velar si el Gobierno cumple y ha- 
ce cumplir la Constitución, las leyes y los tratados pú- 
blicos, de acusar al Ejecutivo, hacer algunos nombra** 
mientes, conceder premios y permisos para la admisión 
de empleos extranjeros, proteger la enseñanza, las artes 
y la libertad de imprenta 

Si hemos de reconocer, como reconocemos, la 
necesidad de este poder regulador, no será constituido 
en cuerpo separado de magistrados, porque entonces 
este cufcrto poder estaría, á su vez, expuesto al abuso 
y al despotismo, siendo preciso para refrenar sus exce- 
sos un quinto poder y, para este quinto, un sesto y así 
se iría girando en un círculo interminable de poderes, 
sin conseguir jamás el resultado apetecido. 

Es por esto que el poder regulador se ejerce por 
los tres departamentos legislativo, ejecutivo y judicial 
mediante la distribución de funciones que á la verdad son 
agenas á la naturaleza de la misión que cada uno de ellos 
tiene; pero que son indispensables para mantener las 
relaciones de independencia y equilibrio. 

(i) V. la Constitución de 1826, articulo 50 y siguiente is. 
El proyecto de esta constitución fué presentado por el libertador 
Simón Bdivar. 
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El Legislativo tiene funciones de gobierno, de 
administración y de justicia. El Ejecutivo ejerce atribu- 
ciones legislativas y vigila al Poder Judicial en el cum- 
plimiento de su deber. El Judici.al, como se verá más 
adelante, está provisto dcr atribuciones suficientes para 
moderar los extravíos de los otros departamentos. 

En virtud de estas atribuciones reguladoras los 
tres poderes del Estado se mantienen, sin perder su 
independencia, en relaciones de mutua vigilancia, sirvien- 
do cada uno de límite á los excesos de los otros y guar- 
dando entre sí completa armonía. 

Para precisar con ejemplos este punto, tomemos 
las leyes constitucionales y administrativas de Bolivia, 
que más ó menos se conforman á los principios ante- 
riormente expuestos: 

El Legislativo ejerce atribuciones de administración. 

Permite ó niega el tránsito de tropas extranjeras 
por el territorio de la República; la residencia de cuerpos 
del ejército en el lugar de las sesiones del Congreso y 
diez leguas á su circunferencia; la salida de tropas na- 
cionales fuera del territorio de la República, puede de- 
cretar ammistias y conceder indultos. 

El Senado propone ternas ante el Ejecutivo para 
Arzobispo y Obispos, y para el nombramiento de los vo- 
cales del Tribunal Nacional de Cuentas, para los magis- 
trados de la Corte Suprema de Justicia ante la Cámara 
de Diputados. Rehabilita como bolivianos y como 
ciudadanos respectivamente á los que hubiesen perdido es- 
tas calidades; permite á los bolivianos la admisión de 
honores, empleos ó emolumentos de otro gobierno; elige 
á los Generales y Coroneles de ejéjcito de las ternas 
jiropuestas por el Ejecutivo. Nombra á los magistrados 
de las Cortes de Distrito á propuesta en terna de la 
Corte Suprema. 

La C amara de Diputados elige á los vocales de 
la Corte Suprema de las ternas propuestas por el Sena- 
do: eleva ternas ante el Ejecutivo para el nombramiento 
del Fiscal General de la República. 

El Congreso elige al Presidente y Vice-presiden- 
tes de la Nación, cuando ninguno de los candidatos del 
pueblo reúne la pluralidad absoluta de votos. (1) 

(1) Constitución Política: articulo 52, atribuciones 9*, 10*, 
W. 13*; 64, atribuciones 2*, 3», 4", 5% y 6«; artículos 85 y 89^ atri- 
bución 18'} artículo 60 atribución 2', y artículos UO, 11 í y 115. 
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Hé aquí atribuciones que, como se vé, lejos de 
ser verdaderamente legislativas, en el sentido propio de 
la palabra, son más bien esencialmente administrativas. 

Él Senado puede decretar premios y honores á los 
que los merezcan por sus servicios á la líepública. 

Las Cámaras pueden á iniciativa de sus respectivos 
miembros acordar la censura de los actos de mera poli- 
tica del Ejecutivo, con el solo fin de obtener una modi- 
ficación en el procedimiento político; pueden igualmente 
pedir informes sobre el estado de la administración del país. 
(1) Estas son atribuciones gubernativas ó de pura polí- 
tica, es decir, que tampoco son legislativas propiamente. 

El Congreso dirime las competencias que les sus- 
citen el Ejecutivo y la Corte Suprema de Justicia; y las 
que se susciten entre estos poderes ó entre las Cortes de 
Distrito y la de Casación. La Cámara de Diputados de - 
nuncia ante el Senado al Presidente, Vice-presidente de 
la Nación, á los Ministros de Estado, á los de la Corte Su- 
prema y á los Aí2:entes diplomáticos por delitos cometi- 
dos en el ejercicio de sus funciones; el Senado oyendo la 
denuncia declara la acusación y suspende de su^ empleo 
al acusado y lo pone á disposición de la Corte Suprema 
para su juzgamiento. El Senado juzga en juicio de res- 
ponsabilidad á los Magistrados de la Corte Suprema, (2) 
rie aquí atribuciones que siendo más bien judiciales están 
encomendadas al poder Legislativo. 

El Kjecutivo inicia la ley por mensaje especial; 
concurre á la discusión de ella por medio de los Secre- 
tarios de Estado; observa las leyes sancionadas por el 
Legislativo en el término de diez dias de aquel en que se 
le remite, lo que se llama oponer el veto. (3) Estas atribu- 
ciones no son propiamente de administración sino de le- 
gislación; pero pertenecen, sin embargo, al Ejecutivo. 

El Poder Judicial se pronuncia en cuestión con- 
creta y en demanda seguida entre partes sobre la cons- 
titucionalidad ó inconstitucionalidad de las leyes, decretos 
y cualquier género de resoluciones. Los fallos pronuncia- 
dos por la Corte Suprema en esta clase de asuntos solo 
causan efecto obligatorio entre las partes contendientes; 

(t) Constitución Política, artículos 64, 73 y 97. 

(2) Constitución Política, artículos 54, 60 y 64. Ley de 3t 
de octubre de 1884 y la de 7 de noviembre de 1890, sobre respon- 
sabilidad de los Magistrados de la Corte Suprema. 

(3) Constitución Política, í^rliculos 65, 70 y 71, 

3 
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no suspenden ni derogan la misma ley; pero detienen, de 
este modo, el exceso de poder del Legislativo y del Ejecuti- 
vo haciendo respetar la Constitución Política del Estado. 
Conoce también el Poder Judicial de las causas contencio- 
sas que resulten de los contratos, negociaciones y conce- 
siones del Ejecutivo y de las demandas contencioso-ad- 
ministrativas. Juzga al Presidente. Vice-Presidentes de 
la República y Agentes diplomáticos, por delitos come- 
tidos en el ejercicio de sus funciones. (1) 

Todas estas facultades, puestas de manifiesto, indi- 
can, pues, la existencia necesaria del poder regulador y por 
consiguiente las relaciones de mutua dependencia de los 
tres departamentos del poder político. (2) 

COMPOSICIÓN Y ATRIBUCIONES 
DEL PODER EJECUTIVO. 

El Poder Ejecutivo de la nación, que correctamen- 
te debería llamarse Poder Administrativo, está encargado 
á un ciudadano con el título de Presidente de la Repú- 
blica, que es el jefe único de la administración nacio- 
nal. 

Como funcionarios subalternos, que ejercen las atri- 
buciones de la administración en ramos y distritos deter- 
minados, se encuentran los Ministros ó Secretarios de Es- 
tado; los Prefectos en los departamentos; los Sub-prefec- 
tos en las provincias; los Intendentes de Policía; los Corre- 
gidores en los cantones; los Alcaldes en la campaña; y, 
también, en su caso, las comisiones especiales y las de- 
legaciones que se crean para fines determinados. 

""""^ (\) Véase más adelante lo contencioso- administrativo y la 
Constitución Política, art. <H. 

(2) Recuérdese lo que dijo Washington en su discurso de 
1796: «Importa que los nombres que toman participación en los 
nej^ocios públicos de un pais libre se mantengan siempre extricta- 
mente en su competencia y se guarden de invadir la de otro. Este 
espíritu de usurpación tiende siempre á apoderarse de todos los 
poderes y conduce al despotismo. Basta para probarlo el recordar 
cuan naturales son en el corazón del hombre el amor á la domi- 
nación y la tendencia á abusar de ella. De aqut la necesidad de 
equilibrar los poderes públicos, dividiéndolos y subdividiéndolos 
entre muchas personas naturalmente celosas de sus atribuciones. 
Tau necesario es mantener los poderes públicos en sus límites co- 
mo mantener los limites mismos». 
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En el mismo orden de la administración y especial- 
mente en lo hacendario, hacen parte del Ejecutivo: el 
Supremo Tribunal de Cuentas, las Juntas de Almonedas, 
las Aduanas, las Administraciones de correos, la Direc- 
ción de la Casa Nacional de Moneda y la oficina de Cré- 
dito Público. 

En materia de instrucción los Cancelarios y Conse-» 
jos Universitarios. 

Los demás funcionarios que toman parte en la de- 
licada tarea de la administración, van mencionados en su 
respectivo lugar. (1) 



DE LA UNIPERSONALIDAD 
DEL EJECUTIVO. 

Toda la escala de funcionarios anteriormente enun- 
ciados tienen por jefe al Presidente de la República, que 
es el único que sintetisa y representa en su persona todo 
el departamento Ejecutivo, 

La unipersonalidad de éste consiste precisamente 
en que el encargado de la administración nacional en su 
alta y suprema dirección, es un solo individuo investido 
con las facultades necesarias. 

Las funciones del Ejecutivo, que son la adminis- 
tración propiamente dicha ó sea el mando de la fuerza mi- 
litar, el manejo de los bienes y dineros del Estado; el 
gobierno ó la dirección intelectual; y la ejecución de las 
leyes; requieren para su ejercicio de unidad de voluntad y 
. pensamiento, de plan ó sistema uniforme, de energía en 
los actos, de oportunidad y celeridad en las resoluciones. 
Un Ejecutivo organizado de modo que no llene estas 
condiciones sería un órgano inútil en el Estado. 

Dichos principios tienen su cumplida aplicación en 
la unipersonalidad del Ejecutivo, por que siendo uno solo 
el individuo encargado del mando supremo, desenvolverá 
unidad de doctrina y de acción en el gobierno nacional; 
pues que no encontrará- opiniones contrarias ni resistencias 
en ningún hombre. Dará fuerza y respetabilidad á sus ór- 
denes, es decir, la energía necesaria. Podrá sin demora 

[11 Constitución Política, artículos 75, 91, iOÍ, i03, i04 y 
Organización Política, artículos 33, 35 y 38. 
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alguna y sin esperar el acuerdo de cuerpos colegiados, 
dictar sus decretos con oportunidad, en el mismo mo-< 
mentó que sea exigida una medida administrativa |3or la3 
necesidades del país. La responsabilidad será franca é i nelu« 
dible, pornue el Presidente, siendo único administrador 
de la nación, no podrá hacer recaer sobre otros sus fal- 
tas y errores, que siempre serán imputables á él solo. 

Este sistema de organización, aceptado en Bolivia 
con bastante imperfección, Í4) rige, con buenos resulta- 
dos, en los E. É. U. U. de Norte América, donde el Pre- 
sidente es el único que gobierna, siendo sus Ministros 
meros auxiliares del despacho y solo aquél responsable 
ante el pueblo; y los Ministros ante el Presidente, de 
quien directamente dependen. 

La muUipersonalidad ó colectividad del Ejecutivo, 
consiste en conferir las funciones de este departamento 
á cuerpos colegiados. 

En Suiza ejerce el Ejecutivo el Consejo Federal y 
en los cantones los Colegios gubernativos. En Francia, en 
1795, estuvo confiado el Ejecutivo á un Directorio com- 
puesto de cinco miembros. 

En la multipepsonalidad no existe la unidad de idea y 
acción, poi* lo mismo que son muchos los miembros encar- 
gados de tomar las resoluciones y dar los decretos. Aque- 
llos pueden mantener opiniones diferentes y pertenecer á 
escuelas opuestas. La energía en el mando, si no des- 
aparece, siquiera se debilita, porque la medida victoriosa 
encontrará, por lo menos, resistencias morales en las opi- 
niones de la minoría vencida. La oportunidad, tan nece- 
saria para la buena y conveniente administración, es in- 
compatible con este sistema; las medidas más urgentes ó 
las que deben ser de pacífica é imparcial solución, serían 
sometidas á largas discusiones parlamentarias, donde to- 
marían cuerpo el espíritu do amor propio y del partida- 
rismo, produciéndose la animosidad y el encono y cual- 
quier acuerdo á que se llegase sería tardío. 

Es posible muy es])ecialmente en países como Bo- 
livia, de reciente formación, que se divida la acción gu- 
bernativa, estando á cargo de cuerpos colegiados, y ten- 

(i) Todas las («onslíluciones de Bolivia han reconocido go- 
biernos unipersonales, excepto en algunas épocas extraordinarias, 
como por ejeni¡»lo, en el caso de la ley de 7 de setiembre de 1850, 
que encaríío el mando supremo de la Nación al Consejo de Minis- 
tros. 



DERECHO A DMINISTRATIVO. 2^ 

ga origen la anarquía. Divididos los miembros del Ejecu- 
tivo en dos ó más fracciones, cada fracción encontraría 
apoyo en los círculos políticos. 

Por último, no puede existir la responsabilidad, por 
que por lo mismo que ella se divide entre varios miem- 
bros, se cubre con el anónimo de la persona moral del 
Ejecutivo, que los políticos de mala fé suponen ser una 
entidad distinta del personal que lo compone. 



PERIODICIDAD DEL EJECUTIVO. 

La duración del período constitucional del jefe del 
poder ejecutivo en las repúblicas, debe ser proporcionada 
al buen desempeño del cargo. 

Los períodos cortos, menores de cuatro años, no 
promueven el interés y la decisión del magistrado para 
la buena administración, porque sus tareas llegan á ser 
estériles no siendo posible desenvolver todo un sistema de 
gobierno en el limitado tiempo de que dispone. Por otra 
parte, no puede presenciar el gobernante las consecuen- 
cias de sus actos malos ni recoger por sí mismo los frutos 
de las buenas medidas, por cuanto que será suspenso en 
sus funciones en los mismos momentos en que coríiience, 
tal vez, á colocar las bases de su administración. Al re- 
tirarse se llevará consigo? solo las injustas responsabili» 
dades de su labor no concluida, ni bien conprendida por 
la opinión pública que, es, en veces, demasiado exigente. 

Los períodos proporcionados aumentan la firmeza 
del Ejecutivo, dándole segura confianza y aliento para 
comenzar y concluir la difícil tarea de la buena adminis- 
tración en'un periodo suficiente para ello. El pueblo tiene, 
entonces, tiempo para juzgar y apreciar los actos y méri- 
tos del Ejecutivo y las responsabilidades, en su caso, se 
aplican con conocimiento de causa y en vista de las con- 
sequencias de los actos del mandatario. 

Si la duración constitucional fuese por muy largos 
periodos, el Presidente de la República, que participa como 
todo individuo de la pasión de mando, podría afianzarse 
en el poder y no sería fácil destituirlo de él. Y si, ade- 
más, las leyes aceptasen la reelección, es indudable que. 
aseguraría su nueva elección para cada período, llegando 
á constituirse en Presidente vitalicio, lo mismo que un 
monarca. 
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La responsabilidad, por último, sería siempre ilu- 
soria, en un jefe á quien se le diese tiempo para ocultar 
sus faltas en el olvido, con las armas y los halagos del 
poder. 

Es por consipfuiente prudente opinar que los perío- 
dos proporcionados de cuatro á seis anos son los ínás 
convenientes para las repúblicas americanas. 

Las constituciones políticas de Bolivia, como la ac- 
tualmente vigente, (1) han aceptado ordinariamente el pe- 
ríodo de cuatro años; excepto la de 1826 que prescribía la 
vitalicidad del Presidente, la de 1843 que ñj6 en ocho años 
la (de 1851 en cinco años y la de 1861 en tres años. (2) 



ELECCIÓN DEL EJECUTIVO. 

El Presidente y Yice-presidentes de la República 
son elegidos en sufragio directo y secreto de los ciuda- 
danos por mayoría absoluta dp votos. El escrutinio para 
la proclamación se hace por el Congreso. Guando nin- 
guno (}e los candidatos reúne la ^nayoría legal, el Con- 
greso toma tres de los nombres que tengan mayores vo- 
tos y de entre ellos hace la elección. 

La reelección en el período inmediato está prohi- 
bida. (3) 

9fLo9 elementos que constituyen le^ seguridad en el 
sentido republicano, decían los publicistas Norte-America- 
nos, son la dependencia del pueblo, y la debida respon- 
sabilidadv. La elección directa del Presidente asegura, puep, 
esa dependencia del pueblo, al mismo tiempo que res- 
guarda la independencia del Ejecutivo, que teniendo su 
origen en el sufragio de todos los ciudadanos, no sufre* 
las influencias de los otros departamentos del poder, ni 
está sujeto á los caprichos de las mayorías parlamenta- 
rias, que por lo regular, ^e n^ueveí) iippul3adas por pa^ip- 
nes políticas. 

(O Constitución Política, art. 76. 

(2) y. las Constitucioaes de 1826, artículos 77; la de 1843. 
^t, 50; la de 1851, art. 72, y la de 1861 art. 52. 

£n Francia el periodo del Presidente es de siete años. 

(3) Constitución Política, artículos 76^ 83 y siguientes. Rp: 
^l^piento electoral de 20 de dicí<3mbre de |890, 
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La reeligibilidad del Presidente en el período in- 
mediato seria un peligro» particularmente en las repúbli*- 
cas que como Bolivia han vivido al medio de los violen- 
tos golpes de cuartel que, en todo tiempo, han sembrado 
de cadáveres y regado con sangre este país, fecundo en 
inspiraciones de libertad, pero poco práctico en la vida 
constitucional. 

El Presidente que tuviese que ser reelegido des- 
pués de cumplido su período, se ocuparía exclusivamen-- 
te en afianzar su triunfo en la elección próxima, procu- 
rándose adeptos y agentes políticos con su influencia 
oficial y el derroche de los caudales públicos. 

La responsabilidad nunca podría ser expedita ni 
oportuna, porque el jefe responsable, eludiría su respon- 
sabilidad colocándose nuevamente en el alto puesto, mer- 
ced á la coacción oficial y tantos otros medios de que dis- 
pone para destruir la pureza del sufragio. 

Las candidaturas oficiales tomarían mayor incre-< 
mentó. El Poder Legislativo estaría sujeto al Ejecutivo. 

Sin embargo, en el país de las libertades positi- 
vas, en Norte América, se consignó, en la Constitución fe- 
deral, la reeligibilidad del Presidente, fundándose en las 
siguientes razones: 

La reeligibilidad sirve de aliciente, se decía, para 
el buen desempeño del cargo, porque el Presidente trata 
de cobrar méritos con su buena conducta para ser re- 
electo. Se coloca con la reeligibilidad en el Ejecutivo al 
hombre que en el p'eríodo anterior ha adquirido expe- 
riencia para el mando, es decir, se favorece el gobier- 
no de los de mayor experiencia y práctica. La irre^ 
eligibilidad provoca la pasión del lucro y del despotismo; 
porque el mal magistrado, querrá aprovecharse de la 
única ocasión que se le presenta. La reeligibilidad tiene, 
más bien, la ventaja de hacer uso de los mismos hom- 
bres, que por ciertas circunstancias de actualidad, fue- 
sen necesarios para la paz pública. 

A pesar de ello, la mayor parte de los hombres 
que llegaron al alto puesto de Presidente de los E. E. 
U. ü., lamentaron y reconocieron las desventajas de la 
reelección, conceptuándola como uno de los vicios de la 
Constitución. 

En verdad^ la irreeligibilidad del Presidente, es el 
único sistema que conviene al carácter de las Naciones 
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Amcrioanas, y que sobre todo establece en toda su ple- 
nitud el principio de alternabilidad. (1) 



RESPONSABILIDAD 

DEL Poder Ejecutivo y de los altos 

FUNCIONARIOS DEL EsTADO. 

El Poder Ejecutivo y l(»s demás funcionarios del 
Estado, son responsables de sus actos oficiales ante el 
pueblo. 

La responsabilidad de los gobernantes se ha reco- 
nocido en todas las épocas, con las excepciones que pro- 
vienen de la forma de gobierno y del genio de los pueblos. 

Los romanos prestaban, en ciertas épocas, home- 
naje á la. irresponsabilidad del supremo magisti'íido, por 
que les parecía antinatural que se sujetase á éste a la 
jurisdicción de otro igual á él. Por el contrario, los 
antiguos pueblos germanos proclamaban el principio de 
la responsabilidad aun tratándose de sus mismos reyes. 

En las monarquías la irresponsabilidad ó inviola- 



{\) Al concluir este párrafo es preciso notar, que el prin- 
cipio de la elección directa y popular del Presidente de la Re- 
jiiiblica, se desvirtúa con la facultad de elegir concedida al Con- 
ííieso por el artículo 85 de la Constitución Política del Esta- 
do. £n el caso de dicho articulo la elección no es ya popular, 
es parlamentaria, es decir, que el Legislativo es quien nombra 
al EJefíutivo. Los Gobiernos que protejan á algún candidato, con- 
vertirán el Congreso en el centro de sus combinaciones é in- 
trigas políticas, obrando en el sentido de formar un Congreso 
dispuesto á la elección del favorito. De aquí vendrá el ascen- 
diente del Ejecutivo sobre el Legislativo y la falta de indepen- 
dencia de los Diputados que se hallarán siempre sojuzgados por 
las ambiciones personales. Y de aquí también los malos re- 
presentantes; porque el gobierno que ampare sus candidatu- 
ras, buscará siempre a los más corruptibles. Dicho artículo pue- 
de conducir, además, á la inmoralidad: el diputado que como 
ciudadano dé su voto por C en las ánforas electorales, votará 
en el Congreso por B, contrario á C, porque ha sido impues- 
to para este proceder por los nuevos compromisos políticos] en 
A primer caso, era libre, en el segundo, obra sugestionado. 

El modo de evitar este grave inconveniente que ataca la 
tranquilidad y la dignidad de la representación nacional, seria 
proclamar al caiididato que reúna la mayoría relativa de su- 
tragios, cuando ninguno tenga la absoluta. 
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bilidad se impone por la misma forma de gobierno. Los 
apoyadores de este gobierno dicen, que no existe tri- 
bunal superior al rey y que el orden del Estado su- 
friría graves perturbaciones y peligros á causa de esta- 
blecerse contra el monarca un proceso y que por lo 
mismo es preferible soportar las faltas del rey, que no 
traen los males que su juzgamiento. 

En las repúblicas democráticas la responsabilidad 
de los poderes es un axioma igualmente venerado por 
gobernantes y gobernados, porque siendo los funciona- 
rios públicos susceptibles de cometer faltas y crímenes, 
abusos y excesos de poder, en el manejo de los nego- 
cios ágenos ^ue pasajeramente les está encomendado, y 
siendo también las atribuciones que desempeñan delega- 
das bajo la condición de dar cuenta de su uso, es pues 
cierta, positiva é innegable la responsabilidad. 

Las constituciones de Suiza, de los E. E. U. U. de 
Norte América, de la República Francesa y en general 
de todos los países civilizados del mundo, declaran la 
responsabilidad del Jefe del Estado. (1) 

Bolivia, con pocas excepciones, ha reconocido en la 
mayor parte de sus constituciones, la responsabilidad del 
Ejecutivo, es cierto que esa responsabilidad á más de 
que fué siempre restringida, por el carácter de sus hom- 
bres, estuvo imposibilitada en su realización por falta de 
leyes de aplicación práctica. (2) 

En el derecho moderno la responsabilidad es de 
tres clases: civil, criminal y política. 

La primera tiene lugar por restitución ó reembol- 
so de caudales ó bienes defraudados al Estado. El Pre- 



[1] La constitución de Suiza (de 1848) hace responsables 
á los encargados de la administración, ante el Gran Consejo 
Federal.— La Francesa de 1875, hace responsable al Presidente 
sdo en los casos de prevaricación y traición á la patria. 

(2) Constitución Política, artículos 60 y 64. 

La Constitución de 1826,' articulo 80 declara, irresponsable 
al Presidente de la República. Lo mismo dice la lejr reglamen- 
taria provisional de 19 de junio del mismo año, artículo 1".— 
La ley de 25 de abril de 1843, fijando las atribuciones del go- 
bierno provisorio del General José Ballivián, establece la res- 
ponsabilidad de los Ministros por todos los actos del Gobier- 
no, artículo 3*:— nada dispone del Presidente; por el contrario 
el artículo 11 le faculta proveer á su arbitrio los empleos ci- 
viles^ ecle-siásticos^ de gobierno^ hacienda y policía. La Consti- 
tución de 1843, época del mismo Ballivián, solo hace respon- 
sables á los Ministros de Estado. 

4 
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sidente de la República es responsable conjuntamente con 
los' Ministros de Estado de todos los actos de la admi- 
nistración, y está obligado á presentar al Congreso la 
cuenta de gastos del afío económico con un informe del 
Tribunal Nacional de Cuentas, (i) 

El Sirpremo Tribunal de Valores examina y glosa 
dichas cuentas y las fenece previa aprobación del Con- 
greso. (2) En caso de resultar alcance ó malversación de 
fondos orderja la comprobación é investigación adminis- 
trativa salvando el juzgamiento criminal á otros tribuna- 
les. Esta resolución se ejecuta ante las autoridades Pre- 
fectura! es por la vía coactiva. [3] 

Igual responsabilidad pesa sobre todos los encarga* 
dos del manejo de dineros públicos. En geperal todo jui* 
ció criminal trae consigo las condenaciones civiles. 

La responsabilidad criminal se declara contra el 
Presidente de la República, Ministros y Agentes diplo- 
. máticos, por los delitqs que cometieren en el ejercicio 
de sus funciones oficiales. (4) Las faltas de simple po- 
licía no dan lugar á la acusación legislativa. 

Hé aquí el procedimiento que determinan las le- 
yes l?olivianas. (5) 

Cualquier miembro de la Cámara de Diputados ó 
un ciudajdano particular pfendido, inicia, ante dicha Cá- 
mara, el juzgamiento del funcionario culpable. La denun- 
cia p proposición í^cusadora se publica por la prensa des- 
pués de su lectpra en sesión pública^ A los ocho dias. 
cuando má$, se pone ej asunto 4 la orden del dia. 

Lq, Cíimaríi en la priniera discusión, delibera so- 
lare si pasará á la orden del dia pura y simple ú orde^ 

( 1 ) Constitución Política, artículos 93 y 89, atribución 7*., 
y articulo 98. 

(2) V. Ley Orgánica del Tribunal Nacional de Cuentas de 
28 de noviembre de 1883 artículo 6"., atribución 4'. y 8». 

(3) V. Reglamento del Tribunal de Cuentas, de 3 de ma- 
yo de 4884, articules 74 y 77.— El primer artículo dice: «Corres- 
ponde al Tribunal de Cuentas el conocimiento de las causas de 
reintegro á la Hacienda, por alcancjss ó malversaciones de los 
fondos públicos, para los efectos de fallar meramente sobre la 
respunsabilidad administrativa de los encargados de la gestión 
de los intereses fiscales, salvando á la jurisdicción ordinaria el 
juzgamiento de la responsabilidad penal». Léase eu él Apéndi- 
ce los autos d/B 23 y 31 de enero ae 1893, ¡dictados contra el exx 
presidentp Hilarión Daza. 

|4| Constitución Política, artículos 60, 64 y IM, 
(5) V. Ley de 31 de octubre de 1884. 
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nará una información preliminar. Este incidente se vo- 
ta por escrutinio secreto. 

Puede la Cámara permitir la presencia del acusa- 
do y en todo caso so admite siemi)re la defensa escrita. 

Si la Cámara decide pasar á la orden del dia sim- 
plemente, la acusación, en la especie, no es intentada 
otra vez. Pronunciándose por la información preliminar, 
pasa el asunto á la ccomisión de policía judicial», la 
que se ocupa de obtener todos los datos necesarios para 
motivar la acusación, ejerciendo, al efecto, amplías fa- 
cultades. 

Completada la instrucción, j)resta la indicada co- 
misión, su dictamen sobre los siguientes puntos: 4*^, exa- 
men de los datos suficientes para motivar la acusación: 
2^. calificación de los delitos acusados, que se refieran 
al ejercicio de las funciones públicas; y 3^, indicación 
de quienes deben ser juzgados como cómplices, fautores 
ó encubridores. 

La Cámara delibera sobre este dictamen, y en ca- 
so de hallar fundada la acusación, dicta la correspondien- 
te resolución parlamentaria, acusando ante el Senado Na- 
cional á los funcionarios delincuentes, con indicación de 
los delitos. En este caso puede elegir uno ó más de 
sus miembros para que sostengan la acusación ante el 
Senado. 

El Senado Nacional pasa los obrados á su comi- 
sión de policía judicial, la que expide su dictamen en 
el término de tres dias. El Senado, tomando en con- 
sideración el dictamen en sesión pública y permanente, 
decide, por dos tercios de votos de sus miembros pre- 
sentes, si ba iugai* ó no á la acusación propuesta. 

Al acusado se le admite defensa y tiene, además, 
la facultad de recusar, sin indicar la causal, tina buarta 
parte de los miembros del Senado. 

Declarada la acusación, la Cámara suspende de su 
empleo al acusado y lo pone á disposición de la Corte 
Suprema de Justicia pai'a que lo juzgue conforme á las 
leyes ordinarias y al Código Penal, 

En el mismo expediente y por igual trámite se juz- 
ga á los cómplices, fautores ó encubridores. 

Ambas Cámaras proceden en el ejercicio de estas 
atribuciones como jurados. Si durante el trámite de la 
acusación termina el período de las funciones legislati- 
vas, deben prorrogarlas ó convocar á sesiones extraor^ 
diñarlas. 
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Los casos de responsabilidad de los Ministros d^ 
Estado y Presidente de la República, son los siguientes: 

Los Ministros de Estado son responsables: 

1°. Por traición á la patria. 

2<>. Por infracción del texto expreso de la Cíonsti- 
tución y de las leyes. 

3<^' Por malversación de los fondos públicos. 

40. Por hacer más gastos de los presupuestos. 

5". Por sobornos ó cohechos en los negocios do 
su cargo ó en nombramientos de empleados públicos. 

6^. Por violación de garantías individuales. 

El Presidente, Vice-presidente ó cualcjuier otro de 
Jos designados para ejercer el poder ejecutivo, son res* 
ponsables mientras duren sus funciones, con ocasión de 
haberlas realmente ejercido, por los delitos siguientes: 

i". Traición á la patria; 
2<*. Violación de las garantías individuales; 
30. Malversación de los fondos públicos. 
Por los demás delitos son juzgados, después que 
terminan sus funciones. 

La acción pública para el juzgamiento de los an- 
teriores delitos se prescribe, si no se la intenta en una 
de las tres legislaturas siguientes al dia en el que el 
acto fué cometido, exceptuándose el caso de malversación 
de caudales públicos, que puede acusarse hasta la le- 
gislatura inmediata á aquella que se ocupe de compro- 
bar la cuenta de gastos de la gestión en que tuvo lu- 
gar la malversación. 

Igual procedimiento se sigue contra los Agen- 
tes diplomáticos. 

Los vocales de la Corte Suprema de Justicia son 
juzgados en definitiva por el Senado Nacional, con arre- 
glo al siguiente trámite: (i) 

La Cámara de Diputados de oficio, á iniciativa de 
alguno de sus miembros, querella de parte ofendida ó 
denuncia de cualquier ciudadano, acusa ante el Senado 
l| los magistrados culpables, siguiendo, más ó menos, el 

(I) Y. Ley de 7 de noviembre de 1890, sobre «respn 
sabilidad de los Magistrados de la Corte Spprem^n.^CiOQsiittt' 
ci5n Política, articulp 64. 
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mismo procedimiento que para la acusación del Poder 
Ejecutivo. 

La comisión de justicia se encarga de recoger to- 
dos los datos necesarios para decretar ó no la acusa^ 
ción. La comisión de policía judicial representa al mi« 
nisterio público, durante la instrucción del sumario. 

Los acusados tienen la facultad de producir los 
justificativos que crean convenientes. 

El dictamen de la comisión de policía judicial re- 
cae sobre estos puntos: 1®. examen de todos los datos 
recogidos: 2*. dictamen sobre si arrojan ó no suficiente 
luz para motivar la acusación: %•, calificación de los de- 
litos acusados, 

La Cámara delibera sobre este dictamen^ y en- 
contrando fundada la acusación, la decreta indicando 
los delitos. 

La misma Cámara de Diputados remite copia 
auténtica del decreto a.l Presidente de la Corte Supre* 
ma, para que lo comunique á los acusados, por vía de 
citación y emplazamiento y lo devuelva inmediatamen- 
te con las correspondientes diligencias. 

Sometida la acusación al Senado, el Presidente 
de la ccomisión de policía judicial», á la que se pasa 
los obrados, toma la confesión de los acusados, acom- 
pañado de un Notario. 

Señalado y notificado el dia para el debate, se * 
presentan las listas de testigos que deben declai^ar en 
la audiencia. 

Los acusados pueden recusar hasta una cuarta par- 
te de los que forman la sala sin señalar la causa, den- 
tro de los tres dias siguientes á la confesión. 

El dia señalado se abre la audiencia. Concurren 
como partes: la comisión fiscal de la Cámara de Dipu- 
tados en representación del ministerio público, los acu- 
sados y la parte civil. Leidos los obrados, recibidas 
las pruebas y oidas las conclusiones de las paites, el 
Senado se constituye en sesión permanente y secreta 
para acordar por dos tercios de votos la sentencia, que 
es pronunciada en público. 

Los senadores proceden como jurados en la cali- 
ficación de los hechos y como jueces de derecho en la 
aplicación de la ¡¡ena y calificación deU delito. 

La sentencia se hace cumplir por la autoridad 
del Fiscal General de la República. 
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DE LA 
CENSURA PARLAMENTARIA, 

. La responsabilidad política es de carácter moral y 
tiene lugar por el uso de las atribuciones de pura políti- 
ca, que no sean de administración propiamente dicha. 

Los errores de dirección ó gobierno que el Ejecu- 
tivo comete por ignorancia, por falta de cálculo ó previ- 
sión ó por escasez de buen sentido práctico, son de ca- 
rácter puramente intelectual, que no pueden reconocer 
otro correctivo que una sanción también puramente moral. 

¿Cómo sería posible castigar al Ministro que yerra 
por falta de talento ó de instrucción ó porque carece de 
tino y de buen criterio para el raando.^ 

¿Es posible castigar do otro modo al funcionario 
que se equivoca de buena fé? 

Todas estas faltas morales, cometidas en el uso de 
las atribuciones políticas ó gubernativas, están, pues, suje- 
tas á la única penalidad del reproche ó desagrado que mani- 
fiesta el pueblo, ya sea mediante sus representantes en el 
poder Legislativo, que entonces toma la denominación de 
censura parlamentaria, ó ya mediante la opinión pública 
que pronuncia inexorables fallos, sobre la conducta de los 
funcionarios del Estado. 

Cuando los abusos del Ejecutivo pasan del límite 
de los actos de pura política ó simple dirección, caen en el 
dominio de las leyes que presiden "las responsabilidades 
criminales, de las q[ue ya hemos hablado anteriormente. 

La responsabilidad política de los Ministros ó Se- 
cretarios de Estado, se declara tanto en las repúblicas 
como en las monarquías. 

Por ejemplo, en Francia, las Cámaras ejercen el 
control sobre la administración interior del país y mani- 
fiestan su confianza ó desconfianza á los actos de Jos Mi- 
nistros, quienes son responsables solidariamente delante 
de las Cámaras de la política general del país é indivi- 
dualmente de sus actos personales. 

En el Imperio Británico, el Ministro es responsable 
ante las Cámaras, en cuyo seno puede tomar asiento como 
representante. Esta responsabilidad, en Inglaterra así como 
en otras monarquías, tiene por objeto cambiar el personal del 
Ejecutivo que reside propiamente en el Ministro, quien e» 
de período indefinido y de vastas atribuciones y que solo 
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tiene su límite en la dependencia en que está de la ma- 
yoría parlamentaria. Cuando las Cámaras pronuncian la 
censura contra los actos del Ministro, éste hace dimisión 
de la cartera y entonces la mayoría parlamentaria triun- 
fante ha logrado cambiar el rumbo de la política con un 
nuevo Ministro. O bien el Ministro censurado disuelve la 
Cámara y convoca á nuevas elecciones, para procurarse 
mayoría parlamentaria. Este modo de atacar la represen- 
tación nacional, han dicho algunos, que es apelar al pue- 
blo para que dirima el conflicto entre los dos altos 
poderes del Estado. 

La censura parlamentaria tiene, pues, el objeto de 
cambiar la política del gobierno y retirar de su puesto, co- 
mo toda responsabilidad, al mal funcionario. Cuando no 
ha de dar por resultado este cambio, no tiene la censura 
importancia alguna y se convierte en simple arma ridicula 
en manos del partidarismo político. 

L^ Constitución de Bólívia, permite á las Cámaras 
acordar á iniciativa de sus miembros la censura de los ac- 
tos de mera política del Ejecutivo, dirigiéndola contra los 
Ministros de Estado separada ó conjuntamente, según el 
caso, con el solo fin de obtener uaa modificación en el 
procedimiento político, (i) 

Én virtud de esta facultad, cualquier representante 
tiene derecho para llamar al Ministro é interpelarlo sobre 
Jos actos de su gobierno y exigirle informes sobre puntos 
determinados. La Cámara, después de una deliberación 
conveniente, se pronuncia ó por la orden del dia pura y 
simple ó por la censura del acto político. 

La censura toca al jefe del poder ejecutivo indirecta- 
mente y le impone el deber moral de corregir la polí- 
tica, porque él es^-quien gobierna por sí mismo y acepta y 
ampara los consejos de sus Ministros, que son meros co- 
laboradores suyos. 

De otro' modo, si los Ministros de Estado tomasen 
por s( sojos las determinaciones políticas ó administrativas 
y ellos solos fuesen los responsables de los actos del go- 
bierno, el Presidente estaría demás en el cuerpo de em- 

(1) El uso de esta facultad requiere mucha prudencia y jui- 
cio desapasionado de parte de los representantes, para que los 
. Ministros no sean vejaaos injustamente y solo por no ser simpáti- 
cos al partido político dominante en las Cámaras, como ha suce^ 
dido dojfi frecuencia en Boliyia. 

Véase artículo 73 de la Gtonstltución, 
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pleados de la Nación, 6 haría las veces del rey inviolable 
y sagrado, como en las monarquías constitucionales. 

Si el Ejecutivo tiene la facultad de observar las le- 
yes, oponiendo el veto y obligar, de este modo, al Le- 
gislativo á reconsiderar su resolución; es lógico que su- 
fra á su vez, la acción de la censura parlamentaria. Esto 
tiene mayor razón en las repúblicas democráticas de Amé- 
rica donde los gobernantes no tienen prerrogativas ni pri- 
vilegios de ningún género, siendo todos igualmente res- 
ppn sables de sus actos, (1) 



ATIBUCIONES 
DEL PODER EJECUTIVCX 

El poder Ejecutivo requiere energía para llenar de- 
bidamente su misión. Si carece de la energía y de la, 
fuerza, se convierte en blanco de las desobediencias po- 
pulares. Pero al frente de esta necesidad y por lo mis- 
mo que el Ejecutivo dispone de los dos elementos pode- 
rosos, la fuerza militar y el dinero, que son los que más 
conducen á la ambición de los demagogos y á los des- 
potismos, se hace indispensable rodear al pueblo de las 
garantías necesarias contra los excesos del poder, limitando 
ó restringiendo sus atribuciones á lo estrictamente nece- 
sario para la buena administración. 

Bichas atribuciones limitadas y concedidas bajo de 
responsabilidad, se concretan á la función de la adminis- 
tración nacional, que como hemos dicho en otra parte, (2) 
comprende las tres facultades: de gobernar, administrar 
y ejecutar. 

Se gobierna imprimiendo dirección intelectual á los 
negocios del país; se administra propiamente, en el sentido 
restringido de la palabra, manejando los bienes y dineros 
del Estado,^ arrendando los inmuebles, contratando con 

(1) La responsabilidad de los Senadores y Diputados no 
está prescrita por lev^ pero es indudable que ellos deben ser res- 
ponsables de los delitos que cometan en el ejercicio de sus fun- 
ciones, correspondiendo su juzgamiento á la Corte Suprema de 
Justicia. Esta responsabilidad que seria puramente criminal, no 
menoscabaría^ en manera alguna, la inmunidad de los represen- 
tantes por las opiniones que emitan en el seno del parlamento. 

(2) p. 3. 
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los empresarios etc.; se ejecuta haciendo cumplir las leyes 
del Estado, mediante la fuerza pública en caso preciso. 
El gobierno ó la dirección política, que equivale al 
plan ideal de una obra, es inseparable de la ejecución y 
de los detalles ó actos reales de administración con que 
se ha de llevar á cabo dicha obra. De modo que esas tres 
facultades se expresan, en su concepto técnico y sintéti» 
co, en la sola palabra de administración. 

Los actos de mera política ó gobierno han llamado 
algunos impropiamente, discrecionales ó facultativos, por 
depender de la prudencia y tino del Ejecutivo tomar cier- 
tas medidas en el tiempo y forma que mejor crea con- 
venir í\ los intereses del Estado. 

El Ejecutivo en uso de esta alta atribución directo- 
ra, no puede cometer actos de arbitrariedad ó capricho, 
tiene que sujetarse á las leyes y á las necesidades colec- 
tivas del país en cumplimiento de su deber oficial, sin 
atender á conveniencias personales ó de partido. 

Puede convocar á un Congreso extraordinario. La 
facultad de señalar la ocasión, juzgar y declarar la ne- 
cesidad de su convocatoria, está librada á su buen crite- 
rio y sabiduría. Este acto de pura apreciación intelectual, 
no depende, pues, del arbitrio del Ejecutivo. Si éste con- 
voca á sesiones extraordinarias sin causa ni motivo, será 
responsable de este desacierto y digno de los desprecios 
del pueblo como inepto mandatario. 

Puede declarar el sitio por conmoción interna que 
altere el orden material ó por causa de guerra interna- 
cional. La determinación del tiempo oportuno de esta de- 
claratoria, así como de la extensión de territorio que 
debe abarcar y la duración, dependen del Ejecutivo; pero 
este buen juicio, se ha de ajustar á lo estrictamente re« 
clamado por la tranquilidad pública y no ha de dar cabida 
á caprichos personales ó pasiones de venganza; es decir, 
que el Ejecutivo no puede decretar el estado de sitio 
cuando no hay necesidad positiva de su declaratoria. 

El uso de las atribuciones de gobierno ó política, 
exigen en el Ejecutivo, la seriedad de carácter, buena fé y 
criterio imparcial. 

No les es dado á los que están en el poder, inven- 
tar conflictos ó necesidades que no existen ó alterar la 
realidad de los hechos producidos, tienen que cumplir su 
deber dentro de la ley y de las exigencias generales del 
Estado. Es por esto que decimos que no existen facul- 
^des discrecionales ó voluntarias. 
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El Ejecutivo en Bolivia tiene las siguientes atribu*' 
clones: (1^ 

Negocia los tratados con las naciones extranjeras, 
nombra los agentes diplomáticos y conduce las relaciones 
internacionales en general. 

El uso de esta atribución está en manos del Eje- 
cutivo porque es la autoridad que tiene la representación 
nacional ante las potencias extranjeras y porque, en vir- 
tud de su organización unipersonal, puede tomar inmedia- 
tamente las resoluciones más oportunas y guardar, sobre 
todo, el sigilo tan esencial para el éxito de cualquier ne** 

f ociado. La aprobación de los tratados corresponde al 
legislativo. 

Dirige las operaciones de la guerra, cuando ha ha- 
bido declaratoria del Congreso á petición suya, manda la 
fuerza militar y tiene el comando del ejército como capi* 
tan general. 

Inicia las leyes ó las observa por mensaje espe- 
cial, concurriendo á la discusión parlamentaria el Minis- 
tro del ramo. Promulga las leyes sancionadas por el Le- 
gislativo y las ejecuta expidiendo los decretos y órdenes 
convenientes. 

Corre á su cargo la recaudación, administración é 
inversión de las rentas nacionales, conforme á las leyes 
y con cargo de dar cuenta anual al Congreso. 

Vela sobre las resoluciones municipales, para de- 
nunciar ante el Senado Nacional las que sean contrarias 
á la Constitución y á las leyes. 

Hace cumplir las sentencias de los tribunales de 
justicia. Tiene la facultad de conmutar la pena de muerte. 

Decreta amnistías por delitos políticos; concede ju- 
bilaciones y montepíos. 

Ejerce el patronato nacional; y concede ó niega el 
pase ó exequátur á los decretos de los Concilios, bulas y 
rescriptos del Sumo Pontífice, con acuerdo del Senado, 
debiendo esperar una ley en caso de que aquellos con- 
tengan disposiciones generales y permanentes. 

Tiene á su cargo la conservación y defensa del or- 
den interior y la seguridad exterior de la Kepública. 

Puede conceder privilegios temporales en los casos 
señalados por la Constitución, 

Crea y habilita puertos menores. 

Nombra á los empleados de su dependencia; te- 

(1) Constitución Política^ art. 89. 
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fiiendo puramente la atribución de expedir los títulos pa- 
ra todos los funcionarios de los otros ramos. Solo en 
casos de vacancia y excepcional mente puede nombrar á 
cualquier empleado interino. 

Puede decretar el estado de sitio. 

Tales son las atribuciones del Ejecutivo, arregladas 
á la forma unitaria de gobierno y que por lo mismo fal- 
ta mucho para que se acerquen al régimen verdadera- 
ipente semecrático. ^1) 

PEI^ PRESIDENTE DE LA 

REP Obliga. 

El Presidente de la República, como jefe del po- 
der Ejecutivo, centraliza en su persona las funciones ge- 
nerales de la administración y representa la unipersona- 
lidad de esta rama del poder político. 

Las atribuciones conferidas al Presidente, se eier- 
cen por medio de los Ministros ó Secretarios del des- 
pacho, siendo esencial que todos los decretos y órde- 
nes de aquél, se hallen firmados por el Ministro respec- 
tivo, sin cuyo requisito no son obedecidos. 

El Presidente puede nombrar y remover por sí 
solo á sus Ministros de Estado. Asiste á las sesiones 
con que el Congreso abre y cierra sus trabajos. Anual- 
mente presenta al Congreso un mensaje escrito, dando 
cuenta de la administración. Puede iniciar, en mensaje 
especial, la formación de la ley y con la misma formalidad 
hace uso del derecho de veto. Manda personalmente ia 
fuerza militar y dirige las operaciones de la guerra y 
solo en el campo de batalla concede los grados de ge- 
neral y coronel de ejército. (2) 

(1) Bolivia ha participado, en los primeros periodos de su 
fQnnaciü>q, del carácter despotice de los absolutismos. La Cons- 
titución de 1826, art. 83, conferia al Presidente la facultad de pro- 
poner ante las Cámaras al Vice-presidente de la República y se- 
pararlo por si solo. Esto era, en resumen, dar la elección del 
Ejecutivo al mismo poder. Las Constituciones de I83f, art. 72 y 
de 1834, art. T4, le daban la atribución de elegir á los Magistra- 
dos de la Corte Suprema y Su})eriores, de las ternas i)asadas por el 
Senado. Las mismas Constituciones otorgaban la tiránica facul- 
tad de disolver las Cámaras constitucionales, con dictamen afir- 
mativo del Consejo de Estado y de la Corte Suprema. 

(2) Y. Ley de Organización Política, de 3 de diciembre 
^^ Í888, artículo 4-, 
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Estas atribuciones son peculiares al Presidente y 
fuera de ellas no puede ejercer acto alguno sin la co- 
operación y concurso de los Ministros. 

Esta forzosa intervención ministerial coloca al Pre- 
sidente en la misma condición en que se baila el rey 
en las monarquías constitucionales, que no puede go- 
bernar sino por intermedio de sus Ministros, c[uienes/ 
en la realidad, desempeñan todo el poder Ejecutivo. 

Parece que esta manera de ser de la mayor parte 
de los Gobiernos Sud-Americanos, ha obedecido á la 
necesidad de moderar y suavizar con la cooperación in* 
teligente de los Ministros ,el carácter violento y, las más 
de las veces, ignorante de los Presidentes, que por lo 
regular han salido de la clase militar. Pera boy que 
hemos ingresado al período de la institucionalidad demo*> 
crática, esas razones han desaparecido. 

Gomo el Ministro gobierna y administra con opi- 
nión propia y no se limita puramente á estampar su fir- 
ma como un actuario de juzgado que autoriza el auto 
del juez, es claro, que el Presidente, que no puede por 
sí solo dar decreto alguno, está en la situación de un 
verdadero rey, que solo desempeña una función regula- 
dora, según la expresión de Benjamín Constan. 

Si el Presidente ha sido electo para ejercer la au- 
toridad él mismo sin intermediario alguno^ no se debe^ 
pues, entrabar su acción, haciendo imprescindible el con- 
curso del Ministro. De otro modo, el Presidente es in- 
útil y su persona está demás en el poder ejecutivo, por 
que es un ser que no administra ni ejerce función al- 
guna. 

Pero si ha de ejercer realmente sus atribuciones, 
y los Ministros han de ser meros auxiliares ó colabora- 
dores del despacho, entonces las responsabilidades son 
más claras y la autoridadad más efectiva. 

bin el sistema actual, no pudiendo el Presidente 
administrar por sí solo, se doblega ante el Ministro ó es, 
por lo menos, demasiado complaciente con él. De aquí 
resulta que, el Presidente sufre una esclavitud de es- 
píritu y se le hace responsable por los actos ajenos, 
por las opiniones, tal vez equivocadas, de sus Ministros, 

O la acción del Presidente, desaparece ante la de 
los Ministros, ó los Ministros son absorvidos por el Pre- 
ndante. Entre estos dos extremos es francamente pre- 
ferible el último, que es el más racional y el que me« 
jor expresa la unipersonalidad del Ejecutivo. 
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DEL VETO* 

Se llama veto la atribución concedida al Ejecuti' 
Vo para que pueda observar, antes de su promulgación ^ 
la ley dada por el poder Legislativo. 

El veto esi absoluto y limitado. 

£1 primero pertenece á las prácticas monárquicas 
y destruye y hace nugatoria la función legislativa, por 
que el Ejecutivo, que hace uso de esta facultad, niega 
la promulgación de la ley, la que queda sin efecto alguno. 

El veto suspensivo ó limitado, de práctica repu-^ 
blicana, Qonsistc en la facultad constitucional dada al Üje« 
culivo para que dentro de un término breve pueda ob- 
servar la ley, antes de promulgarla, exponiendo respetuo- 
samente, los inconvenientes y los defectos de ella, pa- 
ra que el poder Legislativo la reconsidere y se pro- 
nuncie nuevame&te en vista de las observaciones hechas. 

Cualquiera que sea la resolución legislativa, la ley 
es promulgada por el Ejecutivo, sin que éste tenga ya 
poder alguno para impedir su ejecución, aun cuando se 
hubiesen rechazado sus observaciones. 

El Ejecutivo con esta atribución, garantiza al pueblo 
contra la sanción de leyes inconvenientes, resultado de 
la precipitación, de la poca ilustración ó de algún impul- 
so de bandos políticos ó exceso de funciones. Hallándose 
en posesión de todos los secretos y necesidades do la 
administración, nadie mejor que el Ejecutivo, puede juz- 
gar, á cerca de la oportunidad y ventajas de una ley. 

No puede abusar fácilmente de esta facultad ha- 
ciendo ]jrevalecer sus ideas sobre el Congreso, porque 
se requiere dos tercios de votos para que la ley vetada 
se reconsidere, y es evidente que para obrar sobre el ánimo 
de ese número de representantes, la observación debe ser 
muy seria é irrechazable y además, si el Ejecutivo 
se niega á promulgar la ley, el Presidente del Congreso 
la promulga. 

El veto tiende, pues, únicamente á asegurar el 
acierto y el mejor éxito en la formación de la ley. 

DE LOS MINISTROS DE ESTADO 

La institución de los Ministros remonta su origen 
¿ las épocas de la edad media. En aquellos tiempos el 
Marií^TAl ó Condestable, el Senescal ó Ujier de vianda, 
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el damarero. el Gopero mayor, eran oficiales de palacio 
que servían al rey en su persona y hacienda y eran 
altas dignidades constituidas en hereditarias. 

El impulso del prpgreso en la ciencia del gobiernq, 
constituyó aquellos puestos en la noble categoría de los 
Cancilleres, Almirantes, Jueces de palacio. Intendentes ó 
Mayordomos majores etc., que desempeñaban funpiones de 
gobierno, llegando la elevación de los carejos á ser ocu- 
pados por notables jurisconsultos y estadistas, al punto 
de ser dirigida toda la administración de un Kstado por 
el hábil é intrépido Ministro que empuñaba por sí solo 
las riendas del gobierno. Tal sucedió con el Cardenal 
Wolsey en tiempos del Rey Enrique VIII de In- 
glaterra; con el conde Leicester, en el reinado de 
la reina Isabel; con Lord Stafford, bajo Carlos i®.; con 
Richelieu y Mazarino, en la época del rey Luis XIII 
de Francia y durante la ipinoridad de Luis XIV; con e} 
conde Schwarzenberg, bajo el príncipe elector Jorge 
Guillermo de Prusia; y con el príncipe Kaunitz, en los 
dias de la emperatriz María Teresa de Austria. 

Los Ministros forman hoy, en las monarquíí^s 
ponstitucio nales, el poder Ejecutivo, desempeñando todas 
las funciones de este podeí*, bajo la dirección y presi- 
idencia de un primer Ministro, cuyo nombramiento en las 
monarquías es tan esencial como la del presidente en las 
repúblicas. 

En las monarquías se apoyan en la mayoría par- 
lamentaría y dependen de ella en si^ responsabilidad y 
la duracióa de su período. 

Bip embargOj como en manos del Ministro se pone, 
por lo geperaí, el recurso atentatorio de disolvpr l^s Gá^ 
mara^, se ha visto con frecuencia que por largos pe- 
ríodos se han mantenido en el gobierijo algunos Ministros, 
tales conio el gran Pitt, en el Ministerio Inglés á pe- 
sar de la cruda oposicipn que le hacía la Cápniar^ de los 
Comunes; el conde de Bismark, qiie resistió á la des- 
confianza y oposición que la representación popular prusia- 
na 1^ bací^. 

En las formas unitarias ó federales, los Ministros 
ayudan y cooperan en las labores de la administración 
¿il Presidente de la República, de quien dependen y 
cuyos auxiliares son. 

La Constitución francesa reconoce los sub-minis- 
tros, que son auxiliares inmediatos de los Ministros, con 
|os que ponqurren á las ; discusiones parlamentarias y 
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desetnpeñan también las funciones de la administración. 

ÍIl número de los Secretarios de Estado varía se- 
gún las naciones y los intereses que tienen que admi- 
nistrar, designándose, por lo regular, un Ministro para 
cada ramo importante. 

En Bolivia los Ministerios se hallan arreglados de 
la manera siguiente; 

Los negocios de la administración pública se des* 
pachán por cinco Ministros, cuyo nombramiento y remo- 
ción depende del Presidente. 

Las condiciones de elegibilidad son las mismas que 
se requieren para ser diputado nacional. 

El Presidente, en acuerdo con los Ministros electos, 
determina los ramos de que debe encargarse cada uno 
de ellos. (1) 

Los ramos de gobierno y admistración están dis 
tribuidos en diez. 

1. Ramo de gobierno. Está encargado de la con- 
servación del orden, la dirección de la policía y de las 
compañías de bomberos, de la vigilancia sobre las mu- 
nicipalidades, de la dirección de las oficinas de esta- 
dística y del archivo nacional y el cuidado de los edi- 
ficios públicos. 

í . Ramo de correos^ telégrafos, postas y caminos. Tiene 
por objeto el buen servicio de estos ramos. 

3. Ramo de relaciones exteriores. Se entiende con 
todo la relativo á las relaciones internacionales. 

4. Ramo de colonización. Fomenta la inmigración 
extranjera y protejo las colonias. 

5. Ramo di: hacienda. Comprende el cupo, ré- 

f partimiento, recaudación, manejo é inversión de las rentas; 
a dirección de las operaciones del censo real y personal; 
la venta y el arrendamiento de las propiedades naciona- 
les; la revisión y aprobación de los actos administrativos 
de hacienda; la reglamentación de las aduanas; la crea- 
ción y habilitación de puertos menores; la reglamenta- 
ción de las contadurías fiscales; la inspección de los 
bancos y casas de crédito; y las revisitas. 

6. Ramo de industria. Corresponde la reglamen- 
tación de las exposiciones industriales de carácter nacio- 

(I) Para mayor inteligencia consúltese: decreto de 14 de 
octubre de <872, de 24 de diciembre de <884, de <5 de enero de 
1885, de 10 dé febrero de 1886^ de 23 de octubre de 18^8, la 
ley de Organización Política y la Constitución Política, art. 91. 
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nal y el fomento del comercio interior y exterior, de la 
agricultura, de la minería, é industrias en general» 

7. Bamo de justicia. Corresponde á este ramo con- 
mutar la pena de muerte; hacer cumplir las sentencias 
de los tribunales judiciales; establecer cárceles y presidios; 
nombrar á los Fiscales; y vigilar la administración de justicia. 

8. Ramo del culto. Toca á este ramo el ejercicio 
del patronato nacional y el nombramiento del Arzobispo, 
obispos y dignidades eclesiásticas; conceder el exequátur 
ó pase a los decretos de los Concilios, breves, bulas y 
rescriptos pontificios, con acuerdo del Senado. 

9. Bamo de instrucción pública. Está encargado de 
la dirección, reglamentación ó inspección de la enseñanza 
en todos los grados; de la organización de bibliotecas y 
museos; de la publicación de textos y la importación de 
útiles de enseñanza. 

10. Ramo de la guerra. Le corresponde la conser^ 
vación y defensa del orden interior y la seguridad exte- 
rior; la dirección y disciplina del ejercito nacional; y la 
dirección de los tribunales y contabilidad militares. 

A cada ramo toca la atribución de nombrar los em« 
pleados correspondientes. 

Estos ramos están encomendados á los cinco Mi- 
nistros, teniendo, por consiguiente, cada Ministro sus atrir 
buciones especiales y privativas según la cartera que des^ 
empeña. 

Independientemente de estas atribuciones especiales» 
los Ministros tienen las atribuciones generales que corres- 
pood^n á todos ellos y que se reasumen así: 

Sxpedir decretos y órdenes para el cumplimiento 
lie las leyes; informar ante el Congreso anualmente y an^^ 
te las Cámaras cuantas veces lo soliciten; concurrir á la 
formación del presupuesto ei^ su ramo; autorizar los decre- 
tos, órdenes y resoluciones del Presidente: conceder ju- 
bilaciones, montepíos; dirigir la correspondencia; y vigi- 
lar á los empleados subalternos. ^ 

La atribución de autorizar los decretos del Presiden? 
te, que tj^mbién se llama refrenda ó contrafirma, sin cuyo 
requisito no son aquellos obedecidos, tiene por objeto: 
1^. dar autenticidad á la firma del Presidente; 2% hacer 
conjunta la responsabilidad del Ministro y del Presidente; 
y 3.*, garantizar el acierto y la legalidad haciendo nece- 
saria la intervención del Ministro, porque, se dice, que 
puando se dá un decreto entre dos hay deliberaciói^ y in4- 
jljio poptrol. 
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Tanto las atribuciones especiales como las genera- 
les se reducen á las tres clases de funciones que desem- 
{)eña el Ejecutivo: administrativas propiamente dichas, po- 
íticas ó gubernativas y ejecutivas. 



DEL CONSEJO DE MINISTROS. 

Los Ministros de Estado se reúnen en Consejo pa- 
ra asuntos de alta y grave importancia, como son los que 
se refieren á la soberanía nacional; á la integridad del 
territorio; á la declaratoria de guerra; á la convocatoria 
del Congreso extraordinario, ó á un lugar distinto de la ca- 
pital; á la declaratoria del estado de sitio; á la autoriza- 
ción para verificar gastos extraordinarios ó la realización 
de un empréstito. En estos y en los casos en que hay 
desacuerdo entre el Presidente y uno de los Ministros, se 
reúne el Consejo de Gabinete, bajo la presidencia del Pre- 
sidente de la República, para acordar, previa deliberación, 
la resolución que se crea conveniente. 

Las resoluciones dadas por el Consejo de Gabinete, 
deben estar apoyadas por la mayoría; pero la opinión de 
esta mayoría, para prevalecer, es necesario que esté con- 
forme con la del Presidente; de otro modo no constituye 
resolución, porque el que representa y hace efectiva la 
unidad del poder Ejecutivo, como jefe, es el Presidente. 

Los acuerdos del Consejo de Gabinete, se sientan 
en acta por un oficial mayor y se anotan las opiniones di- 
sidentes, para el efecto de las responsabilidades. (1) 



DE LOS DECRETOS. 

Los actos que emanas del poder Ejecutivo y que 
constituyen los medios de que la autoridad se vale para 
ejercer sus atribuciones, se llaman decretos, órdenes, re- 
soluciones supremas ó decisiones, despachos oficiales, ins- 
trucciones y circulares. 

Los decretos son disposiciones que mandan el cum- 
plimiento de una ley ó la ejecución de una cosa determi- 

[i] y. ley de Organización Politica, art. Sf" y el decreto de 
\ 8 de setiembre de 1855. 

6 
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nada, y pueden ser ejecutivos, políticos y administrativos, 
según que se propongan uno de estos fines. 

Se dividen en dos clases: 1^ decretos generales ó 
reglamentarios: 2» decretos especiales. 

Los decretos generales toman la común denomina- 
ción de reglamentos y contienen disposiciones generales 
y para el porvenir, aplicables á todos los ciudadanos. Par- 
iicipan del carácter de la ley; pero difieren de ella: 1^ por 
su origen, porque la ley emana del Legislativo: 2" por su 
objeto, que se limita á preparar y facilitar los detalles de 
la aplicación de una ley. Los reglamentos no alteran la ley 
ni definen derechos. 

Los decretos especiales son los que se dan en casos 
determinados y cuestiones concretas. No contienen disposi- 
ciones generales y se refieren á un solo punto ó asun- 
to de administracióa; por ejemplo: el decreto de oqnvo- 
catoria al Congreso, la concesión de amnistía ó salvo 
conducto . 

Guando los decretos se dan á petición de un indi- 
viduo interesado, de una persona colectiva, representa- 
ción ó consulta de un funcionario y en casos cuestiona- 
dos ó dudosos, toman el nombre propio de decisiones ó 
resoluciones supremas; por ejemplo, un individuo pide el 
privilegio temporal para gozar de cierto invento, ó solici- 
ta la concesión ó arrendamiento de un local ó el pago de 
sueldos devengados. 

Estos decretos cuando no hieren derechos sino que 
lastiman puramente los intereses del peticionario, se lla- 
man decretos de administración pura, porque no dan 
lugar á contención alguna. 

Guando dichos decretos atacan derechos adquiridos 
por personas particulares y dan lugar al juicio conten- 
cioso administrativo, se dice que son dados en materia 
de administración contenciosa. 

De las resoluciones en materia de pura adminis- 
tración se reconoce dos recursos: el de súplica y el de 
revisión. El primero se lleva ante la misma autoridad 
pidiendo la revocatoria ó modificación del decreto por ra- 
zones de equidad ó de interés general. El segundó se 
lleva ante el funcionario superior á quién corresponde por 
ley revisar los actos del inferior. (1) 

Los Ministros de Estado tienen la facultad de cono- 
cer en el recurso de revisión de todas las resoluciones 

[11 V. Organización Política, art. 9 y 13. 
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dadas por los funcionarios inmediatamente inferiores. 

Las órdenes son aquellas que se expiden con carájc- 
ter imperativo, para la ejecución de una ley, de una medida 
cierta ó asunto determinado. Por lo regular van dirigidas á 
Jos funcionarios de categoría subalterna; por ejemplo,- una 
orden de pago al Tes('rero departamental, otra de destie- 
rro de un sospjechoso, otra para la marcha de una tropa 
militar. 

Los actos oficiales mencionados hasta aquí se clasi- 
fican, todos ellos, bajo la denominación genérica de de- 
cretos. 

Los despachos oficiales, que también se llaman no- 
tas oficiales, son documentos ó comunicaciones públicas 
que emanan de las autoridades y van dirigidas á otras y 
tienen por objeto la trasmisión de órdenes, cambio de 
ideas y mantenimiento de las relaciones entre los funcio- 
narios de todos los ramos y gerarquías del poder político. 

Los despachos que se dirigen á los funcionarios su- 
balternos prescribiendo el procedimiento que deben ob- 
servar en asunto determinado, ó la conducta oficial é^e 
deben mantener, ó la manera cómo deben ejecutar tal ley 
ó resolución, se llaman instrucciones. 

Las instrucciones son individuales, cuando se refie- 
ren á un solo funcionario; generales cuando se dirigen á 
varios, que en este caso toman también la forma de cir- 
culares. 

Las circulares no consisten en otra cosa que en 
las notas oficiales del mismo tenor, que son dirigidas con 
un mismo objeto á varias autoridades. 

El Presidente de la República, usa firma entera en 
la promulgación de las leyes, en los decretos y reglamen- 
tos, en los mensajes y en los nombramientos. Hace uso 
de media firma en las resoluciones y órdenes supremas 
y simple rúbrica en las circulares y oficios en que se 
menciona su intervención. 

Los Ministros de Estado usan firma entera en todos 
los casos, excepto en los decretos ó providencias de sim- 
ple tramitacióD, 



Ejom nilnlstros de Estado no pueden eer & la 
vez miembros del Parlamento. 

La independencia de los poderes es la base del 
gobierno; es decir que los depai'tamentos Legislativo, Eje- 
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cutivo y Judicial, deben ejercer sus atribuciones con 
propia autonomía, sin usurpaciones ni preponderancias. 

Esta independencia se mantiene solo á condición 
de que cada uno de los poderes tenga su origen diver- 
so, su personal separado y que la dotación ó los suel- 
dos no sean recibidos de otro poder. 

El Ejecutivo, por ejemplo, no debe elegir á los 
que forman el poder Legislativo y vice- versa, el poder 
Legislativo no debe elegir ó nombrar al Ejecutivo; lo mis- 
mo diriamos del poder Judicial. 

Si los que ejercen las funciones de la adminis* 
tración como Ministros de Estado, tuviesen derecho de 
ser á la vez representantes del pueblo y constituir el 
poder Legislativo, habría confusión de poderes, esto es, 
que las funciones legislativas y ejecutivas estarían en 
las mismas manos. Es por esto que los Ministros de 
Estado, así como cualquier otro funcionario, que ejerza 
la administración, no pueden ser legisladores, porque 
L| independencia de los poderes exige la separación ab- 
soluta del personal. 

Igual cosa podríamos decir respecto á la dotación. 
Si depende de la voluntad del Ejecutivo pagar ó no los 
gastos del poder Judicial ó Legislativo, éstos no gozarán 
de independencia, porque dependerán del favor y de 
la buena voluntad del Ejecutivo. El que dá el sueldo, el 
que paga dinero puede ejercer supremacía é influencia 
sobre el que lo recibe. El buen gobierno demanda, pues , 
la descentralización de fondos. 

Esta necesaria independencia de los poderes im- 
pone la completa prohibición para ejercer dos funcio- 
nes distintas al mispno tiempo. En este sentido el Se- 
nador ó Diputado que acepte el cargo de Ministro de 
Estado debería perder su carácter de representante; lo 
mismo que el Ministro que dejase temporalmente su car- 
tera para incorporarse al parlamento, debería perder el 
Ministerio hasta que termine el período constitucional 
de su mandato popular. 

Los Ministros de Estado, como personas influyen- 
tes que tienen su popularidad á la orden del dia, suelen 
ser siempre representantes por algún distrito electoral 
y directores de grupos parlamentarios. Durante el re- 
ceso de las Cámaras desempeñan una cartera; pero tan 
luego que se instalan aquellas dejan su puesto tempo** 
raímente y toman asiento como Senadores ó Diputados. 

Esta corruptela practicada más de una vez, lie- 
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va la confusión de los poderes al extremo de que los Mi- 
nistros que deben la cuenta de sus actos al Congreso, 
son los mismos que como legisladores la reciben y la 
aprueban, es decir, que juzgan sus propios actos ó por 
lü menos los hacen juzgar bajo su poderosa influencia. 

La ley para ser más republicana debería declarar 
canceladas las credenciales de los diputados ó senadores, 
que lleguen durante su período á desempeñar puestos en 
el departamento Ejecutivo. 

Los Ministros tienen, sin embargo, la facultad 
de asistir á las sesiones del Congreso y tomar parte en 
las deliberaciones, dejando su asiento cuando se trata 
de la votación. Esta facultad de simple cooperación no 
desvirtúa la independencia de los poderes. (1) 



: DIVISIONES ADMINISTRATIVAS 

DE LA REPÜBLIGA. 

Desde la Constitución del afio 1826 se ha acep- 
tado la división administrativa de la República en de- 
partamentos, provincias y cantones. Esta división ha obe- 
decido á la comodidad y fácil administración de los in- 
tereses locales. 

Está claro que la denominación de esas divisiones, 
>no atañe al fondo de la cuestión; es decir, que aquellas 
grandes partes ó divisiones de cada nación que se for- 
man por la naturaleza misma del suelo y la aproxima- 
ción necesaria de los habitantes, pueden llamarse Esta- 
dos locales, como en Norte América, ó provincias como 
en la ArgCiitina, ó departamentos como en Francia y 
Bolivia; lo cierto es que dichas divisiones existen por 
la fuerza de los hechos, con sus intereses, necesidades 
y derechos propios. 

|1] La Constitución de f839, artículo 44 dice: «los di> 
pntados no podrán admitir empleo alguno público, durante su 
diputación, ni dos años despiíés». Las Constituciones de 1826, 
articulo 31, de 1831, artículos 20 y 28, la de 1834, articulo 20, 
y de 1843, articulo 29, dicen uniformemente, que los represen- 
tantes electos Ministros de Estado dejan de pertenecer á sus 
Cámaras. La Constitución actual, artículo 44, es más defectuo- 
sa, porque solo dice que quedaran suspensos de sus funciones 
legislativas por el tiempo que desempeñen la Secretaría de Es- 
tado. 
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En Bolivia no se ha dado á dichas divisiones su 
carácter peculiar: el de personas civiles. Tampoco sé 
fundan en las condiciones de toda división territorial. 

Las condiciones naturales del suelo, clima, tradi- 
ciones históricas, comunidad de costumbres é intereses, 
facilidad y aproximación de las vias de comunicación, 
que hacen converger á los habitantes de una zona de- 
terminada hacia un punto céntrico que es la capital;' con- 
curren á formar las divisiones administrativas ó socia- 
les de todo país, con intereses especiales y con las pro- 
pensiones naturales de conservar unidad de acción y de 
vida política y social, hallándose, algunas veces, sepa- 
radas del resto de la nación por los límites arcifinios 
de su territorio, rios. lagos ó montañas. 

Concurriendo las múltiples condiciones de territo- 
rio propio, separación geográfica, costumbres, tradiciones, 
amor á sus intereses etc., llegan á constituirse necesa^ 
riamente las divisiones de la Kepública; debiendo, por lo 
mismo, gozar del rango de personas civiles y tener su 
gobierno propio y autoridades elegidas, y dependientes so- 
lo de los que forman el departamento, provincia ó can- 
tón. 

Dentro de las grandes divisiones departamentales, 
existen unidades é intereses colectivos, que por la mis- 
ma posición geográfica, la semejanza de ocupaciones y 
proximidad de residencia, constituyen colectividades li- 
toitadas á cierta circunscripción territorial que se llama 
provincia. Dentro de las provincias se hallan todavía 
aglomeraciones más pequeñas de más estrechas relacio- 
nes y mayor intimidad de vida, son los cantones. Los 
cantones contienen agrupaciones sociales más reducidas, 
que forman los vice-cantones y aldeas. 

Las Municipalidades son de carácter doméstico, tie- 
nen intereses especiales y forman personas civiles. 



DE LAS PREFECTURAS. 

El departamento es una de las grandes divisiones 
territoriales y administrativas de la República. Su ex- 
tensión, el número de las provincias que contiene, así 
como el de los cantones, se detalla por leyes especiales, 
Bujetas á las necesidades locales é mtereses nacidos de 
Ja copfiguración geográfica de los lugares y de la soIh 
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daridad de causas, consultando siempre la buena admi- 
nistración. 

El gobierno superior en lo político, administrativo 
y económico de cada departamento, reside en un ma- 
gistrado con la denominación de Prefecto, dependiente 
del poder Ejecutivo, de quien es agente inmediato y con 
el que se entiende por el intermedio del respectivo Mi- 
nistro de Estado. 

En los ramos indicados, así como en lo que per- 
tenece al orden y seguridad del departamento, están 
subordinados al Prefecto todos los funcionarios públicos 
de cualquiera fclase ó denominación que fueren y que 
residan dentro del territorio departamental. 

El Prefecto es nombrado por el presidente de la 
República El electo debo ser de treinta años de edad, 
boliviano de nacimiento ó naturalizado con cinco años 
de residencia y ciudadano en ejercicio. Su autoridad 
dura por el período del Presidente que lo nombra. 

Sus funciones consisten en lo siguiente: 

Cumple y hace cumplir las leyes y órdenes ó decretos 
del Ejecutivo; mantiene el orden público y proteje las 
personas y las propiedades contra los ataques de hecho; 
convoca á elecciones populares en las épocas respectivas; 
vigila sobre los funcionarios y oficinas subalternas de 
administración; cuida de que los tribunales de justicia cum- 
plan sus deberes; concede licencias á los funcionarios del 
departamento por tiempo determinado; coopera á las mu- 
nicipalidades en la apertura de caminos, puentes y cal- 
zadas; cuida de la conservación de los edificios públicos; 
visita las provincias para informar ante el gobierno á 
cerca de sus necesidades; dirige la policía, provee á la 
construcción de cárceles; preside la junta de almonedas; 
se entiende con el cobro de los impuestos; conoce en 
los juicios coactivos, y hace cumplir las providencias del 
Tribunal de Cuentas. 

Anualmente eleva al gobierno el informe de la ad- 
ministración departamental. 

Ejerce la super-intendencia en materia de minas; 
y en lo militar desempeña el cargo de Comandante Ge- 
neral. 

Todos los funcionarios administrativos del depar- 
tamento, hacen sus peticiones al Gobierno por interme- 
dio de los Prefectos. 
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El Prefecto es responsable de sus actos y faltas 
oficiales, ante la Corte Suprema, donde puede ser acu- 
jsado criminalmente por cualquier ciudadano. (1) 

Puede ser destituido sin forma de juicio, por el 
Presidente de la República, por causales que afecten al 
buen servicio ó comprometan el orden piiblico. 

Auxiliar inmediato del Prefecto es el Secretario, 
que se entiende con todo el despacho de la oficina. 

Gomo funcionarios subordinados al Prefecto se en^ 
cuentran también los oficiales auxiliares, que son sim- 
ples amanuences y el Notario de Hacienda. 

El Intendente de Policía de la capital del depar*- 
tamento es el suplente del Prefecto, en los casos de 
ausencia ó impedimento de éste. 

La práctica francesa hace al Secretario general 
suplente del Prefecto. Para esta suplencia es preciso 

Sue el Secretario reciba delegación del Prefecto; puós 
e otro modo el suplente nato es el más anciano de los 
consejeros de la Prefectura. 

Es evidente que el Secretario como el más inme- 
diato al Prefecto, se halla más enterado de todos los 
asuntos y negocios de la administración departamental. 
Los Litendentes de Policía no están en las mismas con- 
diciones, ni tienen conocimiento previo de los espedien- 
tes que cursan en la oficina. Teniendo que ejercer Ipi 
suplencia por muy estrecho tiempo no se toman jamás 
la molestia de estudiar los asuntos en despacho, ni so 
^yeiituraQ á tomar medida alguna de administración. 

El Prefecto es una autoridad intermedia entre el 
^ecutivo central y los ciudadanos del departamento; es, 
á la vez, un funcionario subalterno del Ejecutivo y una 
autoridad superior y propia de la localidad. (2) 

(<) V. la Ley de Organización Jadícial, articulo 51 y 
ley de 20 de marzo de 18T7, articulo 71 y s. 

(2) Y. para ünayor llustracidn los decretos de %0 de abril 
de 1846, 4 de mayo de <854. ley de 25 de junio de 1863, las 
circulares de 26 de setiembre de <872, de 21 de febrero á% 
1873, de 4 de enero de 1875, de 21 de mayo del propio año, 
de 11 de febrero de 1876 de 27 de setiembre de 1877, de 4 de 
noviembre de 1881, de 23 de enero de 1885, de 24 de octubre 
del mismo año, resolución de 8 de julio del propio año. cir- 
cular de 15 de enero de 1886, de 22 de marzo de 1888 y de 
4 de febrero de 1891. ■ 
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DE LAS SUB-PREFEGTURAS. 

El Sub-prefecto es la primera autoridad política y 
administrativa de la provincia. Ejerce su mando en to- 
da la extensión del territorio' provincial y tiene por in- 
mediatos agentes subalternos á los Corregidores. 

Está subordinado al Prefecto, Su nombramiento 
depende del Ministerio do Gobierno, sin m.ls condición 
que la de ser boliviano y ciudadano en ejercicio. .Su pe- 
ríodo principia y termina con el del Presidente de la 
República. 

Sus atribuciones son: 

Cumplir y bacer cumplir las leyes y órdenes su- 
periores; mantener ol orden público; proteger las perso- 
nas y las propiedades; convocar á las elecciones popula- 
res; vigilar todas las oficinas subalternas; cuidar de que 
los jueces cumplan sus deberes; poner en conocimiento 
del Gobierno las ordenanzas municipales, cuidar por la 
conservación de los edificios públicos y cooperar á la 
apertura de los caminos; dirigir la policía de seguridad; 
cuidar, de las cárceles; entenderse con la recaudación de 
los impuestos; nombrar á los Alcaldes de campaña; vi- 
sitar los cantones para informar á cerca de sus necesi- 
dades. 

En las casos de impedimento del Sub-prefecto, el 
Intendente de Policía de la provincia ó el Corregidor dfci 
la capital, entra á desempeñar sus veces provisionalmente. 

Los Sub-prefectos por las faltas políticas pueden ser 
castigados administrativamente por el Ejecutivo, quien 
los separa del puesto. 

Pi)r los delitos que cometan en el ejercicio de sus 
funciones, son responsables por la via criminal ante las. 
Cortes Superiores de distrito. Cualquier ciudadano pue- 
de querellarse ó entablar denuncia. (1) 



(I) V. artículo 72 fie la ley de 20 de marzo de 1877, los 
reglamentos de iOde diciembre de 1829 y 28 de setiembre de 1831, 
las resoluciones de 7 de febrero y í) de mayo del mismo año, 
la circular de no\'iembre 4 de 1881, orden de 27 de abril y re- 
solución de \2 de diciembre del mismo ano, circular de 30 de 
diciembre de 1885, resolución de 16 de noviembre ('e 1886, cir- 
cular de 11 de marzo de 1889, resolución de 5 de setiembre del 
mismo aúo, circular de 26 de i»bril de 1890 y la jd. de 1°. de 
mayo de I89L 

7 
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. En otras partes como en Francia, el Sub-prefec- 
to puede desempeñar algunas funciones por delegación 
del Prefecto, y tiene mayores facultades, por ejemplo, 
la de autorizar el establecimiento de oficinas insalubres 
etc. De sus actos se admite el recurso ante el Prefec- 
to y de ahí ante el Ministro; si dichos actos hieren 
derechos se lleva el recurso ante la jurisdicción admi- 
nistrativa. 



DE LOS CORREOIMIENTOS. 

En cada cantón hay un funcionario político y ad- 
nistrativo, llamado Corregidor, que ejerce su autoridad 
en toda la extensión del cantón y es agente inmediato 
del Sub-prefecto, de quien depende directamente. 

Su nombramiento se hace por el Prefecto del de- 
partamento, á propuesta del Sub-prefecto, sin más con- 
dición que la de ser boliviano y ciudadano en ejercicio. 
Dura, en sus funciones un año, sin poder ser reelecto 
sino después de pasado otro año. 

El suplente nato del Corregidor, en caso de im- 
pedimento o ausencia, es uno de los agentes municipa- 
les del cantón. 

Sus atribuciones son: mantener el orden público y 
proteger á las personas y las propiedades contra los ata- 
ques de hecho; prestar el auxilio que soliciten los agen- 
tes cantonales para la ejecución de sus acuerdos; proveer 
al alojamiento y subsistencia de las tropas militares; eje- 
cutar las órdenes del Sub-prefecto; recaudar los impues- 
tos y contribuciones; vigilar si los Alcaldes parroquiales 
cumplen sus deberes; dirigirlos y entenderse con los Al- 
caldes de campaña; ejercer la policía de seguridad del 
cantón. 

Desempeña también el Corregidor, la policía judi- 
cial y representa al ministerio público en los juicios co- 
rreccionales que se tramitan ante los Alcaldes parroquia- 
les. 

Ejerce la acción administrativa inmediata para la 
aplicación de la prestación del servicio destinado á ca- 
minos y se entiende en todo lo relativo á la conserva- 
ción de' los caminos vecinales y cantonales. 

Es responsable el Corregidor ante los Jueces de 
Partido, conforme á la ley ordinaria. Cualquier ciuda- 



DERECHO ADMINISTRATIVO. 5I 

daño puede entablar queja y obtener el enjuiciamiento 
criminal. 

El cantón comprende, algunas veces, uno ó más 
vice-cantones; pero, en ningún caso, representa perso- 
na civil ni tiene como tal derechos propios; depende por 
completo del gobierno central. (1) 



DE LOS ALCALDES DE CAMPANA. 

En la campaña hay Alcaldes, que son los funcio- 
narios de la última escala del ramo Ejecutivo y que de- 
penden inmediatamente del Corregidor del cantón. Su 
nombramiento lo hace el Sub-prefecto. Dura un año en 
su puesto y no puede ser reelecto sino después de pa- 
sado otro ario. 

Sus funciones consisten en ejecutar las órdenes que re- 
ciban de sus superiores, recaudar las contribuciones, cum- 
plir el Reglamento de Policía y cooperar al Corregidor 
en todo lo que toca á la administración en su juris- 
dicción territorial. 

Los Alcaldes tienen por suplentes á los funciona- 
rios de igual clase que residan en el lugar más inme* 
diato. 

Son juzgados por los delitos que cometan en el 
ejercicio de sus funciones, ante los Jueces de Partido, 
con arreglo á las leyes comunes. (2) 

DE LAS DELEGACIONES. 

La extensión del territorio nacional, la falta de me- 
dios de comunicación pronta, la lejana situación de los lu- 
gares importantes por su riqueza natural y la necesidad 

(1) Y. Constitución Política, artículo 104, Ley de Organización 
Política, artículo 35, Aeglamento de PoUcia, articulo 12, Regla- 
mento de caminos de 28 de octubre de 1892, Procedimiento 
Criminal, articulo 180, orden suprema de 6 de junio da 1835, 
ley de 16 de junio de 1843^ resolución de 27 de mayo de 1845, 

Jd. de 14 de mayo de 1862, orden de 24 de mayo dé 1864, re- 
solución de lo. de diciembre de^ 1881, la id. de 18 de junio de 
1885 y la id. de 7 de mayo de 1889. 

(2) V. Constitución Política, artículo 104, Ley de Orga- 
nización Política, Reglamento de Policía, articulo 4°., Ley de 
Organización Judicial, artículo 250 y s* 
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úe garantizar con eflcacia los derechos de los habitantes, 
han exigido y constituido en práctica la creación de au^ 
toridades especiales que. bajo la denominación de delega- 
dos, ejercen funciones nnás ó menos determinadas, dentro 
de las atribuciones concedidas por el poder que hace la 
delegación. 

Estas delegaciones están inmediatamente subordi* 
nadas al Ejecutivo, de que forman parte y no representan 
un poder distinto, por más que tengan su origen en la 
ley sancionada por el Legislativo, ni puecLen tener repre- 
sentación jurídica sino por medio del Ministro del ramo 
respectivo. 

Tampoco alteran la división administrativa de los 
departamentos. Las atribuciones del Prefecto que, ocupa 
escala inferior al Delegado, se coordinan perfectamente con 
las de éste. 

Las deleo:aciones, que constituyen funciones transi- 
torias y que más se apropian á la imperfección de los 
gobiernos unitarios y centralizados, no están reconocidas 
por la Constitución ¡Política, y solo obedocen en su crea- 
ción á necesidades extraordinarias ó asuntos de grave 
importancia. 

Se constituyen unas veces por el poder Legislativo 
y otras por el ejecutivo. 

La ley de 28 de octubre de 1890, tiene establecidas 
dos delegaciones: la una denominada «delegación del Madre 
de Dios» y la otra «del rio Purús», que se hallan consti- 
tuidas en la parte setentríonal de la República y en las 
márgenes de los rios á que deben su nombre. 

El objeto de estas deleíraciones es la formación de; 
planes de exploración, el establecimiento de colonias, la 
apertura de caminos, . la fundación de puertos, el ctmso 
<le la población y la matrícula de industrias dedicadas á 
la explotaci n de la goma. 

Tienen las atribuciones de nombrar los empleados 
de su dependencia, como son los Corregidores, Alcaldes 
de campo y aun los Jueces Parroquiales para la adminis- 
tración de justicia. 

Desempeñan la jefatura superior en lo político y 
administrativo, quedando todos los empleados de su ju- 
risdicción subordinados al delegado, incluso el Prefecto 
del departamento. 

Semestralmente están obligados á pasar la cuenta 
de sus actos al Ejecutivo mediante una memoria circuns- 
lanciada. 
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La policía, o\ orden y la segundad de los territorios 
de su jurisdicción corren á cargo de tos Intendentes, que 
son subalternos del delegado. 

En la delegación del Madre de Dios, que actualmen- 
te funciona, se reconocen: un 8ub-dclegado, un Kstado 
Mayor y una Mesa topográfica; con el objeto, esta última 
de hacer estudios sobre la producción de níáderas y vejeta - 
les útiles para las artos, la flora y la fauna; la elevación 
de los terrenos y las demás condiciones corográficas, bo- 
tánicas y zoológicas 

Un inspector de contabilidad corre con las cuentas 
de los «astos de la delegación. (1 ) 

El Ejecutivo suele también constituir delegaciones 
especiales para casos urgentes ó necesidades de pronta 
atención. Citemos, por via de ejemplo, la delegación con- 
ferida por decreto de 26 de junio de 1880 á uti ciudadano 
particular para verificar algunos arreglos en el sucl de la 
Hepública y la confiada en 28 de junio de 1893 á otro 
ciudadano, para la inspección de las colonias de í'aiza y 
Greveaux y de las misiones de infieles sostenidas por los 
conversores franciscanos del Colegio de Tarija en las pro- 
vincias del Azero, Gran Chaco y Salinas (2) 

Todos los delegados son inmediatamente responsables 
de sus actos al Ejecutivo; sin perjuicio de que están su- 
jetos al juicio criminal respectivo, como todo funciona- 
rio, por los delitos que cometan en el uso de su au- 
toridad. 



DEL CONSEJO DE ESTADO. 

Al lado del poder Ejecutivo existe en otros países; 
el Consejo de Estado, que tiene por objeto cooperar en 
las labores de la administración, mediante dictámenes 
escritos ú opiniones manifestadas ante el EjecutiVu, en 
los casos que éste lo requiera ó lo exijan las leyes.' 

En puntos considerables de administración ó go- 
bierno, la ley exije, que el Consejo de Estado abra dic- 

(1) V. el reglamento de 2 de diciembre de 1890, qiie espc- 
ciHca las atribuciones y el personal de empleados de las deleíjacionos. 
y el decreto de 16 de mayo dé 1893 que constituye la «dele^iaf ion 
del Madre de Dios», conforme á' la ley de 28 de octubre de 189<). 

(2) V. Reglamento de misiones de 13 de setiembre de ^87 i. 
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támen ilustrativo, para que el Ejecutivo sobre esa base, 
expida la resolución del caso. El E^jecutivo puede acep- 
tar ó separarse del dictamen, no esta obligado á acep- 
tarlo precisamente. 

Por este medio se asegura el acierto y la compe- 
tencia en los actos del Ejecutivo y se evita la'im previsión, 
el descuido ó ligereza en cuestiones de interés general ó 
importancia particular. 

El Presidente y los Ministros de Estado, no siem- 
pre en todos los casos disponen del caudal de conoci- 
mientos especiales y de antecedentes de experiencia que 
requieren los negocios del Estado, ni tienen, las más de 
las veces, el tiempo suficiente para estudiar con cuidado 
los negocios sometidos á su resolución: es por esto que y 
á fin de rodear de la Mayor eficacia y sabiduría los aca- 
tos de la administración la ley exije, en otros paises, co- 
mo requisito esencial para que el Ejecutivo expida sus 
dcci'etos, el previo dictamen consultivo del Consejo de 
Estado. 

l'uera de estag atribuciones de simple consejo ó 
ilustración, el Consejo de Estado es tribunal administrati- 
vo para el conocimiento y fallo de los juicios coqtencioso- 
administrativos, 

Han creido algunos que, el Consejo de Estado solo 
puede existir al frente de un poder Legislativo constitui- 
do en qna sola Cámara y que no tiene razón de ser cuan- 
do el Legislativo está compuesto de dos Cámaras, por 
ouanto que, se dice, que el (lensejo sustituye hasta cierto 
punto al Senado. 

Esta creencia es del todo falsa, el Consejo de Es-» 
tado, en los pueblos donde existe, es independiente del 
poder Legislativo, sus funciones no son legislativas sino 
puramepte adininistrativas. Es verdad que auxilia las ta- 
reas legislativas suministrando proyectos de ley, v. g., las 
codificaciones completas del código civil ó penal, que re- 
quieren estudio lento y reposado y unidad de doctrma, que 
no es fácil conseguir en una asamblea; pero esos proyec- 
tos los presenta ej Ejecqtiyo en virtud de la atribución 
que lienp de iniciar la ley en mensaje especial, quedando 
f I Consejo dp Estado como simple colaborador del Go- 
bierno. 

El Consejo de Estado es más propio del carácter de 
las repúblicas Unitarias que de las federales, porque en las 
primeras son mayores y más complicados los negocios do 
1^ sjdrpinistr^ciífn. Existiendo descentralizí^rión, la nece-? 
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sidad del Consejo desaparece, por la nueva estructura que 
toman los gobiernos locales. 

En la época del coloniaje existía el Consejo de las 
Indias, que desde la metrópoli se entendía con los asun- 
tos relativos á las colonias españolas. 

Después de la independencia se ha establecido el 
Consejo de Estado por cinco veces, bajo el imperio de 
las Constituciones de 1831, 1834. 1843. 1861 y 4871. 

Por las dos primeras Constituciones citadas, se com- 
ponía el Consejo de Estado de siete miembros, nombrados 
por el Congreso á razón de un consejero por cada depar- 
tamento. Los expresidentes de la República eran miembros 
natos, fuera de los siete. 

Las condiciones de elegibilidad eran las mismas que 
para senador. 

Tenia las atribuciones de dar dictámenes ante el 
Ejecutivo sobre los asuntos que le pasaba éste en con- 
sulta; de convocar las Cámaras cuando el Ejecutivo no 
lo bacía; de velar sobre la observancia de la Constitución 
y las 'leves; de proponer ante el Ejecutivo las dignidades 
eclesiásticas, canongías y prebendas. 

El período de su duración era de cuatro años; y 
todos ellos responsables de sus actos. 

A falta del Presidente de la República hacía sus 
veces el Presidente del Consejo de Estado. 

La Constitución del año 1843 estableció el mismo 
Consejo de Estado, bajo la denominación de Consejo Nacio- 
nal. Se componía de dos Senadoi*es, dos respresentantes, 
todos los Ministros de Estado, dos vocales de la Corte Su> 
prema, un Ceneral de ejército, un eclesiástico de dignidad 
y un jefe de alguna de las oficinas de hacienda. 

Los senadores y representantes eran elegidos por 
sus respectivas Cámaras, en cada legislatura. Los demáa 
miembros los designaba el Presidente de la República por 
el período de cuatro años. Los ex-presidentes eran tam- 
bién vocales natos del Consejo. Tenía el Consejo su pre* 
sidente electo por la misma corporación. 

Las atribuciones eran más extensas que de los Don- 
sejos anteriores: podía otorgar los derechos de naturaliza- 
ción y ciudadanía, formular los proyectos de ley, examinar 
las leyes antes de su promulgación, formar el proyecto 
del presupuesto nacional etc. 

Los dictámenes los daba con el carácter de con- 
sultivos puramente, pero eran indispensables en los casos 
prescritos por ley. 
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En 18GI volvió á reorganizarse el Consejo do 
Estado, después do algunos años de supresión, en esta 
forma: 

Se componía de quince consejeros de los cuales 
siete eran diputados nombrados por la Asamblea. 

Una comisión de siete consejeros constituía el Tri- 
bunal Supremo contencioso-administrativo. 

En 1871 y bajo el imperio de la Constitución de 
ese año, se estableció el Consejo de Estado con nueve 
miembros, todos diputados, elegidos por la Asamblea. 

Tanto en el ])eríodo de la Constitución de 1861 co- 
mo en el de 1871. el poder Legislativo estuvo constituido 
vn una sola Cámara, bajo la denominación de Asauíblea Na- 
cional; de aquí proviene que, en dichos dos períodos el 
Consejo de Estado desem|)eñaba atribuciones que hoy per- 
tenecen al Senado, tales, por ejemplo, las de: proponer an- 
te la Asamblea ternas para el nombramiento de los Minis- 
tros de la CoKe Suprema; juzgar á los Ministros de la mis- 
ma Corte; declarar si las bulas, breves y rescriptos pon- 
tificios estaban ó no eu oposición con las leyes; declarar 
la legitimidad de los impuestos municipales. Tenía tam- 
bién atribuciones que hoy son judiciales: dirimir las conj- 
pctencias entre los Concejos ínunicipales y entre éstos y 
las autoridades políticas y entre unos y otros con las jun- 
tas uiunicipales El Consejo de Estado de 1861, podía juz^ 
l?ar á ios Magistr.idos de ía Corte Suprema y á los vo- 
^•ales del Tribunal general de valores. 

No existiendo hoy el Consejo de Estado en Bolivia. 
veamos, para tener mayor conocimiento de su composición 
y funciones, el Consejo de Estado tal como funciona en 
la República francesa. 

Se compone: 1" del guarda sellos ó Ministro de 
justicia, que es el presidente: 2" de treinta y dos conse- 
jeros en servicio ordinario,, de entre los que se nombran 
])or el Ejecutivo el vice-presidente del Consejo y los cua- 
tro presidentes do sección: 3* de diez y ocho consejeros en 
servicio extraordinario. 

Los Ministros pueden asistir con voz deliberativa á 
las sesiones del Consejo cuando se trate de negocios do 
»u incumbencia, con tal que no sean asuntos contenciosos. 

Después de los consejeros vienen: 1^. veinticuatro 
magistrados de ])et¡ciones; 2". treinta y seis auditores, 
de los que doce son de primera clase y veinticuatro de 
Kegund:!; 3í>. un seci-etario general con et rango de 
liiagistrado de peticiímes, 
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Tanto los consejeros ordinarios como los extraor- 
dinarios, son nombrados hoy por el Ejecutivo, median- 
te decreto; antes eran nombrados por la Asamblea Na- 
cional. 

De igual modo son nombrados los Magistrados de 
peticiones, á propuesta de los presidentes de sección, 
reunidos bajo la presidencia del vice-presidente del 
Consejo. 

Los auditores de segunda clase son nombrados en 
concurso, conforme á la ley de 19 de julio de 1879. 

Los auditores de primera clase son nombrados por 
tiempo ilimitado y los de segunda por cuatro aíios. 

Los consejeros de Estado deben tener lo menos 
treinta años; los magistrados de peticiones, veintisiete; 
los auditores veintiún años ó cuando más treinta. 

Los oficiales generales ó superiores de la arma- 
da, los inspectores ó ingenieros de puentes y calzadas, 
de minas y marina, los profesores de enseñanza su- 
perior y otros especialistas, pueden ser llamados al Con- 
sejo de Estado. 

Las deliberaciones del Consejo de Estado se hacen 
de tres maneras: 

1«. en asamblea general; 2*. en asamblea de sec-» 
ción y 3«. en asamblea pública para la deliberación de 
los asuntos contencioso-administrativos. 

El Consejo de Estado está dividido en cinco sec- 
ciones: !•., la sección de legislación, de justicia y ne- 
gocios extranjeros: 2«, la sección del interior, de instruc* 
ción pública, de cultos y bellas artes: 3a, la sección de 
finanzas, de la guerra, de la marina, de colonias y de 
Algeriai 4a, la sección de obras públicas, de agricultura 
y comercio: 5-^, la sección que se ocupa de los asun- 
tos contencioso-administrativos. 

Cada sección se compone de un presidente y cin- 
co consejeros; excepto la 5". que se compone de seis. 

Los consejeros en servicio ordinario y los de ser- 
vicio extraordinario, son distribuidos en las secciones, me- 
diante un decreto. Los magistrados de peticiones y los 
auditores, que son auxiliares de los consejeros y que 
se ocupan los primeros de hacer la relación de todos los 
asuntos y peticiones y los segundos, de proponer las le- 
yes aplicables, son repartidos en las secciones en virtud 
de una resolución del Ministro de Justicia. 

^ En los asuntos contencioso-administrativos, las re- 
soluciones del Consejo son definitivas y en último recurso. 

8 
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En los departamentos, al lado de los I^rcfectos, 
existen dos cuerpos deliberantes: el Consejo de Prefec- 
tura y el Consejo General. 

El Consejo de Prefectura se compone de conseje- 
ros nombrados por decreto del Ejecutivo. Su número de- 
pende de la mayor ó menor importancia del departamen- 
to: en París es de ocbo; de cuatro en treinta y un de- 
partamentos y de tre» en los demás, 

El Prefecto es Presidente del Consejo. Para los ca- 
sos de ausencia ó impedimento, el Ejecutivo nombra un 
vice-presidente de entre los consejeros. 

Se requiere tener veinticinco años cumplidos, li- 
cenciado en derecho ó haber desempeñado por diez años 
siquiera algún empleo administrativo ó judicial. 

Sus funciones consisten: 1^. en suministrar al Pre- 
fecto ios dictámenes y opiniones ilustrativas en las ma- 
terias que el Prefecto lo exija: ?«. en intervenir por dispo- 
sición de la ley en ciertos asuntos y operaciones, para 
asegurar la justicia, pues que si falta esta intervención 
habría lugar á nulidad: 3«. autorizar á las comunidades 
y otras personas morales para que concurran en juicio 
como litigantes: 4». juzgar en primera instancia en los 
asuntos contencioso-administrativos. 

El Consejo general, es una asamblea nombrada por 
sufragio universal, á razón de un consejero por cada can- 
tón que tenga el departamento. 

Las condiciones de elegibilidad son: tener veinti- 
cinco años cumplidos; estar en el goce de sus de- 
rechos civiles y políticos; estar domiciliado ó pagar una 
contribución directa on el departamento y no estar im- 
pedido por la ley. 

Los consejeros son nombrados por seis años y ca- 
da tres años se renuevan por mitad. 

El Consejo elige su presidente, vice-presidente y 
secretarios. 

Las sesiones son ordinarias y extraordinarias; en 
las primeras se trata de todos los asuntos de la incum- 
bencia del Consejo General; pn los segundas de los asun-r 
tos que están designados en su convocatoria. 

Las ordinarias tienen lugar dos veces al año y no 
pasan de un mes. 

Las sesiones extraordinarias son convocadas por el 
-Miecutivo ó por el Prefecto en casos urgentes ó á pe- 
tición do los dos tercios de miembros del Consejo. 

El Presidente de la República puede disolver las 
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sesiones del Consejo General: 1°. si las Cámaras le- 
gislativas están en sesión: 2*^. por razones especiales que 
anulen las sesiones. 

El Prefecto puede asistir á las deliberaciones. 

Las atribuciones del Consejo general consisten en 
lo siguiente: 

1°. delibera y resuelve en definitiva, sin necesidad 
de aprobación superior, sobre muchos asuntos, entre ellos, 
por ejemplo, sobre la repartición de contribuciones, el 
sorteo ^de I servicio militar, sobre los impuestos de puertas y 
ventanas, sobre caminos vecinales, sobre instrucción pri- 
maria etc; 2^. sus resoluciones están sujetas á aprobación; 
estos casos son muy limitados como extensos los pri- 
meros; 30. produce dictámenes ante el Prefecto sobre 
los asuntos de la administración; estos dictámenes son 
forzosos en algunos casos, pero siendo de pura ilustra- 
ción no obligan al Prefecto; 4^. puede representar ante 
el Ejecutivo las necesidades del departamento, expo- 
niendo la situación de los pueblos y hacer las reclama*- 
cienes convenientes, especialmente en lo económico. 

Durante el receso del Consejo general se nom- 
bra una «comisión departamental», á imitación déla «di- 
putación permanente» que existe en Bélgica. Esta co- 
misión se compone de cuatro miembros cuando menos 
ó de siete cuando más. 

Dicha comisión obra: 1° con jurisdicción delega- 
da, en cuya virtud se limita á cumplir los puntos in- 
dicados en la delegación que hace el Consejo: 2". con 
jurisdicción propia; en este caso interviene en la admi- 
nistración de las multas de policía correccional, en la 
fijación de la época de las adjudicaciones de los traba- 
jos públicos á los empresarios, en la declaración de los 
cammos vecinales, en la aprobación del catastro etc. etc. 
En las provincias, junto á los Sub-prefectos, exis- 
ten Consejos de provincia (d' arrondissement), compuestos 
de tantos consejeros cuantos cantones tiene la pro- 
vincia y electos en sufragio mediante escrutinio uninomi- 
nal. ílay también cantones que nombran dos ó más 
consejeros. Son elegidos por seis años y se renueva el 
Consejo por mitad cada tres años. 

Las condiciones de elegibilidad son las mismas 
que se requieren para los consejeros generales, con la 
sola diferencia de que deben ser los candidatos domi- 
ciliarios ó contribuyentes de la provincia. 
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Tiene como el Consejo general, dos clases de se- 
siones, ordinarias y extraordinarias, 

Las ordinarias tienen lugar en dos épocas: la !•. 
antes que las sesiones ordinarias del Consejo general; 
la 2'. después de dichas sesiones. 

Se ocupa de deliberar sobre las reclamaciones que 
deben hacerse en faTor de la provincia, relativamente a 
la repartición de impuestos y sobre los reclamos de las 
comunidades, para que sobre estos puntos resuelva el 
Consejo general. El Consejo de provincia hace la repar- 
tición de los impuestos entre los ciudadanos de la pro- 
vincia y los municipios. Ilustra con dictámenes de ca- 
rácter consultivo los actos del 8ub-prefecto y delibera 
sobre los asuntos que someta á su consideración el Con- 
sejo general. (1 ) 



DEL TRIBUNAL NACIONAL DE 
CUENTAS 

El Tribunal Nacional de Cuentas se compone de tres 
magistrados, de entre los que se nombra el presidente. 
En seguida vienen: un secretario, cuatro oficiales con- 
tadores de primera clase y cuatro auxiliares de segunda 
cíase. 

Tiene, además, un oficial auxiliar para el servicio 
de la secretaria, un archivero y un portero. 

Los magistrados dei Tribunal son nombrados por 
el Ejecutivo á propuesta en terna de la Cámara de Se- 
nadores. 

Los contadores de primera clase son nombrados 
por el Ejecutivo á propuesta del Tribunal. Los conta- 
dores de segunda clase deben su nombramiento al Tribu^» 
nal, previa terna que pasa el contador respectivo. 

Los demás empleados son nombrados por el mis- 
mo Tribunal. 

En los casos en que los vocales del Tribunal so 
hallan impedidos, son reemplazados por los contadores de 
i', clase, por turno de antigüedad. E\ contador de 2'. 

(1) V. L. Aucoc. Conferencias sobre la administración y 
fl Derecho Administrativo, T" i".— A. Batbie. Curso de Derecho 
f^úblico y Administrativo, qumt^ edición íranc^sq. 
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clase no entra en ningún caso á formar el Tribunal. 

Anualmente y para los casos en que no sean sufi- 
cientes los vocales ó los contadores de I*, clase para for- 
mar el Tribunal, por impedimento 6 ausencia, se nombran 
seis conjueces de competencia conocida. 

Los Magistrados del Tribunal duran en sus funcio- 
nes por el período constitucional de seis años y están 
sujetos á la responsabilidad criminal de sus actos, siendo, 
en su caso, juzgados por la Corte Suprema de Justicia 
con las mismas formalidades que se establecen para en- 
juiciar á los vocales de las Cortes de distrito. 

Tiene el Tribunal de Cuentas el rango y carácter 
de supremo tribunal para el fenecimiento de las cuentas 
de hacienda. Es independiente en la esfera de sus atri- 
buciones y tiene la supremacía en todos los asuntos 
de su incumbencia. 

De sus fallos, que son definitivos y en última ins- 
tancia, no se reconoce más recurso que el extraordinario 
y directo de nulidad por falta de jurisdicción, ante la 
Corte Suprema, (i) 

El Tribunal Nacional de Cuentas, presta informes 
sobre las cuentas de inversión de los dmeros del Esta- 
do, que el Ejecutivo debe pasar anualmente al Congreso, 
estableciendo la conformidad de los gastos con la ley del 
presupuesto; presenta anualmente al Ejecutivo, una ex- 
posición de las observaciones recogidas en lo tocante al 
sistema de administración general y las reformas adop- 
tables en la contabilidad; examina, glosa y fenece las cuen- 
tas correspondientes á las oficinas nacionales, departamen- 
tales, municipales, aduanas, casa de moneda y correos por 
razón de la cobranza é inversión de las rentas, pidiendo para 
el efecto todos los comprobantes; conoce en apelación de los 
juicios coactivos; ordena la comprobación administrativa 
de los alcances ó malversaciones de caudales públicos; 
hace la cancelación de las fianzas otorgadas por todos 
los empleados de hacienda; vigila sobre todas las oficinas 
de hacienda para el cumplimiento de las leyes; y ejerce 
atribuciones disciplinarias para compeler á los funciona- 
rios al cumplimiento de sus deberes. 

El Tribunal de Cuentas forma parte del Ejecutivo, 

(<) V. art. 822 del Procedimiento Civil, i", de la 'ley inter- 
pretativa de i3 de octubre de 1892 y art. 23 déla Conslilmidn Fo- 
rnica. 
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no es autoridad que constituye un poder distinto, ni goza 
(le la alta gerarquía de la Corte Suprema que repre- 
senta al poder Judicial. Su lugar de colocación está entre 
las autoridades que componen el Poder Ejecutivo de la 
nación y está, por lo mismo, en escala inferior y subordi- 
nada il jefe de este poder. 

Su independencia de acción es relativa al conoci- 
miento de los asuntos que le están sometidos. 

Las consultas que quisiera hacer al Legislativo las 
hace por conducto del Ministerio respectivo. 

No puede tampoco suscitar conflictos de compe- 
tencia á la Corte Suprema ni al poder Legislativo, sino 
por intermedio del poder Ejecutivo, porque no siendo un 
poder distinto, no puede estar en el mismo nivel que los 
tres altos poderes del Estado. 

Por lo demás, el Tribunal de Cuentas se entiende 
en todos los negocios de la hacienda y puede ordenar el 
juzgamiento de los delitos de malversación, falsificación 
y otros análogos. 

En algunos asuntos de su incumbencia interviene 
el Fiscal de distrito. 

Para la mayor expedición de los asuntos se estable- 
ce la siguiente distribución: 

El presidente reparte las cuentas para su examen 
y glosa entre los contadores de 1» clase por orden de an- 
tigüedad. El mismo presidente se encarga de preparar el 
informe anual que debe presentarse á la Legislatura. 

Uno de los vocales se ocupa de formar los datos 
estadísticos de las rentas y gastos de la República, déla 
deuda pública, de los bienes del Estado, de las deudas 
incobrables y del número de resoluciones expedidas por el 
Tribunal. 

Otro vocal se ocupa del sistema de contabilidad, con 
el objeto de propender á establecer un sistema uniforme. 

Otro se encarga de estudiar las cuestiones moneta- 
rias y el sistema general de impuestos, para indicar las 
modificaciones convenientes. 

Y otro se dedica el examen del régimen aduanero 
y sus dependencias. Esta distribución se hace entre los 
tros magistrados por libre elección ó por votación. 

El Secretario tiene los deberes: de redactar las ac- 
tas y el despacho oficial, autorizando las providencias y 
autos; recibir las cuentas que se remiten al Tribunal, co- 
tejando los libros y legajos de que conste, dando cuenta 
de este hecho al presidente. 
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Anota en un libro especial la fecha y hora en que 
se hace la entrega de las cuentas á los contadores de pri- 
mera clase para la glosa. 

Lleva, además, los siguientes libros- 

I. — Un libro para tomar razón de los fallos y resolu- 
ciones del Tribunal. 

II. — El de cuentas generales en que ^e anotan las 
cuentas remitidas por los cuentadantes. 

III. — El de cuentas particulares, para aquellas que 
no correspondan á las cuentas remitidas por los tesore- 
ros. 

IV. — El de alcances y reintegros, en que se sientan 
Jas providencias que se dictan al respecto y los abonos 
que se verifican. 

V.— tEI de registro de las propiedades nacionales. 

VI. — El de lomas de razón de las leyes y reglamen- 
tos de hacienda. 

Vil. — El de registro de los empleados sujetos á 
caución por administrar fondos del Estado. 

Los contadores de !• clase se ocupan de glosar las 
cuentas, es decir, de examinar la conformidad de los gas- 
tos con el presupuesto y leyes que rigen la materia, ha- 
ciendo los reparos y observaciones pertinentes. Deben exa- 
minar la legalidad del pago y de la orden y si las partidas 
se hallan ó no justificadas con documentos, ó si existen 
enmiendas ó raspaduras en los libros. 
^ El presupuesto general se dice que os por capítulos 

cuando hace designaciones en grande, por ejemplo, deter- 
minando la suma destinada para el servicio del poder ju- 
dicial ó para el servicio diplomático en general; es por pá- 
rrafos, cuando hace las designaciones más concretas, para 
cada servicio determinado, por ejemplo, la suma que debe 
gastarse en la Corte Suprema ó en la legación á España; 
es por Ítems, cuando señala con precisión el sueldo ó 
cantidad fija anual que debe pagarse á un empleado ó gas- 
tarse en negocio indicado. 

Los ordenadores de la Caja nacional que son el Pre- 
sidente de la República y el correspondiente Ministro, así 
^omo los ordenadores departamentales y municipales que 
son el Prefecto y el presidente del Concejo Municipal 
respectivamente, no pueden ordenar el pago ó gasto de 
dinero alguno contra los Ítems del presupuesto. Sin em- 
bargo, cuando el ordenador exije un pago ilegal, el paga- 
dor, es decir, el tesorero respectivo, debe representar la 
ilegalidad del pago por dos veces, estando obligado á ve- 



(^4 DEREC HO ADMINISTRATIVO. 

rificar la erogación si el ordenador insiste en la tercera 
vez, salvando, de este modo, toda responsabilidad, la 
que recae por entero contra el ordenador. 

En los casos de imposición de fuerza mayor y por 
individuos que no tienen autoridad legal, el pagador salva 
su responsabilidad justificando; 1® que en lo posible se es- 
cusó de la fuerza y ocultó los caudales del Estado, y 2* que 
hizo las dos representaciones de la ilegalidad de la orden. 
Los contadores de !■ clase tienen, pues, el deber 
de examinar la exactitud de las erogaciones con los Ítems 
del presupuesto, haciendo constar la legalidad ó ilegalidad 
del procedimiento. 

Están sujetos al conocimiento y jurisdicción del 
Tribunal, para la glosa y fenecimiento de sus cuentas, 
los administradores del tesoro nacional, de los tesoros de- 
partamentales, municipales, aduanas, correos, casa nacional 
de moneda, agentes financieros, comisarios de guerra, 
guarda parques y los individuos que sin tener título ni ca- 
rácter de ordenadores ó pagadores, hubiesen dispuesto ó 
manejado fondos públicos. 

Los demás encargados de la recepción ó manejo de 
fondos, son responsables ante la autoridad que los nombra. 
Hecha la glosa por el contador de !• clase, el pre- 
sidente del Tribunal, si hay observaciones, hace citar al 
cuentadante con el pliego de reparos para que conteste en 
un término que no pase de sesenta días. 

Si el interesBdo contesta á las observaciones y re- 
paros se pasan nuevamente las cuentas con los compro- 
bantes presentados al mismo contador de !• clase para 
t|ue abra un nuevo dictamen que se llama de calificación. 
No existiendo reparo alguno en las cuentas, ó decla- 
rada la rebeldía del cuentadante por no haber contestado 
á las observaciones, ó bien después de producido el dic- 
tamen de calificación, se pasan las cuentas al juez relator 
nombrado de entre los vocales del Tribunal, para que ha- 
ga la exposición y proponga la resolución. 

Pueden hacer uso de la palabra en la audiencia en 
que se resuelva la causa los interesados ó sus defenso- 
res, así como el Fiscal de distrito que dictamina en el 
asunto. 

La resolución, que se toma por el Tribunal, com- 
prende el fallo final de aprobación ó declaración de res* 
ponsabilidad de los interesados en las cuentas. 

Estas resoluciones tienen el carácter de cosa juzgada 
' y no dan lugar á recurso alguno ante otro poder ó autoridad. 
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El TribimaL de oficio ó á petición de interesado, 
puede enmendar é revocar, aclarar ó complementar su de- 
cisión dentro del término de treinta dias de la notificación 
Á las partes con el fallo difinitivo. 

Los fallos del Tribunal, en los casos de reintegro 
por alcances ó malversaciones de los fondos públicos, de 
que conoce administrativamente, se hacen cumplir por los 
Prefectos con arreglo h las leyes del juicio coactivo. 

Las resoluciones que se remitan al Ministerio de 
Hacienda por referirse á los empleados nacionales, se ha- 
cen ejecutar por comisión del Ministro con el Prefecto del 
domicilio áe\ responsable. 

El juzgamiento criminal de los responsables se li- 
bra á la jurisdicción ordinaria. 

El Tribunal de Cuentas, á más de las atribuciones 
puramente administrativas que le corresponden, ejerce 
también funciones políticas ó gubernativas. Examina la 
conducta legal del Presidente de la República y de los 
Ministros en el manejo de la hacienda pública, anotando 
los abusos, omisiones ó descuidos en la recaudación y 
distribución de los fondos. Este examen de carácter poli- 
tico lo verifica al dar su dictamen en la cuenta de hacien- 
da que el Ejecutivo debe someter al Congreso, de con- 
formidad á la Constitución. 

El Tribunal de Cuentas hace la glosa y fenecimien- 
to de las cuentas de la Caja Nacional, cuando la Asamblea 
las aprueba políticamente ó «órnete á los ordenadores al 
juicio respectivo. 

En este punto los ordenadores y los pagadores na- 
cionales son objeto de deferencias y miramientos de par- 
te del Congreso, quedando, algunas veces, por motivos de 
decoro nacional desapercibidos y aprobados politicamente, 
procedimientos y gastos irregulares, que no dan lugar ya 
á la estricta responsabilidad que el Tribunal de Cuentas 
debería aplicar. 

No sucede lo mismo con los ordenadores y pagado- 
res de segunda y tercera clase, que son los- departamen- 
tales y municipales, los que sou severamente responsables, 
sin consideraciones políticas, de un centavo gastado fuera 
de presupuesto. 

Puede también desempeñar el Tribunal de Cuentas 
las siguientes atribuciones, con carácter de puro gobierno 
ó política; dictaminar sobre las medidas de hacienda que 
e\ Ministro del ramo le pase en consulta; examinar las 
propuestas para la apertura de caminos, canales y ferro- 

y 
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carriles y para el establecimiento de industrias subven- 
cionadas por el Gobierno; requerir la rectificación de los 
defectos que notare en-las cuentas mensuales que publi- 
can los tesoros; llevarla contabilidad de la deuda pública 
y representar al Gobierno la inhabilidad ú óbice legal de 
los que hubieran obtenido empleo en el ramo de haciea* 
da. 

El Tribunal de Cuentas es una de las corporaciones 
de mayor importancia por la naturaleza de sus funciones 
dedicadas al cuidado de la delicada y correcta administra- 
ción de los dineros del público; y por lo mismo requiere 
hombres de versación especial en el ramo de hacienda. 

Nuestras leyes no determinan las condiciones de 
elegibilidad, las que deberían ser por lo menos, dado el 
carácter de nuestro país, las siguientes: 

Tener la edad requerida para ser miembro de una 
Corte de Distrito, ó haber sido senador ó diputado por 
dos períodos consecutivos, haber practicado de Contador 
de primera clase ó de Tesorero nacional, departamental ó 
municipal por un período que no baje de diez años, ó 
haber sido Ministro de Hacienda por lo menos durante un 
período constitucional. 

De este modo y para honra del país, se llevarían á 
ese alto Tribunal hombres de profundo saber. 

De nada debe preocuparse más una república de 
gran porvenir como Bolivia, que de formar y buscar hom- 
bres de dignidad inquebrantable, de instrucción especial 
y de amorosa consagración al sostenimiento de la honra- 
dez y justicia que debe caracterizar la conducta oficial de 
todo funcionarlo. (1) 



DE LAS JUNTAS DE ALMONEDAS. 

La venta y arrendamiento de los bienes públicos, 
así como lá licitación de los impuestos, se hace en re- 
mate ante las Juntas de Almonedas. 

La Junta Nacional de Almonedas se compone del 
Presidente de la República, Ministro de Hacienda, direc- 
tor del Tesoro nacional y Fiscal del distrito. 

[11 y. Ley orgánica del Tribunal Nacional de Cuentas, de 
2B de noviembre de 1883, decreto reglamentario de 5 de mayo de 
1884 y ley de 5 de noviembre de 1889. 
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En los departamentos la componen: el Prefecto, 
como superintendente de hacienda, el administrador del 
Tesoro departamental, como encargado del manejo de loa 
fondos, el Fiscal de partido y el Notario de hacienda. 

Para el remate de los diezmos y primicias, en vir- 
tud de considerarse estos impuestos de origen eclesiástico, 
concurren á formar la Junta dos canónigos nombrados por 
el Ejecutivo á propuesta del Cabildo eclesiástico. 

Las municipalidades constituyen su Junta de Almo- 
nedas del presidente del Concejo, la comisión de hacienda, 
el Tesorero y el Notario Municipal, si existe. Igual 
organización se reconoce en las Juntas municipales de 
provincia. 

Toda venta ó arrendamiento de bienes ó rentas pi'i- 
blicas se hace de dos maneras: á puja abiei-ta y al mejor 
postor, haciendo las ofertas los interesados de palabra an- 
te la Junta de Almonedas, ó mediante propuestas en pliego 
cerrado. 

En ambos modos, y según convenga al Tesoro, se 
acepta el pago á plazos fijos ó al contado, disponiendo lo 
que sea de ley respecto á los intereses y descuentos por 
razón de mora ó de abono anticipado. 

Es de garantía exigir á ios postores en ciertos re- 
mates, muy especialmente en los de á plazo, la formalidad 
de las fianzas calificadas por la misma Junta. 

Las Juntas de Almonedas son tribunales adminis- 
trativos, que tienen por única misión intervenir en las 
ventas y arrendamientos de los bienes públicos de cual- 
quier género que fuesen, ya sean nacionales, departamen- 
tales ó municipales. La seguridad y la garantía en la bue- 
na administración de los bienes exigen como condición 
imperiosa la intervención necesaria de las Juntas de almo- 
nedas, en cualquier acto tendente á la enajenación ó 
arrendamiento, considerándose nulo todo contrato de esta 
clase que no se haya verificado en pública almoneda, sin 
perjuicio de otras formalidades que requieren las leyes. 

Por la misma naturaleza de sus funciones tienen 
estas juntas facultad para conocer y resolver los inciden- 
tes que surjan respecto á los remates, calificaciones de 
fianzas y reclamos de los interesados. 

En virtud de las leyes del título 9°, libro 9o de la 
Novísima Recopilación, consideradas en vigencia por cir- 
cular de 26 de abril de 1851 y orden de 6 de noviembre 
de 1888, los arrendamientos de los impuestos se hacen 
bajo la condición de no aceptarse reclamo alguno de ara. 
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bas partes, ya sea por rebajas ó descuentos en razón de 
casos fortuitos é imprevistos ó ya por recisión, alegando 
engaño en el valor de la renta. 

Por lo demás, los actos de las Juntas de Almone- 
das en ciertos casos» requieren para su mayor validez la 
aprobación de la autoridad inmediatamente superior, (i) 

DE LA OFICINA DE CRÉDITO 

PUBLICO. 

La Oficina de Crédito Público tiene por objeto la ca- 
lificación, liquidación, clasificación é inscripci(^ de la deu- 
da pública en general. 

Se compone de tres vocales, un secretario, dos ofi- 
ciales auxiliares y un portero. 

Anualmente presenta al Congreso el informe de los 
créditos inscritos á favor ó contra el Estado, indicando la 
conveniencia de las rebajas, quitas ó compensaciones que 
propongan los interesados. 

La deuda pública se divide en cinco secciones: 

!•. Deuda patriótica y española. 

2*. Déficit anual acumulado, gasto político y admi- 
nistrativo. 

3'. Devolución de terrenos. 

4'. Indemnizaciones por causa de guerra civil. 

5'. ílmpréstitos de guerra, bonos de la deprecia- 
sión de Moneda é indemnizaciones por ley de 47 de octu- 
tubre de 1871. Ninguna deuda es reconocida sino está 
aprobada por el Congreso. 

Esta oficina de Crédito Público hace parte del Eje- 
cutivo de quien depende directamente. (2) 

[ff Las leyes administrativas á este respecto carecen de cla- 
ridad y precisión en las disposiciones vigentes, como verá el lector en 
las siguientes: decreto de 1 6 de noviembre de 1829, resolución de 
28 de setiembre de 1831 y de 11 de marzo de 1858. En cuanto 
al procedimiento en materia de remates, véase: decreto de 15 de 
mayo de 1826, reglamento de 21 de octubre de 1844, circular de 
18 de setiembre de 1835, ley de 29 de setiembre de 1851, decreto 
de 12 de noviembre de 1862, decreto de 1" de abril de 1862, cir- 
cular de 19 de febrero de 1863, resolución de 20 de agosto de 1879,. 
decreto de 1» de junio de 1864, orden de 6 de noviembre de 188& y 
ley de 27 de octubre de 1889. 

(2) V. ley de 4 de octubre de 1892r 
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DEL CUERPO DE INGENIEROS. 

El cuerpo nacional de ingenieros depende del Mi- 
nisterio de colonización, caminos y obras públicas, como 
auxiliar inmediato en estos ramos. 

Se compone de un ingeniero en jefe, un segundo y un 
tercer ingeniero, dos ayudantes, un dibujante, tres auxi- 
liares y un portero archivero. 

Hacen parte integrante de este cuerpo, los directo- 
res-agrimensores de caminos. 

Los nombramientos se hacen pof el Ejecutivo en 
vista de la presentación de los títulos y documentos que 
comprueben los conocimientos técnicos, teóricos y prác- 
ticos del postulante; ó en su defecto, previo un examen de 
competencia. 

El cuerpo de ingenieros se ocupaí 

I. «De proyectar, ejecutar y vigilar la construcción 
de los ferrocarriles, carreteras y vias comunes, telégrafos 
y en general todas las obras públicas que fueren nece-" 
sarias, ó que se hicieren por cuenta de la nación. 

II. De describir, subdividir, mensurar y alinderar 
los terrenos del Estado, colouizables ó por adjudicarse, con 
sujeción á las le} es del ramo. 

III. De examinar y demarcar los límites de la Re* 
pública que no estuvieren efectuados, conforme á las 
instrucciones del gobierno, así como verificar las opera- 
ciones astronómicas, geodésicas y topográficas referentes á 
ella. 

IV. De reconocer las riquezas mineralógicas, pre- 
sentando al Gobierno los trabajos correspondientes, para 
su publicación. 

V. De los estudios técnicos de las vias de comunica- 
ción y la dirección de las que se resolviere realizar. 

' VI. De formar la carta geográfica y geológica de 
la nación. 

VII. De informar en los proyectos y propuestas de 
las obras públicas. 

VIIJ. De proponer y acordar con el Gobierno las 
bases principales de los proyectos, trabajos y explora- 
ciones que deben realizarse, indicando al mismo tiempo, 
los medios de su más expedita y económica conclu- 
sión. 

IX. De examinar á los que pretendan pertenecer 
al cuerpo ó que hayan obtenido nombramientos provisiona- 
les y á los que quieran someterse á esa prueba para dar 
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garantía de su competencia, previa exhibición de sus do- 
cumentos de estudio. 

X. De prestar informes facultativos sobre los 
asuntos que le someta cualquiera de los Ministerios». 

El reglamento interior se formula por el mismo 
cuerpo de ingenieros. 

Gada uno de los ingenieros tiene sus deberes es- 
peciales: 

El ingeniero en jefe: organiza el servicio técnico 
y la distribución de los trabajos; estudia por sí ó por 
medio del personal sujeto á sus órdenes, las vias de co- 
municaciones terrestres, lacustres ó fluviales, formando 
los planos y presupuestos; supervigila los trabajos 
de los directores-agrimensores de caminos; forma 
los planos y presupuestos de la construcción de edi* 
ficios públicos; establece las bases de la carta-arcbivo, 
sobre datos científicos; presenta al Gobierno informes 
trimestrales sobre el estado de los trabajos y anualmen- 
te una memoria general. 

El 2*'. y el Se»*, ingeniero secundan al Jefe en to- 
dos los trabajos de su incumbencia y le reemplazan du- 
rante su ausencia ó impedimento. Dirigen la ejecución 
de las obras que se les encomiende é inspeccionan los 
caminos para dar cuenta del estado de ellos. 

Los ayudantes desempeñan todas las tareas de ofi- 
cina ó de campo que se les señale; dirigen al cuerpo de 
operarios en los trabajos materiales, llevando la conta- 
bilidad respectiva; fiscalizan la construcción de ferroca- 
rriles y telégrafos de empresa particular subvencionados 
por el Estado, certificando la conformidad de las obras 
con los planos aprobados y la exacta inversión de las 
subvenciones. 

Los directores -agrimensores se entienden especial» 
mente coi^ el trabajo de caminos, presentando mensual-» 
mente á la dirección central el informe de los trabajos 
relativos á la prestación vial etc. Preparan también las 
bases y datos necesarios para la formación de la carta 
geográfica de su respectivo departamento. Vigilan la con- 
servación de ios edificios y monumentos públicos. 

Son responsables los ingenieros con arreglo á las 
leyes comunes, de los daños y perjuicios que causen 
^ñ el ejercicio de sus funciones. 

El Gobierno puede designar, del cuerpo de inge- 
nieros, las comisiones que crea útiles para ej^ploracio- 
pes Q rpcoaoci^nientos. 
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El Jefe de los ingenieros ejerce sobre los subal- 
ternos facultades disciplinarias. 

Todos los ingenieros están sujetos al Prefecto del 
departamento donde residen ó se ocupan en algún tra- 
bajo. 

Las comisiones exploradoras etc, están bajo las ór- 
denes del Sub-prefecto en cuyo territorio ejercen su 
comisión. (1) 

ORGANIZACIÓN DE LAS CÁMARAS. 

El poder Legislativo nacional que, no es suscep- 
tible de divisiones ó separaciones absolutas en dos ó 
más partes independientes, puede, no obstante, constituir- 
se en una sola ó en dos cámaras con el mismo fin y 
la misma atribución de legislar, necesitándose el con- 
curso mutuo de ambas cámaras para cada ley. 

¿El poder Legislativo debe constituirse en una so- 
la cámara ó en dos? U en otros términos ¿Conviene 
aceptar en Bolivia el sistema unicamaral ó el bicamaral? 

Hé aquí una cuestión que se resuelve por los prin- 
cipios de pura coveniencia y razones de utilidad espe- 
ciales á cada nación. 

El sistema uni-camaral ha tenido acogida en los 
cantones de Suiza, en otros estados europeos de redu* 
cida población y excepcional mente en ciertas épocas en 
Inglaterra fl,649), en Francia (1,789 á 1,795 y 1848), en 
España (1810), en Alemania (1848.) etc. En varios esta- 
dos locales de Norte América se aceptó también al co- 
mienzo de su organización, teniendo su defensor más 
resuelto en el hábil publicista Franklin. 

Las razones alegadas é favor de este sistema uni- 
camaral, podemos reasumir en dos, de esta manera; 

1*. Una sola- Cámara realiza mejor la unidad na« 
cional, pues que el pensamiento y la voluntad legislati- 
vas del pueblo, no admiten divisiones en su manifesta- 
ción suprema. El pueblo no puede tener dos opiniones 
ó dos voluntades opuestas. 

2*. Siendo dos las Cámaras, se hallarán encontradas 
las más de las veces, tratando de obrar ambas en sen- 
tido opuesto y sin que ninguna de ellas pueda dar un 

(1) V. reglamento de 12 de marzo de 1889 y la resolu- 
ción de f8 de marzo de '""'^ 
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paso en sus labores. La minoría vencida de la Cámara 
de Diputados puede estar apoyada por la mayoría del Ses- 
nado; y de aquí vendría la oposición dando solo por re- 
sultado el odio y la lucha estéril en las dos fracciones 
del poder Legislativo. A propósito de esto, Grimke, di- 
ce: «se presentó el triste espectáculo en Tennosse, es- 
tado de Norte América, que una de las cámaras rehu- 
saba obstinadamente prestarse á ir á hacer una elección, 
porque en votación de ambas reunidas el voto sería 
disfavorable al partido predominante á la cámara». 

El sistema bi^camaral generalmente practicado hoy 
en los paises republicanos y monárquicos, tiene á su fa* 
vor á notables publicistas como son Grimke, Laboula- 
ye, Mirabeau, Stuart Mili, Bluntschli y en general los 
más prestigiosos sabios del antiguo y del nuevo mundo. 

Las razones fundamentales en que los publicistas 
apoyan la división de las Cámaras son diferentes y eSf 
peciales á cada pueblo y al modo de pensar de los au- 
tores. 

He aquí dichas razones, brevemente enunciadas: 

1». El poder Legislativo debe dividirse en dos cá- 
maras, fundándose la una en el elemento popular y la 
otra en el elemento nobiliario. La una debe represen- 
tar á la clase vulgar del pueblo, la otra á la raza aris- 
tocrática que forma la alta y noble clase social. 

Buen ejemplo de esta manera de formar las cá- 
inaaras, encontramos hoy en el parlamento insoles. 

Desde el reinado de Eduardo III (1,327) comen- 
zó á formarse la Cámara baja ó asamblea de los co- 
munes, con una composición distinta do la Cámara alta 
ó de los Señores, llamada también Cámara de los Lores. 

La Cámara de los Comunes, que representa al pue- 
blo democrático, se compone de diputados elegidos por 
el pueblo mediante sufragio, en esta forma: 

De 143 representantes por los 40 condados de In- 
glaterra, 324 por las ciudades y burgos y 4 por las uni- 
versidades. 

De 15 representantes» por los 12 condados de 
Gales V 14 por los burgos. 

De 30 por los 30 condados de Escocia y 23 por 
las ciudades y burgos. 

De 64 representantes por los 32 condados de Ir- 
landa. 39 por las ciudades y aldeas y 2 por las uni- 
versidades de Dublín. Total, 658 representantes de }^ 
(^¡án^ar^ die los Comunes. 
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La Cámara de los Lores se compone: 
De 3 pr ncipes de sangre real, de 26 duques, 31 
marqueses, 147 condes, 26 vizcondes, 132 barones, 3 ar- 
zobispos, 27 arzobispos y obispos anglicanos, 16 pares 
escoceses y 28 pares irlandeses. Total, 439 miembros, 
Gomo se vé, la división del poder Legislativo en 
la Gran Bretaña, no reconoce otro fundamento que la 
antigua distinción de clases sociales. 

Qa, — La separación del poder Legislativo en dos 
cámaras, obedece, dice entre otros Loboulaye con el gran 
Montesquieu, á la necesidad de garantir las libertades 
y de asegurar la sabiduría y el acierto en la forma- 
ción de la ley. , , ^ , 

Una sola asamblea está expuesta a ceder a las 
pasiones violentas y á los impulsos de facción; lo que 
no sucede en dos cámaras que se equilibran mutuamente. 
La ley es formada con más prudencia y sabidu- 
ría, por que es sometida á la lenta y razonada discusión 
de ' dos cámaras, de dos opiniones diferentes, de dos 
cuerpos ilustrados distintos que consideran el prp- 
yecto en sus variadas faces, calculándolo y pensando-» 
lo bien. 

Estas mismas ventajas no se consiguen en una so- 
la cámara. 

Estas razones han debido pesar principalmente en 
la práctica francesa, donde el senado se compone de tres- 
cientos miembros, de los cuales setenta y cinco son nom- 
brados en su origen por la Asamblea con carácter in- 
amovible, es decir , de por vida. En los casos de va- 
cancia la elección se hace por el mismo Senado. 

Los otros doscientos veinti-cinco senadores son nom- 
brados por el período de nueve años y se renuevan por 
tercios cada tres años. El nombramiento se hace por • 
los departamentos en virtud de elección que se verifica 
en cuerpos electorales especiales. Estos cuerpos electo- 
rales se componen: 1^. de los diputados; 2o. de los con- 
sejeros generales; 3«. de los consejeros de provincia; 4<». 
de los delegados elegidos por cada Concejo Municipal de 
entre los electores del municipio. 

No todos los departamentos tienen igual número, 
de senadores: los departamentos de la Seine y Nord, 
nombran á cinco; seis departamentos nombran á cuatro, 
que son Seine-Inférieure, Pas-de-Calais, Gironde, RhOne, 
Finistére y COtes-du-Nord; veintisiete departamentos nom- 
bran á tres y los demás á dos. 

10 
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La Cámara de diputados se nombra por sufragio 
directo de los ciudadanos y en escrutinio umnominal, es 
decir, que cada ciudadano francés solo escribe en su bo- 
leta de sufragio un nombre. Esta cámara tiene en su 
totalidad origen popular y la elección se hace atendiendo 
á la población, por cada provincia (arrondissement) un 
diputado; si la provincia pasa de cien mil habitantes, 
nombra otro por cada cien mil ó fracción de cien mil. 

Esta manera de organizar el poder Legislativo, que 
no se asemeja ni á las Cámaras Inglesas, ni á las de 
los E. E. ü. ü. de América, hace concluir que el fun- 
damento de la separación de las Cámaras, está pai'a los 
franceses en las razones de seguridad y acierto ó sa** 
biduría en la formación de la ley. 

El Senado no tiene organización aristocrática, pues 
que esas distinciones van desapareciendo con las prác- 
ticas republicanas y el genio francés eminentemente li- 
beral. Tampoco representan los senadores los elemen- 
tos estadísticos de los departamentos ó estados locales 
como en Norte-América, porque en primer lugar, la de- 
signación de los senadores se hace en una parte por la 
Asamblea y en segundo lugar, no tiene la Francia esta- 
dos locales ó departamentos independientes ni están dia- 
tribuidos los senadores entre ellos en número igual. 

3». — En las repúblicas federales la división de las 
Cámaras obedece á la necesidad de dar representación 
conveniente á las unidades federales y á la población. 

La Cámara de senadores representa & los diver- 
sos estados ó provincias federadas en su calidad de per- 
sonalidades colectivas, iguales entre sí y que tienen de- 
rechos é intereses propios. 

La Cámara de diputados representa á la pobla- 
ción en general de toda la nación ó de todos los esta- 
dos pequeños federados. 

La Constitución Política de Norte-América, de que 
es propia esta organización, dice: nEl Senado de los 
Estados unidos se compondrá de dos Senadores por ca- 
da Estado, elegidos por seis anos, por la Legislatura 
de cada Estado; cada senador tendrá un solo voto.» 

La Cámara de diputados se compone de represen- 
tantes elegidos mediante sufragio por el pueblo de los 
Estados Unidos, sin tener ya en consideración la divi- 
sión de los estados. 

Hé aquí un poder Legislativo constituido sobre ba- 
ses distintas de las que anteriormente hemos examinado. 
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4«. — Esta es la última razón algunas veces alega- 
da para la división del poder Legislativo. 

En todo pueblo, se dice, existen dos elementos: 
el elemento nuevo é innovador de la juventud; y el ele- 
mento viejo y conservador de los ancianos. 

Ambos elementos se fundan en tendencias orgáni- 
cas nacidas de la edad. 

La cámara de senadores debe estar compuesta de 
los de mayor experiencia, de los ancianos que á los pro- 
fundos conocimientos prácticos unen un espíritu reposa- 
do y firme. 

La Cámara de diputados debe componerse del ele- 
mento progresista de la juventud, que es elemento intré- 
pido, de ardientes pasiones^ de sublimes ideas innova- 
doras y capaz de las más brillantes y atrevidas refor- 
mas. 

Los viejos son por naturaleza avaros para conser- 
var los errores y las preocupaciones antiguas, de las 
que no pueden ni quieren desprenderse y viven estacio- 
nados, detestando á fuerza de su edad, el progreso y 
^1 porvenir á que no alcanzan ya sus esperanzas. 

Los jóvenes son de espíritu fogoso, rebosantes en 
ideas de libertad y progreso, de carácter atrevido y em- 
prendedor. 

Ambos elementos diferentes, se combinan en el po- 
der Legislativo, dando la representación en la Cámara de 
senadores á los viejos y en la Cámara de diputados á los 
jóvenes; y para decirlo de una vez, el Senado debe re- 
presentar el pasado y la Cámara de diputados el por- 
venir. 

Es decir, al espíritu cansado y escrupuloso de los 
viejos senadores se opone como contra-peso el genio in- 
novador y resuelto de los jóvenes diputados. 

Al carácter imprudente y ligero de los jóvenes 
diputados, capaces de grandes errores por sus grandes 
ideas ii)inovadoras, se opone como equilibrio el genio so- 
segado y frió de los viejos senadores. 

Y en esta hábil combinación de edades y tenden- 
cias, se dice, que se obtiene una perfecta representación 
del pueblo en todas sus manifestaciones. 

Estos razonamientos que se prestan á profundas 
consideraciones de otro orden, son, tal vez, los mas dé- 
biles cuando se trata de la organización del poder Le- 
gislativo en dos cámaras. 

No es del todo evidente que la Cámara de sena- 
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clores represente precisamente el elemento viejo de los 
conservadores, pues que, algunas veces, es el Senado el que 
representa las ideas innovadoras. 

La Cámara de diputados en cuyos miembros se 
exijo menor edad que para los senadores, llega á com- 
ponerse en ocasiones de hombres maduros, que represen- 
tan el elemento conservador. 

Por último, los genios y temperamentos de los hom- 
bres dependen de condiciones de raza, de educación, 
de clima y de mil otras circunstancias de diverso ca- 
rácter; Los hay, como se suele decir generalmente, jóve- 
nes que son viejos desde niños y viejos de alma siem- 
pre joven. 

Ahora bien, tratando del Legislativo boliviano, en 
cuáles de las prácticas expuestas encontraremos la ra- 
zón de su división en dos cámaras? 

No será indudablemente en la separación de cla- 
ses sociales, en la nobleza dinástica y la plebeya vulgar; 
porque la América, no es el asiento de las desigualda- 
des sociales, es por el contrario el país destinado á los 
puros principios de libertad é igualdad democráticas. 
En las naciones americanas los hombres iguales y li- 
bres verán los puestos públicos abiertos á todos los ta- 
lentos, no importa que salgan de las humildes cabanas 
del pobre ó de los palacios del que necio pregone san- 
gre noble. 

Tampoco se fundará dicha división en las prácti- 
cas francesas, donde algunos senadores son inamovibles, 
porque si es verdad que una de las razones para la di- 
visión es la sabiduría en la formación de la ley, es 
también cierto que esa misma sabiduría se puede en- 
contrar en una sola cámara y mejor se la encontraría 
en tres ó cuatro cámaras. 

Bolivia, que tiene tendencias á la federación, se 
compone de departamentos que representan, más ó mé^ 
nos, intereses y derechos locales propios; cada uno de 
aquellos es considerado como una personalidad política 
y distinta de los otros. 

El departamf^nto de La Paz, por ejemplo, como 
tal departanjonto ó personalidad política es igual y go- 
za de las mismas consideraciones en el terreno del de- 
recho que el departamento del Beni. El departamento 
de Chuquisaca es de igual importancia jurídica que el 
de Taríja. 

Hablando en rigor de derecho, de ninguno de los 
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nueve departamentos de que por hoy se compone Boli- 
via, se puede decir que es más ó menos. Ésta igual- 
dad polílica y civil exige también una igual repiescn- 
tación, que no es posible realizar sino formando la Cá- 
mara de senadores de dos senadores por cada depar- 
tamento, elegidos en sufragio directo. 

Al frente de esta igualdad política de los elemen- 
tos estadísticos, se halla la desigualdad de los mismos 
departamentos por el número de la población, le rique- 
za moral y material, la mayor ó menor influencia social 
y política que unos tienen más que otros. ¿Cómo com- 
parar la población notablemente ilustrada y densa del 
departamento de Chuquisaca con la del Beni, por ejem- 
plo? ¿No es verdad que el departamento de La Paz es 
inmensamente más importante que el de Oruro? 

IjO que decimos de estos departamentos podríamos 
decir de todos los demás. 

Esta desigualdad de la población ha sido preciso 
equilibrar y nivelar constituyendo al frente del Senado 
la Cám ira de diputados de representantes nombrados 
por el pueblo en razón de su número, sin tener en cuen- 
ta, i)ara este objeto, las divisiones departamentales. 

Esta organización se asemeja á la de las Cámaras 
Norte- Americanas. Kl Senado representa por igual á los 
departamentos. La Cámara de diputados representa á la 
población. En esta Cámara los departamentos están re- 
presentados en proporción á su fuerza electoral: el de* 
partamento de Chuquisaca tiene 7 diputados, La Paz 15, 
Cochabamba 13, Potosí 11, Oruro 6, Santa Cruz 5, Ta- 
rija 5, el Beui 2 y el Litoral 3. 

Es verdad que esta proporción no es del todo exac- 
ta á la realidad de la población; pero esto dei)onde de la 
falla de un censo general y datos estadísticos aproxi- 
mados. 

Por último, el poder Legislativo debe sor la fiel ex- 
presión del pueblo, el retrato exacto de su fisonomía con 
todos sus caracteres, porque, como dijo Aííj-.ií < au: «los 
estados son para la nación lo que un mapa para la exter- 
na representación del territorio. Tanto en sus partes co- 
mo en el todo, la imagen debe mostrar siempre la misma 
relación que el original». Es en este sentido que. el legis- 
lativo debe estar compuesto do modo que reúna gentes de 
todas las edades, estados y profesiones; de todos los par- 
tidos políticos; hombres de ciudad, provincia y aldea, pa- 
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ra que lleven al pai^lamento la exacta representación de 
sus intereses. 

Por todo lo dicho se vé con toda claridad que 
las dos únicas y poderosas razones del sistema uni-rcama-^ 
ral, desaparecen ante las serias consideraciones que hacen 
necesario el sistema bicamaral, que es el que conviene 
y debe sostenerse en Solivia. 

Esta división en Cámara de senadores y diputados^ 
fundada ea razones de igualdad, ecjuilibrio y proporciona- 
lidad en la representación, no implica separación del po- 
der Legislativo en dos frt^cciones independientes. Ambas 
cámaras, con la misma atribución, discuten todas las le- 
yes y las aprueban, resolviendo los conflictos en Gongre-^ 
so; de modo que Jas dos cámaras forman un solo cuerpo, 
un solo poder. 



DE LAS CONDICIONES 

PE EI^EGIBILIDAD Y DXJIVAGIÓN DE; 
luQS ^lENAI>ORES Y DIPTJTADOS. 

Gomo consecuencia de los principios enunciados en 
el capitulo anterior, los senadores y diputados deben te- 
ner diferentes condiciones de elegibilidad y ejercer sus 
funciones por distintos períodos. 

Representando los senadores á las grandes divisio- 
nes administrativas de la república, es de mayor garantía 
y prestigio reunir en esa alta corporación hombres de más 
experiencia y de conocimientos más amplios, que solo se 
obtienen en cierta edad en que el juicio humano es más 
veíltí:ífivo y seguro. 

Estas consideraciones determinan la condición de 
mayor edad que se exije en el Senador y que nuestrii 
Cons|;itución la fija en treinta y cinco años. 

lias deiíiás condiciones son: ser boliviano de naci-* 
miento ó naturalizado con cinco anos de residencia y ciu- 
dadano en ejercicio; ten^r un^ renta de ochocientos boli- 
vianos anuales y cuatro años de residencia en la Repúbli^ 
pa inmediatamente antes de la elección. 

Los senadores se renuevan pQr tercias partes en 
cada bienio y duran en sus cargos por seis años. 

Las necesidades de resguardar una moderada esta- 
})ilida4 PO l^s funciones, de conservar l^s tradiciones y 
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prácticas parlamentarias y de mantener por más tiempo 
a los de mayor experiencia é ilustración; son las razones 
de conveniencia y utilidad nacional que imponen la ma- 
yor duración de los senadores en sus puestos. 

La Cámara de diputados que representa el elemen- 
to de la población, ese elemento que vive en movimiento 
incesante de ideas y de nuevas y más variadas necesida- 
des, es lógico que en su composición siga esas mismas 
inflexiones y transformaciones progresivas. 

Hó aquí por qué son también de racional conve- 
niencia, las condiciones de menos edad y menos duración 
que se requieren en los diputados, los que se renuevan por 
bienios y solo duran en sus funciones por cuatro años. 

La edad y demás condiciones requeridas para la 
elegibilidad son estas: tener veinticinco años; ser ciuda- 
dano en ejercicio; boliviano de nacimiento ó naturalizado 
con cinco años de residencia; y tener una renta de cua- 
trocientos bolivianos anuales. 

Tanto para ser senador como para ser diputado 
se requiere no haber sido condenado á pena corporal. 

El período de cuatro años de los diputados y las 
renovaciones bienales son muy á propósito para mante- 
ner la responsabilidad de los representantes en sus justos 
límites y para conservar al poder Legislativo siempre en 
un nivel igual á las opiniones sociales de actualidad. 

No son ni pueden ser por completo marcadas las 
diferencias de elegibilidad y duración de funciones entre 
los senadores y diputados, porque estas cuestiones de 
interés local tienen que resolverse puramente en vista de 
las ventajas sociales y la aspiración de constituir las cá- 
maras con la mayor perfección posible y de la manera 
más acomodada á las exigencias nacionales. 



ATRIBUCIONES ESPECIALES 

BE LAS CÁMARAS V CASOS EN QUE 
SE REÚNEN EN CONQRESO. 

El Senado en virtud de su más permanente y es- 
table composición, ejerce funciones judiciales, unas ve- 
ces, y otras, de simple jurado nacional. 

En el primer caso, declara la acusación contra el 
Presidente, Vice-presidentes de la República, Ministros 
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de Estado y Agentes Diplomáticos, y juzga en juicio de 
responsabilidad á los magistrados de la Corte Suprema. 

En el segundo caso, rehabilita como bolivianos y 
como ciudadanos á los que hubiesen perdido estas ca- 
lidades, y decreta premios y honores para ios que los 
merezcan por sus servicios al Estado 

Ejerce también atribuciones administrativas inter- 
viniendo en ciertos actos propios del depai'tamento Eje- 
cutivo. (1) 

La G'imara de diputados que representa al pue- 
blo en SU' riqueza económica y materal, en su desarro- 
llo social y en su número, tiene privativamente la atri- 
bución de iniciar en todo lo relativo á la hacienda pú- 
blica, creación de impuestos, formación del presupues- 
to, fijación del número de la fuerza armada y las au- 
torizaciones para contratar empréstitos. 

Ambas Cámaras se reúnen en Congreso: para abrir 
y cerrar las sesiones; hacer el escrutinio y proclama- 
ción del F'residente y Vice-presidentes de la República, 
recibir el Juramento de éstos ó admitir ó negar sus es- 
cusas; aprobar los tratados internacionales; reconsiderar 
la ley vetada; declarar la guerra; aprobar la cuenta de 
hacienda que anualmente presenta el Ejecutivo; se- 
ñalar el número de la fuerza armada; y para resolver 
las compeiencias suscitadas entre el Legislativo, Eje- 
cutivo y ii Corte Suprema ó entre ésta y las Cortes de 
distrito. 



DEL PRESIDENTE DEL CONGRESO. 

A imitación de los E, E. CJ. U. de Norte-Amé- 
rica, el primer Vice-presidente de la República es el 
presidente del Senado y como tal del Congreso. 

En favor de esta práctica irregular y nada con- 
forme á la independencia de los poderes, se ha alega^ 
do como únicas y más formidables razones, las siguientes: 

1». La necesidad de mantener estrechas y armó- 
nicas relaciones entre el Legislativo y el Ejecutivo, es 
decir, entre el poder que hace la ley y el poder que 
se encarga de ejecutarla. Colocado el primer vice-pre- 

(1) V. la página 14 «de las funciones reguladoras.» 
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sidente á la cabeza del poder Legislativo, el Ejecutivo 
conoce y presencia las opiniones ó dificultades manifes- 
tadas en el Congreso y puede, por tanto, suministrar 
los datos precisos. 

2*». — El primer vice-presidente es ó se supone sea 
un distinguido é ilustrado personaje; y además, gana el 
sueldo anual que le señala el presupuesto. Es necesa*- 
rio, pues, se dice, aprovechar los servicios de éste ma- 
gistrado, que de otro modo estaría también gratuitamen- 
te pagado. 

3'. — Gomo el Senado se compone de dos senado- 
res por cada departamento, colocar á uno de ellos de 
presidente, sería quitar un voto y un defensor al depar- 
tamento á que representa, pues que el presidente no 
puede emitir sus opiniones ni dar su voto sino en los 
muy raros casos de empate. Este inconveniente se evi- 
^a haciendo que el primer vice-presidente de la Repú- 
blica, presida el Congreso y el Senado. 

Respondemos á estas razones de la manera siguiente: 

A la 1*. — Las relaciones entre los dos poderes Le- 
gislativo y Ejecutivo se mantienen más firmes y más es- 
trechas con la intervención de los Ministros de Estado 
en la discusión de las leyes, con la facultad concedida al 
Ejecutivo de iniciar las leyes ú observarlas etc. etc. 

El Ejecutivo mediante los Ministros, que son los 
que más de cerca y más positivamente conocen las ne- 
cesidades de la administración, oye y presencia las ideas 
emitidas y los hechos producidos en las Cámaras y en 
el Congreso. El poder Legislativo puede exigir infor- 
mes á los Ministros de Estado sobre cualquier punto de 
la administración nacional, y ponerse de este modo al 
corriente de lo que ocurre en el poder Ejecutivo. ¿Se 
puede exigir mayores y mas íntimas relaciones entre es- 
tos dos poderes? 

Por otra parte el primer vice-presidente que no 
ejerce funciones administrativas se identifica por comple- 
to con los senadores y forma con ellos causa común, 
quedando extrano á las tareas del poder Ejecutivo. 

Y por último. ¿Hay algo de razonable y de sen- 
>sato en decir que el primer vice-presidente, que es un 
funcionario y un miembro del departamento Kjecutivo, 
presida el poder Legislativo, bajo pretexto de mantener 
más armónicas relaciones entre estos poderes? O en tér- 
minos todavía mis claros. ¿Siquiera es de sentido co- 
mún que el poder Legislativo, poder soberano é inde- 
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pendiente, esté presidido por el poder Ejecutivo, me-r 
Uiante el primer vice-presidente? 

Está bien que se mantengan relaciones las más 
estrechas que sean posibles; pero no se subordine el par- 
lamento á la dirección de un miembro del Ejecutivo, sos:- 
téngase, por el contrario, la independencia de los pode- 
res auQ en los puntos de menor significación. 

A la 2«.— El primer vice-presideqte de la Repú-! 
blica ha sido electo en virtud de sus aptitudes y com- 
petencia especial para el ramo Ejecutivo, y el pueblo 
al hacer esta elección no lo ha elegido para legislador. 
Pues entonces, si se quiere utilizar los servicios de aquel 
magistrado utilícense en funciones propias del departa- 
mento Ejecutivo: V, g. en los Ministerios de Estado. 
Pero si no desempeña realmente funciones de ningún gé- 
nero, déjese de pagar los sueldos y así quedará salv^* 
da la aflicción del tesoro en el pago do sueldos por un 
simple título. 

A la 3*. — Según las prácticas parlamentarias el 
presidente de todo cuerpo colegiado, no está privado 
del voto ni del derecho que tiene de emitir sus opi-» 
niones; exigiéndose únicamente que para votar y opinar 
deje su asiento al vice-presidente, éste al 2". vice-presi- 
dente, y éste, en igual caso, á un presidente ad^hoc 6 
al secretario. De modo que es suposición enteramen- 
te antojadiza aquella de que se privaría á un departa- 
jnenlo de la i^presentación haciendo que uno de los 
senadores sea presidente del Senado. 

Vista la cuestión en cualquiera de sus aspectos 
es netamente inadmisible, la práctica que Bolivia ha 
aceptado, prescribiendo en su Constitución que el pri-* 
mer vice-presidente de la República presid^i el Senado. 



PARTE SESUNOA 



De las instituciones que hacen el 
ot>Jeto de la administración y 
de las relaciones de gobernan-^ 
tes y gobernados. 



DEL DERECHO ELECTORAL- 

sistema de las mayorfas. 

£1 sistema de las mayorías consiste en dar la rc^ 
presentación al mayor número de los electores que concu* 
rren á ejercitar el sufragio mediante el voto en una elec- 
ción dada. 

Hay dos clases de mayorías generalmente recono«* 
cidas: la mayoría absoluta y la simple pluralidad de su<« 
fragios. 

La primera consiste en la mitad más uno del nú- 
mero total de sufragios emitidos; por ejemplo: en un dis-> 
trilo electoral en que han votado 2,000 electores, la ma- 
yoría absoluta será de 1,001. 

Esta manera de elegir los poderes, rige en Bolivia 
cuando se trata de designar al Presidente y vicc-presi- 
dentes de la República. 

La segunda consiste en dai* la representación á 
la mayoría relativa, es decir, al partido político que com- 
parado á dos ó más minorías del pueblo, reúna mayor 
número de adherentes y por consiguiente de sufragios. 

Si un distrito electoral cuenta con tres partidos 
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y 6,500 sufragantes en globo, el que reúna 2,500 votos 
á favor de sus candidatos obtendrá la representación to- 
tal, porque los otros dos partidos no han reunido más 
que 2,000 votos cada uno. Los 2,500 vienen á ser la 
mayoría relativa á los otros 2,000 de cada grupo, que 
se llaman las minorías 

La representación ha tocado, pues, á la mayoría 
de 2,500 votos, sin embargo de que sumadas las mi- 
norías dan el total de 4,000 votos, que es inmensamen- 
te mayor que 2,500. Esto se llama elegir á simple plu- 
ralidad de sufraííios, sistema que está reconocido para 
la elección de senadores y diputadi s. (1) 

El sistema enunciado de las mayorías no llena las 
condiciones de una verdadera representación y mucho 
menos de una representación proporcional. 

Hé aquí en resumen los inconvenientes de este 
absurdo sistema electoral: 

1^. — La elección viene á reducirse á simple com- 
bate de ciudadanos, que se convierten en enemigos irre- 
conciliables para resolver en la batalla electoral y ú 
trueque de sangre y deshonra, cuál de los partidos de- 
be obtener la representación total y cuales deben quedar 
excluidos de ella, es decir privados de ese derecho sa- 
grado . 

iLa elección de representantes, dice, muy á este 
propósito Várela, (2) refiriéndose á los paises europeos, se 
ha convertido en una batalla, en que es menester ven- 
cer 6 ser vencido, y el grito: á las urn^LS^ es una voz 
de guerra que despierta en las multitudes una alegría, 
que es la más perversa de las alegrías que puedan agi- 
tar al corazón humano, pues que la produce el deseo 
de destruir al adversario, que en ese momento es un 
conciudadano, un hermano^ un padre tal vezl» 

cEl militarismo organizado hace de los bandos 
electorales, ejércitos cuyos electores son soldados ardo^ 
rosos, que obedecen á la voz de un jefe, para luchar en 
el campo electoral con el mismo entusiasmo, con el 
mismo encarnizamiento, que en el dia de la batalla mues- 
tran al defender su noble bandera, despreciando el pe- 
ligro y la muerte, arrastrados por el instinto de la lucha 
y del triunfo.» 



\\\ V. ConstitpciÓD PolUica, artículo 56 y Reglameulo 
electoral de 20 de diciembre de 1890, artículos 72 y 76u 
|2j «La Democracia práctica», XVÍ, 
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«Esa lucha que debiera ser el ejercicio tranquilo 
de un derecho cívico, ya que no el cumplimiento de un 
deber político, esa lucha es la guerra, y como en la 
guerra es necesaria la disciplina, la obediencia pasiva á 
la palabra de orden del jefe, que mata la independencia 
del voto individual, que á su vez mata la verdadera re- 
presentación del pueblo.» 

2°. — Se confunde la representación con la decisióií, 
ó en otros términos, se confunde el gobierno represen- 
tativo con el plebiscitario de las épocas romanas y de 
los Estados ciudades, que fueron el primer embrión del 
Estado moderno. 

Guando se trata en un parlamento, como acerta- 
damente hace notar Aubry Vitet, íl) de resolver una 
cuestión concreta, es necesaria, por la fuerza de los he- 
chos, la decisión, que se efectúa por la mayoría absoluta 
ó por la de dos tercios. Aquí no se trata de representa- 
ción, sino de gobernar ó legislar aprobando ó recha- 
zando las leyes. 

Si esta decisión se encomienda al pueblo para 
que apruebe ó rechace una ley, la votación tendrá lugar 
por sí ó por 7id, computándose la afirmativa por la ma- 
yoría obsoluta de votos. En este caso se resuelve una 
cuestión, no hay nada que se parezca á la representa- 
ción, por consiguiente, la decisión por la mayoría es 
ineludible. 

Pero, de nada de esto se trata cuando el pueblo 
es llamado en un dia de elecciones á depositar su voto 
en las urnas, designando á aquel que lo ha de represen- 
tar en el poder Legislativo, ó en la administración mu- 
nicipal; entonces ya no hay nada qué resolver y no tie- 
nen razón las mayorías ñi las minorías. Simplemente 
se trata de saber cuales son los representantes que el 
pueblo nombra por las diversas agrupaciones que forman 
los partidos políticos. La representación en este caso 
tiene que ser igual y proporcional, pues que de otro 
modo no existiría tal representación. 

Si en una colectividad ó agrupación cualquiera 
existen tres opiniones distintas representadas la 1*. por 
10 individuos, la 2". por 20 y la 3». por 30, es claro 
que para resolver esta divergencia de opiniones y cons- 
tituir un solo acuerdo á que los tres grupos se some- 

(I) «Le suffrage uniyersel daii3 V avenir.» 
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tan, habrá necesidad de que los tres grupos nombreu 
sus representantes en proporción á su numero, por ejem- 
plo: uno por diez; quedando representado el l^"^, gru- 
po por uno, el 2*. por dos y el 3^, por tres. Los 6 
representantes reunidos podrán resolver recién las cues- 
tiones y es entonces que entre ellos las votaciones se 
efectuarán por mayorías 

Es este el procedimiento justo cuando se trata 
de la representación. 

El sistema de las mayorías no hace otra cosa que 
aniquilar el derecho de una inmensa parte del pueblo, pri- 
vándole del derecho de la representación. 

3<>. — Es sistema que ataca y viola la independen- 
cia del sufragio, porque obliga á las minorías irrita- 
das á usar del fraude, del cohecho y otros vicios que 
desvirtúan el voto. Y si las minorías están de parte del 
Gobierno la coacción oficial será un hecho inevitable. 

En la exaltación del despecho los partidos ven» 
cidos no retroceden ante ninguna intriga ó artificio que 
conduzca á la duplicación fraudulenta del voto. Este 
procedimiento observado con frecuencia, convierte al ar- 
tesano en mercancía electoral cotizable en plaza pública 
y lo hace capaz de servir de instrumento dócil é in- 
consciente á las ambiciones personales de los caudillos 
de bandos políticos. 

Sistema que lleva al país rectamente á la inmo- 
ralidad y corrupción política y á la degradación indi- 
vidual, no creemos que pueda sostenerse por más tiem-^ 
po en Bolivia. 

4". — Provoca las coaliciones. Las minorías impo- 
tentes para vencer por sí solas se unen entre sí y hacen 
causa común, á fin de anonadar con el número á las 
mayorías relativas. 

Estas coaliciones son en último resultado transac- 
ciones inmorales, vergonzosas capitulaciones de concien- 
cias. El partido de la minoría coaligado con otro, ce- 
de el campo de sus convicciones políticas al aliado cu- 
yas ideas contrarias acepta y las hace suyas. Hay, pues, 
cesión de ideas, abdicación de las convicciones pro- 

Í)ias. aceptación de las ideas agenas como programa po- 
ítico; en una palabra, la coalición es la muerte con in- 
famia del partido que despedaza su bandera política en 
la desesperación del vencido que en su propia patria 
se vé privado del mejor de sus derechos políticos. 
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Las transacciones de los partidos políticos que á 
menudo se especian en los Estados donde rige el sistema 
de las mayorías, son grandes escándalos políticos, indig- 
nos de pueblo culto. 

5°. — Da origen á las abstenciones. Es lógico afirmar 
-que las minorías concurrirán inútilmente á las elecciones, 
puesto que por muchos esfuerzos que de su parte bagan 
para obtener la representación, no la obtendrán. Las abs- 
tenciones se imponen, pues, como único recurso abierto 
á las minorías y como una consecuencia necesaria del 
sistema de las mayorías; y han sido llevadas á cabo varias 
veces por los partidos políticos de Bolivia, en el corto 
período de su vida democrática. 

Las abstenciones se efectjan por partidos comple- 
tos de la minoría, que en la imposibilidad de lograr re- 
presentación, hacen público y oficial su encono, lanzando 
manifiestos para hacer constar su abstención obligada, la 

?[ue importa en sí el desconocimiento del Gobierno de la 
alsa mayoría y el derecho de recurrir á medios violen- 
tos para obtener la reparación de la justicia. 

Otras veces las abstenciones son individuales, es 
decir, que los ciudadanos honrados é independientes, vien- 
do que su concurrencia en las elecciones no tendrá re- 
sultado alguno por ser el triunfo privilegio exclusivo de 
las mayorías, toman el partido prudente de no sufragar* 

La abstención, que quiere decip indiferencia por los 
derechos públicos y abandono del ejercicio de los dere- 
chos políticos, es, si no un delito, por lo menos unn de las 
faltas más grAves que el ciudadano ppeda cometer con- 
tra sus deberes patrios. Renegar del ejercicio del sufragio, 
es entregar e| gobierno de la nación á las muchedumbres 
abyectas, porque es un hecho que, los abstencionistas 
en este sistem^i de las ipayorias tienen que ser y lo son 
los hombre9 más dignos y virtuosos republicanos, que 
desdeñan mezclarse en las mdecorosas intrigas de partido. . 

6^. — Aleja del parlamento y de los demás poderes 
públicos á los hombres de alta ilustración é inquebran- 
table dignidad política. 

Mientras que subsista el sistema de las mayorías, 
las intrigas, los fraudes, la coacción oficial, el cohecho 
descarado etc. etc. etc., seguirán imperando como medios 
necesarios para que las mayorías se sostengan en el po* 
der ó las minorías triunfen sobre aquellas. ¿Y es posible, 
que hombres de alta honorabilidad y recto criterio, acep- 
tei) consignas, transacciones, manejos ocultos de política 
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insidiosa y sacrifiquen la pureza de sus costumbres ante 
la perfidia y la corrupción de la baja política? En el 
sistema de las mayorías el Gobierno tiene que ser inexo- 
rablemente de los mediocres. 

7°. — No se dá siquiera la representación á las ver- 
daderas mayorías, sino á las minorías del pueblo. 

Para probar esto nos bastará un ejemplo: 

Supóngase que en el distrito electoral de Sucre 
concurren tres partidos, dando el de la mayoría 600 su- 
fragios á favor de sus candidatos; los otros dos de la mi- 
noría á 500. En este sistema de las mayorías la repre- 
sentación total corresponde al partido de la mayoría que 
ha dado 600 votos; pero sumados los votos de las dos 
minorías alcanzan á la cifra de 1,000, á los que sería 
preciso aumentar todavía los abstencionistas. 

El resultado lógico es que 600 ciudadanos están 
representados, y 1,000 ciudadanos dejan de tener repre- 
sentación, siendo así que la voluntad de estos mil, que 
forman la verdadera mayoría, es contraria á los candi- 
datos del partido de la falsa mayoría. (1) 

S^. — Por último anula el derecho de los ciudadanos 
que forman las minorías, quienes son tratados lo mismo 
qne los extranjeros, á quienes solo se les concede los de- 
rechos civiles y sociales; y aún, se puede decir, que se 
les conceptúa en peor condición que el extranjero, porque 
se les niega el derecho en su misma patria, en la patria 
que utiliza los servicios y recibe los impuestos de aque- 
llos á quienes arroja con desprecio de la paiticipación 
de los poderes públicos. 

Un sistema que viene cargado de tantos inconve- 
nientes no debe mantenerse ni por vía de tolerancia, ni 
mucho menos por miedo al ensayo de sistemas que se 
creen extraños al pueblo boliviano. Lo que es bueno en 
el terreno científico debe aplicarse sin recelo al terre- 
no práctico, rechazando los sistemas malos, como el que 
acabamos de examinar. 

Del voto proporcional. 

El voto proporcional fué iniciado por el duque Rich- 
mond en la Cámara de los Lores de Inglaterra en 1780. 

(1) Igual demostración matemática se puede hacer tomaa^ 
do las cifras arrojadas en eada una de las elecciones verificadas 
en Bolivia^ tanto para senadores y diputados como para munícipes. 
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Ea 1859, M. Androe en Dinamarca y M. Haré en 
Inglaterra, propusieron simultáneamente un plan igual, 
que consistía en dividir el número de votos por el de di- 
putados á elegir, y el cuociente que resulte debería ser 
la cuota que cada candidato necesite para ser electo di- 
putado. 

Supóngase que un distrito electoral que elige 4 di- 
putados, haya dado en total 2,000 votos; para sacar el cuo- 
ciente se divide 2,000 por 4. 

2,000:4=500. 
500 es el cuociente electoral. 

Todo el país debía formar un solo colegio electoral. 
Las ciudadanos debían escribir en su boleta de sufragio, 
en orden de preferencia, tantos nombres cuántos deben 
elegirse por toda la nación. El voto no se cuenta sino 
por uno: por el primero de la lista. 

En la oficina central se hace ^l escrutinio tomando 
de cada boleta solo el primer nombre y tan luego que 
éste reúna el cuociente electoral se le proclama diputado. 
Como es probable que el mismo individuo ya proclama- 
do figure siempre en primera línea en el resto de las pa- 
peletas de sufragio, se le oblitera y se pasa á contar el 
voto por el s^^gundo nombre, á quien se le proclama 
también electo si reúne el cuociente electoral; y así se 
prosigue hasta completar el número total de los repre- 
sentantes. 

Este sistema ha sido defendido por varios publi- 
cistas como un verdadero progreso en la práctica del 
gobierno del pueblo por el pueblo. 

Sin embargo, casi todos también, comenzando del 
mismo autor M. Haré, han hecho observaciones y pro- 
puesto reformas más ó menes aceptables. (1) 

Se pueden reducir á los siguientes los inconvenien- 
tes del sistema considerado en la manera como queda 
enunciado: 

1°.— Hay imposibilidad de formar una lista de can- 
didatos en número igual al de los representantes que 
debe elegir la nación toda. 

El número de representantes que hoy deben com- 
poner la Cámara de Diputados en Bolivia es de 67, in-* 
cluyendo tre.si por el departamento del Litoral. ¿Cuál so» 
m el ciudadano que con entera convicción del mérito do 

(!) M. Stiiart Mili, Mr. Rivoire, Mr. Jacoltet., Mr. Dobbs, 
Mr. Aubry Vitet, Mr. Droop, Mr. Morrison, Mr. Borely, Mr. Navi-, 
He etc. 
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los candidatos pudiese formar una lista de 67 individuos? 
¿Sería posible que la numerosa y nada ilustrada clase 
popular de Bolivia, pudiese escribir, no decimos los 6»? 
nombres^ sino la mitad ó siquiera la cuarta parte en el 
boletín de sufragio? 

2^.— Siendo una sola la oficina central donde »e 
hiciesen todas las operaciones electorales, es muy posible, 
que las intrigas, las cabalas políticas, las maquinaciones 
ocultas, las influencias oficiales, las ofertas de mayor 
fortuna etc., tiendan á desvirtuar la legalidad de los actos 
de los jurados electorales, en favor de algunos partidos 
políticos, que dispongan de mayores medios para pre« 
tender el triunfo. Esta mayor facilidad que tienen los 
caudillos de los partidos para corromper á los funciona* 
rios, disminuye y se hace más difícil existiendo, en lugar 
de uno solo, muchos colegios electorales. 

3^. — Es también imposible graduar en orden de 
preferencia v según sus méritos á los candidatos, siendo 
el número de ellos tan crecido y teniendo que consig- 
narse todos en una sola papeleta de sufragio. 

Los ciudadanos de una localidad, v. g. del Bem, 
tendrían que votar no solo por personas vecinas de ese 
punto, sino también por los canaidatos de Tarija y otros 
lugares de la República. ¿Y sería posible la colocación 
en escala descendente de méritos cuando en primer lugar 
el ciudadano votante no conoce siquiera á los candida- 
tos cuyos nombres vá á escribir y en segundo lugar es 
y puede ser engañado en la fama de ciertos hombres que 
a la distancia son juzgados comu personajes, no siendo 
en la realidad más que miserables intrigantes? 

La composición de las cámaras sería, pues, muy 
extraña al sentimiento de los ciudadanos. 

4». — Los adherentes de cada partido tienen nece*» 
sidad de uniformar sus opiniones, poniéndose de acuerdo 
entre todos ellos y designar la lista por la que deben 
votar. Si no se hace este acuerdo prévio,^ resultará: 1^ 
que ningún candidato reunirá el cuociente electoral, por 
que es lógico suponer que no hayan dos individuos que 
piensen y voten de la misma manera; y 2^ que la repre- 
sentación Ro será de las opiniones é ideas, sino de per- 
sonas, lo cual es contrario al gobierno representativo. 
¿Puede, ahora, creerse sencillo dicho acuerdo de volunta- 
des en toda la gran extensión del territorio de una na- 
ción y entre individuos desconocidos el uno para el otra 
y dadas las dificultades de traslación que existen? 
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5<».— La representación no puede ser propiamente de 
partidos, porque no es posible saber cuales son los can» 
didatos de un partido, ni qué número de sufragios ha 
emitido éste ó aquel partido, para adjudicarles á todos 
ellos uno ó más representantes en proporción á la fuerza 
ó potencia electoral de cada uno. 

Para salvar estos inconvenientes anotados, se han 
propuesto al sistema del voto proporcional de Haré y 
Androe muchas reformas, entre las que, merecen especial 
mención las siguientes: 

Mr. Aubry Vitet, dice que, para evitar los incon- 
venientes á que dá lugar el colegio único deberían for- 
marse circunscripciones electorales bastante dilatadas, á 
fin de que cada partido, dentro de la circunscripción, pue- 
da contar con un número suficiente de adberentes y pue« 
dan, además, los ciudadanos combinar sus votos antici- 
padamente sin grandes dificultades. Esta opinión la he- 
mos aceptado como se verá más adelante. 

Borely (1) reconoce como base de la representación 
la doble y simultánea influencia de la opinión colectiva 
del partido político y la opinión individual del ciuda- 
dano, debiendo, dice, tenerse en cuenta ambas en un 
sistema de voto. Para este efecto en cada boletín de 
sufragio debe el ciudadano escribir á la cabeza el nom- 
bre de su partido y poner á continuación los nombres 
de sus candidatos. De este modo se sabría á qué par- 
tido pertenece cada voto. 

La votación tendría lugar por departamentos, es 
decir, por grandes circuascripciones electorales, y por el 
escrutinio de lista. 

Verificada la votación deben hacerse dos divisiones, 
para saber el número de diputados que debe atribuirse 
á cada partido ó categoría. 

El total de votos emitidos dividido por el de di- 
putados á elegirse, dará la cifra de votos necesarios á 
cada categoría ó partido para el nombramiento de un re- 
presentante. 

El total de votos de cada partido dividido por el 
cuociente ya encontrado en la anterior división, dará el 
número de diputados que debe atribuirse á cada uno de 
los partidos. 

El principal inconveniente de este proyecto ha con- 
sistido, según acertadamente lo ha hecho notar Várela, 
en que es inadecuado el medio propuesto para designar 

(I) «Representation proportionnelle». 
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el partido á que cada ciudadano pertenece. Sí varios ciu- 
dadanos uniformes en un candidato han reunido el cuo- 
ciente electoral, sin poner en sus boletas de sufragio nin- 
gún partido, porque efectivamente no pertenecen á nin- 
guno. ¿C^ué se hará de estos votos y del caudillo que 
ba reunido el «cuociente electoral? 

Por otra parte el pensamiento de Borely se presta 
á fraudes y suplantaciones. Et partido de la mayoría puede 
obtener toda la representación y dejar sin ella á^ la mi- 
noría. 

Oigamos la comprobación que al respecto bpce Vá- 
rela: 

c Supongamos, dice, un distrito electoral con 9,000 
electores divididos en dos partidos, políticos de los cuales 
uno tiene 6,000 votantes y el otro solo 3,000. Supón- 
gase que el partido de la mayoría fuese de los conser- 
vadores y el de la minoría fuese de los liberales.» 

«Según el sistema de Borely, cada elector al pre- 
sentar su lista, debería escribir á su frente el nombre 
del partido á cuyo favor daba su voto, y, al hacerse el 
escrutinio, ese nombre escrito sobre cada lista, sería ol 
que serviría para hacer la división de los votos emitidos.» 
«Dada la división que hemos supuesto, á la mayo- 
ría le sería sumamente fácil obtener toda la representa- 
ción, por medio de una mentira, de esas que, en el 
diccionario electoral, se llaman habilidades políticas.» 

«iJesde luego, le bastaría presentar, en el momen- 
to del escrutinio, (y si este fuese por el voto secreto, 
con tanta mayor facilidad} su lista de seis candidatos, 
completamente conservadores, llevando escritas á su fren-* 
te las palabras Partido Liberal, de manera que, al ha- 
cerse el escrutinio, aparecerían el total de electores, — los 
9,000 votos dados en favor de un solo partido, pero los 
seis candidatos conservadores, disfrazados para ese acto 
de liberales, serían los únicos proclamados electos, por- 
que serían los que tendrían mayoría de votos.» 

«Si al partido conservador le pareciese demasiado 
violento, presentarse en las elecciones con una estafa se- 
mejante, entonces podría arbitrar otro medio que le daría 
el mismo resultado, aplicándose el sistema de Mr. Bo- 
rely,» 

«Presentemos el caso práctico.» 
«Producida la elección, se presentan al escruti- 
nio tres listas, pero con los nombres de solo dos par- 
tidos. Esas tres listas, con los votos que á su favar 
se podrían dar, serían, por ejemplo, las siguientes; 
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1,500 electores, 
votan: 



3,500 electores, 
votan: 



3,000 electores, 
votan: 



Conservadores. 
A. 
B. 
C. 
D. 
E. 
F. 



Liberales. 
B. 
C. 
D. 
E. 
F. 
G. 



Liberales. 
H. 
1. 
J. 
K. 
L. 
M. 



«Los escrutadores, siguiendo las reglas del siste- 
ma de Mr. Borely. tendrían que contar esas listas, atri- 
buyendo á los conservadores 1,500 votos, y á los libe- 
rales 6.500 (3,500-^-3,000—6.500) y, como eran seis los 
diputados á elegirse, y el total de votos emitidos alcan- 
zaba A 9,000, el cuociente electoral vendría á ser de 
1,500, cifra que serviría de divisor á los votos de cada 
partido, resultando que los conservadores tendrían dere- 
cho á un diputado, y los liberales á cinco. »> 

«Pero este resultado del escrutinio, ¿qué traducción 
práctica tendría? Vamos á verlo muy luego,» 

aLos conservadores, que solo tendrían derecho á 
un diputado, sacarían al candidato A; los libera- 
les que tendrían derecho á cinco, sacarían los que 
más! votos hubieran obtenido, que, en este caso, serían 
B, G, D, E y F.» 

tLlenadas así todas las prescripciones del siste- 
ma Borely, ¿cuál sería el verdadero resultado politico 
de la elección.5^» 

«Ahí están las cifras para demostrarlo:— los con- 
servadores, con 6,000 votos, habrían obtenido los seis 
representantes, disfrazando á cinco de ellos de libera^ 
les, en tanto que, los liberales, con 3,000 sufragan- 
tes, no habrían obtenido uno solo.» 

£1 Sistema de Várela. 



El ilustre argentino Várela se funda, al idear su 
método, en la base propuesta por Mr. Borely: «la doble re- 
presentación del partido y del elector, hecha por medio de 
un solo voto», y propende á dar la representación á las 
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opiniones» buscando descubrir la opinión del elector por 
la opinión de los diputados por quienes aquél vota. 

«Cada partido, dice, depositará, antes de la elección, 
la lista íntegra de sus candidatos, en poder de la au- 
toridad que la ley designe, y con las formalidades que 
ella establezca, y en el momento de la elección, en po- 
der de la mesa receptora de votos, labrándose acta en 
que consten los nombres de los candidatos, debiendo ella 
ser firmada por los miembros de la mesa y las perso- 
nas que presenten la lista.» 

«Para hacer la clasificación de las listas deposita- 
das en la urna, «e reputarán como pertenecientes al 
mismo partido político, todas aquellas que tengan dos 
terceras partes de candidntos, iguales entre sí, ó igua<> 
les á los que figuren en alguna de las listas depositadas.» 

El elector puede votar por su partido colocando 
en su boletín de sufragio las dos terceras partes del nú- 
mero de diputados á elegir de la lista oficialmente de> 
positada por su partido, llenando la otra tercera parte 
con candidatos suyos, combinando, de este modo, la opi- 
nión colectiva de su partido con su opinión individual. 

Si entre los electores hubiesen algunos grupos, 
que sin pertenecer á partido determinado, votasen polr 
listas con dos terceras partes de candidatos exactamen'» 
te iguales, aunque ellos no hubiesen depositado previa- 
mente lista alguna, se les debe considerar como parti- 
dos políticos, bajo el nombre de partido unido, 

«Si, por el contrario, grupos de uno ó más par- 
tidos militantes diesen su voto por listas de candidatos 
completamente distintos . á los que su partido sostenía, 
no habría razón alguna para considerarlos afiliados á un 
bando del que se separaban, y contra el que luchaban en 
el momento de la elección.» Se les llamaría indepen-» 
dientes, aunque no tengan las dos terceras partes de can- 
didatos semejantes entre sí. 

Para la proclamación de los candidatos electos se 
debe estar en cada categoría por los que han obtenido 
más número de votos y que llenen el cuociente elec- 
toral; y en igualdad de condiciones se debe estar al 
orden de colocación en la lista, pues que los electores 
deben escribir los nombres de sus candidatos por or- 
den de preferencia. 

Si hecho el escrutinio resultase, que el número de 
los diputados á elegirse no se ha completado, porque 
no han reunido todos el cuociente electoral, entonces 
los diputados que falten se dobe adjudicar á los parti- 
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dos que más se acerquen al cuociente electoral, y en 
caso de igualdad de votos sobrantes entre dos partidos, 
á aquel que no tenga ó tenga menos representación. 

Si sucede todavía, que un candidato figura en las 
listas de dos partidos distintos y alcanza á la cuota, reu- 
niendo los votos de ambos, se le debe reputar como 
perteneciente á los independientes» porque no es posi- 
ble dividir su opinión á dos partidos, ni sería justo eli- 
minarlo, cuando por el solo hecho de la votación es 
acreedor á la confianza y al respeto de dos ó más par- 
tidos políticos, Pero en este caso se debe inutilizar un 
número de votos proporcional á cada partido que ha 
contribuido á la elección de este candidato, porque, de 
otro modo, resultaría que los votos de los electores que 
habían votado por él se contaban dos veces, una por el 
candidato elegido, y otra por algún otro de la lista de 
su partido. 

Asf enuniciado el método de Várela, él hace la 
comprobacióq matemática de su exactitud, en los tér- 
¿linos siguientes: 

«Dentro de la primera hora después de abiertos 
lo^ comicios electorales, los partidos políticos, por inter- 
medio de sus delegados, depositan en manos de los miembros 
de la mesa receptora de votos, sus listas respectivas. 
Esas listas se incluyen en una acta que se levanta al 
s^r presentadas, y se fijan en los muros del recinto don- 
de la elección se hace, leyéndose en voz alta los nom- 
bres de los partidos que las presentan, y los candida* 
tos que las forman.» 

«Supóngase que ellas son las siguientes.» 
«Lista del partido conservador: a, b, c, d, e, f.» 
tLista del partido liberal: Z, Y. X. W, V, ü.i 
«Terminado el acto de la votación, los escrutadores 
abren la urna, y cuentan, sin desplegarlas, las listas que 
ella contiene.» 

«Supongamos que ellas son 9,000. Esta cifra, dividi- 
da por seis, que es el número de diputados á elegirse, 
dará el cuociente electoral, que es la cifra de votos que 
cada candidato necesita para ser electo. 

9,000: 6 = i, 500 
1,500 es, pues, el cuociente electoral.» 

«Inmediatamente, los escrutadores proceden á hacer 
la clasificación de las listas, según las reglas estableci- 
das; es decir, declarando del partido conservador, todas 
aquellas que contengan dos terceras partes de los nombres 
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de los candidatos que figuran en la lista depositada por 
ese partido, y, del partido liberal, todas aquellas en quet 
figuren dos terceras partes de los candidatos de la 
lista depositada por este.i 

f Si existiesen, entre los boletines electorales, algunos 
que tuviesen dos terceras partes de candidatos iguales 
entre sí, se reunirán en una sola categoría, reputándolos 
como pertenecientes á un partido político, que no ha 
depositado lista.» 

«Las listas que no tuviesen dos terceras partes de 
nombres semejantes á las depositadas por los partidos 
políticos, ó entre sí, se reunirárt en una sola categoría. 
y se reputarán como pertenecientes á un mismo partido, 
para el reparto de los diputados.! 

«El resultado de esa clasificación, supongamos que 
es el siguiente: 

Listas del ps^rtido conservador .... 3,000 

« « « liberal i, 500 

« de los electores unidos 1,000 

fc c< « independientes . . . 3.500 

9,000.» 

«Hecha la clasificación de las listas, los escruta- 
dores proceder<m á hacer el escrutinio parcial de cada 
partido, para establecer el rango que debe ocupar cada 
candidato, y averiguar si hay candidatos que figuran en 
distintas listas • 

«Las 3,000 listas del partido conservador están forma- 
das así: 

550 listas por los candidatos: E, P. a, b, c, d. 



425 


♦ 




a, F, b, c, G, e. 


397 






G, F, a, b, d, e. 


271 






a, b, c, f, H, G. 


263 






d, G, a, E, b. f. 


152 






e, a, c, P, H, f. 


149 






a, E, H, c. d. f. 


133 






H, b, c, G, d, e. 


120 






b, H, E, c, f, d. 


118 






e, f, H. a, G, b. 


120 






F, a, c. E, c, d. 


99 






a, f, d, e, H, F. 


97 






G, H, c, d, f, e. 


76 






E, b, H, f, d, e. 


M 


C( 


a 


b. c, Y, f, e, W. 



3,000 
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Todos los votos se han dividido en doce candidatos: 

— los seis de la lista depositada, que son a, b, c, d, e, /", y 

los que representan las mayúsculas E, F, G, H,Y y W.» 

«El escrutinio de esas listas es el siguiente, con 

todos los detalles posibles: (i) 

Condidatos: votos totales: 

A 2,544 

b 2,383 

2,047 



d 


2,010 


p 


i.m 


G 


1,704 


e 


1,641 


f 


1,375 


E 


1,284 


H 


1,221 


y 


24 


w 


24 



18,000 

(cEstos 18,000 .votos son los que resultan multi- 
plicando por seis, que son los candidatos á elegirse, cada 
uno de los 3.000 boletines electorales depositados por los 
adherentes del parrido conservador,» 

ttLas 1,500 listas del partido liberal están forma- 
das del modo siguiente: 

1,000 listas por los candidatos Z, Y. X, W, V, ü. 

500 « « « * U, V, X, Z, m, n. 

Este partido se ha dividido menos que el anterior, 

y los ocho candidatos porque ha votado, tienen los su> 

fragios siguientes: 

Candidatos: Votos parciales: Totales: 
Z. 1.000 + 500 1,500 

X. 1,000 + 500 1,500 

V. 1,000 + 500 1,500 

ü. 1,000 -L 500 1,500 

Y. 1,000 ^ 1,000 

w. 1,000 1,000 

m. 500 500 

n. 500 500 



9,000. 



(f) Para mayor claridad omitimos consignar los votos 
parciales de cada caadidato, que Várela los consigna en este cuadro 
detalladamente. 

13 



9S 



DERECHO ADMINISTRATIVO. 



Estos 9,000 votos resurtan, multiplicando lus 1,500 
adherentes del partido liberal, por los seis candidatos por 
que cada uno ha votado.» 

«Las mil listas que aparecen en la urna con los 
mismos candidatos, sin que se haya hecho depósito previo 
de ella» están compuestas así: 



Candidatos: 


Votos recibidos; 


K. 


1,000 


L. 


1,000 


M. 


1.000 


N, 


1.000 


P. 


1,000 


Q. 


1,000 



6,000 

Estos 6,000 votos son los emitidos por los mil 
electores unidos, puesto que, cada uno ha votado por seis 
candidatos.» 

tLas 3,500 listas de los' electores independientes, 
es decir, de aquellos que no se han afiliado á ninguno 
de los tres partidos anteriores, dan como resultado el 
siguiente escrutinio: 



Candidatos: 


Votos: 


Candidatos: 


Votos: 


R. 


2,575 


suma anterior 


46,304 


S. 


2,425 


P- 


550 


T. 


2,267 


g. 


515 


g- 


4,733 


V. 


495 


K. 


4,500 


s. 


493 


i. 


4,400 


t. 


460 


J. 


981 


u. 


445 


k. 


920 


V. 


383 


1. 


765 


w. 


351 


m. 


734 


X. 


350 


n. 


740 


y- 


347 


0. 


594 


z. 


340 




46,301 


21,000 
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Los 21,000 votos anteriores resultan, multiplicando 
los 3,500 electores independientes, por los seis candida- 
tos que figuran en cada una de sus listas. 

«Hechos estos escrutinios, los escrutadores deben 
averiguar qué candidatos son los que figuran en varias 
listas, y proceder como se ha establecido.» 

«Los nombres de Y y W, figuran en las listas de 
los conservadores con 24 votos cada uno y en la de los 
liberales con 1,000 votos cada uno. Gomo sumadas las 
listas de los dos partidos en que figuran no alcanzan al 
cuociente electoral, que es 1,500, se procede respecto á 
ellos como si no figuraran más que en una lista, deján- 
dolos en el mismo rango que ocupan en la lista respec- 
tiva de los partidos liberal y conservador.» 

«El canditato K figura en la lista de los electores 
unidos con 1,000 votos y en la de los electores indepen- 
dientes con 1,500 votos; es decir, excede en 1,000 á la 
cuota electoral, que solo exije 1,500 sufragios.» 

«La manera de proceder en este caso es declarar 
electo á K, suprimiéndolo, por tanto, de las listas en que 
figura, pero, como no puede haber elección sin electores, 
los 1,500 electores que han votado por ese candidato, 
se toman proporcionalmente de las dos categorías en que 
él ha figurado.» 

«Asi, de las 1 ,500 listas en que figura K, entre los 
electores independientes» solo se inutilizan 900, y de las 
1,000 listas en que figura el mismo candidato entre los 
electores unidos, solo se inutilizan 600.» 

«Hecha esta operación, de los 3,500 electores inde- 
pendientes, solo quedan 2,600 (3,500—900=2,600), y de los 
1,000 electores unidos, solo quedan 400 (1,000—600=400).» 

«Los electores suprimidos, están ya representados 
por K, candidato de su simpatía.» 

«Queda ahora á los escrutadores * la tarea de hacer 
el reparto de los cinco representantes que faltan, pro- 
porcionalmente, entre los cuatro grupos que han concu- 
rrido á la elección.» 

«Para conseguir esto, basta dividir el número de 
listas que actualmente queda á cada categoría, por la 
cuota electoral, y el cuociente que resulte en cada ope- 
ración, será el número de diputados que corresponde á 
cada partido.» 
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«El resultado sería el siguiente:! 

Votos so- 
Partidos: Listas: Cuociente: Diputados: brantes: 

Conservadores. . . 3,000 : 1,500 = 2 

Liberales. . . . 1,500 : 1,500 = 1 

Unidos, .... 400 : 1,500 = 0+400 

Independientes. . 2,600 : 1,500 = * + ^.^00 

4 1,500 

«Gomo solo se han adjudicado cuatro diputados, el 
último se adjudica á los electores independientes, porque 
su cifra de votos sobrantes es la que más se aproxima al 
cuociente electoral.» 

«Los únicos que aparentemente quedan sin represen- 
tación, son los 400 electores unidos, pero esto es solo 
aparente, porque ellos están ya representados en sus opi- 
niones, por el candidato K, á quien también dieron sus su- 
fragios.» 

«Hecha asi la distribución de los representantes, 
solo faltaría designar cuales son los candidatos de cada 
lista que tienen que declararse electos.» 

«La regla general es que se declararán elegidos 
a()uellos que hubieran obtenido mayoría de votos, es de- 
cir, aquellos cuyos nombres hubieran figurado más núme- 
ro de veces en las listas. La excepción es, que, cuando 
los candidatos tienen el mismo número de votos, el or- 
den de su colocación en la lista, debe servir para desig- 
nar su preferencia.» 

«Al partido conservador, han correspondido dos di- 
putados, y por tanto^ se proclaman electos, ay b que son 
los que han obtenido más votos.» 

«Esta designación no tiene nada de arbitrario, pues 
si se piensa que, por esta combinación electoral se busca 
la representación de las opiniones y no de los individuos, 
para el partido conservador es indiferente cuales son aque- 
llos de sus miembros que han de representarlo.» 

«Al partido liberal le corresponde un diputado, y 
<;omo los tres primeros candidatos tienen igual cifra de 
votos, se proclama electo á Z que es el que figura en 
primer rango en la lista depositada por ese partido.» 

«Los electores independientes, tienen dos .represen- 
tantes, y los proclamados serían R y S, que son los que 
han figurado en mayor nimero de listas en esa categoría.» 
«El resultado final de la elección, es dar represen- 
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fación á todas las opiniones que se han manifestado en 
el momento del escrutinio. Véase como: 

J)iputados. Opiniones que representan, 

K Electo por 600 electores unidos y 900 electores 
independientes. 

5 > Electos por 3,000 conservadores. 

Z Electo por 1,500 liberales* 

S ; 

^ J Electos por 2,600 electores independientes.* 



Inconi^enlentes del sistema de Várela. 

El respetable publicista Várela concluye su sistema 
con la persuasión íntima de que, «todo sufragio, por el 
medio propuesto por él, tendría un valor igual y cada 
elector estaría seguro de que su voto pesaría en la ba- 
lanza.» 

Sí; es cierto, que el ilustre argentino estuvo con- 
vencido de la practicabilidad de su método, porque lo 
explicó en el terreno de los hechos, lo comprobó con nú- 
meros y lo aplicó á cada caso posible de realización, bus-» 
cando siempre la representación de las opiniones. 

Sin embargo, no era posible aún la perfección en 
un sistema poco practicado y, sobre todo, de difícil aplica- 
ción, porque se trata del terreno siempre candente y siem* 
pro variable de las luchas electorales. 

Procuraremos exponer por orden metódico los in- 
convenientes del plan ideado por Várela. 

1^. — No dá la representación á todos los partidos, 
es decir, á todas las opiniones políticas del pueblo. 

Para comprobar, reproduzcamos, en otras propor- 
ciones, ol ejemplo puesto por Várela. 

9,000 electores concurren en un distrito electoral. 
Siendo seis los diputados á elegir, el cuociente es de 
1,500. 

Verificadas las votaciones, el resultado ha sido el' 
siguiente: 
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Partidos: 



Votos: 



Cuociente 



Diputados; 



Votos sobran- 
tes. 



Conservador. 
Liberal. 
Unido. 
Independiente. 



6,000 
1.000 
i. 000 
1,000 



1,500 
1,500 
1,500 
1,500 



1.000 
1,000 
1,000 



9.000 4 3,000 

Solo el partido conservador ha obtenido 4 diputados 
porque los 6,000 sufragios dados á su favor contienen cua- 
tro veces el cuociente electoral. 

Los otros tres partidos no han reunido el cuocien- 
te electoral. Según Várela, teniendo que elegirse, como 
en el caso presente, todavía dos diputados, y no habien- 
do reunido niní^uno de los tres partidos el cuociente elec- 
toral, debe adjudicarse los dos diputados á los partidos que 
más se aproximan á dicho cuociente. Pero, á cuál de los 
tres partidos se adjudicarán esos dos diputados, siendo 
evidente que los tres tienen á igual número de sufi^agios? 
Esta dificultad es seria. 

Supóngase que se adjudica por suerte á los partidos 
liberal y unido, el independiente queda sin representación. 
¿Y es justo dar la representación á aquellos partidos y 
negar, en igualdad de condiciones, al partido independien- 
te, que cuenta con el mismo número de votos y que re- 
presenta como los otros una respetable opinión colectiva 
del pueblo? 

El partido independiente queda, pues, sin represen- 
tación y excluido de este derecho. 

2**. — Conduce al mismo sistema de las mayorías. 

Sigamos con el mismo ejemplo de Várela. 

El escrutinio de las elecciones practicadas, ha da- 
do el resultado que sigue: 



Partidos: 



Conservador 
Liberal 
Electores unidos 
i independientes 



Votos 



3.000 

1,500 

1.000 

3;500 
I* >■■ . 

9,000 



'uociente; 



1.500 
1.500 
1.500 
i. 500 



Diputados 



Votos sobran- 
tes: 



1,000 
500 



1,500 
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El último representante que falta se adjudica al 
partido unido porque se aproxima más al cuociente elec- 
toral. 

Quedan los partidos de un distrito electoral, re- 
presentados en el parlamento, en esta forma: 



Conservadores 
Liberales 
Unidos 
Independientes 



2 diputados 
i c 

1 • 

2 f 



A, B. 

C. 

D. 
E. F. 



Por renuncia, muerte ó algún inconveniente ó in- 
compatibilidad legal, (1) los diputados G. D. dejan vacan- 
tes sus puestos, no quedando tampoco suplentes, ó ha- 
llándose estos comprendidos en las prohibiciones lega- 
les, se convoca á nuevas elecciones para el segundo año 
del período constitucional de los diputados que en Bo- 
íl via es de cuatro años. 

Hechas las elecciones, el resultado numérico de 
votos es el mismo: 



Partidos: 


Votos: 


Conservadores 
Liberales 
Unidos 
Independientes 


3,000 
1,500 
1,000 
3,500 




9,000 



Teniendo que elegirse solo dos diputados, el cuo- 
ciente es de 4,500. 

Ninguno de los partidos reúne el cuociente electo- 
ral! ¿k cuál de ellos se adjudican los dos diputados? Se- 



|1| Es frecuente que los diputados electos, así como sus 
suplentes, quedan anulados en sus credenciales, por resultar deu- 
dores al Estado, por decreto de acusación, por expatriación po 
lítica^ por aceptar empleo del Gobierno, por ausencia al exte- 
rior etc. El Ejecutivo puede anular al representante con me- 
dios indirectos: empleos, destierros, pnersecuc iones etc. etc. Las 
mismas Cámaras los separanj á sus miembros^ algunas veces^ de- 
finitivamente. 
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gún Várela á los partidos que más se aproximan al 
cuociente, es decir, en el ejemplo propuesto, los dos 
diputados deberán adjudicarse, á uno, á los partidos con» 
servador é independiente. 

Los partidos vienen á estar representados en los 
tres años que faltan para completar el periodo constitu- 
cional, de esta manera: 



Partidos: 



Conservador 
Liberal 
Unido 
Independíente 



3 diputados 

€ 

O 

3 c 

6 



A, B, G. 



E, F, H. 



Resulta, pues, que durante tres legislaturas solo 
las mayorías están representadas, quedando las minorías, 
liberales y unidos, sin representación y excluidos del de- 
recho electoral. 

Supóngase que es el partido de la mayoría el que 
se halla en el poder Ejecutivo,- entonces, el presidente 
de la República á fin de conservar por mis tiempo en 
el poder á su partido, pone en juego las influencias y 
maquinaciones disimuladas, para dejar sin representación 
al partido conservador y reunir las Cámaras de diputa- 
dos puramente independientes. Supóngase, que por es« 
tos medios, ha logrado inutilizar á los diputados con- 
servadores A y B. Para el tercer año del período consti- 
tucional, se convoca á elecciones porque faltan dos di- 
putados por el distrito electoral 

Realizadas las votaciones el escrutinio es como sigue; 



Partidos: 


Votos Cuociente: 


Dipiftados: 


Conservador 
Liberal 
Unido 
Independiente 


3.000 
1,0 vU 
1,000 
3.500 

9,000 


4,500 
4,500 
4.500 
4.500 
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Teniendo que elegirse solo dos diputados el cuociente 
es (Je 4,500. Ninguno de los partidos reúne el cuocien- 
te y por tanto los diputados se adjudican á los que más 
se aproximan al cuociente: uno á los conservadores K 
y otro á los independientes X, 

En la tercera legislatura, el pueblo se halla repre- 
sentado en el parlamento del modo ' que sigue: 



Conservadores 
Liberales 
Unidos 
Independientes 



2 diputados 
O c 

O « 

4 c 



G,K. 



E. F. H y X. 



Habiéndose propuesto por Várela el ejemplo de un 
distrito electoral de 9,000 ciudadanos votantes y teniendo 
que elegirse 6 diputados, el cuociente era de 1,500; pero 
habiéndose repetido solamente por dos veces las elecciones 
durante un período constitucional, resulta que el partido 
independiente, sin embargo de que no reúno sino dos 
veces el cuociente de i, 500, ha obtenido cuatro diputa- 
dos, y los partidos liberal y unido, á pesar de que se aproxi- 
man al cuociente no tienen representación durante tres 
años do cada período. 

Es, pues, evidente que el sistema de Várela tiende 
á dar la representación á las mayorías y por consiguiente 
va á un resultado opuesto á la proporcionalidad é igual- 
dad de la representación. 

Los hechos producidos en Bolivia serían suficientes 
para comprobar no solo la posibilidad de lo que tenemos 
expuesto, sino aún más, la completa absorción de la re- 
presentación por el partido de la mayoría, que se supo- 
ne sea el que esté en el poder Ejecutivo, por la elección 
singular de éste. 

Es indudable que la legislatura en que se dá más 
importancia al voto de un representante en el parlamento, 
es en el 4". año de cada período constitucional, cuando 
se trata de la elección del presidente de la República, 
elección que casi siempre llega á hacerse por el Congreso. 

No es. pues, aventurado afirmar, que mediante 
intrigas políticas, pueda llegarse al resultado que hemos 
consignado con ejemplos, cuando para ello se tiene, por 
otra parte, el interés que el partido oficial de la mayoría 
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tiene para perpetuarse en el poder y que los que se ha- 
llan en el poder procuran dejar en el Gobierno el elemento 
favorable á ellos para resguardarse de las consiguientes 
responsabilidades.de sus actos oficiales, que, tal vez, se- 
rían duramente juzgados bajo el imperio de un partido adverso. 

S". Cuando se trata en un distrito electoral de 
designar dos diputados, ó solamente uno, el voto pro- 
porcional queda reducido á las simples mayorías, pues, 
que siendo uno solo el diputado á elegir, tendrá que 
adjudicarse al partido que mayor número de v(»tos haya 
dado á su candidato. Este inconveniente no necesita ma- 
yor demostración. 

4°. No existe verdadera proporcionalidad. 

En el mismo ejemplo propuesto por Várela, el 
partido unido, no reúne mas que 1,000 sufragios, pero 
como el número de mil se aproxima más á 1,500 que es 
el cuociente electoral, aquel partido ha obtenido un di-» 
putado. Primera inconsecuencia de este hecho: que fijado 
el cuociente en 1,500 se dá, sin embargo, representación 
á 1,000 individuos, es decir, que el cuociente no es fijo: 
segunda, que á 1,500 se da un diputado y á 1,000 ciudadanos 
se da ,otro, como si ambos grupos fueren de igual fuerza 
electoral: tercera, si en el ejemplo supuesto, los indepen- 
dientes no hubiesen reunido más que 500, es claro que 
faltando un diputado á elegir y siendo éste el único grupo 
que ha quedado sin representación, se le adjudicaría el 
diputado que falta, es decir, que á 500 ciudadanos se le 
daría un representante y á 1,500, otro, como si fuesen am- 
bos iguales en número. La verdadera proporcionalidad 
consistiría en dar la representación á un partido tantas 
veces cuantas contenga el cuociente. Si á 500 indivi- 
duos se da un diputado, es justo que á 1,500 que 
contiene tres veces la cifra de 500 se le dé tres diputa- 
dos. Esta exacta proporcionalidad es imposible en el 
plan de Várela. 

50. Várela dice: «que el candidato que figura en 
las listas de dos partidos distintos debe reputarse electo por 
los independientes, pues que, en una elección en que se 
busca la representación de las opiniones, no puede supo- 
nerse, que ese candidato, que es un solo hombre, pueda 
tener dos opiniones, una para cada partido que lo recomien- 
de.» 

«En cuanto á los partidos que han contribuido á esa 
elección, continúa, sus votos tendrán que disminuirse en 
proporción á los que hayan dado por el candidato electo 
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de esa manera.» eSupongamos, dice, que el candidato A 
figura en 1,000 listas del partido conservador, en 500 
del partido liberal, y en 1.500 de los independientes. 
Siendo la cuota electoral solo 1,500, este candidato ha 
recibido otros 1,500 votos superfluos.» «cSe inutilizarán, 
declarando electo á A, 500 listas de las que llevan ese 
nombre del partido conservador, 250 del partido liberal, 
y 750 de los independientes, cifras, que, sumadas, dan 
exactamente el cuociente electoral.» 

Ahora bien, al candidato A se le supone un hombre 
híbrido, capaz de tener tres opiniones distintas y opuestas 
al mismo tiempo, ó que carezca por completo de opinión 
política, pues que solo así se puede suponer que un 
ciudadano pueda ser el representante mixto de 500 con- 
servadores, 250 liberales y 750 independientes, cuyas opinio- 
nes y programa político tiene que desarrollar en el seno 
de las (amaras. 

¿Cabe siquiera imaginarse un hombre monstruo que 
al mismo tiempo sea, con toda conciencia, liberal, con- 
servador é independiente? ¿Qué otra cosa quiere decir el 
absurdo pensamiento de Várela? 

Esta manera de reflexionar en Várela, es una 
inconsecuencia á su propia doctrina: dar la representación 
á las opiniones. ¿Cuál la opinión política del diputado A 
que representa á tres partidos á la vez? 

Lejos de buscar las opiniones, se ha creído encontrar 
hombres máquinas y tan personalistas y destituidos de toda 
dignidad, que solo representen cifras numéricas de ciuda- 
danos, sin ideas ni sentimientos, lo mismo que si repre- 
sentaran á ios cadáveres. 

Ese diputado A no podría llamarse, por ejemplo, 
diputado liberal, porque debe también su elección á los 
conservadores é independientes. 

Más tolerable habría sido opinar, que al candidato 
A se le repute representante del partido que haya dado á 
su favor un número de votos igual al cuociente electoral, 
ó que haya dado mayor número de sufragios, siempre 
que éstos pasen del cuociente electoral requerido. 

Cómo debe practicarse el voto proporciona 1« 

Es punto que está fuera de duda, que la representa- 
ción debe concederse á las opiniones políticas, porque 
son ellas las manifestaciones del pueblo en la manera de 
comprender y practicar el derecho. Tomamos, pues, como 
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base fundamental, para la distribución de los representan- 
tes, los partidos políticos en proporción al número de sus 
adherentes. 

Esta manera de pensar, que es estrictamente cien- 
tífica, está conforme con Várela, que procura, de acuerdo 
con Borely, dar la representación á las opiniones y nunca 
á las personas, ni al número inconscientemente agrupado 
de ciudadanos de diferentes creencias políticas. 

Estremos, ahora, á la exposición del plan que pa* 
rece más practicable. 

I.— Bolivia estaría dividida en tantos distritos electo- 
rales cuantos departamentos tiene, por ser los departa- 
mentos las divisiones administrativas y territoriales más 
latas y por lo mismo más aceptables para formar distri- 
tos electorales. 

Se comprende perfectamente, que estos distritos ó 
centros electorales, no son muy dilatados, que tengan los 
inconvenientes graves del único centro ó colegio electo- 
ral propuesto por Haré y Andrce, ni tan reducidos que 
solo comprendan los estrechos límites de uua provincia. 

Un distrito electoral reducido á los límites de una 
provincia, tiene muchos inconvenientes. 

En primer lugar, las provincias no ofrecen garan- 
tías amplias para la libre y consciente emisión del voto, 
por ser, en su mayoría, localidades poco ó nada pobladas, 
donde la acción oficial impera con favorables resultados á 
las canditaturas oficiales. 

En segundo lugar, y por lo mismo que son poco 
habitadas las provincias, carecen de hombres de ilustración 
especial y de dignidad inquebrantable, que son las condi- 
ciones que se requieren en todo representante de la na- 
ción. Es por esto que, por lo regular, los provincianos dan 
su voto por un ciudadano extraño á ellos, por uno pres- 
tado de la capital del departamento. El individuo electo 
de esta manera, representante de una provincia que no 
conoce y donde no ha vivido, es claro, que no tiene el 
interés y la decisión que tendría el diputado que fuese ve- 
cino del lugar. 

Se puede afirmar, sin temor de equívoco, que la re- 
presentación de las provincias no es sino una ficción, una 
apariencia y que en la realidad no tienen ellas represen- 
tación propia. Para evitar esta ficción vale más suprimir 
los distritos electorales de las provincias, y constituir los 
distritos departamentales, en cuya mayor extensión los 
electores tendrán muchos personajes para poder escoger 
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designar sus candidatos con más acierto y con proba- 
Hidades de mejor éxito. 

En tercer lugar, el voto proporcional exige distritos 
electorales más extensos y poblaciones electorales de ma- 
yor densidad, porque, solo á esta condición, es posible 
establecer la verdadera é igual proporcionalidad en la re- 
presentación. 

Para comprobar esta afirmación, supongramos, que 
el departamento de Chuquisaca cuente con 3,000 sufragan- 
tes. Hechas las elecciones por provincias, calculemos, pa- 
ra nuestro objeto, que los electores se han distribuido de 
la manera siguiente: 



Partidos: 


Sucre y cer- 
cado. 


Tomina: 


Cinti: 


Azero: 


Totales: 


Conservador. 
Liberal. 


650 
700 


125 
150 


1,000 
100 


225 
50 


=2.000 
=1,000 




3,000 



Según el Reglamento electoral, el departamento de 
Chuquisaca está representado por siete diputados: 4 de la. 
capital y la provincia del cercado y á uno por las pro- 
vincias. 

En el ejemplo propuesto, el partido conservador, con 
2,000 votos, solo obtiene un diputado por Cinti y otro por 
el Azero. total: 2 diputados. 

El partido liberal, con 1,000 votos, obtiene 4 dipu- 
tados por la capital y cercado y uno por la provincia de 
Tomina en que es también mayoría, total: 5 diputados. 

El resultado positivo es que dos mil electores están 
representados por dos diputados y mil lo están por cinco. 

Hó ahí la inmensa desproporción y desigualdad á 
que conduce la elección por provincias. 

Es todavía más seria la dificultad, para la aplicación 
del voto proporcional, si se tiene en cuenta que cada pro- 
vincia elige un diputado y que concurriendo dos ó. más 
partidos, la representación tiene que tocar, por la fuerza 
de los hechos, solamente al partido de la mayor a. 

Pero, supóngase, que para dar representación á ma- 
yorías y minorías, se fija en dos el número de diputados 
por cada provincia; entonces, el conflicto continúa, por 
que ordinariamente concurren en Bolivia tres partidos: 
conservador, liberal y demócrata, á los que hay que au- 
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mentar los electores unidos é independientes á quienes de« 
be darse también representación y dos diputados no alcan- 
zan para cinco partidos. Además de todo, llegaría á ser 
muy considerable y económicamente inconveniente el nú- 
mero de diputados, jmes que, á los sesenta y siete 
que hoy componen la Cámara de diputados, habría que 
fiumentar 48 representantes más por las 48 provincias dq 
la República. 

Si la elección se realiza por departamentos, es claro, 
que fijándose, por ejemplo, en 500 la cifra electoral, (cuo-* 
ciento) correspondería á los 1,000 liberales, dos diputado? 
y á los 2,000 conservadores, cuatro diputados, es decir, 
uno por 50O, en igual y exacta proporcionalidad. 

Pero, concedamos algo más, considérese la elec* 
ción por provincias con una cifra electoral fija, debiendc 
tener cada partido político de provincia tantos represen- 
tantes cuantas veces contenga la cifra electoral, y, pan 
mayor ventaja, sepalemos la cifra electoral en 350, qut 
estará al alcance de los partidos de provincia y acéptes( 
todavía que cada provincia tenga que elegir tres diputa- 
dos, á fin de que la representación alcance á todos los 
partidos. Supóngase que las elecciones verificadas en une 
provincia, han dado este resultado: 



Partidos: 



Votps; 



Conservador. 

Liberal. 

Demócrata. 

Unido. 

Independiente. 



Diputados; 



750 
250 
250 
250 
250 



1,7501 



Hecho el escrutinio se ha adjudicado los tres di- 
putados al partido conservador porque los 750 sufragios 
dados á favor de sus candidatos contienen tres veces la 
cifra fijada de 250. Los cuatro partidos siguientes, sin em- 
bargo de haber reunido la cifra electoral, no tienen re-, 
presentación, porque se ha completado el número de lo^ 
diputados que debían elegirse. 

Es de advertir, que hemos tomado por ejemplo la 
cifra electoral fija é invariable, porque de otro raodo,^i 
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suponemos el cuociente electoral variable, se ciaría la re- 
presentación con la misma legalidad á diez individuos co- 
mo á mil, si solo esos concurriesen á la elección. 

En las elecciones por departamentos, los electores 
de una provincia que en su localidad no han podido reu- 
nir el cuociente ó la cifra electoral, se reunirán con los 
electores de sus mismas opiniones de las demás provincias 
y de la capital del departamento y aunando, de este mo- 
do, sus fuerzas, que esparcidas eran inútiles, lograrán sa- 
car tantos representantes cuantas veces contengan la cifra 
electoral y la representad n alcanzar. i, entonces, á todos 
proporcionalmente á sus fuerzas electorales. 

II. — En lugar del cuociente electoral indicado por 
Haré, Androe, Várela y otros, proponemos la cifra electo- 
ral. 

Entendemos por cifra electoral el número de votos 
que son suficientes para que un candidato sea proclamado 
representante, y un partido político tenga derecho á un 
representante por cada vez que contenga dicha cifra elec- 
toral. 

La cifra electoral no es lo mismo que el cuociente, 
porque este es el resultado que se obtiene de la división, 
es, más bien, el divisor fijo para hallar el número de di- 
putados á elegirse. La cifra electoral es fijada de ante- 
mano por la ley, y, por el contrario, el número de repre- 
sentantes que deben componer la Cámara de diputados, 
es indeterminado, la ley no puede señalar dicho número, 
ni menos de los diputados que debe elegir cada distrito, 
porque este número resultará del de los electores con que 
cuentan los centros electorales. 

Supóngase que la ley ha fijado en 500 la cifra elec- 
toral. Cada candidato, para ser proclamado electo repre- 
sentante, deberá tener por lo menos 500 votos á su favor 
y cada partido político tendrá derecho á tantos represen- 
tantes cuantas veces contenga, en el total de sus votos 
emitidos, la cifra de 500, haciéndose abstracción de las 
fracciones y quebrados. 

Supóngase, ahora, que el total de votos emitidos 
por el distrito electoral de Chuquisaca, sea de 5,000. Para 
hallar el número de diputados que corresponden á 5,000 
sufragantes, se divide esta cantidad, que es el número de 
votos, por 500, que es la cifra electoral. 
5,000 : 500=10. 

Diez será el número de diputados que deben repre- 
sentar al departamento de Chuquisaca, porque este depar- 
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tatnento, en el ejemplo supuesto, tiene un poder electo- 
ral que equivale á ese número de representantes. 

Estos 5.000 votos calculemos, que se han distribuido 
2,000 por los conservadores y 3,000 por los liberales. Co* 
mo 2,000 conservadores tienen cuatro veces la cifra de 500, 
les corresponderá cuatro diputados, en justa proporción á, 
su fuerza efectiva, y al partido liberal, que contiene seis 
veces la cifra electoral, corresponderá seis diputados. Es- 
to se llama exacta y verdadera proporcionalidad. 

La ley electoral atendiendo al número de la pobla- 
ción electoral, al grado de cultura y adelanto en los sen- 
timientos políticos y al numero de los partidos que ordi- 
nariamente pueden concurrir á las elecciones, debe seña- 
lar una cifra fija é invariable para toda la Kepública, 

Debiendo hacerse las elecciones por departamentos, 
esa cifra electoral puede ser de 500, m mero muy á pro- 
pósito si se tiene en cuenta que la población electoral 
de Bolivia no excede de 35,000 sufragantes en todo el 
territorio de la República. (1) 

Haciéndose la división de 35,000 votos por 500, el 
resultado nos dará el número de diputados. 
35,000: 500=70 

Setenta será el número de representantes que com- 
ponga la Cámara de diputados, número, por una parte, 
conveniente á los electores y, por otra, cómodo al tesoro 
público, que desahogadamente puede sostener el gasto 
que demandan los representantes. 

En cada legislatura no será el mismo el número 
de representantes, pues que aumentará ó disminuirá en 
proporción directa á la población electoral; es por este 
motivo que, y A fin de mantener una verdadera propor- 
cionalidad, hemos dicho que, el número de diputados 
que un distrito electoral debe elegir, no puede ser fija- 
do por la ley, porque dicho número resultará de la ma- 
yor ó menor densidad de la población electoral. Si e! 
departamento de Ghuquisaca tiene dos mil electores, es 
claro que debe estar representado solo por cuatro dipu- 
tados porque no contieno más que guatro veces la cifra 
electoral de 500; pero si á los dos ó más anos aumen- 
tan los ciudadanos considerablemente, por ejemplo, á 
40,000, es claro también, que estará entonces, dicho de- 

(1) En 1888, el escrutinio nacional de los votos emitidos 
para presidente de la República, arrojó un total de 34,4 <8 su- 
fragios y en 1,892 solo alcanzó á 31,403. 
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partaroento, representado por 20 diputados, es decir, en 
proporción al número de sus electores, porque 10,000 con* 
tiene 20 veces la cifra electoral. 

Algo n)ás, si la ley tuviese que fijar el número 
de diputados de cada dist;rito electoral, ó de toda la Re- 
pública, esa designación estaría librada á los juicios apa- 
sionados de los legisladores, quienes darían mayor repre- 
sentación á un departamento que á otro, por solo favo- 
recer ciertos sentimientos de preponderancia, sin aten- 
der á la población. Por el contrario, con el plan propues- 
to, los departamentos llegaran á estar representados con 
toda justicia y en verdadera proporción á sus electores, 
es decir, que el nVimero de representantes vendrá á ser 
la expresión fiel, natural y matemáticamente exacta á la 
potencia electoral de cada departamento y de cada par- 
tido político. 

Ha sido, pues, preciso fijar la cifra electoral in- 
variable, ó variable solo por la ley cuando las necesií» 
dades nacionales lo exijan, porque de otro modo, como he- 
mos visto yá, el cuociente electoral dá lugar á una represen- 
tación desigual: diez individuos podrían llamarse paitido po- 
lítico y representantes de opinión colectiva respetable, 
al mismo nivel que diez mil. 

Del interés individual, 6 de aquello que está pur* 
ramente en el dominio de lo personal y particular, es 
necesario distinguir lo que entra en el dominio de lo 
público ó colectivo. Dos, tres, ó cinco individuos reuni- 
dos se llamarán partido político? Indudablemente que no; 
y por tanto este número de individuos no podrá obtener 
representación. Entonces, cual será el número, que se- 
gún las condiciones sociales del país, sea el que -se re- 
quiera para que una agrupación se llame ante la ley par- 
tido político y tenga derecno á exigir un representante? — 
Ese número será la cifra electoral, de que tanto hemo« 
Labiado y esta misma cifra electoral será 'la que deter- 
inine el número de votos con que un candidato debe sa- 
lir proclamado representante. 

III.— El número de diputados por los que cada 
ciudadano debe votar, será igual al número de veces 
que en el total de ciudadanos inscritos en los registros 
del departamento, esté contenida la cifra electoral. 

Supóngase que el departamento de Ghuquisaca, 
^ue es un distrito electoral, tiene 5,000 ciudadanos ins- 
critos, y supóngase también que la cifra electoral sea 
de 500; como esta cifra está contenida diez veces en 
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5,000, el número de diputados ó de nombres que cada 
ciudadano escriba en su boletín de sufragio será de diez. 
Para este efecto las mesas inscriptoras deben remitir 
al jurado central, antes de cada elección y cerradas que 
sean las inscripciones, el nú(nero á que ascienden los 
inscritos, debiendo el jurado central hacer publicar con 
la debida anticipación, el certificado auténtico del total 
de los inscritos en todo el departamento. 

Las elecciones deben verificarse en un solo día. 
Los ciudadanos depositarán sus votos ante las mesas re- 
ceptoras de las capitales de provincia ó de sección de 
provincia donde estuvieren inscritos. 

Verificadas las votaciones, las distintas mesas re- 
ceptoras, practicarán el escrutinio parcial, levantando ac- 
ta circunstanciada del número de votos que cada parti- 
do político haya dado á favor de sus candidatos y del 
número de sufragios que cada candidato haya llegado á 
reunir. Hecha esta operación, las mesas remitirán las ac- 
tas y las cédulas de sufragios al jurado ó mesa recepto- 
ra central que funcione en la capital del departamento 
para que haga el escrutinio general y la proclamación 
de diputados. 

IV. —Para el escrutinio de votos, proclamación de 
los representantes electos y adjudicación de- éstos á los 
partidos políticos, se aceptan las dos bases propuestas por 
Várela 

•i". — Cada partido depositará, antes de la elección, 
la lista íntegra de sus candidatos, en poder de la auto- 
ridad que la ley designe, y con las formalidades que ella 
establezca, y en el momento de la elección, en poder de 
la mesa receptora de votos, labrándose acta en que cons- 
ten los nombres de los candidatos, debiendo ella ser fir- 
mada por los miembros de la mesa y las personas que 
presenten la lista.») 

«2*. — Para hacer la clasificación de las listas depO'» 
sitadas en la urna, se reputarán como pertenecientes al 
mismo partido pol tico, todas aquellas que tengan dos ter- 
ceras partes de candidatos, iguales entre sí, ó iguales 
á los que figuran en alguna de las listas depositadas.» 

Al comenzar el escrutinio se hará la clasificacióa 
de los partidos políticos. En primer lugar se colocaráa 
los partidos oficialmoute reconocidos y que hayan pre- 
sentado sus respectivas listas de candidatos, conforme á 
las formalidades establecidas; supóngase que esos parti- 
dos sean el conservador y el liberal. En esta categoría 
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se reputarán pertenecientes á cada partido las cédulas 
de sufragio que tengan, por lo menos, dos terceras par- 
tes de los candidatos mencionados en la respectiva lis- 
ta oficialmente depositada. 

En segundo lugar se dará colocación á los electo- 
res unidos ó «partido unido». A esta categoría pertenecerán 
todas las cédulas de sufragio que sean semejantes entre 
sí en las dos terceras partes de candidatos, pero que és- 
tos candidatos no sean los mismos que figuran en las lis- 
tas oficialmente reconocidas. Gomo es probable que los 
electores unidos puedan separarse en varios grupos, dan- 
do sus votos á diferentes candidatos, se hará la clasifica- 
ción de este partido en tantos grupos cuantos resulten 
del escrutinio. 

En tercer lugar se colocará al partido independien- 
te, con objeto de dar representación *á los ciudadanos que 
sin sujetarse á sus partidos, ni formar acuerdo entre sí, 
han votado indistintamente por los candidatos que crean 
merecedores de su confianza Se considerarán pertene- 
cientes á esta categoría las cédulas que no tengan can* 
didatos uniformes y que no sean iguales entro sí, ni igua- 
les á las listas depositadas. 

La clasificación se haría en esta forma: 
Partidos políticos. 

Conservador— cédulas de sufragio iguales en los dos tercios 
de candidatos conservadores, cuya lista ha 
sido depositada. 
Liberal^— cédulas iguales en los dos tercios de candidatos 

liberales cuya lista ha sido depositada. 
Unido, 1'. grupo— cédulas iguales en dos tercios de can- 
didatos semejantes entre sí, cuya lista no 
fué depositada, 
unido, 2» grupo— cédulas iguales en dos tercios de candi- 
datos semejantes entre si, pero diferentes del 
primer grupo y cuya lista tampoco fué de- 
positada. 
Independiente — cédulas que no son iguales entre sí, ni 
guardan uniformidad en los candidatos. 
En seguida el jurado central procederá á contar, sin 
desplegarlas, el número total de cédulas emitidas, y luego 
dividirá este número de votos por la cifra electoral, y el 
resultado dará el número de diputados que deben procla- 
marse electos. 

Supóngase que el distrito electoral de Cbuquisaca 
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tenga 5,000 sufragios; siendo la cifra electoral 500, los di* 
putados proclamados serán diez. 

Inmediatamente después de esta operación, el ju- 
rado electoral hará la separación, previa lectura de cada 
cédula, de todas aquellas, que contorme á las reglas que 
anteriormente hemos establecido, se reputen pertenecien- 
tes á una ó á otra categoría, haciendo constar el número 
de cédulas que cada partido resulte tener á su favor. 

Una vez que se baya obtenido el total de votos de 
cada partido, se dividirá este total por la cifra electoral, 
y el resultado será el número de diputados que debe tener 
cada partido. 

Hecha esta operación, se principia el escrutinio de 
votos, por el orden de la clasificación de los partidos. En 
primer término se escrutarán las cédulas pertenecientes 

f)uramcnte al partido conservador, luego las del partido 
iberal; v así sucesivamente hasta terminar con el partido 
independiente. 

Al verificar el escrutinio ' cada cédula de sufragio se 
contará por un voto á favor de cada uno de los candida- 
tos indicados en dicha cédula, sin excluir á ninguno, y tan 
luego que esté concluido el escrutinio de todas las listas, 
se sacará el cómputo final del número do votos que cada 
candidato obtenga á su favor. 

Sin embargo de que los electores deben escribir 
los nombres de sus candidatos por orden de preferencia, 
dicho orden se determinará, para la proclamación de los 
diputados, por el número de votos que reúna cada candi- 
dato, es decir, que si el candidato A figura en la mayo- 
ría de las listas en 1' lugar, pero del escrutinio resulta, 
que el candidato B, que ocupaba el 3® ó 4^ lugar, tiene 
mayor número de votos que A, será colocado dicho can- 
didato B en lugar preferente. 

Terminado el escrutinio de votos, se ha de formar, 
en orden de preferencia, la nómina de los candidatos de 
ipada partido» que hayan reunido la cifra electoral, colo- 
cando en primer lugar al candidato que tenga más núme«« 
ro de votos, en segundo lugar al que tenga menos que 
el primero, y así suscesivamente hasta llegar al último 
que reúna menos votos que todos. 

Después de practicadas estas operaciones se hará, 
seguidamente, la proclamación de representantes, desig- 
nándolos como propietarios á los que, en las listas for^ 
madas, ocupen lugar preferente, y suplentes á los demás. 
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Cada partido tendrá tantos reoresentantes cuantas 
Teces el total de sus votos contenga la cifra electoral. 

El orden de preferencia en que los electores colo- 
quen á sus candidatos en sus boletas de sufragio, solo 
servirá para determinar la preferencia en los casos de igual- 
dad de votos. 

Los candidatos que figuren en vai-ias listas de di- 
versos partidos y que reúnan, de este modo, la cifra elec- 
toraK pero que computados sus votos en cada partido se- 
paradamente, no reúnan dicha cifra electoral, no serán te^ 
nidps en cuenta. 

Si un candidato figurase en varias listas de diferen*^ 
tes partidos, reuniendo, en cada partido, la cifra electoral, 
será adjudicado al partido que haya dado á su favor más 
votos. 

V.— Para la elección de senadores se seguirán las 
mismas reglas, teniéndose^ además, en cuenta las bases 
que siguen: 

1«. — Por cada departamento se elegirán tlxjs sena- 
dores, debiendo la elección de los tres verificarse al mismo 
tiempo y en una sola vez para todo el periodo. 

2". — Si concurren en las elecciones dos partidos, el 
de la mayoría relativa tendrá dos senadores y el de la mi- 
noría inmediata, uno Si concurren más de dos partidos, 
los senadores se distribuirán á uno entre los tres partidos 
que mayor número de sufragios hayan dado á sus candi- 
datos. 

3*. — Pai*a los dos casos anteriores debe tenerse co* 
mo regla invariable, que ningún candidato pueda ser pro- 
clamado senador sioó reúne á su favor, por lo menos, dos 
veces la cifra electoral, y ningún partido puede tener de- 
recho á la adjudicación de un sonador sino reúne la mis- 
ma condición de un número doble de votos que para la 
elección de diputados. 

En el Senado no se puede fijar mayor námero de 
representantes, ni hacer, por lo mismo, la adjudicación 
de senadores á todos los partidos en proporción á su fuer- 
za electoral; y el único medio de guardar equilibrio entr« 
los partidos é igualdad en la representación de loa departa* 
montos, es el de distribuir los senadores, siquiera entre los 
tres partidos políticos más populares por el número de sus 
adherentes, á fin de que la representación en el Senado 
no sea privilegio exclusivo de un solo partido que se titu- 
le mayoría. 

Yl— La única dificultad que pueda creerse sea capaz 
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d^ perturbar la proporcionalidad de la representación y la 
igualdad del voto sería que, en los casos en que un dis- 
trito electoral quedase en parte sin representación, antes 
de fenecido el periodo constitucional, las nuevas eleccio- 
nes, hechas para reintegrar el personal de las Cámaras, 
darían lugar á la representación de las mayorías puramen- 
te, porque el número de diputados á elegirse seria redu- 
cido, de uno ó tres, que no alcanzaría para adjudicarse á 
todos los partidos, aun cuando reúnan la cifra electoral. 

Esta dificultad se salva señalando en cada elección 
por lo menos dos representantes suplentas por cada pro- 
pietario y estableciendo de una manera estricta, que du- 
rante el período constitucional, ningún partido político 
pueda llegar á tener mayor número de representantes que 
el que obtuvo en las elecciones principales, en vista del 
número de veces que el total de sus votos contea^a la ci- 
fra electoral. Si en el curso de un período falta un re- 
presentante, dicho representante debe ser de un partido 
conocido, por ejemplo, del liberal; por consiguiente, el 
suplente que quisiera obtenerse en nueva elección no po- 
dría adjudicarse al partido conservador. 

Pero, si á pesar de los dos suplentes que tuviese 
cada representante propietario, llegase la necesidad, que 
por cierto sería muy raras veces, de convocar á elecciones 
parciales, se procedería del modo que á continuación se 
indica. 

La elección tendría lugar por solo el partido cuya 
representación se tratase de completar, haciéndose el es- 
crutinio ftnicamehte de los votos emitidos en favor de los 
candidatos de dicho partido. Para evitar los fraudes que 
tratasen de hacer los partidos contrarios, se obligaría al 
partido convocado á elecciones, á presentar las listas de sus 
candidatos incluyendo, en lo posible, los mismos nombres 
que figuraron en la elección constitucional y que por al- 
gún motivo no fueron proclamados propietarios ó suplen- 
tes. El cuerpo directivo del partido político que presente 
la lista, debe estar compuesto precisamente de los mismos 
miembros que concurrieron como tales en las elecciones 
principales. 

Este medio, que podría ensayarse con favorables 
resultados, haría desaparecer toda desigualdad en la re- 
presentación. 

Hemos terminado el estudio del voto proporcional, 
presentándolo como el mejor y el de más fácil aplicación; 
su comprobación matemática con números y ejemplos. 
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Suede practicarla cualquiera que tenga interés en hacer 
e el un estudio razonado y verdaderamente científico 
y no dudamos, que encontrará, no decimos la última, 
perfección de la ciencia, sino, por lo menos, la más 
justa proporcionalidad cjue se pueda desear y obtener en 
materia de representación, en el estado actual de civiliza- 
ción en que se encuentra nuestra sociedad. 

Oe los partidos politices. 

Para la organización del Poder Político, los repre- 
sentantes que lo componen, se distribuyen en el pueblo, 
como hemos afirmado ya al tratar del voto proporcional, 
tomando por base las opiniones políticas ó partidos políti- 
cos en que la población electoral está dividida en los 
diferentes distritos electorales. 

Conferir la representación al pueblo en virtud de 
las esferas de actividad social, sería confundir el orga« 
nismo del Estado, que se ocupa puramente del derecho, 
con el organismo social, en cuyo seno se desarrollan si- 
multáneamente todas las esferas de acción. 

En el seno de las Cámaras los diputados repre- 
sentan intereses colectivos, intereses generales de la 
Nación. Si ellos fuesen elegidos como representantes de 
de la religión, de la moral, de las ciencias, del comercio, 
de la agricultura etc, resultaría, en primer lugar, que 
ellos representaban intereses particulares, en segundo 
lugar, que serían electos en atención á sus aptitudes 
religiosas, mora'es, científicas, agrícolas etc, siendo así 
que el parlamento no se ocupa, ni debe ocuparse, de 
cuestiones de esta naturaleza, concretándose sus funciones 
al terreno del derecho pura y exclusivamente. En ver- 
dad se podría constituir la representación de los religio- 
sos, cuando ellos tuviesen que ocuparse en un concilio 
de dogmas y puntos relig:iosos; de los agricultores, cuando 
ellos tuviesen que discutir y reformar el arte de la agricul- 
tura; de los comerciantes, si ellos tratasen de los negocios 
comerciales; pero si se trata del derecho, es decir, no ya del 
arte de cultivar la tierra, ni de los misterios religiosos, sino 
de los derechos y libertades del pueblo y de los individuos, 
de la libertad científica, de la libertad comercial, libertad 
agrícola etc, los representantes deben ser pues, electos en 
atención á sus aptitudes en ese terreno, esto es en el te- 
rreno del derecho. 
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Por último, graves dificultades nacerían en caso 
de que llegase la ocasión de repartir los representantes 
^ las esferas de actividad, siendo ellas en número casi 
iodefinido y de importancia diversa, que solo el tiempo 
puede valorar. — ¿Cuántos serían los diputados que repre- 
sentasen á la religión y cu intos á la moral, á las ciencias, 
á las industrias etc? ^Y como sería posible hacer la 
separación de los individuos en miembros de la Iglesia, 
unos, otros en agricultores, otros en comerciantes etc, 
cuando todos los individuos pueden ser á la vez religiosos, 
agricultores y comerciantes? 

La elección llegaría á hacerse imposible, ó bien 
cada ciudadano tendría tantos votos cuantas fuesen las 
esferas de actividad á que se consagrase, llegando á con- 
vertirse la elección en un caos completo. 

La otra base es la población social, que se com- 
pone de los niños, dementes, mujeres, religiosos de orden 
monástica, los que no saben leer ni escribir y en general 
de todos aquellos quo están privados de los derechos 
políticos. 

Conferir á estos la representación, señalando un di- 
putado por tantos mil habitantes, como lo hacen en la 
mayor parte de los Estados, es contradecir los princi- 
pios del Derecho Público Constitucional, que les niega 
los derechos de elector y de elegido. Además, es una 
notable contradicción que, no reconociéndoles los derechos 
políticos á la mayor parte de los que componen la so- 
ciedad se tome su número como base para la distribución 
de representantes, lo que importa negarles los derechos 
por un lado y concederles por otro. 

Semejante modo de proceder, conduce á una ficción 
y á una sarcástica burla que la ley hace al pueblo. Por 
mucho que se tome la población social como base, la 
adjudicación de representantes viene á hacerse, en últi- 
mo término, á los partidos políticos, es decir, á los ciuda- 
danos que pueden votar y ejercer funciones públicas, que 
son los que constituyen la población electoral. 

Supóngase quo la ley dice que, debe elegirse por 
cada mil habitantes un diputado. Hechas las elecciones, 
esos mil habitantes no han concurrido en su totalidad, 
porqqe estaban prohibidos por la ley para sufragar en vici* 
tud de su condición de mujeres, niños, dementes etc. ¿A 
cjuienes ha cabido la representación? — A los ciudadanos 
inscritos, á los verdaderos electores, entre los que ha 
abtenido la victoria el partido político de la mayoría, si 



DERECHO ADMINISTRATIVO» ^21 

&e trata de un pueblo que adopta el sistema de las ma- 
yorías, ó cada partido en proporción al número de sus 
sufragantes, si se trata del sistema proporcional. 

Para no caer en las ficciones y en las aparien- 
cias, que no son muy buenas en la ciencia, es preciso, 
pues, declarar lo que sucede positiva y realmente en el 
hecho, es decir, que la base para la distribución de re- 
presentantes no es, ni puede ser la población social, sino 
únicamente la población electoral dividida en diversas 
opiniones políticas. 

Esto afirmamos con tanta más evidencia, por cuan* 
to que, no es siquiera de fácil y posible cálculo la pobla- 
ción social. Los censos de la población son casi impo- 
sibles en Solivia, tal que en toda la época de su vida 
republicana, no se ha levantado un censo más ó menos 
aproximado de los habitantes de toda la República y de 
los de cada departamento y provincia. Dada esta difícul* 
tad la fijación de diputados se haría al cálculo, unas ve- 
ces equivocado, otras, apasionado, de las Cámaras le- 
gislativas 

Sucede lo contrario con la población electoral, pa- 
ra saber su número en cada distrito, basta registrar la 
cifra total de ciudadanos inscritos en las matrículas res- 
pectivas. 

Volvemos, pues, á afirmar, que la base para la dis- 
tribución de representantes tiene que ser la población 
electoral de cada distrito ó circtmscripción, haciéndose la 
adjudicación de diputados por partidos políticos, en pro- 
porción al número de sus sufragantes. 

Los partidos políticos tienen, pues, en este sen- 
tido, una importancia efectiva en materia electoral. 

Un partido político es una gran agrupación orga- 
nizada de ciudadanos que tienen opiniones y tendencias 
semejantes y que propenden á un fin político común, 
impulsando la vida nacional y procurando la reforma del 
Estado en sus diversas manifestaciones. 

Las agrupaciones de ciudadanos, para llamarse con 
propiedad t partidos políticos» deben organizarse con fines 
políticos, es decir, con programas definidos para realizar- 
los dentro de la esfera de acción del derecho. Las so- 
ciedades constituidas pon fines científicos, religiosos, in- 
dustriales etc. etc., no forman ni pueden llamarse, bajo 
concepto alguno, partidos políticos, ni mezclarse en asun- 
tos de esta naturaleza sin destruir por su base su pro- 
pia institución. 

16 
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Un partido tampoco puede confundirse con la fac- 
ción política ó las agrupaciones personalistas de los de- 
magogos, que no tienen programa político ni aspiracio- 
nes patrióticas y que solo persiguen la satisfacción de am- 
biciones egoistas ó la muy detestable y odiosa pasión de 
mando. 

Los partidos políticos' son los principales factores 
del derecho público, son las grandes agrupaciones que lle- 
van, en su activo afán de progreso, las aspiraciones de su 
programa á la vida práctica del Estado. Ellos son in- 
dispensables en todos los Estados, desde los- absolutis- 
mos más despóiicos hasta las repúblicas semecráticas de 
América; es verdad que se presentan más francas y más 
florecientes en las democracias que en las monarquías, 
porque necesitan para su desarrollo de la libertad real y 
ampliamente aceptada. 

«Los partidos políticos, dice el eminente Bluntschli, 
se manifíestan con tanta mayor claridad cuanto es más 
rica y libre la vida política, y por eso en los pueblos 
mejor organizados políticamente, son más perfectas sus 
formaciones. La historia de la República Romana y el 
desarrollo del Estado Inglés y de la Unión Americana, so- 
lo se explican por las luchas de sus partidos. El esfuer- 
zo y rivalidad de éstos es lo que engendra las mejores 
instituciones políticas y lo que pone en claro toda la 
riqueza de las fuerzas latentes de la nación. No se crea, 
pues, como ciertos espíritus apocados, que los partidos po- 
líticos sean una debilidad ó una enfermedad del Estado 
moderno; por el contrario, son la condición y el signo 
de una robusta vida política.» 

«El nombre de un partido, continúa el mis- 
mo autor, no siempre indica con exactitud su carácter: 
muchos nombres vienen simplemente de un accidente ó 
de un capricho. Tjos jacobinos tomaron el suyo del lu- 
gar en donde celebraban sus reuniones, la izquierda y la 
derecha lo deben al sitio que ocupan. También sucede 
á veces que los mismos nombres tienen un sentido di* 
ferente, según la época y los paises; los whigs y los 
torys de Inglaterra no se parecían á los de América: en 
ésta se distinguían además, antes de 1,778, los federalis- 
tas contrarios á la Union y los anti-federalistas ó unio- 
nistas; y después de aquella fecha los partidarios de la 
Unión han tomado el nombre de federalistas. El partida 
de los demócratas de los Estados unidos no correspon- 
de al democrático de Europa; el partido progresista es uno 
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en Bavíera, y muy diferente del de Prusia; y en Espa- 
ña los liberales se llamaron un tiempo los negros, ex^ 
presión aplicada también frecuentemente al partido cle- 
rical.» 

fCiertos partidos deben también su nombre á al- 
gún término injurioso ó despreciativo: los pordioseros do 
los Países Bajos, los cabezas-redondas de la revolución 
inglesa, los sans-cullotes de Francia, y aun los whigs {es*- 
coda) y los torys (bandidos) de Inglaterra.» 

tEl color es igualmente un signo distintivo cómo- 
do. Constantinopla tuvo los verdes y los azules; Inglate- 
rra la rosa blanca y la rosa encarnada; y en nuestros 
dias, los negros (clericales) y los i^ojos [revolucionarios) 
forman dos pai^tidos extremos, que se tocan y unen on 
determinadas ocasiones.» 

«Los nombres más exactos son los que indican 
el carácter de los partidos, su tendencia política. Hace 
notar Burkard que este género de designación se inau- 
guró en Italia en la época del renacimiento de las ideas 
políticas. Menos significativos son los nombres tomados 
<le la persona de los jefes, por ejemplo: los jacobistas 
en Inglaterra, los hona'partistas y los orleanistas en Fran- 
cia, ios carlistas en España y los mazínianos en Italia. 
Asimismo, la denominación 'por el objeto que los pai- 
tidos persiguen, tiene con frecuencia mayor alcance eco- 
nómico que político, por ejemplo: los proteccionistas y los 
libre-cambistas, ó mejor t(»davia, en el cantón de Scbwitz 
los Hórner y los A'Zawen, nombres nacidos de una disputa 
sobre la manera de disfrutar los |iastos comunales.» 

Los partidos asumen también un carácter mixto, 
anómalo é irregular, tales son los ultramontanos, los or- 
todoxos etc. 

Otras veces se apoyan en la situación geográfica 
de los territorios ó pueblos; por ejemplo: en el imperio 
Británico, los partidos inglés, escocés é ijrlandés; en Sui- 
za los que sostienen los cantones, etc. Estos partidos 
5on peligrosos para la unidad nacional. 

Los órdenes ó clases sociales crearon también par- 
tidos transitorios: la nobleza, el clero, el estado llano, 
los patricios, los plebeyos, los aristócratas etc 

En nuestros dias el fin verdadero y único científico 
de los partidos es el carácter político que ellos asumen, y 
solo á este título pueden ser tomados como base para la 
representación y constitución de los poderes, y. no importa, 
que según sus fines políticos, seaq coüsxírvadores, repu- 
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blicanos, demócratas, unitarios, federales, radicales, go- 
biernistas ó partidos de la oposición. 

Federico Rohmer, en su teoría psicológica, funda 
los partidos en el estudio psicológico de la vida humana, 
considerada en sus diversas épocas é inclinaciones natu- 
rales; y los clasifica en los siguientes tipos principales en 
que vienen á refundirse todos los demás: liberal, conserva" 
dor, radical y absolutista^ 

ün estudio más detallado de los partidos políticos 
corresponde á la ciencia de la Política; al presente no he- 
mos hecho otra cosa que enunciar su carácter general en 
vista de la gran importancia que tienen en las cuestione» 
electorales y en la dirección política del Gobierno nacio- 
nal. 



De la ctudadanfia. (f) 

Para concurrir á la formación y al ejercicio de lo» 
poderes públicos se requiere €?star inscrito en los regis- 
tros nacionales, con las condiciones siguientes: 1* ser bo- 
liviano conforme á la Constitución; 2* tener 21 años sien- 
do soltero ó 18 siendo casado; 3* saber leer y escribir y 
tener propiedad inmueble ó una renta anual de 200 bo- 
livianos, que no provenga de servicios prestados en clase 
de doméstico. 

«No pueden estar inscritos como ciudadanos: 1^ los 
traidores á la patria, entendiéndose por tales los que cons- 
piren con el extranjero contra la dignidad é independen- 
cia de Bolivia; 2^ los que tomaren carta de naturalización 
en país extranjero; 3® los condenados á pena corporal por 
los tribunales competentes, hasta su rehabilitación; A* los 
que sean declarados en quiebra fraudulenta: 5^ los que 
admitieren empleos, funciones ó condecoraciones de un 
gobierno extranjero, sin especial permiso del Senado; 6* 
los que se hallen suspensos de la ciudadanía por haberse 
dictado contra ellos decreto de acusación, ó por estar eje- 
cutados como deudores de plazo cumplido á las rentas fis- 
cales ó municipales, con auto de sol vendo ejecutoriado; 
7" los dementes; 8* los vagos calificados conforme al re- 
ír, V. ley de 27 de odubre de 1890, Reglamento electoral 
de 20 de diciembre del mismo aíio, y la Constilucidn Política, 
art. 33. 



DERECHO ADMINISTRATIVO» 425 

glamento de policía; 9^ los individuos del clero regular; 
10° los sargentos, cabos y soldados del ejército permanen- 
te: este caso es extensivo á los de la guardia cívica cuan- 
do se encuentre acuartelada.» 

Las inscripciones de ciudadanos se hacen perso- 
nalmente, en el domicilio civil de cada uno y ante la res- 
pectiva Mesa Calificadora, la que concede la «carta de ciu- 
dadanía.» 

La calificación por poder solamente se permite á los 
nacionales que residan fuera de la República y á los 
que ejercen funciones públicas fuera de su domicilio. 

.Las «cartas de ciudadanía» se renuevan cada cuatro 
años y solo duran por este tiempo. 

Las listas de inscripción se fijan cada tres meses 
en un lugar público y anualmente el Prefecto del depar- 
tamento manda publicarlas por la prensa, á fin de que 
cualquier ciudadano pueda observar las calificaciones ile- 
gales. Las reclamaciones de esta naturaleza son resueltas 
por la misma Mesa Calificadora. 

Estas mesas calificadoras funcionan durante el año 
una vez por semana y diariamente en los treinta dias an- 
teriores á cada elección, quedando depositados los regis- 
tros en poder de un Notario, bajo su responsabilidad. 

Los jurados que hubiesen opinado una calificación 
ilegal, son condenados á una multa de 25 á 50 bolivianos 
para fondos municipales á denuncia de cualquier ciuda- 
dano, l 

Las cuestiones que se susciten con motivo de ins- 
cripciones ó votaciones ilegales, se resuelven á mayoría de 
votos por las respectivas Mesas, pudiendo llevarse el asun- 
to ante el Juez de Partido, quien conoce breve y suma- 
riamente, sin más recurso que el de nulidad. 



Oe los Jurados y del modo de proceder en las 
elecciones, (t) 

Las Municipalidades asociadas de las Mesas ins- 
criptoras forman las nóminas de jurados electorales, el 

(11 V. ley de 27 de octubre de 1890, Reglamento electoral 
de 20 de diciembre del mismo año, resolución de 23 de enero de 
1891^ decreto de 14 de abril de 1892 y ley de 29 de setiembre del 
propio año. 
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tercer domingo del mes de diciembre de cada año, en nú- 
mero de ciento á doscientos en las capitales de departa- 
mento y en las capitales del Beni, de provincia y sección 
municipal de veinte á cincuenta, haciéndose la renovación 
por bienios. Las renuncias de los jurados se pueden ha- 
cer dentro de la semana, para que sean consideradas en 
el 4° domingo del mismo mes. Son condiciones para ser 
jurado: tener vecindad en el lugar y ejercicio pleno de los 
derechos civiles y políticos. 

Este cargo es irrenunciable, salvo los únicos casos 
do tener más de sesenta años de edad y haber ejercido el 
mismo cargo durante el último bienio ó por enfermedad 
legalmente comprobada. 

El segundo domingo de enero se reúnen los jurados 
para su instalación previo el juramento que lo prestan an- 
te el presidente de la Municipalidad, De su seno designan 
Í5u presidente, vice-presidente y secretarios. 

Inmediatamente proceden á la organización de las 
mesas inscriptoras y receptoras, designando por suerte á 
los jurados que deben componerlas, sifi que ninguno pue- 
da escusarse de este servicio, excepto en el único caso 
de imposibilidad física comprobada, que se comunica al 
presidente del cuerpo de jurados dentro de las veinticua- 
tro horas de haberse recibido el nombramiento. 

Las mesas inscriptoras se componen de nueve miem- 
bros propietarios y cinco suplentes en las capitales de 
departamento y de cinco propietarios y tres suplentes, en 
las de provincia y sección municipal. 

Las mesas receptoras constan de cinco miembros 
propietarios y tres suplentes, y se organizan á razón de 
una mesa por cada registro que contenga cuatrocien- 
tos ciudadanos inscritos. 

El tercer domingo de cada año las mesas inscrip- 
toras y receptoras nombi'an sus presidentes y secretarios, 
quienes prestan el correspondiente juramento en manos 
del presidente y éste en las del secretario. Para funcio-» 
nar legalmente solo necesitan de la concurrencia de los 
dos tercios de sus miembros. 

Los Concejos y Juntas municipales, así como el 
Ministerio público, están encargados de compeler á los 
jurados al cumplimiento de sus deberes, haciendo efecti- 
vas las multas designadas por el Reglamento electoral. 

En los casos en que no pueden instalarse las Mesas 
receptoras de votos por falta de jurados, las Municipali-^ 
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dades proceden á reintegrarlas mediante la suerte, de 
entre los jurados comprendidos en la lista. 

Los Prefectos están encargados de suministrar á 
las Mesas todo lo que necesiten para ejercer sus funcio- 
nes. 

Los Prefectos, Sub-prefectos y Corregidores invitan 
por bando al pueblo á ejercer el dereccho del sufragio, 
cuatro días antes del dia lijado, indicando el lugar y la 
hora en que deben funcionar las Mesas receptoras. 

El ejercicio del sufragio es considerado como un 
deber y se cumple por cada ciudadano pei'sonalmente y 
en voto secreto, debiendo votarse en la papeleta por tan- 
tos individuos cuantos diputados tenga que elegir el 
distrito 

Los fraudes que fueren descubiertos en el acto de 
las votaciones, son castigados con arreglo al Código Pe- 
nal. 

Antes de hacer el depósito del voto en las ánforas, 
se confronta la carta de ciudadanía con el talón corres- 
pondiente del registro, poniéndose en ambos una anota-» 
ción 6 signo de haberse ejercido el sufragio, y el ciudada- 
no firma en un libro especial, de donde se hace por los se- 
cretarios una lista nominal, para su publicación inmedia- 
ta por la prensa. 

Las boletas de sufragio están garantizadas con el 
sello de la Prefectura y el sufragante las toma á su ar- 
bitrio de entre las que están colocadas sobre la mesa. 

Se tienen por nulos los votos: 1** los que estén fir- 
mados por el elector; 2'^ los que tengan algún calificati- 
vo ó cualquiera palabra ó signo por donde pudiera reco- 
nocerse el voto; 3» que recaiga en persona inhábil ó que 
no designe con claridad al elegido; 4^ los que contengan 
más nombres que los precisos:- en este caso la nulidad re- 
cae solamente sobre los nombres excedentes. 

Acerca de los votos equívocos la Mesa resuelve so- 
bre su validez; pero no tiene facultad para decidir sobre la 
legalidad ó ilegalidad de las calificaciones hechas por las 
Mesas inscriptoras. 

Las elecciones tienen lugar en un solo dia y se 
emplean cuando menos seis horas en la recepción de vo- 
tos. Concluidas las elecciones, cada una de las Mesas 
practica el escrutinio parcial, levantando acta firmada, del 
número de votos que cada candidato ha obtenido á su fa- 
vor. Las cédulas de sufragios son conservadas, después de 
ser numeradas y firmadas por el presidente y secretarios. 
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Las reclamaciones que durante el sufragio ó el es- 
crutinio se hiciesen por los ciudadanos ó por los comi- 
sionados de los partidos políticos, que deben ser acep- 
tados en número de dos ante cada Mesa, se resuelven 
por los jurados inmediatamente. 

El escrutinio general y la proclamación de repre- 
sentantes se verifica á los ocho dias de las elecciones 
para diputados y munícipes y h los quince dias para se- 
nadores en la capital del departamento. En los lugares 
donde funcionan solo dos Mesas, dicho cómputo gene- 
ral de votos se verifica ante las dos Mesas reunidas y 
donde funcionan más de dos, se verifica ante una me- 
sa compuesta de los presidentes y secretarios de todas 
ellas. Al representante proclamado se le da por la Me- 
sa respectiva su t credencial» que consiste en una copia 
del acta del escrutinio. La calificación de las creden- 
ciales corresponde á la corporación de que hace parte 
el elegido. 

Durante las elecciones, las Mesas receptoras de- 
ben tener á su disposición un piquete de fuerza armada, 
que en lo posible debe ser de guardia nacional. A los 
electores se les prohibe usar armas en el dia de elec- 
ciones y siendo el sufragio el ejercicio de la soberanía 
popular, se resguarda la independencia del elector pro- 
hibiendo las notificaciones ó demandas judiciales. 

Las elecciones de presidende y vice-presidente de 
la República, se hacen el siguiente dia del de las elec- 
ciones de diputados y senadores en todo el territorio na- 
cional, practicándose el escrutinio general y la procla* 
macióa por el Congrego, 



Observaciones Oenerales. 

En los dos capítulos anteriores hemos examinado 
las formalidades que las leyes administrativas de Bolivia, 
determinan respecto á la ciudadanía, la formación de los 
cuerpos electorales y el modo de proceder en las elec- 
ciones. Nos toca al presente, establecer las considera- 
ciones generales á que se prestan dichas disposiciones, 
que en honor al país, declaramos, son de las más avan- 
zadas y más liberales que en materia electoral se ha 
pr^cticftdo ejn la^ n^iciofte? del mundo, 
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Para mayor claridad procedemos en orden metó- 
dico. 

I. — Los signos de la capacidad é independencia, que 
se requieren para la ciudadanía son la mayor edad y la 
instrucción suficiente. 

La edad se debe hacer constar, para la primera 
inscripción de ciudadano, con la partida de nacimiento, 
cuyo certificado debe otorgarse del correspondiente regis- 
tro civil, que debe llevarse por la autoridad que la ley 
designe. 

La instrucción se debería hacer constar con el cer- 
tificado del examen rendido ante el tribunal competente, 
del último grado de la instrucción primaria, condición 
sin la que, por otra parte, no debería ningún hombre 
ingresar á taller alguno ni á estudios superiores. 

La instrucción primaria, que por ser de necesi- 
dad é interés general, es gratuita y obligatoria, según 
la Constitución, es de imprescindible necesidad para que 
el hombre quede habilitado para la vida de ciudadano 
con los conocimientos generales de sus derechos ó li- 
bertades personales, de la Constitución Política del Es- 
tado y la conducta práctica que debe observar en la vi- 
da política y social. 

«El Estado moderno tiene en este punto mucho que 
aprender de la Iglesia, dice á este respecto el publicis- 
ta Bluntschli, la cual sabe inculcar en el corazón de la 
juventud sus dogmas y mandamientos, y ensenarle á 
Dios y á los hombres. El Estado moderno necesitaría 
un sistema análogo de educación. Su deber y su in- 
terés le exigen velar porque los jóvenes ciudadanos que 
van á votar por primera vez, se hallen instruidos en las 
nociones fundamentales del «rdon y del derecho público. 
El Estado debe tener también su catecismo.» 

«Es peligroso, dice otro eminente escritor, (1) Lan- 
zar en la vida política jóvenes extraños á todo conoci- 
miento político, que es lo mismo que lanzar ñ la guerra 
soldados sin ninguna instrucción previa. Si se halla 
legítimo exigir á los jóvenes tres ó cuatro años de ins- 
trucción militar, ¿no es menos legítimo exigirles algunas 
horas por semana para adquirir las nociones positivas de 
instrucción política y de Derecho Constitucional? La de- 
fensa contra la invasión de la ignorancia en el interior, 
es tan esencial en nuestras democracias, como lo es la 

(I) A. Fouillée» «La Propriélé sociale et la democratie.» 
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defensa contra Fa invasión del extranjero. Creemos, de nues- 
tra parte, que sería deseable que todo el tiempo que los jó- 
venes soldados est in en la armada, se les hiciese apren- 
der no solamente su táctica militar, poro también lo que 
podría llamarse su táctica civil: los principios de la Cons- 
titución, la organización delEstado, los deberes y los de- 
rechos de los ciudadanos. Esta enseñanza debería ha- 
cerse fuera de toda preocupación política ó religiosa.» 

Los hombres del porvenir ó la juventud llena de 
entusiasmo para todo lo que es prosjreso, los hombres deb 
presente, los hombres del pasado ó los ancianos severos 
y estrictos en el deber, todos debemos concurrir presu- 
rosos á la realización de la gran obra de la instrucción 
popular, haciéndola realmente gratuita y obligatoria, para 
dignificar y levantar el honor del ciudadano y extirpar, 
sobre todo, la ignorancia de las muchedumbres que po- 
seen el voto sin darse cuenta de ello y que son la fuen- 
te de las deshonras y de los males políticos y sociales. 

II. — fLa noción de una calificación de propiedad, 
dice Federico (ximke, como necesaria para ejercer el su» 
fragio, viene de las instituciones feudales.» 

En verdad que, la propiedad no puede ser con- 
siderada como condición para el sufrasrio y el exigir to- 
davía esta condición en nuestros dias, no quiero decir 
sino que la civilización del siglo XIX aún no puede del todo 
desprenderse de los resabios de la edad media. 

Una gran parte del pueblo puede no tener una ren- 
ta de doscientos bolivianos, ni propiedad inmueble, y, 
sin embargo, no se negará que esta parte paga los im- 
puestos indirectos y contribuye de este modo á formar 
el tesoro público y que además presta al Estado sus sei'- 
vicios personales. 

Si se dice que la propiedad es señal de indepen- 
dencia, la probreza no siempre es signo de dependencia 
y de falta de dignidad. ¡Cuántos individuos que pasan 
la modesta vida del que poco ó nada tiene, gozan de 
la más firme independencia y noble dignidad, en ra- 
zón de su educación moral y su ilustración intelectual, 
que les permite conocer sus derechos y defender sus li- 
bertades personales, que no son concesiones ni se re- 
ciben por favor del rico ni del mandatario! Por el con- 
traigo, ¡cuántos que disponen de fortuna suficiente para 
una vida libre, se encu^*ntran en la más humilde y detes- 
table sumisión de espíritu no pudiendo obrar sino á vo- 
luntad de aquél de quien dependen í 
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Es imposible» además, constatar la realidad de la; 
lienta h de la propiedad raiz, porque para hacerlo sería 
menester examinar y comprobar con las formalidades 
judiciales las ganancias diarias de cada hombre y los, 
bienes jqim posee en efectivo. Si esta comprobación no 
<is posible, es claro, que la ley obra sobre suposiciones 
y sobre base insegura. En prueba de este aserto po» 
dríamos citar innumerables inscripciones de individuos que 
obtienen carta de ciudadanía con solo haber manifesta- 
do su edad, sin que hasta hoy ninguna Mesa Inscripto- 
ra se haya ocupado de comprobar la renta efectiva ó los 
bienes inmuebles que posee según el respetivo registro 
de dereclios reales. . 

] II.— -Respecto al domicilio es una verdad gene- 
ralmente reconocida, que tratándose de la constitución 
<le los poderes legislativo, ejecutivo y judicial, ningún 
ciudadano puede ser privado del derecho de sufragio por 
el solo hecho de no encontrarse en su domicilio civil, 
porque esta circunstancia no le quita su derecho de ciu- 
dadano, ni la capacidad é independencia con que puede, 
mejor que otros, ejercer el voto, eh cualquier punto de 
la República. El ciudadano domiciliario de Santa-Cruz, 
.no deja de ser boliviano, ni pierde su calidad de hom- 
bre independiente y capaz de los actos más serios de 
la vida por la simple circunstancia de permanecer, por 
ejemplo, en la ciudad de La Paz. ¿Cuál seria el título 
,Ó la razón con que la ley á un hombre libre, que reú- 
ne las mismas condiciones que los demás, le arrebatase 
el derecho del voto y lo convirtiese en ser extraño en 
su mismo país?' 

Es muy distinta la cuestión cuando se trata de las 
elecciones locales, como sun, las municipales, entónceg, 
el domicilio es una condición para el sufragio, porque co- 
mo á primera vista se concibe, la organización del po- 
der local corresponde únicamente á los que forman di- 
cha localidad y que han de ser gobernados por las au- 
toridades de cuya elección se trata, iberia irregular que 
los ciudadanos del Beni, por ejemplo, viniesen á elegirá los 
munícipes de Sucre, ó los ciudadanos de La Paz nombra- 
ren á los munícipes de Santa-Cruz. Los ciudadanos 
.de cada localidad, que conocen á sus hombres públicos, 
que tienen interés en que sus negocios estén bien ad- 
ministrados y que tienen que ejercer la vigilancia sobre 
Jos íictos de sus representantes, son los únicos que en 
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todo rigor de derecho pueden ejercer el sufragio en las 
elecciones locales. 

Considerada la cuestión bajo el aspecto de conve- 
niencias nacionales 7 de interés transitorio, la fijación del 
domicilio, cumo condición del voto, ha tenido por ob- 
jeto resguardar la pureza del sufragio contra los frau- 
des de la duplicación del voto, imposibilitando el doble 
sufragio que se hacía con una sola carta de ciudadanía. 
Estos fraudes que eran un mal social, han que- 
dado en gran parte impedidos con la prohibición que 
hace la ley de conceder cartas duplicadas y las califi- 
caciones por poder. 

IV. — La ley electoral dice: fias Mesas Receptoras 
tendrán á su disposición un piquete de fuerza armada 
para conservar el Ofden y resguardar el libre acceso de 
los electores que aún no hayan votado, al recinto don- 
de se practique el sufragio. Dicho piquete siempre que 
se pueda debe ser de guardia nacional.» 

La concurrencia de la fuerza militar á las eleccio- 
nes, bajo el pretexto de resguardar el orden público, es 
uno de los ataques más violentos que se pueden hacer 
á la independencia del ciudadano, porque donde está la 
fuerza la libertad enmudece, el ciudadano se llena de 
cólera y de pavor y lejos de ser la fuerza el elemento 
del orden es la causa de las conmociones populares, 
porque su presencia en los actos pacíficos del mayestá- 
tico derecho de sufragio, produce el encono y la desespera- 
ción .y el orden que impone es aparente, es el silencio de 
las víctimas que preparan la venganza contra la fuer- 
za material, apoyadas en esa otra fuerza santa de la 
libertad y el derecho. 

Para nadie es un mito la coacción oficial que exis- 
te en la vida de los gobiernos americanos, y que es 
una realidad y una práctica ordinaria, que se verifica 
dia á dia bajo las apariencias de una legalidad menti- 
da. Y el brazo poderoso, el único brazo si cabe decir- 
lo, de la coacción oficial, es la fuerza militar. 

El progreso del derecho ha rechazado con indig- 
nación la coacción oficial como una de las causas deter- 
minantes de los sangrientos levantamientos populares que 
mantienen en perpetua zozobra la sociedad. El medio de 
combatirla sería que la ley prohibiese en términos cla- 
ros y terminantes, sin excepciones de ningún género y 
de una manera absoluta, que el gran dia de la patria 
en que el ciudadano soberano é independiente vá a or- 



DERECHO ADMINISTRATIVO. 433 

ganizar los poderes públicos mediante el voto, se re- 
tire toda fuerza de cuerpos miiitarniente organizados á 
la distancia de dos leguas cuando menos del centro de 
las elecciones, debiendo durar este retiro desde unos 
quince dias antes de cada elección hasta el siguiente de 
la proclamación de los representantes en escrutinio ge- 
neral. El orden público y la independencia del sufra- 
gante, debería resguardarse con la guardia nacional pa- 
siva, que debe componerse de los ciudadanos honrados 
y respetables padres de familia del vecindario, que con 
.sola su presencia impondrían el respeto y harían más 
solemne y más libre el sagrado acto del sufragio. 

La frase tsiempre que se pueda será el piquete de 
guardia nacional» solo conduce á la arbitrariedad porque 
nunca llegará, sino conviene al partido dominante, ese 
caso posible. 

La ambigüedad de la ley, es causa de que las le- 
yes más perfectas queden escritas, porque á renglón se- 
guido contienen una permisión para violarlas. Para le- 
gislar de esa manera era mejor aceptar francamente la 
tiranía militar en las elecciones, poroue es más dolorosa 
aquella cuando se impone á nombre de la ley que cuan- 
do tiene origen en la arbitrariedad del mandatario. En 
el primer caso la defensa del pueblo no es posible; en 
el segundo es una necesidad legítima. 

«Prescindiendo del testimonio de la historia, dice 
el publicista J. V. Lastarria, que muestra que la fuerza 
militar es la única causa de los conflictos sangrientos 
que hacen la vergüenza de las naciones modernas, basta 
considerar que desde que existe en un pueblo un ejército 
permanente, como elemento de gobierno, hay un instru- 
mento que sirve tanto para defender el despotismo de los 
gobernantes, cuanto para trastornarlo y pasarlo á otras 
manos. Todos los gobiernos buenos ó malos, todas las 
constituciones liberales ó nó. están siempre á la merced 
del ()ue tiene el mando militar^ donde existe un ejército 
que intervenga en la política.» 

«El militar, continúa, no sabe más que mandar ú 
obedecer, no tiene idea del derecho y por consiguiente 
desconoce la libertad, y su altivez en el mando, como su 
servilídad en la obediencia, le hacen incapaz de compren- 
der y de respetar las cualidades del hombre libre y la 
dignidad del ciudadano.» 

La independencia propia del sufragio, exige, pues, 
que se le separe de todo contacto con el elemento militar, 
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y esta debe ser la tendencia de nuestros legisladores. 
V. — La calificación de los poderes ó credenciales, 
que no consiste en otra cosa que en el juicio ó fallo qu& 
que se pronuncia sobre las condiciones legales de la elec- 
ción y cualidades del electo, no debe pertenecerá la mis- 
ma corporación de que el representante va á formar par- 
te. Dicha calificación debería hacerse por la Mesa. Es- 
crutadora que ha hecho la proclamación. 

Las reclamaciones deben exponerse ante dicha Mer 
sa, dentro de los ocho dias de la proclamación, no ad- 
mitiéndose petición alguna después de ese término. La 
Mesa se pronunciaría inmediatamente en votación secreta. 
De la resolución que se diese solo se permitiría el re- 
curso de nulidad por infracción de ley expresa ante la 
Corte Superior; quedando aquí terminado el asunto, sin 
que poder alguno pudiese anular las credenciales del ele- 
gido, ni oponerle tacha alguna, por razones relativas á la 
elección. 

Esta opinión está apoyada en las siguientes razo* 
nes: 

Iv — La práctica que refutamos equivale á dar al 
mismo poder la facultad de escoger y elegir á los miem- 
bros que lo han de componer, quedando sin ninguna sig^ 
nificación las elecciones verificadas por las mayorías del 
pueblo, siendo en último término la que nombra á los dir 
putados la Cámara de Diputados, á los senadores la Cá- 
mara de Senadores, á los munícipes el Concejo respectivo. 
2a. — La calificación de las credenciales se hace ge- 
neralmente por pasiones políticas: el partido de la ma- 
yoría admitirá en los cuerpos colegiados á los suyos y 
rechazará á los representantes contrarios, aunque éstos 
estén apoyados en la ley y hayan obtenido su nombra- 
miento por la mayoría de la voluntad popular; y mienti*as 
que esta facultad quede en manos de las corporaciones 
electivas, ellas serán conducidas á las agitaciones políticas 
y á los procedimientos parciales. 

3».— No son las Cáuiaras ni las Municipalidades á 
quienes toca elegir, ni juzgar sobi*e los actos electorales: 
para estos casos están organizadas las Mesas Receptoras 
y Escrutadoras. Dar á las Cámaras la facultad de cxami-» 
nar los credenciales es alterar sus atribuciones y consti- 
tuirlas en cuerpos electorales, como si las apreciaciones so- 
bre las elecciones verificadas fueran actos de legislación 
p atribuciones leícislativas. 

4",— Dice J. V. Lastarria: «no.se pueden íjoofupfjjr 
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las atribuciones del poder Legislativo con las del Judicial 
.siu atacar el principio de la división de los poderes, que 
es la base del sistema representativo. Esta es la razón 
que tenemos para sostener que es una inconsecuencia 
en aquel sistema la atribución dada á la Cámara de en- 
tender en los reclamos de nulidad. Ño corresponde anu* 
lar los poderes, sino al mismo que los otorga, y cuando 
^ntre los otorgantes haya contención ó cuando en el otor- 
gamiento se ba faltado á la ley, la cuestión debe ser re- 
suelta por la autoridad encargada de aplicar las leyes pa- 
ra terminar las controversia» que se susciten sobre los 
derechoá.rt 



DE LAS MUNICIPALIDADES. 



El municipio es la organización local formada por 
la natural aproximación de los individuos y familias que 
llegan á vivir en un territorio limitado y que se bailan 
ligados por la comunidad de bienes, intereses y sentimien* 
tos de vecindad, por la solidaridad de necesidades y de- 
rechos y por la unidad de causas en el presente y las 
esperanzas en el porvenir, estrechándose más sus vínculos 
áe unión por la mutua cooperación - que anima á todos y 
á cada una de las parte que componen la persona jurídi- 
ca del municipio. 

El municipio es una persona civil que representa 
derechos propios* que es capaz de contratos y obligacio- 
nes y que puede concuiYir ante los tribunales judiciales 
demandando ó respondiendo en juicios civiles como cual- 
quiera otra persona. Sus derechos de propiedad están ga- 
rantidos y regidos por las mismas leyes que los de los 
particulares. 

Los principios de la ciencia reconocen la completa 
independencia del municipio en la designación de sus 
funcionarios y la administración de sus intereses, sin que el 
Estado pueda tomar participación en ningún asunto local r 
pues que solamente le corresponde con respecto á los 
municipios conservar la unidad nacional y el imperio de 
la Constitución Política. Los municipios no pueden eri- 
Píirse en Estados independientes ni revelarse contra el Es- 
tado constituido, ni menos violar con sus disposiciones 
orgánicas las leyes fundamentales de la Constitución. 
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El Estado no puede crear municipios ni destruir 
los que, existen, su misión se concreta á reconocer la 
personalidad de los que lleguen á organizarse por el im- 
pulso del progreso social y á garantizar su vida inde- 
pendiente y la libre administración de sus derechos. 

Siendo los municipios organismos locales que par- 
ticipan del carácter doméstico de las familias, su existen- 
cia no puede ser artificial, sino que está sujeta á las le- 
yes sociales, y existirán donde quiera que aparezcan las 
necesidades que los forman. Por lo mismo ellos pueden 
ser urbanos y rurales, es decir, municipios de ciudad y 
municipios de campaña. I^os de la campaña son de cons- 
titución más sencilla y de más fácil administración, por- 
que solo comprenden las pequeñas aldeas con la exten- 
sión de la campiña que por lo regular es ocupada por 
los agricultores. 

En la ciudad las municipalidades son más compli- 
cadas, .porque son también mayores las necesidades loca- 
les. Los vecinos se distribuyen en clases obreras ó gre- 
mios de artesanos, en comerciantes, en corporaciones do 
abogados, médicos, sociedades científicas, literarias etc. 
etc. las necesidades son más complejas: el alumbrado 
público, el aseo, la salubridad, el sostenimiento de casas 
de caridad y de moralidad pública, los recreos públicos 
etc. etc. 

La organización de las Municipaliilades, según leyes 
vigentes, se hace de la manera siguiente: 

En las capitales de departamento hay Concejos 
compuestos de doce miembros, excepto en las de Oruro, 
Tarija y el Beni, donde se componen solamente de 
nueve. 

Existen Juntas municipales compuestas de nueve 
miembros en los puertos de Cobija, Tocopilla, Mejillones, 
Antofagasta, los pueblos de San Pedro, Atacama y Cara- 
coles y la provincia de Chayanta; de siete en la provincia 
de Ginti (1) y de cinco en las demás capitales de provincia 
y sección de provincia y en cada puerto. ^ 

En los cantones bay de uno á tres agentes muni- 
cipales, que dependen de las Juntas y éstas de los Con- 
cejos 

El nombramiento de los munícipes se hace por el 

(1) V. Ley de 3 de setiembre de 1886, decreto de 21 de 
octubre del mismo año. ley de 28 de octubre de 1887 y decreto 
(le 12 de noviembre del uiismo año. 



DERECHO ADMINISTRATIVO. 437 

pueblo en sufragio general, el segundo domingo de di- 
ciembre de cada año. Duran en sus funciones dos años, 
renovándose por mitad en cada año. 

Son proclamados suplentes para el período de su 
elección los ciudadanos que en la elección hubiesen ob- 
tenido mayor número de votos, con tal de que ese nú- 
mero no baje de la cuarta parte de los sufragios dados 
á favor del propietario menos favorecido. (1) 

Los agentes cantonales son nombrados anualmente 
por las respectivas municipalidades. 

No pueden ser munícipes ni agentes cantonales 
los funcionarios públicos que gocen de sueldo ó emoiu» 
mentó, los clérigos ordenandos, los administradores y 
arrendatarios de bienes municipales. Pero si dejaren el 
puesto oficial antes de vencido el período de los dos años 
pueden ocupar sus asientos en la municipalidad. Tampo- 
co pueden estar en la misma corporación dos parientes 
dentro del 2". grado. 

Los cargos municipales son concejiles y no se 
aceptan otras escusas que por las causales siguientes: 
I', haber sido nombrado inmediatamente después de haber 
servido el mismo cargo, ó algún otro concejil: 2*. te- 
ner sesenta años cumplidos: 3'. padecer alsjuna enferme- 
dad que cause inhabilidad constante: 4". hallarse encarga- 
do de algún establecimiento de utilidad pública: 5'. tener 
residencia cuotidiana á más de dos leguas de la capital 
donde funcione el Concejo ó Junta. Las escusas se con- 
sideran por la misma Municipalidad, debiendo ser pro- 
puestas dentro de los ocho dias de haber recibido el 
electo su credencial. Los quo rehusan prestar sus servicios 
son castigados con una multa que impone el presidente 
del Concejo ó Junta respectiva. 

El mismo Ayuntamiento hace la calificación de las 
credenciales de sus nuevos miembros. Las cuestiones que 
surgen á este respecto ó sobre exclusión indebida ú orga- 
nización ilegal, son resueltas por la Corte Superior sin 
más recurso que el directo de nulidad por falta de ju-» 
risdicción. 

Los Concejos y las Juntas tienen un presidente, 
un vice-presidente y un secretario de entre sus miembros, 
que desempeñan sus funciones por un año excepto el 

(!) V. Resolución suprema de 3 de octubre de Í88o y Re- 
glamento electoral de 1890. art. 91. 

18 
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secretario que solo dura por un trimestre pudiendo ser 
reelecto. El presidente no puede ser reelecto. 

El tesorero, intendente municipal, prosecretario, 
comisarios, auxiliares, gendarmes y demás funcionarios 
subalternos son nombrados por el Ayuntamiento por el 
periodo que determinen sus reglamentos internos. 

Las atribuciones de las Municipalidades son las 
siguientes: 

Promover y vigilar la construcción de las obras 
públicas; establecer y supiúmir impuestos municipales, 
previa aprobación del Senado; crear establecimientos de 
instrucción primaria, administrar sus fondos y dictar sus 
reglamentos y viiijilar en general la instrucción primaria; 
establecer la policía de salubridad, comodidad, ornato y 
recreo; cuidar de los establecimientos de caridad; formar 
el censo real y personal de su distrito; formar la 
estadística departamental; hacer el repartimiento de 
los reemplazos para el ejército, que hubiesen cabido 
á su respectivo territorio, con arreglo á la ley de 
conscripción; recaudar, administrar é invertir sus fon- 
dos; vigilar sobre la venta de víveres, teniendo por 
' base el libre tráfico; nombrar jurados para los delitos de 
imprenta; nombrar los alcaldes parroquiales á propuesta 
de los Jueces Instructores, y los alcaldes de barrio. 

Pueden las Municipalidades requerir la fuerza pú- 
blica para la ejecución de sus resoluciones. 

Teniendo la calidad de personas civiles, tienen la 
facultad de aceptar legados, donaciones, de negociar 
empréstitos, para las necesidades locales. Pueden también 
entre sí celebrar contratos y arreglos que interesen á 
ambas partes ó igualmente pueden formular contratos 
con los particulares. 

La dirección y reglamentación en lo higiénico y 
económico de los enterratorios ó cementerios corre á cargo 
de las Municipalidades, destinándose á este objeto los fon- 
dos de fábrica que deben entregar los respectivos párrocos. 

Las sesiones del Ayuntamiento son públicas y se 
verifican por lo menos dos veces á la semana las ordina- 
rias y las extraordinarias cuantas veces sean necesarias. 
Se requiere para abrir la sesión la concurrencia de los 
dos tercios por lo menos de los miembros. (1) 

(I) V. Ley orgánica de municipalidades de 1887; ley de 3 
df diciembre de 1883 y reglamento de 12 de enero de 1884, so- 
bre delineación urbana; resolución de 5 de marzo de 1881, que- 
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De las rentas y bienes municipales y el nuKlo 
de administrarlos* 

Pertenecen ál municipio como bienes propios: tO'» 
dos los terrenos baldíos ó solares comprendidos dentro 
de la circunferencia del radio mayor de la ciudad ó pue- 
blo; las herencias vacantes y los bienes mostrencos; los 
que posea con título legal y los que hubiesen sido re- 
vindicados judicialmente. 

Son rentas municipales las siguientes: los pro- 
ductos de sus bienes; la venta de los nichos y mau- 
soleos; las multas impuestas por los delitos de imprentay por 
los tribunales judiciales; las multas impuestas por la misma 
Municipalidad que en ningún caso pueden exceder de 
cincuenta bolivianos; y los impuestos municipales. 

El tesorero municipal es el encargado del manejo 
de los fondos municipales, bajo la inmediata dirección 
de los Concejos y Juntas, que tienen independencia en 
la administración de sus intereses, debiendo sujetarse á 



dan inhabilitados para seguir como muñí cipes los que acepten car- 
gos oficiales; resolución de 24 de setiembre de 1881, las funciones mu- 
nicipales solo se conceden por el voto popular; resolución de 30 de 
enero de 1885, los subprefectos hacen cumplirlas resoluciones 
de los Concejos; resolución de 3 de setiembre de 1885, se explica 
la concurrencia y destino de los niunícipes suplentes; resolución 
de i5 del mismo mes y año, que dispone que los presidentes pue- 
den imponer multas á los munícij;es remisos y á los que aban- 
donen sus funciones; resolución de 26 de marzo de 1886, relativa 
á la fuerza que debe hacer cumplir las disposiciones municipales; 
resolución de igual fecha, no pueden las municipalidades interve- 
nir en los actos del poder judicial; resolución de 4 de junio del 
propio año, en las resoluciones municipales no se reconocen los 
recursos de apelación, nulidad y compulsa; resolución de 28 de oc- 
tubre del mismo año, el gobierno no puede conorer en apelación de 
las decisiones municipales; resolución de igual fecha y año, no es 
legal la delegación de las funciones de los Concejos^ municipales; 
resolución de 2 de marzo de 1888, corresponde á las munici- 
palidades resolver sobre las renuncias de los munícipes; de 15 de 
junio del mismo año, la elección de presidente se practica por 
suerte en caso de empate en la votación; circular de 27 de mar- 
zo de 1891, las juntas municipales se dirigen al gobierno por con- 
ducto del Prefeclo; resolución de 30 de enero de 1892, la califica-, 
ción de poderes de los munícipes corresponde á las municipal id»- 
des respectivas; de 11 de setiembre del mismo año. la facultad de 
imponer multas á los munícipes que rehusen desempeñar su cargo^ 
es privativa de los presidentes. 
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SUS presupuestos anuales y á las leyes fiscales de carácter 
general. 

El tesorero presta fianza real que debe ser de una 
tercera parte de las rentas anuales. 

Los Concejos que ejercen la supervigilancia sobre 
las Juntas municipales, pueden observar y aprobar sus 
presupuestos con recurso de revisión ante el Gobierno. 
La renta ó arrendamiento de los bienes municipa- 
les se hace con las formalidades legales ante la Junta de 
almonedas. 

El tesorero es responsable mancomunadamente con 
el presidente y secretario de toda erogación ilegal ó fuera 
de presupuesto, efectuándose la responsabilidad para el 
reintegro por los trámites del juicio coactivo. 

Los Concejos examinan y glosan las cuentas de 
las Juntas provinciales y las remiten con más sus cuen- 
tas, para su fenecimiento, al Tribunal de Valores, á es- 
te fin centralizan en su oficina la contabilidad de los te- 
soros provinciales. 

Las Juntas remiten los balances mensuales y el 
presupuesto anual á los Concejos, y éstos á su vez remi- 
ten los suyos al Supremo Gobierno. Los balances se efec- 
túan por el presidente de la Municipalidad, la comisión 
de hacienda y el Ministerio Fiscal. 

Los munícipes son responsables de los delitos que 
cometan en el ejercicio de sus funciones ante las Cortes 
Superiores y los Agentes cantonales ante el Juez de Par- 
tido. 

Los resoluciones municipales contrarias á la Cons- 
titución y á las leyes del Estado no pueden cumplirse, 
correspondiendo á este efecto la supervigilancia al Go- 
bierno y al Ministerio Fiscal. (1) 

(1) Consúltese las siguientes leyes que se mencionan con 
el resumen de la disposición que contienen: Ley orgánica de mu- 
nicipalidades de 21 de noviembre de 1887; Constitución Política, 
art. Í24; decreto de 16 de marzo de <864, resolución de ÍO de ma- 
yo del mismo año y ley de \S de octubre de Í87I que establecen 
la descentralización de los fondos municipales; ley orgánica de pre- 
supuestos y administración financial de 2< de noviembre de 1872- 
decreto de 23 de enero de 1873 en que se fijan los ramos de in- 
greso municipal; ley de i9 de octubre de 1883 sobre Juicios coac- 
tivos municipales; ley de 12 de noviembre de 1887, se declara mu- 
nicipal el impuesto predial; resolución de 24 de setiembre de 1885 
que prescribe que las rentas se rematan conforme á las leyes; re- 
solución de 11 de abril de 1881, no pueden las municipalidades 
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D^ la Inspección municipal y del libre trÁñcoi 

I. — El poder municipal como el encargado de la hi- 
giene y salubridad pública, tiene la atribución de practicar 
la inspección de los establecimientos públicos y privados» 
de las casas religiosas y de moralidad, casas particulares 
etc., con el objeto de aictar las medidas apropiadas para 
el cumplimiento de su importante misión local. 

Con frecuencia se pone al frente de esta atribución, 
la garantía de inviolabilidad del hogar y del recinto de las 
casas, que cuidadosamente sancionan las modernas cons- 
tituciones. Tal oposición no existe, porque la satisfacción 
de una necesidad general como es el bienestar y la sa- 
lud de los habitantes, es un derecho sagrado, á cuyo 
cumplimiento no pueden los ciudadanos oponer obstácu- 
los de ningún género. 

La pretendida facultad de negarse á la autoridad 
que va á ejecutar un derecho general, no constituye ni 
constituirá nunca un derecho: el interés individual ha de 
ceder siempre el campo de sus pretensiones al interés 
público que se impone á nombre de todos. 

La independencia del hogar no es pues absoluta, 
se combina perfectamente con las necesidades y derechos 
de la localidad. Pero esto no quiere decir que se pueda 
penetrar al capricho en el recinto de las casas, lo que no 
sería suponible sino en países salvajes, la inspección se 
ha de hacer con las formalidades legales y previa noti- 
cia del dueño ó habitante principal de la casa ó estable- 
cimiento. 

De igual carácter, aunque de menor importancia, 
son las cuestiones relativas á las aceras públicas cuya 
propiedad y conservación pertenece á la Municipalidad, 
por ser los caminos, sendas y calles del dominio públi- 

vender ni arrendar sus bienes sino en licitación; resolución de 2 
de junio de 1886 no pueden enagenar los bienes de beneficencia; 
resolución de 2 de abril de 1883, no puede percibir el gobierno 
impuesto ni gravamen alguno por la adjudicación de terrenos den- 
tro del radio municipal; resolución de 16 de enero de 1888 no 
puede suspender el gobierno las ordenanzas aprobadas por el Se- 
nado; ley de 21 de noviembre del mismo año, las ordenanzas mu- 
nicipales no pueden gravar los artículos de tránsito y decreto de 
10 de noviembre de I 890 sobre la misma materia; ley de 27 de 
octubre de 1890, no puede autorizar el Congreso la venta ó hipo- 
leca de las propieddaes raices municipales, sin el previo expe* 
diente de utilidad y sin los títulos correspondientes. 
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co y no ser susceptibles de apropiación particular, (1) 
no quedando al propietario de la casa contigua más que 
la obligación del aseo y el cuidado contrd las destruc- 
ciones. 

II. — El comercio de los artículos de primera nece- 
sidad como, por ejemplo, los productos agrícolas, se efec- 
túa al amparo de una amplia libertad reconocida por las 
leyes. 

Los productores y negociantes no pueden sufrir res- 
tricciones de la autoridad municipal, quien no tiene de- 
recho ni atribución legal para determinar con carácter 
obligatorio el sitio ó local donde deben expenderse los 
productos, ni puede fijar el precio, ni condición alguna 
al vendedor y al comprador, los que arreglan los porme- 
nores del contrato consultando sus intereses particulares. 
Sería, pues, monstruosa la práctica de dar inme- 
diata ingerencia á los agentes y gendarmes municipales 
en estos negocios, que no conduciría á otra cosa que á 
los odiosos abusos que por lo regular se cometen con la 
desvalida clase indígena del país. 

Siendo la alimentación de inaplazable y general 
necesidad y teniendo á su cargo la Municipalidad la salu- 
bridad pública, está obligada á prestar las facilidades y 
garantías indispensables para la venta de los víveres y 
vigilar con el solo objeto de evitar el fraude ó engaño en 
el precio y la calidad de los productos, pudiendo inutili- 
zar los que comprobadamente sean nocivos y perjudicia- 
les á la salud La vigilancia en la venta de los víveres 
se concreta principalmente á la presencia de la autoridad 
en los lugares donde se efectúa este comercio, cuando 
hubiesen sospechas de cometerse actos susceptibles do 
ser castigados por el poder municipal. 



DE LA policía. 

IVaturaleza de la pollcfa. 

La policía es la institución que tiene por objeto el 
cuidado, seguridad y defensa de los derechos individua- 
les y familiares, que vela sobre las libertades del hom« 
bre, que vigila y atiende á las necesidades más urgen* 

(I) Art. 284 del Código <;iYÜ, 
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tes y evita los peligros contra la propiedad y las per- 
sonas. 

Es la institución de mayor importancia en las so- 
ciedades porque está siempre junto al hombre, es el po- 
der más activo que está en todas partes y se le encuen- 
tra á todas horas- Sus medidas son oportunas é inme- 
diatas, sus procedimientos rápidos é instantáneas sus ór- 
denes, 

Es el poder de mayor utilidad por los beneficios 

fiositivos que presta á la sociedad; pero es también, por 
a naturaleza de sus funciones, el que es capaz de los 
mayores y más abominables abusos y tiranías. 

La policía tiene que ser enérgica; pero es nece- 
sario también resguardar contra esta energía los derechos 
del hombre que son muy sagrados y muy fuertes para 
que ningún poder brutal pudiera hollarlos. 

La nobleza y dignidad de la policía depende por 
eso, de la inquebrantable moralidad, honradez y educa- 
ción ilustrada, que como condición de competencia debe 
exigirse en los funcionarios encargados de esta impor- 
tante misión. 

La policía en general abarca todos los actos de la 
sociedad y puede comprender por lo mismo muchísimas 
secciones, como por ejemplo, las siguientes: 

i*. — Sección de la policía política que tiene por 
objeto el orden público y el bien estar general, cuya di- 
rección central corresponde al poder Ejecutivo. 

2*. — Sección de policía de provisiones, que se re- 
fiere á facilitar y vigilar la venta é importación de los 
productos de primera necesidad y prever las desgracias 
que por escasez de víveres pueden acontecer. 

3*.— Sección de policía sanitaria, que se ocupa de 
la inspección sobre las profesfRnes de los médicos, de las 
boticas, de la limpieza, cuarentenas, . vacunas, lazaretos, 

f>rohibiento el comercio de alimentos que ataquen la sa- 
ud procurando los baños públicos, manteniendo hospita- 
les, cuidando de la sanidad de los animales etc. etc. 

4«. — Sección de policía de costumbres, que vigila 
la moralidad pública, é interviene en los establecimientos 

Súblicos de recreo ó diversión, en los paseos ó festivida- 
es públicas, en los teatros etc. 

5«. — Sección de policía de protección ó beneficencia 
que vela por la caridad pública, el socorro á la gente des 
valida, á los niños huérfanos y los mendigos. Puede 
sostener casas de expósitos ó párvulos, hospicios para los 
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que por ancianidad, defecto físico ú otro motivo natural 
estén imposibilitados para el trabajo, cuidando de que 
no vivan de la caridad pública, ni recolecten limosnas en 
calles públicas ni casas particulares, que en ocasiones 
se convierte en negocio privado. 

6*. — Sección de policía de ornato y belleza, que se 
entiende con el aseo de las calles y edificios, nivelación 
de éstos y el cuidado de los monumentos y obras de re- 
cuerdo histórico. 

7a.— Sección de policía de aguas, que tiene por ob- 
jeto el cuidado, seguridad y limpieza de las fuentes pú- 
blicas, lagunas, reparto de aguas, el cuidado contra las 
inundaciones de los rios etc. etc. 

8». — Sección de policía de seguridad, que se entien- 
de de resguardar y defender la vida de cada individuo, 
la tranquilidad del hogar, la inviolabilidad de las casas, 
el respeto á la propiedad, impidiendo los ataques á las 
personas y á las cosas. La policía de scíjuridad compren- 
de la inspección de los sepulcros, el respeto á los ce* 
menterios y la protección á los habitantes contra los in- 
cendios y otras desgracias repentinas. 

9*.— Sección de policía de cultos, que vigila las ce- 
remonias religiosas públicas, las procesiones y otras ma- 
ní festacitnes del culto externo, prohibiendo que estos 
actos ataquen el culto ageno ó impidan el libre tránsito, 
el libre comercio y otros derechos de los habitantes. 
La policía de cultos puede intervenir en muchos actos 
de las iglesias que existan en una nación, prohibiendo, 
por ejemplo, las limosnas que públicamente y con ca- 
rácter sacerdotal se recogen de los particulares, y otros 
actos de esta naturaleza que atacan la libertad de con- 
ciencia y la propiedad individual. 

La policía en general se dice que puede ser pre- 
ventiva ó represiva, según que se dirija á prever los 
inconvenientes y obstáculos futuros para la vida dolos ha- 
bitantes, ó prohiba é impida la consumación de actos que 
se clasifican como delitos. 

La policía puede ser también de industrias, cuando 
se refiere á la inspección de las fábricas y establecimien- 
tos de trabajo, como la policía minera, que puede clasi- 
ficarse por su importancia en una sección especial. Es 
de agricultura, cuando la policía se dirige á la vigilan'* 
cía de los trabajos agrícolas. 

En todos los casos la policía no puede siempre 
castigar el delito, su misión se reduce á impedir y ase> 
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gurar, pudiendo capturar á los delincuentes y ponerlos 
á la disposición de los Jueces ordinarios. 

La policía judicial, que propiamente se desempeña 
por el Ministerio Público y los funcionarios judiciales, 
corresponde en su parte activa de persecución de 
l(»s delincuentes y malhechores, á las autoridades poli- 
ciarias administrativas. 

La mayor parte de las funciones policiarias, están 
desempeñadas *por las municipalidades y que correctamen- 
te (leberia corresponder á estas autoridades toda la po- 
pcía local. 



De la org^anizacion de la pollefa. (I) 

La policía de seguridad se ejerce respectiva** 
mente por los Intendentes. Sub-prefectos, Comisarios, Co- 
rregidores. Celadores y Alcaldes. 

(I) Este capitulo compreiule las disposiciones que rigen 
en materia de policía de segundad. 

Léase para más inteligencia, las leyes siguientes: Regla- 
mento de policia de seguridad de 11 de noviembre de 1886; re- 
solución de 4 de diciembre de 1873, sobre los casos en que la 
policía hace uso de las armas; decreto de 5 de abril de 1886, que 
dice que las columnas de seguridad dependen exclusivamente del 
ministerio de gobierno; resolución de 13 de mayo de 1887^ sobre 
que el Intendente puede adscribir á su secretaria u.ño ó más co- 
misarios y la administración de fondos; decreto de 23 de mayo del 
mismo año que dispone que las resoluciones de policía puedau ser 
corregidas en revisión por la autoridad inmediatamente superior; re- 
solución de 13 de setiembre del propio año, que hace algunas expli- 
caciones al reglamento de policía; circular de 23 , de marzo de 1888 
que dis[>one que los intendentes expliquen diariamente en academia de 
comisarios y demás agentes de su dependencia el reglamento de po- 
licía, haciéndoles estudiar el texto íntegro, debiendo los comisarios, 
rondas é inspectores rendir examen del conocimiento de sus debe- 
res ante la academia respectiva; circular de 5 de noviembre de 
1888, que contiene prevenciones para que los intendentes formu- 
len el reglamento interno y pasen copia mensual de sus cuentas 
al ministerio respectivo; circular de 6 de noviembre del mismo año, 
sobre organización de las columnas de celadores, que dependen del 
ministerio de gobierno y sobre el mismo asunto la circular de 9 
de noviembre del mismo año; resolución de 3 de enero de 1889 
que manda que los jefes de las columnas de policía de provincia 
asuman la intendencia; circular de 19 de febrero de igual afio á 
cerca de los reglamentos interiores, organización y pago de los 
cuerpos de rondines, recaudación de multas, inscripción de arte- 
sanos y domésticos. 

> 19 



446 DERECHO ADMINISTRATIVO. 

— ■— p—^— — — ^— — i— — ^■»^^— — *• 

Estos funcionarios en su orden gerárquico dependen 
los unos de los otros y todos ellos se hallan bajo las ór- 
denes y vigilancia del "^ Prefecto del departamento. 

Las atribuciones generales de la policía son: cum- 
plir y ejecutar las leyes y órdenes superiores; cooperar 
A la ejecución de los mandamientos y resoluciones judi- 
ciales y municipales; conservar el orden público; apre- 
hender á los sediciosos y delincuentes, organiznndo en ca* 
so de delito infraganti las primeras diligeiacias del su- 
mario; contener las riñas y peleas y prestar los auxilios 
respectivos; capturar á los que ataquen la seguridad per- 
sonal ó real; mantener el orden en las funciones reli- 
giosas ú otras concurrencias públicas que exijan la inter- 
vención de la policía; recoger del tránsito público á los 
locos, dementes ó imbéciles, conduciéndolos al hospital, 
hospicio ó casas de caridad; conducir al puesto de guar- 
dia á los embriaííados que turben el orden ó llamen la 
atención; cooperar á la ejecución de las medidas que 
acordare el Tribunal médico ó las municipalidades para 
impedir los estragos de la epidemia; prestar inmediato 
socorro á las personas que aparezcan heridas ó aque- 
jadas de una enfermedad ú otro accidente ó sufran aU 
guna desgracia como incendio, asalto etc; dar parte á la 
municipalidad de los cadáveres insepultos, averiguan- 
do las generales de la persona muerta y causas de su 
íallecimiento; proteger á los indígenas, vivanderos y á to- 
da persona desvalida ó forastera; impedir que se expon- 
gan al público ó vendan escritos ó estampas inmorales; 
reprimir á los que profieran ó ejecuten en público expre- 
siones ú actos inmorales; impedir los juegos de azar y 
las rifas fraudulentas; perseguir y denunciar todo contra- 
bando en perjuicio del Estado; impedir que vaguen por 
las calles ó plazas animales feroces, perjudiciales ó en- 
fermos; mandar se cntierren los animales muertos; po- 
ner en conocimiento de las municipalidades las obras rui- 
nosas; vigilar de acuerdo con las municipalidades que 
en los trabajos mineros se atienda á la seguridad y sa- 
lubridad de los trabajadores; y tomar todas las precau- 
ciones para asegurar las personas y bienes de los ha- 
bitantes. 

El Intendente de policía comunica al Prefecto ó 
Sub-prefecto respectivo las ocurrencias de policía, pasan- 
do parte escrito en casos graves al Ministerio Fiscal. Es 
el jefe más inmediato y como tal vigila y corrige los 
actos de sus subalternos. En uso de sus facultades es- 
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pedales: dicta el reglamento interior que es aprobado por el 
Prefecto, publica semanalmente los nombres de las perso- 
nas arrestadas ó multadas, libra las órdenes necesarias 
para capturas, requisas, allanamientos etc., impone mul- 
tas, franquea pasaportes, conoce sumariamente en las 
reclamaciones de los transeúntes, dueños de hotel ó po- 
sada en lo relativo al hospedaje etc. hasta la suma de 
cincuenta bolivianos; juzga y castiga los hurtos rateros, 
<^stafas, fraudes y engaños sobre valores que no pasen 
de cincuenta bolivianos; lleva un registro en que se ano- 
tan los nombres y generales de los que venden alhajas 
y animales. 

Los Sub-prefectos ejercen en su caso las mismas 
atribuciones. 

Los Comisarios de policía se ocupan: de ejecutar 
las órdenes superiores y hacer cumplir el reglamento in- 
terior; de verificar los apremios y cobrar las multas; de 
tj-asmitir por medio de sus subalternos los pliegos ó des- 
pachos que los Jueces ú otras autoridades dirigen; de ve- 
lar sobre los celadores y rondines; dar cuenta á sus su- 
periores de las ocurrencias de policía; denunciar á los 
vagos y malentretenidos. 

Los Comisarios de provincia y los Corregidores 
tienen las mismas obligaciones, y además concurren en 
los trabajos de caminos, puentes y calzadas, vigilan las 
postas, impiden los daños en las cementeras, protegen 
á los viajeros, prestan los auxilios necesai'ios á las tro- 
pas militares de tránsito. 

La policía, en protección y garantía de las per- 
sonas, lleva un libro de matrícula general donde se ins- 
xrriben los nombres, generales, domicilio y demás con- 
diciones de los habitantes, debiendo á este objeto, con- 
currir cada quinquenio todos los padres de familia. Rec- 
tores de Colegio, maestros etc. á hacer matricular A las 
personas que dependen de ellos. De este libro se da el 
certificado del domicilio de cada persona. Los que mu- 
den de domicilio comunican este hecho á la policía 
respectiva. 

Los dueños de hoteles y posadas dan parte diario 
ú la policía de las personas que se alojan y se retiran. 

Se lleva también una matrícula de artesanos y 
obreros, donde se inscriben según sus oficios y ocupa- 
ciones, á todos los obreros, indicando sus domicilios, ta- 
ller y calidad de maestro ó prendiz. 
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La policía conoce suraariarneate de los reclamos 
suscitados entre los artesanos y los que los ocupen por 
faltas en sus compromisos, hasta cincuenta bolivianos. 

Otro registro se lleva del servicio doméstico, en 
que se inscriben los sirvientes, mozos, porteros, criados, 
cocineras y nodrizas. Todas las personas de estas ocupa- 
ciones deben estar provistas de una patente expedida por 
la policía, en que consten su filiación, generales, género 
de ocupación y la casa en que sirven. 

La persona que recibe en su casa algún sirviente 
sin patente, sufre la pena pecuniaria de la contraven- 
ción al reglamento Los sirvientes no pueden pasar de 
una casa á otra sin conocimiento de la policía. 

Vela también la policía sobre la conducta moral de 
los habitantes. Se reconoce un tribunal compuesto del 
Intendente ó Sub-prefecto, de dos munícipes, del fiscal 
y de un notario ó c(»rregidor ó actuario que hace de se- 
cretario, para la calificación y declaración de vagos y 
malentretenidos. 

Se consideran vagos? 1°. á los que carecen de domi- 
cilio conocido; 2». á los que no tienen oficio, profesión, 
renta, sueldo, ocupación ó bienes con que vivir; 3*. á los 
ebrios consuetudinarios; 4^ á los que piden limosna sin 
ser pobres mendigantes calificados por la municipalidad. 

Son malentretenidos: 1". los que concurren diaria- 
mente á casas de juego ó de embriaguez- 2". los que vi- 
ven de fraudes, ensañes, hurtos rateros ó de fomentar 
á los ladrones y tramposos; 3". los que se ocupan de 
corromper á hijos de familia, domésticos ó depen- 
dientes; 4". los que viven habitualmente de comer- 
cio inmoral ó escandaloso; 5*. los que se titulan adivinos 
ó hechiceros. 

Esta clase de juicios tienen lugar en audiencia pú- 
blica donde concurren el denunciante y el sindicado. Pro- 
nunciada y notificada la resolución el sindicado puede apelar 
ante la Prefectura dentro de las cuarenta y ocho horas. 
El prefecto del departamento forma tribunal con dos jura- 
dos designados á la suerte y resuelve la alzada en el 
término de ocho dias con audiencia de partes y del 
ministerio público. 

Los vairos ó malentretenidos declarados, son pues- 
tos á disposición de la Prefectura para que les dé el destino 
conveniente. 
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Los bienes reales están garantidos y toda casa es 
inviolable, y cuando la policía en casos extremos previstos 
por ley debe allanar una casa, con orden emanada de 
autoridad competente, observa las siguientes formalida- 
des: Se llama al dueño ó poseedor de la casa para ha- 
cerle saber la orden. Si la puerta estuviere cerrada, el 
ejecutor llamará por tres veces consecutivas, con inter* 
valos regulares, anunciando en cada vez que eñ la auto- 
ridad pública, si á la tercera vez no abriere la puerta el 
propietario ó poseedor, se verifica el allanamiento usan- 
do de la fuerza, y se somete á los culpables al juicio 
criminal por resistencia á las órdenes de la autoridad. 
Este acto se verifica ante dos testigos y sentándose la 
correspondiente diligencia escrita. 

Las casas ó establecimientos públicos así como los 
talleres, ó casas de industria, deben lUívar una inscrip- 
ción eñ parte visible, pudiendo verificarse la inspección 
por la autoridad respectiva. 

No puede pues, cualquier individuo que lleva insig- 
nia de gendarme ó autoridad, penetrar do hecho en el re* 
cinto de las casas» sin consentimiento del dueño y sin 
orden escrita ymotivada. Cuando se ejecuten actos sin las 
formas legales, aun que sea á nombre y por autoridades 
públicas, el dueñojde la casa ó el particular ofendido ten- 
dría derecho para rechazar el ataque en uso del derecho 
de legítima defensa, sin que pueda ser. castigado de es- 
te acto, cualquiera que fuese^la^consecuencia á que diere 
lugar. 

Por último la seguridad y custodia de los presos 
y las cárceles corren á cargo de la policía de seguri- 
dad y el aseo y limpieza á cargo de la municipalidad. 
La primera vigila por la instrucción moral y religiosa 
de los presos, que corre á cargo del Cura de la Parro- 
quia respectiva. 

Las autoridades policiarias pueden imponer multas 
que no excedan de ocho bolivianos y un arresto que 
no pase de cuatro días. Los celadores y rondines están 
prohibidos de imponer multas y cobrar derechos. JE I 
producto de las multas se empoza mensualmente en el 
tesoro departamental para que sea destinado al ser- 
vicio de la misma policía. (1) 

Las resoluciones policiarias son susceptibles del 

(I) y. Ley de 30 de octubre de 1889. 
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recurso de revisión ante la autoridad inmediatamente 
superior. 

Todas las leyes y resoluciones de policía obligan 
á los nacionales y extranjeros, habitantes ó transeún- 
tes; los infractores no gozan de fuero, privilegio, ni dis- 
tinción 'alguna, ni les sirve de escusa la ignorancia del 
reglamento respectivo. 



DEL SERVICIO DE CORREOS. (1) 

El servicio de correos se desempeña en la Re- 
pública, bajo la superintendencia del Ministro de go- 
bierno, por el Director general de correos, los adminis- 
tradores, los sub-administradores y receptores. 

Los administradores residen en la capital del dis- 
trito postal. Los sub-administradores y receptores en 
las capitales de provincia, en los cantones y en los de- 
más puntos donde se establecen oficinas locales. El dis^ 
trito postal comprende cada uno de los departamentos. 

El Director general es el órgano de comunicación 
con el gobierno y se entiende directamente con la cunión 
postal universal» y con los administradores generales de 
correos del exterior en todo lo relativo al servicio postal. 

En el servicio interno, el director general vigila 
sobre todos los funcionarios en el cumplimiento de sus 
deberes, pudiendo apercibirlos y aplicarles multas por 
sus faltas oficiales; cuida de la provisión oportuna de 
las estampillas de franqueo; examina las cuentas de to- 
das las administraciones principales; eleva al gobierno 
informes anuales en lo relativo ú lo económico y ad* 

(1) V. Reglamento general de correos de 5 de abril do 
Í890, vigente; reglamento sobre la misma materia de 7 de octu- 
bre de 1878; decreto de 5 de marzo de 1884 sobre las |)rescrip- 
ciones á que debe sujetarse la contabilidad en las oficinas de 
correos; brden de 18 de junio de <885 en que se aprueba la 
conducta del delegado del gobierno en el congreso de la «unión 
postal»; ley de 23 de noviembre de 1885 por la que se adhiere 
Bolivia á la «unión postal universal»; circular de 29 de julio de 
'tSOO que determina que las oficinas de correos están sujétaselas 
Prefecturas; decreto de 8 de junio de 1892 en que se dispone que 
Bolivia se adhiere á la convención, reglamento y protocolo san- 
cionados en Yiena el 4 de julio de 1391 relativos á la «uni9i\ 
postal,» 
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ministrativo del ramo de correos; forma el proyecto del 
presupuesto de su ramo: protege á los maestros de pos- 
tas y demás dependientes; resuelve administrativamen- 
te las cuestiones que se pronaueven entre los funciona- 
rios con motivo del servicio, con recurso de revisión 
ante el gobierno. Verifica periódicamente la inspección 
de las oficinas de correos, examinando la conducta de 
los empleados, la recaudación é inversión de fondos, el 
sigilo, recepción y entrega de la correspondencia epis- 
tolar, haciendo, con el resultado de su inspección, las 
indicaciones necesarias al Gobierno. 

Los administradores principales para ejercer sus 
funciones otorgan fianza real de un valor equivalente 
al sueldo de un ano, para las consip:uientes responsa- 
bilidades de su mal manejo. La misión de estos fun- 
cionarios se reduce: á la vigilancia sobre los emplea- 
des subalternos, el cuidado de la segundad y secreto 
de la correspondencia, la dirección de las ocupaciones 
de oficina, la administración de fondos con razón de- 
tallada de los ingresos y egresos, la vigilancia é inter- 
vención inmediata en la seguridad y conducción de las 
balijas de correo. 

Los administradores están subordinados al Direc- 
tor general, de quién reciben las órdenes convenientes 
y ante quien deben elevar los estados de la correspon- 
dencia y los cuadros de contabilidad, pudiendo propo-»" 
ner las medidas ó reformas que conduzcan al mejor 
servicio. 

Los sub-administradores y receptores dependen y 
están bajo la inspección del administrador respectivo, 
limitándose sus ocupaciones á la recepción . y despacho 
de la correspondencia, cumpliendo estrictamente el re- 
glamento de correos. En los cantones son receptores de 
correos los Corregidores. 

En las administraciones principales, después del 
jefe que es el administrador, están los oficiales auxilia- 
res de entre los cuales uno desempeña las funciones de 
interventor y maneja los fondos juntamente con el ad- 
ministrador, y da como éste la fianza respectiva, y le 
sustituye en algunas funciones. Los carteros que dis- 
ti'ibuyen la correspondencia á domicilio, los conductores 
de correos que tienen á su cargo el. trasporte de ba- 
lijas. los maestros de postas y postillones son funcio- 
narios subalternos. 
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Independientemente de los empleados mencionados 
se reconocen otros funcionarios con la denominación de 
inspectores de caminos, cuyas atribuciones son: cuidar 
de la limpieza de los caminos, desecación de pantanos, 
composición de malos pasos y puentes, reedificación de 
pilares de legua á legua, de la construcción, reparación 
y aseo de las postas y de la regularidad del servicio, re- 
presentando al Gobierno las necesidades imperiosas. 

Las oficinas de correos permanecen constantemen- 
te abiertas sin interrupción de horas ni dias, de ocho de 
la mañana á seis de la tarde v en casos necesarios so 
abren también por las noches 

Para la mayor comodidad en la contabilidad se lle- 
van los libros siguientes: «diario» y «mayor» por duplica- 
do á cargo del administrador é interventor: de «ingresos» 
y «egresos» á cargo del oficial primero; el libro auxiliar 
de «recibos de correos» en que se anotan los paquetes, 
comunicaciones y demás objetos que se recibieren, y otro 
de los «partes» que se reciben con las balijas, autorizadas 
por el oficial 1^; un libro auxiliar rotulado «despachos de 
correos» á cargo del oficial 2® y por último dos libros 
auxiliares para anotar los expedientes que se despacharen 
y recibieren, (1) 

DEL SERVICIO DE CAMINOS. (2) 

Los caminos de la República están clasificados en 
vecinales, provinciales, departamentales y nacionales. Son 
vecinales los que comunican las haciendas entre st con el 
cantón ó con cualquier otro camino; cantonales, los inter-* 
vecinales y los que ponen en relación los cantones; pro** 
vinciales« 1os intercantonales y los que que ligan las ca- 

Í átales de provincia ó sección municipal; departamentales, 
os interprovinciales y los que comunican las capitales de 
departamento; nacionales, los interdepartamentales y los 
que mantienen el tránsito comercial con el exterior. 

Las contradicciones en la dirección ó empalme de 
los caminos interdepartamentales se resuelve por el go- 
bierno. , 

(1) V. decreto de U de octubre de 4892 y resolución de 
14 de mayo de 1893, relativos á la remisión de procesos por correo. 

(2) V. ley de 6 de octubre de 1892; reglamento de 28 de 
pct)i))re y circular de de noviembre del mismo a&o. 
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Todos los habitantes de la Repühüca están («bliga- 
dts a trabajar por sí ó por otro on su reemplazo por dos 
dias al ano en la apertura y eonser\acióii de las vías pú- 
blicas, sin más excepciones que de las mujeres, menores 
de 18 años, los mayores de 50, los religiosos y los enter- 
mos de gravedad. Este trabajo se efecUia hasta la dis- 
tancia de cinco leguas del dumiciÜo de cada uno J.os 
sub- prefectos y corregidores convocan, con el objeto in- 
dicado, á todo el vecindario por bando ó carlelci, y aún 
haciéndolos citar personalmente. 

Las municipalidades cooperan al trabajo de cami- 
nos y se encargan de formularla matrícula <le los contii- 
buyenles de la prestación vial. En los cantones se ocu- 
pan de esta operación los agentes municipales. Los sub- 
prefectos y Juntas Municipales forman de acuerdo el pa- 
drón de su provincia para pasarlo al Prefecto y al Con*- 
cejo Municipal. 

Los Ooncejos Municipales forman la matrícula ge- 
neral de los contribuyentes de t»»do el rieparlamento. di- 
vidiéndola por provincias, cantones, vice-canlones; ia mis- 
ma que se publica por autoridad del Prefecto. 

La administración directa de la prestación vial cor- 
responde al Prefecto del deparlamento. Los sub-prefecl<ts 
son sub-administradores en las provincias, y los corregi- 
dores son agentes en los cantones. Los alcaldes de cam- 
po son sub-agentes de los corregidores. 

Los prefectos tienen á su lado un consejo consul- 
tivo de caminos, compuesto de cuatro miembros de entre 
los ciudadanos de la localidad. Los sub-prefeclos, tienen 
á su vez igual consejo compuesto de dos ciudadan(»s veci- 
nos. Los prefectos y sub-prefeclos son respectivamente 
los presidentes de estos cuerpos, á los que concurre ade- 
mas un delegado de la Municipalidad. 

Los consejos consultivos tienen por objeto informar 
y emitir opinión en lodo lo referente á caminos. 

En cada prefectura de departamento hay un oficial 
auxiliar archivero que está encargado de la formación de 
la estadística de caminos y del despacho de los asuntos 
del ramo. 

Para cada departamento se nombra un director ge- 
neral de caminos con las obligaciones siguientes: estudiar 
la vialidad en general en el territorio de sus funciones, 
formar anualmente los planos y croquis de las construc- 
ciones; comunicar las instrucciones precisas á sus agentes; 
dirigir las calzadas, malecones, puentes, cortes de peña» 
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acueductos, fijraflientes y en general las obras públicas del 
clepartameuti»; y prestar los informes que se le exijan. 
Estos funcionarios están sujetos al cuerpo nacional de in- 
genieros de que forman parte. 

DEL RAMO DE TELÉGRAFOS (1) 

La superintendencia del ramo de lelés^rafos cor- 
responde al Ministerio de Gobierno. El director (general 
de telégrafos es el funcionario inmediato al Ministro y 
es el jefe superior del ramo, á quien están subordinados 
todos los demás empleailos en lo relativo á e*te servicio. 
J.os administradores de las líneas telegráficas de empre- 
sa particular están también subordinados al director ge- 
neral. 

En general los telégrafos de empresa particular no 
pueden constituirse sin autorización del gobierno, quien 
está facultado tamlñén para aprobi'.r sus tarifas. 

Los deberes del director general son: formar el pre- 
supuesto de su ramo; elevar al «obierno la memoria del 
estado administrativo de los telégrafos; dirigir y exami- 
nar la contabilidad de las oficinas; vigilar la construcción 
de nuevas lineas; proponer ternas para la provisión de 

(I) Reglamento de telégrafos de 5 de febrero de 1891; 
resolución de 9 de octubre de 1885 relativa al secreto en la 
correspondencia telegráfira; decreto de 20 de octubre de 1887, 
que esiabb'ce una escuela nacional de telegrafía en Sucre; cir- 
cular de 14 de diciembre del mismo año que ordena que los 
corregidores y alcaldes de campaña cuiden de la conservación 
de las líneas; orden de 28 de noviembre de 1888 que contiene 
instrucciones para el insppctor general de telégrafos; orden de 
fi de febrero de 1889 para que se evite y castigue los perjui- 
<¡os en laíi líneas; orden de 3 de julio de 1890 que contiene 
instrucciones para el servicio del ramo; circular do 14 de marzo 
de 1891, que indica las penas contra los que causen perjuicios 
en las líneas; resolución de 20 de marzo del mismo nño, que 
dice: que e\ inspector general no tiene competencia para acep- 
tar renuncias ni expedir nombramií-ntos; decreto de 2 de se- 
tiembre de 1892, que encarga la dirección ganeral de telégra- 
fos al jefe del cuerpo de ioííenieros; decreto de 29 de octubre 
de 1892, que encarga la recaudación de fondos y pago del ser- 
vicio á la dirección general; y decreto de 22 de noviembre del 
propio año, que fija las disposiciones para el estabiccimieut» 
de Ja. escuela telegráfica nacional. 
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puestos; calificar las fianzas de los que obtengan empleo 
en el ramo y entenderse en todo lo relativo al servicso 
pudlcndo mantener correspondencia con iguales funciona- 
rios de los países vecinos. 

l'nedc el director suspender de sus puestos á algu- 
nos funcionarios, asi como aplicarles multas correcciona- 
les. 

Agente inmediato del director es el inspector de te- 
légrafos, que obtiene su nombramiento en virtud de su 
competencia en la telegrafía civil y militar, en la mecáni- 
ca y el manejo de los aparatos tclej^raficos. Sus funcio- 
nes se reducen: á ejecutar las órdenes de su superior, 
vigilar las líneas, cuidar de las oficinas cu el material y 
en el personal de empleados y en todo lo conducente al 
cumplimiento del reglamento de telégrafos. 

Los telegrafistas son los funciímarios que se ocupan 
de recibir y trasmitir personalmenle las comunicaciones 
telegráficas, y tienen á su cargo el cuidado y la dirección 
de su respectiva oficina y la vigilancia sobre sus subal- 
ternos, entendiéndose en todo lo relativo á la conserva- 
ción de los telegramas y el secreto de las comunicacio- 
nes. Otorgan fianza para desempeñar su puesto en uu 
valor igual al sueldo de un año. 

Como funcionarios auxiliares se hallan, después de 
los telegrafistas, los correctores y lo»» mensajeros. Los 
correctores tienen por principal ocupación recorrer las lí- 
neas de su cargo, arreglarlas y cuidar de su conserva- 
ción, informando ante su jefe el eslado de ellas. Los 
mensajeros tienen la obligación de distribuir personalmen- 
te y á domicilio la correspondencia oficial ó particular, 
llevando en una libreta la razón de los despachos que en- 
tregaren. 

La contabilidad en las oficinas telegráficas se debe 
llevar con arreglo á las leyes y dispo?iciones establecidas 
para las tesorerías fiscales. Él examen y glosa de sus 
cuentas corresponde al Tribunal de Valores. 

Además de los libros de cuentas, deben llevarse en 
las oficinas otros libros auxiliares para anotar los telegra- 
mas que se reciben, los que se entregan á domicilio, pa- 
ra apuntar los gastos y entradas diarias, para anotar las 
ocurrencias y accidentes y para hacer constar las exis- 
tencias de aparatos, üliles, mobiliario etc. 

Todos los funcionarios son responsables de sus fal- 
las oficiales siendo juzgados y castigados con arreglo al 
iCódigo Penal, ó bien corrcccioualmcntc con destituciÓQ 
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de sus empleos ó írmllas pccuniarui:;, que son aplicadas 
por el jete principal. 

I.a dirección general de telégrafos corresponde al 
jefe del cuerpo de ingenieros y lodos los empleados del 
ramo son nombrados por el Kjeculivo. 

Los telégrafos de empresa particular son regidos por 
sus rej^lamcntos propii»s, sin dejar por eslo de estar suje- 
tos a la autoridad del director general y del Ministerio 
de Gobierno. 

DE LAS ADUANAS. (1) 

Las aduanas son las oficinas públicas establecidas 
por l.*^ Nación en las costas y puntos donde se crea con- 
veniente que funcionen, para la entrada y salida de las 
mercaderías y con objeto de recaudar b>s derechos de aran- 
cel y conird)uriones que fijan las leyes. 

Son marítimas y fluviales 6 terrestres según su si- 
tuación. Unas y otras se dividen en clases segím la ex- 
tensión (\% facultades que tiene cada una para el ciímcr- 
cio lie importación, exportación, tran<iito y cabotaje. Su 
iitimero así como la designación de las aduanillas, comi- 
sarias de guia>^ y resguardos se determina por los regla- 
mentos respectivos. 

La a Iminisir^ción superior de las aduanas corres- 
ponde al Ministro de Hacienda. Su dirección en lo con- 
cerniente al régimen, aplicación do las leyes, y estadísti- 
ca, incumbe al superintendente general. 

Todas las mercaderías que Síui del dominio del co- 
mercio, son admitidas en la Kepública, excepto las que 
sean de circulación prohibida por las leyes penales, las 
de segijriilad y moral públicas y aquellas cuyo estanco se 
hubiese resneltt) pnr la ley. 

Son exportables todos los productos del país, excep- 
to las vicuña^, alpacas y chinchillas vivas, a fin de evi- 
tar su extirpación. 

f1) V. Orden de 1G de inlío de 1885 que ostnblrre 
varias instrucciones sobre aduanas; ley de 26 de noviembn' de 
1885. sobre establecimiento do algunas aduanas; ley de 10 de 
odubre de 18')2, que instituye una superintendencia general de 
aduanas; decreto d(; 2H de diciembre del mismo afn», qne regla- 
menta la anterior ley; ley d^ 'lo de noviembre de 18\)3, que con- 
tiene las disposiciones orgánicas generales. F.l reglamento de 
90 de mayo de 1888 ha sido suspeudido por circular de 19 de 
julio del mismo año. 
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Todas las mercaderías (Icbcn pa«^ar obligaloriamcnlo 

fior una de las aduanas para su comprobación y pago de 
os impuestos confí»rme á la clasificación del arancel. 

I.as franquicias de que gozan los Agentes Diplomá- 
ticos se sujetan n los tratados y practicas internaciona- 
)es. 

Las mercaderías admitidas en la República están 
bajo la salvaguardia de las leyes y en ningún caso ni en 
el de guerra con los países de que sean naturales sus 
dueños, remitentes ó consignatarios, se puede usar del 
secuestro bélico ni de las represalias, ni sujetarlas á nue- 
vos impuestos que los establecidos. 

Las rentas de aduanas se recaudan directamente 
por el Estado por medio de los respectivos funcionarios, 
estando prohibido dar en arrendamiento ó en cualquier 
otro contrato. 

La contabilidad está concentrada en el tesoro na- 
cional á donde ingresan todas las rentas. 

El arancel para el avalúo de las mercaderías, se 
forma por una comisión nombrada por el Ejecutivo, á la 
que concurren un representante de la administración fiscal 
y las Cámaras de comercio. Se aprueba por el Congreso 
y rige por diez y ocho meses. 

Toda importación se verifica acompañada de la res- 
pectiva factura consular y todo el comercio en general de 
importación y exportación está sujeto al avalúo y aforo 
prescritos por reglamento. 

Los contral)andos y defraudaciones se juzgan ad- 
ministrativamenle por el jefe de la respectiva aduana, con 
intervención fiscal y con recurso de apelación ante el Mi- 
nislr») de Hacienda, de cuyo fallo se recont»ce el recurso 
de nulidad ante la Corte Suprema <le Justicia, con<íer- 
vándose en depósito mientras tanto las mercnderias obje- 
to del contrabando. Esle juicioso efectúa sin perjuicio de 
otros de jurisdicción ordinaria a que pudieran dar lugar. 

DEL SERVICIO MILITAR. (1) 

La institución militar es el elemento fuerte y pode- 
roso destinado á la defensa del Estado, á la ejecución de 
la ley y al sostenimiento de las libertades del hombre. 

(i) V. Decreto de í de enero de 1881 que contiene el 
reglamento orgánico para el servicio sanitario del ejército; de- 
creto de 12 de enero del mismo año por el que se establece un 
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Y es en este sentido que la carrera militar es el 
sacrificio de sangre, la ofrenda que de su vida Ueva el 
Sdldado al altar de la patria, prefiriendo la. muerte antis 
que permitir la violación de los derechos del hombre y 
del Estado. 

La fuerza noble y bien empleada es la base sobre que 
reposan el orden y el 'derecho; pero si se la dirige mal, es 
la destrucción del orden y la muerte del derecho. ¡Cuan- 
tas abominables tiranías y crímenes sin nombre nos mues- 
tra la gran historia de nuestros anlepasadosl ¡Todo, ah- 
solulamentc todo lo ha. oprimido la fuerza brulal desde 
las más íntimas manifestaciones de la conciencia indivi- 
dual hasta los más solemnes actos de la soberanía po- 
pular! 

Y esta institución tan peligrosa que se presta a 
las más grandes glorias, si se consagra á la justicia, y 
á los más indignos alentados si llega al abuso, ha sido 
y es una necesidad en todas las naciones porque el de- 
recho en todo tiempo es inseparable de la fuerza. 

Si es necesaria, pues, la institución militar en los 
pueblos, es preciso también que su administración se suje- 
te á principios rigorosamente delicados y sinceramente pa- 
trióticos, empleándose el mayor cuidado en su organiza- 
ción y en la educación del soldado. 

Entre los principales sistemas de organización son 
de práctica más general los siguientes: 

1.» Los ejércitos permanentes, que son las tropas 
que se mantienen constantemente en pié de guerra y están 

cuartel general de inválidos y asilos para viudas y huérfanos; 
resolución de 4 de febrero del propio año, sobre la jurisdic- 
ción de los comandantes generales: reglamento general para el 
servicio sanitario del ejército de 20 de abril del mismo año; ór> 
den general de 10 de mayo de igual año en que se prohibe á tos 
jefes y oficiales manifestar sus opiniones poliiicas y tomar par- 
te en ios comicios electorales; circular de 2 de febrero de 1889, 
que dispone que las solicitudes y oficios militares se elevan ai 
Ministerio de la Guerra por conducto del Comandante general 
6 Prefecto; decreto de 20 de febrero y circular de 30 de abril 
de 1891 sobre inscripción de los bolivianos obligados ai servi- 
cio militar; decreto de i7 de abril de 1891 por el que se es- 
tablece el colegio militar; reglamento interior deJ colegio mili-* 
lar de 3t de diciembre de 1891; decreto de 20 de febrero del 
mismo año sobre contabilidad militar: ley de 20 de setiembre 
de 1892 que establece la conscripción militar: y decreto de 9 
de diciembre del mismo año que reglamenta ja anterior ley. 
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sujetas á una disciplina eslriflamenle militar. Se forman 
(Ui varias maneras: 1 « por alistamiento voluntario, cuan- 
do los individuos espontáneamente y por vocación ma- 
nifiestan su deseo de servir en la milicia; este medio es 
el que produce mejores resultados dando un ejército fuer- 
te y dispuesto por propio entusiasmo á todos los actos del 
servicio: "i." el servicio forzado por el sistema de quintas, 
las \evas ó reclutamientos, con que se ohligan á los in- 
dividuos al enrolamiento y servicio miliiar; este medio 
es el peor y el más odioso que solo da lu^ar á un ejér- 
cito de descontentos en cuyo seno los soldados no tienen 
más pensamiento ni voluntad para otra cosa que para de- 
sertar de las lilas, empleando todas sus horas en buscar 
la ocasión más propicia para ello, l^os ejércitos forma- 
dos por este último medio son los que más fácilmente so 
prestan á las rebeliones y al encumbramiento de los dema- 
gogos. Iní?laterra. Holanda, E.E. U.ü. de N, América, y 
en estos últimos tiempos Bolivia, han aceptado el alista- 
miento voluntario. Francia, Austria, Rusia y otras nacio- 
nes, el obli|j;atorio. 

2.°— Él sistema de las milicias ó guardias naciona- 
les, que consiste en una educación é instrucción militar 
á que se somete á los jóvenes ciudadanos, constituyen- 
do toda la naci^^n en ejército bien instruido y á cada ciu- 
dadano en soldado familiarizado con el manejo del arma 
y dispuesto á la defensa de su patria. 

Este sistema que conviene por sus ventajas á las 
repúblicas libres de America, despierta en los ciudada- 
nos el sentimiento del valor y la noble altivez del hom- 
bre libre que tiene en sus manos la defensa de sus de- 
rechos y el cuidado del honor de su país. 

En un país de esta organizac.ón militar serían 
imposibles las tiranías, y la educación civil del soldada 
sería el honor de la institución. 

3.0—El sistema mixto de ejércitos permanentes y 
de guardia nacional al mismo tiempo. En la guerra fran- 
co-prusiana, ésta última nación mostró un ejército do 
este carácter, fuerte y bien disciplinado. 

Sea en uno ú otro sistema, la fuerza militar ne- 
cesita uqidad de mando, energía en las órdenes, seve- 
ridad en la disciplina é inexorable aplicación de las pe- 
nas y castigos sancionados por los Códigos respectivos. 

Esta estrictez de disciplina se conforma perfecta- 
mente á los ejércitos permanentes y á los de guardia 
nacioaal cuando hacen el servicio activo constituidos en 
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cuerpos de línea. Pero llega á la barbarie con el sisle- 
rna de levas ó rec!utamient(»s, que en casos de guerra ^ 
nacional «e ha usado con frecuencia. Un país que se sir- 
ve de recluías, ce hombres que eslán desesperados de ar- 
rojar las armas, da señal de debilidad, cobardía y escasez 
de educación militar. 

Bolivia tiende al sistema raixto. 

La Constitución Política del Estado, dice: «la fuer- 
za armada es esencialmente obediente; en ningíin caso 
puede deliberar, y está en todo sujeta a los reglamentos 
y ordenanzas militares, en lo relativo al servicio». (1) Es- 
tablece también la existencia de guardias nacionales en 
cada deparlamento. 

J.a ley de eonscripción militar de 20 de setiembre de 
i892 y el correspondiente reglamento de 9 de diciembre 
<tel mismo año determinan que todo boliviano desde la 
edad de 21 años hasta la de 40, está obligado al servi- 
vicio militar personal, en la forma siguiente: 

Desde los 21 años hasta los 25, en ejército de lí- 
nea; desde los 25 hasta los 30, en la reserva ordina- 
ria; desde los 30 hasta los 40, en la reserva extraordi- 
naria. 

En tiempo de paz solo deben servir dos años los 
comprendidos en la primera categoría. 

he eximen del servicio los clérigos, los físicamen- 
te inhábiles y los dementes. En cambio los primeros pa- 
gan una cuota de 6 bolivianos semestrales durante los dos 
años que debían servir en el ejército. 

Son dispensadt)s después de seis meses de servicio 
activo: 1.0 los hijos iinicos de padre ó madre ancianos: 
2." los casndos ó viudos, padres de miis de dos hijos: 3.° 
aquellos cuyo hermano hubiera muerto en guerra inter- 
nacional: 4.° los que contraigan compromiso de consa- 
grarse por cinco años á la enseñanza: 5." los que deben 
obtener dentro del año de su llamamiento un grado uni- 
versitario ó un título profesional. Estos pagan por su 
exención la misma cuota de 5 bolivianos semestrales du- 
rante diez y ocho meses. 

En cada distrito del 10 al 15 de setiembre de ca- 
da año se abre el padrón general de los bolivianos com- 
prendidos en el servicio militar y aun de aquellos que 
están excluidos; los que omitieren empadronarse pue- 
den ser enrolados en el ejército. Este empadronamiento 

(1) Artículo 129 y ley de 10 de noviembre de 1888. 
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comprende á todos los bolivianos desde los 18 anos, 
los que están fuera de la edad requerida para el servi- 
cio reciben su boleta especial con que quedan excep- 
tuados. 

El Ejecutivo puede fijar el número de reempla- 
zos con que debe contribuir cada departamento, corres- 
pondiendo á la Municipalidad hacer el repartimiento en- 
tre la capital, las provincias, cantones y villas. 

Ki ejército de línea se debe componer: 1*. de to- 
dos los bolivianos mayores de 18 años y menores de 
40 que no figuren en los cuadros de empadronamiento: 
2». los enganchados y reenganchados: 3'\ los inscritos y 
calificados en los 2Í, 22 y 21 años. 

Los de la reserva ordinaria que son los que han 
icumplido 25 años, pueden ser llamados, en este orden de 
edad: 25 á 30 años sucesivamente. Los de la reserva extra- 
ordinaria pueblen ser llamados por el mismo orden de 
edad. Ambas reservas están sujetas á los ejercicios doc- 
trinales que deben hacer bajo la dirección de sus jefes 
instructores por lo menos quincenalmente. 

El Ejecutivo puede admitir volunJ;aiios en el ejér- 
cito á los mayores de 21 años A los menores de esta 
edad solo puede admitir con el consentimiento de sus 
padres ó tutores dado por escrito ante un Parroquial. 

\ más de las comisiones encargadas de formar 
el padrón, se organizan juntas revisoras en las capitales de 
deparlamento y provincia, para resolver de los reclamos con- 
tra las clasificaciones, registro ó llamamiento. Estos cuerpos 
se componen en los departamentos del Prefecto, de un muni- 
cipe, del Fiscal del Distrito, de un miembro de la co- 
misión consultiva constituida por el Gobierno y de un 
militar. En las provincias del Sub-prefecto, un muní- 
cipe y un militar. 

Merece especial mención el Colegio militar que fun- 
ciona en la capital de la República, establecido con ob- 
jeto de proporcionar educación militar á los jóvenes que 
por vocación quieran dedicarse á la carrera de las armas. 

No se admiten en el Colegio sino á los bolivia- 
nos mayores de doce años y menores de veinte y que 
tengan los conocimientos de instrucción primaria. El 
Estado atiende gratuitamente la mantención é instrucción 
4e los alumnos, que son todos ellos internos. No tie- 
nen los aspirantes ó estudiantes mes obligación que la 
de contraer compromiso de servir al país por cuatro 
años en el ejército de línea y en Ja arm^ que elijan. 

21 
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Los estudios están distribuidos en cuatro cursos 
que se vencen cada uno en un ano, pudiendo dedicarse 
algunos después de terminados sus estudios, á la ins-» 
tinicción especial en caballería, artillería ó ingeniería. 



DE LA INSTRUCCIÓN PUBLICA- 

La instrucción en general está dividida en tros 
grados principales: la enseñanza primaria 6 elemental* 
cjue comprende la educación y los conocimientos de uti« 
lidad común para la vida y que son de necesidad uni- 
versal; la enseñanza media ó secundaria, que abraza los 
conocimientos generales y útiles para un desarrollo ma- 
yor y para el ejercicio de las profesiones especiales á 
que cada hombre se dedica; la enseñanza especial 6 
profesional que se limita á la instrucción en las cien- 
cias ó artes necesarias, para adquirir con preferencia una 
determinada ocupación, son de esta clase las faculta- 
des de Derecho y Medicina, y aún á este mismo gra- 
do deben pertenecer los estudios de los ingenieros, y 
las escuelas de artes y oficios, (1) 

La enseñanza primaria es gratuita y obligatoria. 
La ejecución de este precepto está encargada ú las 
municipalidades. 

La instrucción primaria en su concepto fundamen- 
tal, tiene por objeto educar é instruir al hombre en sus 
primeros años, con el solo fin de preparar sus faculta- 
des, enseñarle su destino y la conducta que debe obser- 
var en la sociedad, sea como padre ó como ciudadano. 
La instrucción debe comprender principalmente los de^ 
rechos del hombre, la Constitución Política del Estado y 
en general todo aquello que, como dice Spencer, sea necesa* 
rio para saber como debe vivirse, porque evidentemente 

jlj ké Burdeau, dice: «toda educación debe comprender 
dos períodos: el 1**. es la gimnasia de la inteligencia que no 
tiene por objeto suministrar tanto los conocimientos como el 
de educar los hábitos 6 procurar costumbres. Es en este pe- 
riodo que la enseñanza objetiva de que se ha hablado mucho 
y cuyo sentido verdadero se conoce tan poco, es, sin ser una 
lección de enseñanza práctica, un ejercicio de las &cultades de 
. percepción, atención y abstracción. £1 2*. período es el de U 
enseñanza profesional.» 
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la escuela es la preparación Dará vivir con vida completa y 
saber emplear sus facultaaes en bien propio y en el de 
sus semejantes. 

En los colegios de instrucción media ó secunda- 
ria la instrucción intelectual es más extensa y completa 
y sírvB, á su vez, de preparación para los estudios pro^ 
Seskxnales superiores. 

Por lo regular en Bolivia los establecimientos de es- 
ta naturaleza son oficiales, sostenidos por el Estado y 
sometidos inmediatamente á !a vigilancia del Ejecutivo. 
Los profesores son nombrados por el mismo, sin embarp?o 
de que debían obtener sus cát€dras mediante examen 
de competencia dado en concurso de oposición. 

Se permite la institución de liceos de empresa 
particular^ con las mismas condiciones y formalidades 
^ue se exigen por las leyes para los colegios oficiales. 
Ri^en como institutos de privilegio los semináb- 
alos <coQciliare8, que dependen de los respectivos diocesa- 
^nos en io :económico, científico y disciplinario, según 
varias dísnoflíclones administrativas. (1) 

En la instrucción profesional, las facultades oficiales 
<le Derecho funcionan al frente de las libres, sostenidas 
por los profesores de empresa particular, que obtienen su 
cátedra mediante un riguroso examen de competencia y 
.están sujetos á la supervigilaacia de los respectivos Gon- 
:Sejos Universitarios, puramente en lo relativo al cumpli- 
miento de los deberes de enseñanza. 

No se fijan los textos ni se impone el método 
didáctico de enseñanza. Lo contrario sería llegar al colmo 
de la ignorancia. ¿Quien sería el infalible y privilegiado 
,^ue con versación universal en todas las ciencias pudiese 
juzgar dei mérito de una doctrina reconociéndola como 
1.^ única verdadera? La verdad no es don exclusivo de 
Ja autoi^di^l* resf^andece más sublime cuando se la pone 
al frente del «rror y necesita para triunfar de la libre 
(ñscusión. El Estado no tiene facultad para discutir en 
lo /Científico* su misión se limita á hacer cumplir el de- 
recho, es decir, á sostener la übertad del pensamiento y 
4& la enseñanza. 

La intervención del Estado por medio de los Con* 
«ejos Universitarios debe limitarse á los exámenes esoo- 
;lares y á la «comprobación de la compete0cia del profesor. 

(I) V. ley de 42 de 4icien)bre 4e l€82« resolución á% 
)i% de mayo de 18M j de 3df po^bce Ae if^. 
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La autoridad expide los títulos profesionales, para garantía 
dala sociedad y del libre ejercicio de la misn^a profesión. 
Esta atribución no ataca la libertad de la instrucción, por 
que no impide á ningún ciudadano enseñar lo que piensa 
y en el lugar donde quiera, pudiendo abrir conferencias 
privadas ó públicas, con la sola condición de que 
si la enseñanza se rc6ere á instrucción secundaria ó 
facultativa en que se requieren los exámenes escolares, 
debo sujetarse el pretendiente «1 la condición del examen 
de competencia, la que tiende, por otra parte, á dignificar 
y especializar la noble magistratura del profesorado. 

Los exámenes de competencia de los profesores 
se reciben por un tribunal compuesto del personal si- 
guiente: 

Para las cátedras de instrucción secundaria: de do& 
vocales del Consejo universitario, de dos profesores acre- 
ditados, un delegado municipal, dos examinadores ad 
hoc^ el Cancelario y el secretario del Consejo. Para la 
facultad de Dereclio: del ('ancelario. secretario general. 
Fiscal del Distrito ó del Partido, dos vocales del Con- 
sejo Universitario y dos examinadores . ad hoc. En los 
exámenes para la facultad de Medicina en luchar del Fiscal 
interviene un vocal del Tribunal médico. Las examina- 
dores ad hoc son nombrados por el Ministro de Instrucción 
é por el Prefecto del departamento. 

La República tiene siete distritos universitarios que 
son: Chuquisaca, La Paz, Potosí, Cochabamba, Oruro, 
Tarija y Santa Cruz que comprende también el Beni. (1> 

En cada distrito existe un Consejo Universitario, 
compuesto de diez consejeros y el Cancelario, excepto en 
Ibs de reciente creación en los que el número es menor 
ó interviene en algunos un delegado del Concejo Munici - 
pal. Estos Consejos tienen la competencia y autorida^l 
propia para entenderse en todo lo relativo á .la ins- 
trucción pública de su distrito. Los conséjelos se renue- 
van anualmente. Es presidente del Consejo, el Canctdaria 
de la Universidad, que es el órgano por el que el Minis- 
terio de Justicia trasmite sus órdenes y ejerce como su- 
perintendente del ramo susí facultades de supervigilancia 
y disciplina. 

En cada capital de departamento hay, un Tribunal 

(1) V. Ley de <6 de noviembre de 1886, ley de 15 de 
octubre de 1892 y reglamento de 3ü de noviembre del v^h- 
mo año. 
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médico, compuesto de tres vocales propietarios y dos su- 
plentes, que syn nombrados por. el cuerpo médico de 
Ja capital en .reunión con el Consejo Universitario. En 
las provincias existen delegados del Tribunal médico. 
En el Beni solo se reconoce un delegado nombrado por 
el Tribunal de Santa Gi'uz. 

Estos cuerpos dependen del Ministerio de Justicia 
y representan al cuerpo médico del departamento, ejer- 
ciendo todas las facultades pertenecientes á su adminis- 
tración y vigilancia. (1) 

En materia de instrucci n pública no existe descen- 
tralización administrativa. En todos los colegios y esta- 
blecimientos oficiales de la República puede ejercer e4 
Ejecutivo la suprema vigilancia y los 'mismos Consejos 
Universitarios le están subordinados 

La autonomía propia de las universidades en cuan* 
to al cuerpo docente, disciplina escolar, administración 
do sus fondos y la representación jurídica, es la aspira- 
ción del porvenir. (2j 



(1) V. decreto de \0 de diciembre de i890 y ley .de 4' de 
diciembre de 1893. 

(2) V. decreto de 31 de diciembre de 1878: plan de estudios; 
decreto de 12 de febrero de \SS\: se suprime el Consejo Supremo 
de Instrucción y se restablece el estatuto de 1874; estatuto gener<il 
de instrucción pública de \5 de enero de 1874; ley de 12 de di- 
ciembre de 1882; resolución de 23 de setiembre de 1881: los fun-. 
cionarios públicos no pueden ejercer el profesorado: resolución de 
i" de diciembre del mismo ano: resolución de 5 de noviembre de 
1885: sobre la competencia del Consejo Universitario en procesos 
escolares; resolución de 21 de noviembre de 1885; decreto de 25 de fe- 
brero de 1886: organiza los Consejos Universitarios con diez propie- 
tarios'y cinco suplentes; circular de 5 de enero de 1888: en que 
se previene que la enseñanza libre se sujeta á las mismas condicio- 
nes que la oficial, bajo pena de cancelación; circular de 31 de 
enero de 1889: sobre inscripciones; resolución de 1*> de marzo del, 
mismo año: faculta á ios Consejos para clausurar las clases que 
no tienen 6 alumnos; resolución de 8 de marzo del propio año; so- 
bré diplonias dé bachiller y la matrícula de alumnos; resolución 
de 20 de marzo del mismo año: no se permite clase con menos de 
6 alumnos; decreto de 24 de diciembre de 1889: composición del 
Consejo; orden de 16 de abril de 1890: las clases de derecho fun- . 
cionan dos veces al djaí resolución de 30 de mayo del mismo año: 
es iilcompatible el profesorado con el ejercicio de un cargo ren- 
tádo; decreto de 28 de 'noviembre de 1890: se suspende el plan 
de' estudios de 24 diciembre de 1889 y se. restablece el de 31 de di- 
clefnbre de 1878; reglamenlo de 15 d© diciembre de 1890: concurso , 
de jopoáicióa; resolución de 26 de diciembre de 1890: es incompa- 
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DE LA DESCENTRALIZACIÓN 
ADMINISTRATIVA. 

La descentralización administrativa completa es pro* 
pia de las repúblicas federales; las que han admitido la 
forma unitaria, no pueden llegar á la perfección en esta 
materia sino con el cambio de constitución sobre las bases 
de una perfecta semecracia. 

La centralización administrativa tiende á la concen- 
tración do todas las funciones en un solo jefe, para sos* 
tener fa unidad del conjunto con una sola autoridad que 
mande desde la cabej^a hasta la extremidades, desconocien- 
do la libertad y la independencia de las partes. La des^ 
centralización por el contrario proclama la independencia 
de todos los órganos locales, ó de las diversas divisiones 
de. la nación, otorgándoleis el poder propio para satisfacer 

Í)or sí mismos sus necesidades y dirigir los derechos que 
es pertenecen, guardando armonía con el todo por medio 
4e los vínculo? federativos de l^s necesidades y derechos 
colectivos. 

La descentralización es la expresión más completa 
de las manifestaciones orgúnicas de la sociedad eii sus 
diversas partes. Ella propende á que el hombre, la familia, 
el municipio, los distritos, departamentos ó estados locaf- 
les, tengan vida propia y dirijan por sí mismos sus dere- 
chos é intereses y no los confien á órganos extraños, que 
ni conocen |aj5 necesidades agenas, ni las administran coi\ 
la decisión, la buena vpluntad, el acierto y la oportunidad 
que ellas requieren. 

tibie la calidad de alumno con la de profesor pero no epn la del 
8er\'icio militar; retolución de 2 de enero de 1891; circular de 2^ 
de diciembre de 1891: continúa el plan de estudios de 1878; orden 
de 28 de enero de 4892: las clases ae instrucción secundaria tienen 
lugar por dos horas y una de estudios por la mafiana y otras tan- 
tas por las tardes; resolución de 11 de rebrero de 1892: se renueva 
anualmente (b1 Consejo Universitario: el vice-cancelario es el de- 
cano de la facultad de Derecho, y solo cuando no existe esta facttlta4 
oficial, el Rector del Colegio suple al Cancelario; resolución 
de 24 de marzo del mismo afiot sobre examen de competencia; 
decreto de 8 de julio de igual aflo: la calificación de los exá- 
menes escolares se hace por cifras; ley de 12 de octubre de 1892; 
se autoriza al ejecutivo para establecer el sistema gradual con? 
céntrico; decreto de I* de diciembre de 1893: sobre becas gra* 
(liitas; j circular de imero 17 de 1^94; spbre inspección d^ ^|}|s^8t 
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Dáaebse á cada uno la administración de lo que es 
suyo, el municipio, el distrito etc, etc. manejarán por sí 
mismos sus negocios, designando sus autoridades y sus 
atribuciones. La administración se hará con conocimien- 
to de las necesidades, las c[ue serán atendidas inmedia^ 
tamente sin aplazamientos m demoras, porque el adminis- 
trador será el mismo que las posea y sienta; los ciudada- 
nos tomarán cariño al manejo de sus intereses, se des^ 
peitará en ellos ul entusiasmo, la actividad de la iniciati- 
va individual y la costumbre á la vida pública; la respoa- 
fiabilidad será efectiva, porque el pueblo conocerá de cerca 
los actos de sus mandatarios y podrá corregir los errores 
y aplaudir los beneficios. En la centralización nada de 
esto es posible por lo complicado de la administración, 
por lo lejanos y desconocidos que son los intereses lo* 
calos; por el contrario el ciudadano lo espera todo del 
Estado y se abandona en una indiferencia absoluta por sus 
mismos derechos» 

Las municipalidades antes absorvidas por com- 
pleto por el Estado, al punto de que los negocios más do- 
mésticos y comunes de la vida local, eran ordenados y 
dirigidos per el Ejecutivo, llegando en ocasiones la con- 
fusión al extremo de colocar las municipalidades bajo la 
presidencia del Prefecto del departamento, jefe político y 
agente del Ejecutivo, han obtenido hoy su independencia 
administrativa, pero quedando todavía, por desgracia, su- 
bordinadas al Poder Político en algunas de sus manifes-' 
taciones, especialmente en lo relativo á los impuestos y 
bienes municipales. 

No pueden establecerse impuestos ó patentes mu- 
nicipales sin la previa aprobación del Senado. Esta es 
la disposición constitucional respecto á creación de im- 

I)ue8tos» que equivale á centralizar en manos del Senado 
as contribuciones locales*, pues que ellas se establecerán 
ó nó al gusto de aquella corporación legislativa, que es 
muy libre de autorizarlas ó negarlas, sin soportar las con- 
secuencias de sus actos. 

El Senado se compone de dos senadores por cada 
departamento. Supóngase que el proyecto de creación de 
patentes municipafes emane de la Municipalidad de San- 
ta Cruz. ¿Quienes serán los que en definitiva sancionen 
dióhos impuestos y sean los legisladores de los intereses 
de aquella ciudad.^ La respuesta está dada: son los sena- 
dores de Ghuquisaca, La Paz, Gochabamba, Oruro, Potosí, 
Tarija y erfieni, que formítrán mayoría con relación á 
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los dos senadores de Santa Cruz, es decir, que aquellos 
sonadores se convierten en munícipcs de Santa Cruz y 
crean ó suprimen sus impuestos, sin conocer siquiera las 
necesidades de la localidad ni tener el interés inmediato 
en su progreso y lo que es más irregular, se constituyen 
en revisores de los acuerdos de aquellos que como mu- 
nícipes ó administradores están viendo y sintiendo las ne- 
cesidades de la localidad y apreciando de cerca la situa-> 
ción económica de cada hombre y de cada familia que 
componen dicho municipio. 

Si la cuestión se llevase á las provincias, resultaría 
más monstruoso el defecto de esta centralización. Supón- 
gase que el proyecto emane de la Villa de Monteagudo (Sau- 
líes). ¿Se dirá que los senadores son vecinos de aquel 
pueblo y que saben con toda certeza sin temor de equí- 
voco las necesidades y el estado económico de esa loca- 
lidad? Evidentemente que no. 

Si á todo esio se argumentase que la intervención del 
Senado tiene por objeto velar por la conformidad que los 
impuestos municipales deben guardar con las leyes financiad- 
les de carácter nacional y amparar los dineros del munici- 
pio contra los abusos de sus autoridades; la respuesta se- 
ría muy sencilla: si las resoluciones municipales son con- 
trarias á leyes genérales, es claro que ellas no se cumpli- 
rán, y corresponde al Ejecutivo la supervigilancia en 
esta materia, pudiondo cualquier ciudadano llevar el asun- 
to en juicio contencioso administrativo 'ante los tribunales 
de justicia; en cuanto á la garantía contra los abusos, 
la responsabilidad de los munícipes se hace efectiva á 
querella de cualquier ciudadano ante la Corte Superior 
con arreglo á las leyes del Código Penal. 

Las municipalidades no pueden vender ni hipotecan 
sus propiedades raices sin la autorización del Congreso, 
previa la organización del expediente de necesidad y uti- 
lidad, (i ) Esta es otra de las disposiciones que sujetan 
á las municipalidades á la tutela del Estado, quien re- 
presenta é interviene en los derechos civiles de los mu* 
nicipios á quienes se supone menores de edad ó' incapa- 
citados, lo mismo que en derecho civil el padre represen- 
ta los derechos de sus hijos menores ó el tutor de su^ 
pupilos. La tutela administrativa es- perjudicial á la in- 
dependencia de los municipios, que son personas civiles 
en el pleno goce de sus derechos. Está bien que se le- 

( I) Ley de 27 de octubre de 4990, 
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vanten expedientes de utilidad y necesidad y se rodee la 
venta de los bienes de todas las garantías posibles; pero 
no se subordine los intereses municipales alas resolucio- 
nes ó autorizaciones de un cuerpo extraño como es el 
parlamento. 

El ejercicio de algunas atribuciones de carácter ac- 
tivo que tienen las municipalidades^ como la de hacer el re- 
Í)artimiento de los reemplazos para el ejército, y sobre todo 
a costumbre de nuestros hombres públicos de dar inmensa 
preponderancia al poder Ejecutivo sobre todas las institu- 
ciones democráticas, conducen á que este poder se con- 
sidere facultado pai*a ejercer, algunas veces, actos de supe- 
rioridad, que no se avienen con la independencia municipal. 

En la administración departamental solo se tiene 
un bosquejo de descentralización: los fondos departamen- 
tales son recaudados, manejados é invertidos por sus au- 
toridades propias: el Tesorero departamental es el único 
pagador y el Prefecto es el único ordenador, como super-. 
mtendente de hacienda. Pero los presupuestos, la crea- 
ción de impuestos etc. se determinan por el poder Legis- 
lativo y el Ejecutivo tiene la inmediata supervigilancia 
^obre todos los actos administrativos del departamento. 

En los negocios en que como autoridad superior del 
departamento conoce el Prefecto, corresponde el recurso 
de revisión al Ministerio respectivo. 

Las provincias y los cantones están administrados 
por los sub -prefectos y corregidores, que son agentes in- 
mediatos del Prefecto, como est« lo es del Presidente de 
la República, sosteniéndose, mediante esta gerarquía sub- 
ordinada de funcionarios, la centralización de la admi- 
nistración de todas esas unidades ó divisiones administra- 
tiva3 en manos de un solo individuo, que es el jefe del 
poder administrativo nacional. 

En los otros ramos de la administración, v. g.: en 
materia de instrucción pública, la descentralización solo 
^e mantiene como una esperanza para el porvenir. Las 
universidades no ban asumido el cai'ácter de personalida- 
des jurídicas, no tienen rentas propias, ni bibliotecas, ni 
edificios, ni útiles de enseñanza; todos los bienes y rentas 
con que se mantienen son de carácter nacional ó depar- 
tamental, dependiendo, por lo mismo, su subsistencia del 
Poder Político central. 

Sin embargo Bolivia es entre los países de régimen 
unitario de los más avanzados en su^ leyes fundamenta- 
les y sus disposiciones org^nicas^ 
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DÉLOS JUICIOS CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVOS. 

De las cuestiones i'elativas á los asuntos conten- 
cioso administrativos, se ban ocupado con mayor intc-^ 
res los publicistas, procurando determinar su natura* 
leza y alcances en el vasto campo de la aduvínistra- 
ción. 

¿En qué consiste el asunto contencioso administra- 
tivo? Hé aquí la cuestión planteada en su aspecto fun- 
damental. 

Los publicistas, sin embargo Je estar animado» 
en el fondo del mismo sentí miíento y guiadas por las 
mismas ideas, ban respondido á la pregunta con dife- 
rencia de opiniones. 

cLo contencioso administrativo tiene su natiirale-« 
zsL propia, es sui géneris^ dice M. F. I>aferriére, Sus 
condiciones elementales son treí». que deben estar reu- 
nidas en cada asunto para que pueda tramitarse la re« 
clamación por la vía contenciosa.» 

• 1». — Que el asunto emane de un acto especial 
ó un hecho particular dé la administración.» 

•2*. — Que la reclarfaaci6n sobre ese acto sea fu»* 
dada sobre un derecho adquirido^! 

•3». — Que la reclamaciów se relacione á on inte- 
rés del orden administrativo.» 

Para explicar la 1% condición Laferriére hace fa 
distinción de los actos administrativas* «Hay actos, dice, que 
emanan de la administración, en virtud del derecho gene- 
ral y constitucional de proveer á las necesidades de fa 
sociedad, de la policía y de las diversas ramas de fa 
organización administrativa; estos se Maman acto» de 
puro gobierno.» 

•Hay también actos discrecionales confiados á la 
administración en vista del interés colectivo de la agri- 
cultura, de la industria ó del comercia. Este poder 
discrecional h facultativo es de supervigilancla y pro- 
tección para con los administrados. Más, los actos díe 
pura facultad ó discrecionales, así como los de gobierno 
no dan lus^ar á la contencián.» 

Continúa Laferriére diciendo que la contención de- 
be ser promovida por un acto éspecíat administrativo, 
que no solamente ataque un ínteres privado, sino que 
viole un derecho adquirido. 
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M. Vi viene, dice: iLo contencioso administrativo 
«e ^compone de todas las reclamaciones fundadas so- 
bre la violación de las obligaciones impuestas á la ad- 
ministración por las leyes y reglamentos que la rigen, 
« por los contratos que ella suscribe. Así toda ley 
que pone una regla de decisión, puede dar lugar á un 
debate contencioso, si se alega la inobservancia de la 
forma legal prescrita. Todo contrato hecho por la ad- 
ministra cien tiene el mismo efecto, si son argüidos su 
sentido ó su ejecución. El conjunto de CíStos juicios 
constituyen lo contencioso administrativo, que en su na- 
<turaleza es distinto de lo contencioso judicial y de la 
administración pura.i 

Como se vé^ Vi viene no determina con precisión 
ia naturaleza exacta de estos juicios, pues se refiere á 
todo acto administrativo sujeto á la ley, que en oca- 
«siones podría ser contencioso judicial y en otras ad- 
/ninistrativo. 

M. Broglie sostiene: ique io contencioso admi- 
nistrativo comprende las reclamaciones sobre el mérito, 
la justicia y la oportunidad de una medida tomada por 
4i\ ISobernador discrecionalmente y en los límites de sus 
poderes. » 

•En segundo lugar, dice, todo pleito que se fun- 
da sobrfi los términos 43Jicpresos de una ley, de un de- 
.creto, de una ordenanza y de una resolución.» 

"Los primeros deben ser sometidos á los tribuna- 
les administrativos y los segundos á los judiciales.» 

En esta definición se confunden los actos de admi- 
íiistracíón propiamente dichos, con los de mera políti- 
ca ó gobierno, que son los que llama Broglie discrecio- 
nales. Los actos intelectuales de dirección ó gobierno no 
son susceptibles de conté ncioneS;, porque el error mo- 
ral ó el equívoco en una medida de pura política ó go- 
bierno, no puede corregirse sino mediante la censura que 
es el reproche moral del parlamento. El poder adminis- 
trativo, por otra parte, no tiene propiamente actos dis- 
crecionales; sus funciones están sujetas á las leyes po- 
sitivas ó las necesidades naturales de la sociedad, que 
le imponen un procedimiento justo en cada caso con- 
creto; nunca está autorizado para hacer prevalecer su 
caprichosa voluntad, porque esto conduciría á los despo- 
tismos que son odiosos en las democracias. 

León Aucoc, dice: «se da el nombre de contencio- 
so administrativo' al conjunto de cuestiones que deben 
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ser exclusivamente sometidas á la jurisdicción admi- 
nistrativa,» 

Esta difinición que es clara por sus términos na 
da la idea precisa de aquello en que consiste lo con« 
tencioso administrativo, que queda siempre por definií-se. 
pues que se trata de saber cuales son esos asuntos que 
por su naturaleza deben pertenecer á los tribunales ad- 
ministra ti vos. 

Aucoc sin embargo más avanzado que los ante- 
riores, expresa con mayor exactitud la índole de estos 
asuntos y llega á concluir después de algunas explica- 
ciones de la idea, en los términos siguientes: 

fEn resumen lo contencioso administrativo, es de- 
cir, el dominio de la jurisdicción administrativa, se 
compone de tres partes distintas por su naturaleza.» 

fl*. — De reclamaciones elevadas contra los actos 
de la autoridad administrativa, que hieren de inmediata 
derechos adquiridos por los ciudadanos en virtud de le- 
yes, reglamentos ó contratos-, 2*. de reclamaciones ele- 
vadas contra ciertos actus de la administraci(')n, que no 
atacan derechos sino solamente intereses, pero para los 
cuales la ley ha abierto expresamente un recurso por la 
via contenciosa; 3*. de ciertas contestaciones que por 
su naturaleza, serían más bien del dominio de la auto- 
ridad judiciaria, y que por diversas razones han sido 
colocadas por leyes especiales entre las atribuciones de 
la\ jurisdicción administrativa. • 

El eminente publicista A. Batbie, hace la exposi- 
ción de los asuntos contencioso administrativos en los 
términos siguientes: 

cUay casos en que la acción administrativa no es- 
tá limitada ni por las leyes que exigen algunas for- 
malidades bajo pena de exceso de poder, ni por las le- 
yes que reconocen ciertos derechos, ni por los contra- 
tos suscritos entre la administración y los particulares; 
estos actos son entonces discrecionales y ningún re- 
curso jurídico se reconoce en los particulares cuyos in- 
tereses hubiesen sido heridos por las decisiones de la 
autoridad. Todo lo que los particulares pueden hacer 
es que luego que ol acto que creen perjudicial haya ema- 
nado de un agente inferior, recurrir á la autoridad de 
gerart^uía superior por vía de súplica y pedir la modi- 
ficación. Pero la administración no puede siempre Dbrar 
con tanta libertad; hay casos en los que la ley obliga 
ciertas formalidades en los trámites y á respetar los 
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derechos consagrados por las disposiciones legislativas 
ó por contratos regularmente formados. Entonces las 
violacióm.'de las formas, de la ley ó de los contratos, 
son las que dan lugar al recurso y constituyen lo con- 
tencioso administrativo.! 

<No basta, continúa el mismo, para que un acto 
administrativo sea atacable por la vía contenciosa, que 
hiera el interés de. un particular. Al contrario, si el ac- 
to administrativo ataca ó hiere un derecho adquirido, 
entonces el recurso es admitido en la vía contenciosa, 
para hacer cesar la violación. Ejemplo: el decreto que 
¿xcuorda una concesión, es un acto de administración pu- 
ra, por consiguiente no se puede recurrir de él por la vía 
contenciosaj pero si se pronunciare la revocatoria de la 
misma concesión, este decreto daría lugar á la conten- 
ción » 

Se llama pues, propiamente, juicio contencioso ad- 
ministrativo el litigio ó cuestión, sostenida entre la ad- 
ministración, que representa el interés general v una 
persona particular, que defiende un derecho privado. 

La expropiación por causa de utilidad pública, es 
un ejemplo que nos hará comprender lo enunciado. 

El funcionario administrativo en cumplimiento de 
sus deberes trata de expropiar un terreno para la cons* 
trucción de una obra pública, en virtud de la utilidad 
que al público ha de reportar dicha obra. El particular, 
dueño del terreno, cree lesionado su derecho de propie- 
dad y lo defiende alegando no existir el caso de ne- 
cesidad y utilidad: la cuestión, que se lleva ante un 
tribunal especial para ^resolver si la administración ó el 
particular tienen la razón, se llama contencioso admi- 
nistrativo. 

Un particular solicita^ ante la autoridad administra- 
tiva, permiso para establecer una casa de fábrica de pólvo- 
ra ú otras materias explosivas ó insalubres, en un punto 
situado al centro de la ciudad. La autoridad niega el 
permiso ó lo suspende, después de haberlo concedido. En- 
tonces el particular reclama de la negativa en juicio 
contencioso, defendiendo un derecho concedido por la 
Constitución, de trabajar y ejercer toda industria lícita. 
La administración defiende, á su vez, la seguridad y salud 
generales de los habitantes que estarían en peligro teniendo 
al centro de la población una fábrica perjudicial. 

La autoridad administrativa ordena la nivelación 
de una calle; los propietarios de las casas situadas en 
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la extensión de la calle, han sufrido grave perjuicio, pues 
que se les ha obligado á retirar una parte de la pared 
para rectificar la linea, ó se ha descubierto los cimientos, 
lo que puede dar lugar á la demolición de las paredes. 
Se entabla la contención sobre si la autoridad puede reali- 
zar ó no esa obra: la administración defiende el interés ge^ 
neral, cuya comodidad bijsca; el particular defiende su 
derecho de propiedad atacado. El juicio es contencioso 
administrativo. 

Para que el asunto se llame contencioso adminis- 
trativo, es preciso que la administración represente un 
interés, una utilidad que sea de conveniencia general y que 
el particular reclame un derecho privado y no solamente 
un interés particular. 

Entre \m derecho lesionado y un interés herido, 
existen las diferencias que harán comprender los ejemplos 
siguientes: 

Un ciudadano se presenta pidiendo privilegio tem* 
poral para el uso de un invento, ó solicitando el uso 
de un título ó condecoración concedida por un Gobierno 
extranjero. La negativa á estas solicitudes no ha atacado 
derecho alguno, simplemente ha herido el interés ó el 
deseo que el particular tenía de obtener y go^ar de la 
concesión. Supóngase, que después de concedido el privi* 
legio ó el uso de la condecoración, la administración 
suspende la concesión en nombre del interés colectivo 
de la nación; entonces el acto administrativo bsi atacado 
un derecho ya adquirido por el particular y habrá lugar 
al juicio contencioso administrativo. 

El conjunto de los actos de la administración que 
no atacan derechos, se llama actos de administración 
pura, de los cuales no puede existir otro recurso que 
el de súplica, recurso que algunos han llamado im- 
propiamente la via graciosa ó de administración graciosa, 
creyendo que la autoridad hace algo por piedad ó gracia. 

Para que ui> asunto sea contencioso administra- 
tivo, no solamente debe existir derecho particular lesiona- 
do, como hemos indicado, sino que es indispensable que 
el acto administrativo sea ejercido en uso de las faculta^ 
des administrativas propiamente dichas, es decir, que no 
sean actos poh'ticos ó gubernativos, los cuales siendo de 
pimple dirección intelectual, de pijra apreciación moral, 
po pueden ajtacar derechos, ni dar por consiguiente lugar 
^ inicio contencioso. 

^1 le^ercicio jde las latribupione^ d^ pu^a admipistm^ 
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ción, que pueden herir intereses particulares, pero no loa 
derechos privados, no dan tampoco lugar á lo coiíUmjcíuso, 
porque, como dice Datbie, los particulares no tienen de- 
fecho para obtener precisamente lo que piden. 

Los actos ejecutivos propiamente dichos, ignalmoa- 
te no dan lugar á juicio alguno. Las contenciones adraí- 
nistrativas, para ser tales, han de tener su origen en una 
resolución, decreto, orden ó reglamento de carácter admi- 
nistrativo, que ataque derechos privados y que los ataques 
sean capaces de provocar un litigio concreto entre partea. 

En todo juicio administrativo, existen pues, parte 
demandante, demandada y juez que déte resolver la con- 
tienda. 

Lo contencioso administrativo tiene caracteres se- 
mejantes á lo judicial y podría afirmarse con exactitud, 
que es un juicio entre el Estado, que defiende, el derecho 
público, el derecho de todos, y el particular que reclama 
el derecho privado; es decir, un pleito en que se disputa 
de una parte el mejor derecho de la colectividad y de 
otra el derecho civil del individuo. En esta contíenclá es 
preciso resolver si el Estado ó el particuiai- tienen la 
justicia y el verdadero derecho. 

De modo que la palabra interés general, de que se 
vale la administración, expresa propiamente el derecho 

Í)úblico, el de una colectividad. Es por esto que, jamás 
os derechos de los individuos se destruyen, ni pueden 
hollarse bajo pretexto de un mero interés ó Cünvenienciai 
el derecho es sagrado y ante él ceden todas las conven 
niencias públicas y privadas. Es también por esio» que 
debería reconocerse que el Estado ó la adminisiraciúo, 
no defienden propiamente un interés ó una convcaknñia^ en 
el sentido vulgar de estas palabras, sino que defienden 
el derecho público, que es la necesidad colectiva y que 
80 le supone en pugna con las pretensiones individuales. 
A su vez los particulares creen que sus derechos se hallan 
violados por simples arbitrariedades de los administrado- 
res. En este sentido la cuestión se reduce á encünii^ar el 
punto de equilibrio entre ambos derechos, ó si se quiere 
decir, entre los intereses de los particulares y los intere- 
ses generales. 

Se trata de expropiar un terreno para la construc- 
ción de una vía férrea? — pues la palabra utilidad pública 
explica el derecho que. la colectividad tiene de disponer 
de ese terreno en virtud del dominio eminente que el Es* 
tado ejerce sobre los bienes particulares. 
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Se trata de impedir por medio de un decreto ad-^ 
ministrativo, la instalación de una oficina que por razón 
de su objeto sea perjudicial y un peligro constante para 
la salud de todos? — pues entonces, la administración tiene 
derecho á impedir el uso de esa industria, que en estas 
condiciones deja de ser una libertad del empresario. 

Lo contencioso administrativo tiene lugar también 
por excepción de la ley, es decir, que un asunto puede 
por 8u naturaleza ser judicial, y sin embargo por declara- 
ción expresa de la ley. corresponder á la jurisdicción ad- 
ministrativa, constituyendo, en este caso, juicio contencio- 
so administrativo. Tal sucede, por ejemplo, con los jui- 
cios que los Bancos ó los particulares, subrogatarios de 
los privilegios del Estado, siguen por la vía coactiva con- 
tra sus deudores, y que se tramitan comp un juicio admi- 
nistrativo, ante la Prefectura, con recurso de apelación 
ante el Tribunal de Cuentas. En estos asuntos no inter- 
viene el interés general por una parte y el derecho priva- 
do por otra, se disputan únicamente derechos privados. 

Puede un asunto ser contencioso administrativo, 
cuando se trata de la interpretación de los actos adminis? 
trativos. 

La interpretación de las cláusulas oscuras de un 
contrato entre la administración y un empresario, del sen- 
tido dudoso de una resolución ó decreto, puede convenir 
á la administracióq y á los particulares, para la solución 
de cualquiera cuestión en el órdeq administrativo ó en el 
órdeq judicial. 

La contención entablada con motivo de tal interpre- 
tación y en \a^ que las partes quieren llevar el sentido 
del acto administrativo á su favor, se debe remitir an- 
te un Tribunal administrativo, q\ie por regla general, 
debe ser la misma autoridad ó el mismo funqionario 
de quieq emanó el acto, ó. si ha cesado dicha auto^ 
ridad é funcionario, se compondría el tribunal de aquellos 
que hayan sido llamados en su lugar. Estos asuntos 
deben estar rodeados por It^ ley de garantías suficien- 
tes par^ su tramitación y justa sqlución, como todo li- 
tigio. Se entiende cjue no todo caso de interpretación 
forma ^ünto administrativo. Guando se trata, no de 
actos de admiqistración, sino de leyes que rigen el 
orden civil ó de autos judiciales, la interpretación se hará 
por el poder Legislativo ó el poder Judicial. 

Los tratados y actos diplomáticos, y en general. 
Il^ pqestio^es <jue se ^re^ren ¿^ }%9 ptíSLcion^p Ift- 
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ternacionales, se remiten, según ios principios del Dere- 
cho internacional, á tribunales arbitrales ó á la Corte Su- 
prema de Justicia. 

Por último, nn asunto puede llamarse contencioso 
administrativo, cuando se refiere á los casos de compe- 
tencia, conflicto de atribuciones, ó «xceso de poder, sus- 
citado entre las autoridades establecidas en el ranH» del 
Poder Ejecutivo, y también entre funcionarios del Poder 
Judicial y del Ejecutivo. 

En estos casos el juicio administrativo solo cor- 
rige la forma ó el procedimiento irregular, sin dar fallo 
en el fondo del asunto que motivó la competencia ó el 
exceso de poder. 

El exceso ó avance de poder, no es más que h 
usurpación de atribuciones agenas, el uso de facultades 
no concedidas por la ley, ó el ejercicio arbitrario y dis- 
crecional de ellas. Así, habrá exceso de poder si el Sub- 
prefecio de una provincia expide nombramientos para locí 
corregidores de canlón, cuando ésta atribución está ron- 
cedida ónicamente á los Prefectos. Si el Prefecto ncm» 
bra los jueces parroquiales, habrá también exceso, por 
que esa facultad corresponde á los Concejos y Juntas mu- 
nicipales. 

El exceso de poder en su acepción lata compren- 
de la usurpación de funciones propias de otro poner, por 
ejemplo: hay exceso ó avance de poder, si una autoridad 
administrativa ejerce funciones legislativas ó judiciales, ó 
un juez de partido ejerce funciones administiativas To- 
do exceso de poder quiere decir falla de jurisdicción, pero 
no toda incompetencia es exceso de poder. 

La jurisdicción és la potestad que tienen las au- 
toridades, ya sea para gobernar, ejecutar las leyes ó a<l- 
ministrar, en el límite de sus atribuciones le'gales. ta 
jurisdicción aplicada á los tribunales administrativos, que 
también toma el nombre de competencia, es el poder le- 
gal que tienen de conocer y resolver las causas admi- 
nistrativas. 

En la marcha diaria de las funciones de los tres 
pederes del Estado, especialmente en los detalles de la 
administración, se encuentran las autoridades en contacto 

23 



178 DERECHO ADMINISTRATIVO, 

y en ciinque frecuente. Es necesario, pues, resguardar 
la completa independencia de los poderes y mantener á 
cada funcionario dentro del límite de sus atribuciones: 
este objeto tiene el recurso de competencia ó conflicto 
de jurisdicción. 

La plabra competencia ó conflicto signiflca lucha, 
en su Rcepcióti propia. 

Hay competencia ó conflicto de jurisdicción, cuan- 
do dos autoridades de una misma ó (Üstmia rama del 
poder políiico, pretenden tener potestad legítima para co- 
nocer ó no conocer de un asunto. 

l£»x\ derecho administrativo para que haya compe- 
tencia y el asunto sea administrativo, es necesario que la 
cnesiión úe que se trate sea del resorte de la administra- 
ción. 

Los asuntos civiles, criminales y otros que por la 
ley y por su misma naturaleza pertenecen privativamente 
a] poder judicial, no pueden dar lugar á la competencia 
ndministraiiva, ¿íalvos los únicos ca:$oa en que se tratase 
<le niia medida correccional que según ley corresponda á 
)'>«% fiincionnrios administrativo.**, ó de una excepción pre- 
judicial que deba ser resuelta por la autoridad administra- 
tiva. 

La competencia puede ser de cuatro clases: 1.* de 
atribución; 2.'^ de jurisdicción; 3** positiva, y 4.* nega- 
tiva. 

La competencia de atribución es la que se provoca 
entr<> funcionarios de poderes distintOí», por ejemplo: en- 
tre el Prefecto y alguno de los Jueces ó Tribunales ju- 
diciales. Esíta clase de conflictos tienen por objeto des- 
lindar las atribuciones entre dos poderes lüí^tintos. Su en. 
nof imiento debe corresponder á un Trdiimal que sea su- 
perior á ambos funcionarios que entran en competencia. 

En Francia el tribuna! de conflictos esiá compues- 
to del guarda sellos ó ministro de justicia* que hace de 
presidente, de tres consejeros <le Estado en servicio or- 
<Iinario, de oir<»s tres miembros de la Corle de Casación, 
<le dos vocales y dos suplentes. Es decir, que el tribu- 
nal es mixto: una parle representa al poder judicial y la 
otra al poder ejecutivo. 
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En Botivia esta clase de competencias se resueJ* 
ven por los tribunales judiciales puramente^ excepto cuan- 
do se suscitan entre los altos podereü* del Estado, en cu- 
yo caso la resol nción corresponde »l Congreso. (1) 

La competencia de jnrisdicción, como dice Bat- 
hie, es la que tiene lugar entre funeion»rio9 de la mismar 
rama del poder, por ejemplo: entre Jos Prefectos 6 entre 
el Prefecto ó un Sub-prefecto, ambos perteneciente» al 
Poder Ejecutivo. La resolución de estas competencia» 
corfí'sponderia exdusiraménte á los tribunales admnMsira- 
livos. 

La competencia es positiva, cuando los fnnciona- 
rios entre qnienes se produce, creen tener ambos potestad 
para conocer del asunto. Es negativa c «ando ambos juz- 
gan no ser de su incumbencia el asinuo, y »e abstienen 
de conocer. 

Tanto la negativa como la positiva,, tienen lugar 
en las dos clases de competencias, la de jii>ri«dicci¿n y kt 
de atribtrción. 

Es necesario tambiéti, para que la competencia sea 
tramitada y aceptada en la vía contenciosa administrativa, 
que concurra» las siguientes eireunptancias: 1.* que las 
autoridades entre quif>i>es nac« el conflicto, se hayan df- 
clarado con jurisdicción ó sin ella de ambas partes; 2.^ 
que una de ellas sea sin embargo competente; 3.*^ que 
el objeto del litigio sea el mismo para ambos funcionarios^ 
y 4.*^ que Ihs partes qne litigan t^ean las mismas. 

En resnmen los asuntos comenciosa administrati- 
vos que son del resorte de la jurisdicción administrativa, 
pueden reducirse á las cuatro clases siguientes: 1.*^ los 
contencioso administrativos por su misma naturaleza, que 
son los que se sostienen entre la administración que de- 
fiende el interés general y oí particular que defiende un 
derecho privado lesionado; 2.* los que son declarados por 
excepción contencioso admistrativos, sin embargo de ser 
judicialeí»; 3.* los qne se promueven por razón de la in- 
terpretación de las leyes, decretos y contratos que se re- 



(í) Constitución Politica, arts. 54 y 111. Ley de ar* 
gaoizacíóo jadicial art. 51^ atribuci^D 7K 
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íieren á U administración^ y 4.* los que se originan con 
motivo del exceso de poder ó compt^tcncia. £n lodos 
está mezclado el derecho del particular, f>orque tanto las 
interpretaciones como las competencias surgen á virtud 
de un juicio contencioso entablado por el particular ó 
promovido por la a<lministración. 

Lo contencioso adminis^trativo se diferencia de lo 
contencioso judiciaL Li contención judicial es el litigio 
entre partes quts representan intereses y derechos priva- 
dos en el orden puramente civil. ISo intervienen en lo 
judicial el interés general ó el derecho público, ni la 
administración que los représenla. Los liiigaiites son per* 
8ona9 civiles, que reclaman de ambas partes derechos ad* 
quiridos. 

Cuando el Estado procede como administrador de* 
Tendiendo el interés general, sus actos oíiciales que ata- 
quen derechos, no dan lugar á demandas judiciales sino á 
demandas adiniiii;$ira(ivas. Pero si el Rstarlo representa 
el derecho privado, ya sea com*^ propietario ó como con- 
tratante^ entonces comparece ante los tribunales judicia- 
les ordinarios, como mera persona civil, y litiga en jui* 
cío reclimando y defendiendo un derecho privado, no ya 
qI interé<( general: el asunto es pues contencioso judicial. 

tí\ Estado puf^de ser considerado bajo el doble 
aspecto iW\ derecho público y del privado; en el segundo 
aspecto es lo mi$)mo que un individuo particular eD cuan- 
to es capaz de contratos y obligaciones. 

Lo contencioso administrativo tiene su dominio 
propio en l<»3 actos de administración, y tiende el mo- 
mento que ei litigio salga de estos límites y se convierta 
en pleito civil el asunto será neiamenie judicial. 

Una inismn cuestión puede abarcar los dos aspec- 
tos: de lo coateiicioso judicial y adininistraiivo. Vn ejem- 
plo nos hará co.nprender mejor esle pumo 

ün decíclo adininisiraiivo ha ileclarado la necesi- 
dad de la expropÍHción de una casa para dar paso á la 
apertiKa de utia calle pública, se funda el decreto en la 
wiilidad general. El propietario de la casa reclama del 
decreto, calificándolo de arbirrario por no existir la su- 
puesta necesidad y utilidad: ia contención que nace es 
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administrativa. Pero declarada y aceptada la expropia- 
ción, el particular demanda la indemnización, e» decir, 
reclama un derecho al Estado que ha contraído una obli- 
gación exigible crmo cualquier contratante, de pflgar una 
cantidad determinada por la casa en cuestión: el asunto 
es contencioso ju<licial. 

Otro ejemplo: la contención suscitada respecto á 
la interpretación de las cláusulas de un contrato celebra- 
do por la administración con un particular, que da lugar 
á dudas respecto á su ejecución, se ventilará ^n juicio 
administrativo, porque la interpretación debe hacerse en 
vista del interés general, por la misma administración 
signataria del cr>ntrato. Pero si se trata del cumplimien- 
to de ciertas obligaciones, que el Estado ó el empresario 
ae comprometieron llenar, por ejemplo: pago de daños, 
intereses ó indemnizaciones pecuniarias; el juicio que con 
este motivo se promueva será contencioso judicial, por 
que se trata de deíinir derechos privados y obligaciones 
contraidas, en que no tiene participación el interés ge- 
neral. 

Es necesario tener sumo cuidado para deslindar 
si un asuntóos contencioso jmlicial ó administrativo, pues 
que lo uno y lo otro son esencialmente diferentes. 

Por regla general la jurisdicción criminal pertene- 
ce privativamente al poder judicial; no pueden las auto- 
ridades administrativas conocer de estos asuntos, porque 
á más de ser extraños á la competencia administrativa, 
van siempre los juicios criminales mí*2clados con los de- 
rechos privados civiles, que representan tanto el delin- 
cuente como el damnificado. 

TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS. 

Hemos cr¿iiprobado que los asuntos judiciales son 
de distinta naturaleza que los administrativos, y que los 
primeros p^rienr^cen á la jurisdicción civil y los segun- 
dos á la jurisdicción administrativa. 

Nos queda como úliima tarea determinar si deben 
existir tribunales administrativos especiales, con una or- 
ganización y un personal separado de los judiciales, para 
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el conocimianto de los asuntos contencioso administrati- 
vos, ó si éstos serán someiidos á ios tribunales judicia- 
les como todo juicio coHiencioFo. 

(^ opinión que al respecto tenemos se traduce en 
esta franca afírinación: ia jurisdicción administratira debe 
ser ejercida por tribunales administrativos especiales, y 
no puede pertenecer el conocimiento de un asunto con- 
tencioso administrativo propiamente dicho, al juzgamien* 
to de ios jUfce?! civiles. 

Esta afírmación ía apoyamos en las siguientes ra-* 
zones: 

l.*^ La separación é independencia de los poderes 
ejecutivo y judicial. Siendo los asuntos contencioso ad- 
ministrativos del dominio de la administración, e& decir, 
constituyendo en sí mismos actos y funciones adminis- 
trativas, no es lógico, que de eHos conozcan funcionarios 
exiraflos como son los del ramo judicial. El poder ju- 
dicial está encargado de aplicar la ley á casos concretos 
en que se cuestionan derechos comunes de ambas partes. 
En los asuntos contencioso administrativos no existe de- 
recho privado sino de una parte: del particular que se 
oree agraviado. En los juicios civiles la aplicación de lii 
It y se hace inexorablemente conforme á las pruebas del 
proceso; en los administrativos, ia función es priacipal- 
niente de apreciación del Interés general, como sucede, 
por ejemplo: en la declaración de iUilida<l y necesidad 
p.'ira el caso de expropiación, en que no se trata de la 
rígida y rutinaria aplicación de la letia de nna ley. 

Dar ingerencia al poder judicial en tas atribución 
nes propias del ejecutivo, es lo mismo que autorizar á 
ésie para que tome parte en los asuntos y reclamos que 
pertenezcan puramente al dominio del poder judicial. Eii 
una palabra, es borrar la independencia de ambos poderes. 

2.'^ Los tribunales administrativos- exigen hombres 
de educación y de ilustración especial en la ciencia de I^ 
administración y del gobierno. Un hombre versado en 
el derecho civil y en ia jurisprtKlencia, acostumbrado^ á 
la soca aplicación de la ley, y á apreciar los hechos como- 
resultan de lo materialmente escrilos en el expediente, 
es decir, un hombre que puede ser un |uez sabi-o y pco^ 
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bo, sería el menos apto y el menos adecuado para resol- 
ver asuntos conienrioso administrativos. Lo mismo su- 
cede con los hombres ejercitados en el ramo de la admi- 
nistración, que por su dedicación especial á este ramo, 
no son igualmente aptos para las funciones judiciales, que 
requieren genio pasivo, sosegado, capaz de las más peque 
fias y minuciosas investigaciones en los muchísimos y va- 
riados incidentes que el interés individual provoca en el 
curso de un proceso. 

3* La tramitación ó el procedimiento en los asun- 
tos contencioso adm nistrativos no es lo mismo que en 
loí judiciales. Lo contencioso administrativo como iodo 
acto de administración, requiere tramitación más rápida, 
formas más sencillas, porque se trata de los intereses pú- 
blicos, en los que la demora y lo difícil de los procecli- 
mientos civiles serían un obstáculo. Los juicios civiles 
son por lo regular de costosísimos trámites é rnternii- 
nables por la hinoble arma de la chicana que encuentra 
ancha expansión. 

4.^ Se <lice con frecuencia que crear tribunales ad- 
ministrativos especiales, es constituir á la administración 
en juez y parte. Esto no es exacto: la administrnción 
representa en verdad el interés general, pero un tribunal 
administrativo que va á resolver un asunto, no defiende 
lo que es suyo, lo que es su derecho privado ó su in- 
terés personal, sino que va á fallar sobre un a'unió age- 
no en que son partes el Estado y un individuo. El juez 
administran vo, no es el Estado ni menos el individuo 
particular que hace de demandante ó demandado, es «í 
un magistrado imparcial. 

5.^ Por ólt imo, se dice también que la jurisdicción 
administrativa es un fuero. 

Fuero es un privilegio, una distinción que se fun- 
da en la calidad de las personas, y en cuya virtud se 
concede á un tribunal ó funcionario atribuciones y po- 
dí»res que no debía tenerlos. Tal sucede con e» fuero 
militar y el eclesiástico. Los militares por razón del 
servicio á que están destinados, es decir, por la calidad 
de militares, son demandados ante el Comandante Ge- 
neral, que es una autoridad militar, sin embargo de que 
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la demanda es judicial, es decir, sobre derechos priva- 
dos: deuda?, contratos &. &. Aquí hay fuero, porqué 
sobre un asunto que es judicial y que puede ser clas^i- 
ñcado en civil ó crimina), verbal ó escrito, conoce uii 
funcionario que no es juez, ni reúne las condiciones re- 
queridas para ser tal. En una palabra, la institución nai- 
litar, poder activo y dependiente dtl Ejecutivo, se con- 
vierte en poder judicial. 

Lo mismo sucede con lo eclesiástico, en que las 
autoridades de la Iglesia, órgano de la rehgión, son ins- 
tituidos en funcionarios judiciales, para conocer los asuii* 
tos civiles en que están empeñados los intereses y de- 
rechos privados de los sacerdotes. 

Pero, cuando se trata de lo contencioso adminis- 
trativo, la cuestión es distinta: el asunto administrativa 
lio es lo misrno que lo judicial, ni se litigan derechos pri- 
vados y civiles como entre los militares y sacerdotes. Si 
el Comandante General conoce de una cuestión militar, 
de una medida disciplinoria de cuartel, ó un consejo de 
guerra juzga á un soldado que ha abandonado su puesta 
de centinela*, entonces en todos estos juicios no hay fue* 
ro, porque se trata solamente de asuntos que pertenecen 
privativamente á las autoridades militares. 

Sucede lo mismo con lo contencioso administra- 
tivo: pertenece á la jurisdicción especial de la adminis- 
tración, por consiguiente no hay privilegio, es decir, ita 
hay fuero. 

G.*^ Sin embargo de que las leyes disponen que de 
los asuntos contencioso administrativos deben conocer 
los tribunales judiciales; existen en el país tribunales ad- 
ministrativos especiales, porque no es posible destruir la 
que por su naturaleza existe como una necesidad en la 
administración. 

El Tribunal nacional de Cueu^^as, las Juntas de 
almonedas, las Prefecturas, las Municipalidades y los Con- 
sejos Universitarios, son tribunales administrativos, que 
resuelven en negocios de su incumbencia. Es cierto q6e 
no se hallali organizados con todas las condiciones pr^-^ 
cisas, ni se • establecen grados y procedimientos para la 
tramitación de los asuntos. ^ 
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Es por lo mismo más sensible, que tantos asun- 
tos de naturaleza contenciosa, que se originan diariamen- 
te, sean considerados con desprecio como simples recla- 
mos ó incidentes supérñuos, y que se resuelvan sin trá- 
mite alguno al humor del funcionario administrativo. 



FIN. 



APÉNDICE 

coMiTucióií política 

OE BOIIVIA, 

(sancionada en 28 DE OCTUBRE DE 1880) 
EN EL NOMBRE DE DIOS. 

El pueblo boI¡?iano, representado por la Conven* 
ción nacional de mi) ochocientos oehenta, sanciona y pro« 
clama la Constitución de mil oehocientos setenta y ocho, 
con las nK>difícaciones acordadas^ en U forma siguientes 

SEOUIÓN PEIMEEA. 

De la Nación. 

Artículo 1.** Boüvia, libre é independiente, cons- 
tituida en Repáblrca unitaria, adopta para su Gobierno la 
forma democrática representati?a. 

Art. 2." El Estado reconoce y sostiene la relí- 
. gión católica, apostólica, romana; prohibiendo el ejercicio 
publico de todo otro culto^ excepto en ías colouias^ don* 
de habrá tolerancia. 
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SECCIÓN SEGUNDA, 
D£ LOS DKBEOHOS Y GABANTÍAS. 

Art. 3.^ La esclavitud no existe en Bolivia. To- 
do esclavo que pise el territorio boliviano es libre. 

Art. 4.® Todo hombre liene el derecho de entrar 
en el territorio de la Rep6bhca, permanecer, transitar y 
salir de él, sin otras restricciones que las establecidas por 
el derecho internacional; de trabajar y ejercer toda in- 
dustria lícita^ de publicar sus pensamientos por la prensa 
8¡n previa censura; de ensefiar bajo la vigilancia del Es- 
tado, sin otras condiciones que las de capacidad y mora- 
lidad; de asociarse, de reunirse pacíficamente y hacer pe- 
ticiones individual ó colectivamente. 

La instrucción primaria es gratuita y obligato- 
ria. 

Art. 5.® Nadie puede ser arrestado, detenido ni 
preso, sino en .los casos y según las formas estableci- 
das por ley; requiriéndose para la ejecución del respectivo 
mandamiento, que éste emane de autoridad competente y 
sea intimado por escrito. 

Art. 6. Todo delincuente in fraganü puede ser 
aprehendido, aun sin mandamiento, por cualquiera perso- 
na, para el único objeto de conducirle ante el Juez com- 
petente, quien deberá tomarle su declaración, á lo más, 
dentro de veinticuatro horas. 

Art. 7.' Los encargados de las prisiones á nadie 
recibirán en ellas como arrestado, preso ó detenido, sin 
copiar en su registro el mandamiento correspondiente. 
Podrán sin embargo recibir en el recinto de la prisión 
á los conducidos, con el objeto de ser presentados al Juez 
competente; pero esto bajo la obligación de dar cuenta 
á dicho Juez dentro de veinticuatro horas. 

Art. S.° Los atentados contra la seguridad perso- 
nal, hacen responsables á sus autores inmediatos, sin que 
pueda servirles de escusa el haberlos cometido de orden 
superior. 

Art. 9.® Nadie puede ser juzgado por comisiones 
especiales ó sometido á otros jueces que los designado&í 
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con anlerioridad al hecho de la causa. Solo los que go- 
zan de fuero miütar podrán ser juzgados por consejos de 
guerra. 

Art. 10. Nadie está obligado á declarar contra sí 
mismo en materia criminal, ni lo están, sobre el mismo 
hecho, sus parientes consanguíneos hasta el cuarto grado 
inclusive, ni sus afínes hasta el segundo. 

En ningún caso se empleará el tormento ni otro 
género de mortifícaciones. 

Art. 11. Jamás se aplicará la confíscación de bie- 
nes como castigo político. 

Son inviolables la correspondencia epistolar y los 
papeles privados, los cuales no podrán ser ocupados sino 
en los casos determinados por las leyes y en virtud de 
orden escrita y motivada de autoridad competente. No 
producen efecto legal las cartas ni papeles privados vio- 
lados ó sustraídos. 

Art. 12. Toda casa es «n asilo inviolable: de no- 
clie no se podrá entrar en ella sin consentimiento del 
que la habita, y de dia solo se franqueará la entrada, á 
requisición escrita y motivada de autoridad competente, 
salvo el caso de delito in fraganti. Ningún militar será 
alojado en tiempo de paz en casa particular sin consenti- 
miento del dueño; ni en tiempo de guerra sino en la ma- 
nera que prescribe la ley. 

Art. 13. La propiedad es inviolable: la ex-pro- 
piación no podrá imponerse, sino por causa de utilidad 
pública, calificada conforme á ley, y previa la indemniza- 
ción justa. 

Art. 14. Ningún impuesto es obligatorio sino cuan- 
do ha sido establecido por el Poder Legislativo, confor- 
me á las prescripciones de esta Constitución. Todos pue- 
den intentar el recurso ante la autoridad judicial respec- 
tiva contra los impuestos ilegales. 

Los impuestos municipales son obligatorioí», cuan- 
do en su creación se han observado los requisitos seña- 
lados por esta Constitución. 

Art. 15. Ningún dinero se sacará de los Tesoros 
nacional, departamental, municipal y de instrucción, sino 
conforme á los respectivos presupuestos. La cuenta de 
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cada trimestre, se publicará cuando más tarde, dentro de 
los sesenta (lias trascurridos desde su espiración. 

Ci Ministro de Hacienda publicará la cuenta cor- 
respondiente al Tesoro Nacional: los superintendentes, la 
referente á sus respectivos rarnos. 

Art. 16. La igualdad es la base del impuesto y 
de las cargas públicas. Ningún servicio personal es exi« 
jible sino en virtud de la ley ó sentencia ejecutoriada. 

Art. 17. Los bienes raices de la Iglesia y las pro- 
piedades pertenecientes á los establecimientos de educa- 
ción, benefícencia y muiiicipalidades, á comunidades ó 
corporaciones religiosas, gozarán de las mismas garantías 
que los de los particulares. 

Art. 18. La deuda publica está garantida. Todo 
compromiso contraido por el Estado conforme á las leyes, 
es inviolable. 

Art. 19. Todo hombre goza en Bolivia de los de- 
rechos civiles; su ejercicio se regla |>or la ley civil. 

Art. 20. Solo el Poder Legislativo tiene autori- 
dad para alterar y modificar los códigos, asi como para 
dictar reglamentos ó disposiciones en lo tocante á proce- 
dimientos judiciales. 

Art. 21. Queda abolida la pena de muerte, excep- 
tuándose los únicos casos de castigarse con ella el nse- 
smaio, el parricidio y la traición á la patria: se entien- 
de por traición la complicidad con el enemigo durante 
el estado de guerra extranjera. 

Art. 22. Quedan abolidas la pena de infamia y la 
muerte civil. 

Art. 23. Son nulos los actos de los que usurpen 
funciones que no les competen; así como los actos de 
ios que ejerzan jurisdicción ó potestad que no emane 
de la ley. 

Art. 21. Los principios, garantías y derechos re- 
conocidos en los artículos anteriores, no podrán ser al- 
terados por las leyes que reglamenten su ejercicio. 

Art. 25. Los que ataquen los derechos y garan- 
tías constitucionales, no gozan de fuero y quedan sugetos 
á la jurisdicción ordinaria. 
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SECCIÓN TEECEEA. 
De la conservación del óeden público. 

Art. 26. En los casos de grave peligro por cau- 
sa de conmoción interior 6 guerra exterior que amenare 
la seguridad de la República, el Jefe del Poder Ejecutivo, 
con dictamen afirmativo del Consejo de Ministros, po- 
drá declarar el estado de sitio, en la extensión del terri- 
torio que fuere necesario, y por todo el tiempo que lo 
reputare indispensable. 

Art. 27. La declaración del estado de sitio pro- 
duce los siguientes efectos: 

1.° El Ejecutivo podrá aumentar el Ejército per- 
manente y llamar al servicio activo la guardia nacional: 

2.' Podrá negociar la anticipación que fuere in- 
dispensable sobre las contribuciones y reníiimienios de 
las rentas nacionales; igualmente podrá negociar ó exi- 
jir, por vía de empréstito, una cantidad suficiente de di- 
nero, siempre que no puedan cubrirse los gastos con las 
rentas ordinarias: 

En los casos de empréstito forzoso, el Ejecutivo 
asignará la cuota de cada departamento, y seiá de car- 
go de los Consejos municipales hacer la distribución de 
ella entre los propietarios de su respectiva circunscripción: 

3." Podrá reducir el pago de las listas civil y 
eclesiástica y las asignaciones municipales, en una pro- 
porción que sea suficiente para cubrir los gastos milita- 
res que se originaren por la alteración del orden pííblico; 
más esa reducción no podrá exceder de un cincuenta por 
ciento sobre las fijaciones del presupuesto: 

4." Las garantías y los derechos que consagra 
esta Constitución, no quedarán de hecho suspensos en 
general con la declaratoria del estado de sitio; pero po- 
drán serlo respecto de señaladas personas, fundadamente 
sindicadas de tramar contra la tranquilidad de la Repúbli- 
ca; y esto se efectuará, según se establece en Uxs siguien- 
tes párrafos: 

5y Podrá la autoridad legítima expedir órdenes 
de comparendo ó arresto contra los sindicados del crimen 
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enunciado en el párrafo anterior, debiendo ponerlos den- 
tro de setenta y dos horas, si fuere posible, á disposi- 
ción del Juez competente, á quien pasará los documen- 
tos que dieren lugar al arresto, con las diligencias que 
se hayan practicado. Si los enjuiciamientos no pudieren 
efectuarse dentro de dicho término, podrán ser reserva- 
dos para cuando se haya restablecido el orden material; 
pero en ningún caso, á no ser el de amnistia, podrá omi- 
tirse el enjuiciamiento: 

Si la conservación del orden público exijiere el 
alejamiento de los sindicados, la autoridad podrá orde- 
narlo, con tal que sea á una distancia no mayor de cin- 
cuenta leguas, y á lugares no mal sanos. El alejamiento 
ó arresto solo podrá tener lugar cuando el individuo no 
preñera salir fuera de la República: 

6,"" Podrá igualmente suspender ó retener la cor- 
respondencia epistolar sin violarla, y restablecer el uso 
de los pasaportes para las personas que entien ó salgan 
del territorio sitiado. 

Art. 28. £1 Gobierno dará cuenta á la próxima 
legislatura del uso que hubiese hecho de las atribuciones 
que le confiere el estado de sitio, expresando el resulta- 
do de los enjuiciamientos ordenados, é indicando las me- 
didas indispensables para satisfacer los créditos que se hu- 
biesen contraído, tanto por préstamos directos, como por 
reducciones en el pago de las listas y percepción anti-^ 
cipada de los impuestos. 

Art. 29. £1 congreso dedicará sus primeras se- 
siones al examen de la cuenta á que se reliere el artícu- 
lo precedente, pronunciando su aprubación ó bien decía- 
lando la responsabilidad del Poder Ejecutivo. 

Art. 30. Ni el Congreso, ni ninguna asociación 
ni reunión popular puede conceder al Poder Ejecutivo fa- 
cultades extraordinarias, ni la suma del poder público, ni 
otorgarle supremacías por las que la vida, el honor y los 
bienes de los bolivianos queden á merced del Gobierno^ 
dí de persona alguna. 

Los Diputados que promneran, fomenten 6 eje- 
cuten estos actoS) son de hecho indignos de la confianza 
nacionaK 
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SECCIÓN CÜAETA. 
De los bolivianos. 

Art. 31. Son bolivianos de nacimiento: 

I.'' Los nacidos en el territorio de la República. 

2.*^ Los que nacieren en el exiranjero de padre 
6 madre bolivianos en servicio de la República ó emi- 
grados por caíjsas políticas, son bolivianos aun para los 
ca!«os en que la ley exije la condición de haber nacido 
en el territorio boliviano. 

Art. 32. Son también bolivianos: 

1.** Los hijos de padre ó madre bolivianos, na- 
cidos en territorio exiranjero, por el solo hecho de ave- 
cindarse en Bolivia. 

2.® Los extranjeros que habiendo residido un. 
afío en la República, declaren ante la Municipalidad del 
lugar en que residan, su voluntad de avecindarse. 

3.* Los extranjeros que por privilejio obtengan, 
carta de naturaleza de la Cámara de Diputados. 

SECCIÓIí QÜIÍÍTA. 

De la ciudadanía» 

Art. 33. Para ser ciudadano se requiere: 

1." Ser boliviano: 2.® tener veintiún «ños, sien- 
do soltero, ó diez y ocho, siendo casado: 3.* saber leer 
y escribir y tener una propiedad inmueble ó una renta 
anual de doscientos bolivianos, que no provenga de ser- 
vicios prestados en clase de doniéstico: y 4.** estar ins- . 
crito en el registro cívico. 

Art. 34. Los derechos de ciudadanía consisten: 
L" en concurrir como elector 6 elegido á la formación 
ó al ejercicio de los poderes públicos; y 2.® en la ad- 
misibilidad á las funciones públicas sin otro requisito que 
la idoneidad, salvas las excepciones establecidas por esta 
Constitución. 

Art. 35. Los derechos de ciudadanía se pierden: 
I."" por naturalización en país extranjero: 2.^ por con* 

25 
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denación juíÜcial de los tribunales competentes á pena 
corporal, hasta la rehabilitación: 3° por «quiebra fraudu- 
lenta declarada: y 4.* por admitir empleos, funciones 6 
condecoraciones de un Gobierno extranjero, sin especial 
permiso del Senado. 

Art. 36. Los derechos de ciudadanía se suspen* 
den por estar sub judice en virtud de un decreto de acu- 
sación, ó por estar ejecutado como deudor de plazo cum- 
¡)Íido al fisco. 

SBÜOIÓN SESTA. 

De la soberanía. 

Art. 37. La soberanía reside esencialmente en la 
Nación; es inalienable o imprescriptible, y su ejercicio 
e«tá delegado á los poderes legislativo, ejecutivo y judi- 
cial. La independencia de estos poderes es la base del 
Gobierno. 

Art. 38. El pueblo no delibera ni gobierna, sino 
por medio de sus Representantes y de las autoridades 
creadas por la Constitución. Toda fuerza armada ó reu- 
nión (le personas que se atribuya los derechos del pue- 
blo, comete delito de sedición. 

SECCIÓN SÉPTIMA. 

Del Poder Legislativo. 

Art. 39. El Poder Legislativo reside en el Con- 
greso nacional compuesto de dos Cámaras, una de Di- 
putados y otra de Senadores. 

Art. 40. Se reunirá ordinariamente cada año en 
la capital de la República, el día 6 de agosto, aunque no 
haya habido previa convocatoria: sus sesiones, durarán 
sesenta días útiles, prorogables hasta noventa, *á juicio 
del mismo Congreso, ó á petición fundada del Poder Eje- 
cutivo. 

Art. 41. Si alguna vez, á juicio del Ejecutiro. 
conviniese por graves razones que un Congreso ordinario 
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no 86 reúna en la capital de la República, podrá expe- 
dir la convocatoria señalando otro lugar. 

Art. 42. El Congreso puede reunirse extraordi- 
nariamente por acuerdo de la mayoría absoluta de ambas 
Cámaras, ó por convocatoria del Poder Ejecutivo, quien 
en este caso determinará el lugar de la reunión. 

Kn ambos casos ha de ocuparse el Congreso ex- 
clusivamente de los negocios designados en su convoca- 
toria. 

Art. 43. Las Cámaras deben funcionar con la pre- 
sencia, cuando menos, de la mayoría absoluta de sus res- 
pectivos miembros, á un mismo tiempo, en un mismo 
lugar, y no podrá comenzar ó terminar la una sus fun- 
ciones en un dia distinto del de la otra. 

Art. 44. Los Diputados y Senadores podrán ser 
nombrados Presidente ó Viee-presidenle de la República^ 
Ministros de Estado, Agentes Diplomáticos ó Jefes Mi- 
litares en tiempo de guerra; quedando suspensos del ejer- 
cicio de 8U8 funciones legislativas por todo el tiempo que 
desemjHñen aquellos cargos. 

f^os Vice- presidentes no quedarán suspensos de 
sns fnnciones legislativas sino cuando ejerzan la Presi- 
dencia ñ otro de los cargos expresados. 

Art. 45. Fuera de los casos del artículo anterior, 
no podrán los Senadores y Diputados admitir empleos 
cuyo nombramiento y remoción dependa del Poder Eje- 
cutivo. Los empleados civ¡Ie8^ eclesiásticos y militares,, 
cuyo nombramiento y remoción dependa exclusivamente 
del Ejecutivo, no podrán ser Diputados ni Senadores por 
ningún distrito electoral. Los demás funcionarios renta- 
dos tampoco podrán ser Diputados ni Senadores por dis- 
tritos electorales en que ejerzan jurisdicción ó autori- 
dad. 

Art. 46. Los Diputados y Senadores son inviola- 
bles, en todo tiempo, por las opinipnes que emitan en el 
ejercicio de sus funciones. 

Art. 47. Ningún Senador 6 Diputado, desde el 
dia de su elección, hasta el término de la distancia para 
que se restituya á su domicilio, podrá ser acusado, per- 
seguido ó arrestado, salvo el caso de delito infraganti 
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sujeto á pena corporal, sí la Cámara á que pertenece no 
dá licencia. 

Tampoco podrán ser demandados civilmente du- 
rante el período designado en el párrafo anterior. 

Durante el período constitucional de su mandato, 
podrán dirijir representaciones al Poder Ejecutivo para 
el cumplimiento de Us leyes y resoluciones legislativas; 
podrán también representar las necesidades y medios de 
mejora de su distrito electoral. 

Art. 4S. Las sesiones del Congreso y de ambas 
Cámaras serán publicas, y no podrán ser secretas, sino 
cuando ios dos tercios de los miembros convengan en 
ello. 

Art. 49. Cuando un mismo ciudadano fuere nom- 
brado Senador y Representante, preferirá el nombramien- 
to de Senador. 

Art. 50. Si fuere nombrado Diputado ó Senador 
por dos distritos ó departamentos, lo será por el que él 
elija. 

Art. 51. Los cargos de Senador ó Representante 
«on renunciables. 

Art. 52. Son atribuciones del Poder Legislativo: 

1.^ Dictar leyes, abrogarlas, modificarlas é inter- 
pretarlas. 

2.* imponer contribuciones de cualquiera clase ó 
naturaleza, suprimir las existentes, y determinar en caso 
necesario su repítrtimifnto entre los departamentos ó pro- 
vincias. 

3* Fijar en cada legislatura los gastos de la ad- 
miilistración publica. 

4."^ Fijar igualmente en cada legislatura la fuerza 
militar que ha dé mantenerse en pié en tiempo de paz. 
Las contribuciones se decretan por solo el tiempo de diez 
y ocho meses; y la fuerza se fija solo por igual tiempo. 

5* Autorizar al Ejecutivo para contratar emprés- 
titos, designando los fondos para servirlos: reconocer las 
deudas contraidas y establecer el modo de cancelarlas. 

6.* Crear nuevos departamentos ó provincias, ar- 
reglar sus límites; habilitar puertos mayores y establecer 
aduanas. 
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7.* Fijar el peso, ley, valor, tipo y denominación 
de las monedan; atitorizar la emisión y circulación de bi- 
lletes de Bancf»; y arreglar el sistema de pesos y medi(!a.s. 

8.*^ Conceder subvenciones ó garantías de interés 
para la construcción de ferrocarriles, canales, carreteras y 
demás empresas de viabilidad. 

9.* Permitir el tránsito de tropas extranjeras pr>r 
el territorio de la República, determinando el tiempo de 
su permanencia en él. 

lO.* Permitir que residan cuerpos del Ejército 
permanente en el lugar de las sesiones del Congreso y 
diez leguas á su circunferencia. 

il.^ Permitir la salida de tropas nacionales fuera 
del territorio de la República, éeñalando el tiempo de su 
regreso. 

12." Crear y suprimir empleos públicos, deter- 
minar ó modificar sus atribuciones y fijar sus dotaciones. 

13.* Decretar amni^tias y conceder indnliíis á de- 
terminadas personas, previo informe de la Córie SuprPina. 

14/ Aprobar ó desechar los tratados y conven- 
ciones de toda especie. 

SECCIÓN OCTAVA. 

Del Congreso. 

Art. 53. Cada Cámara calificará la elección de 
sus respectivos miembros, pndiendo separarlos lemporhl 
ó definitivamente; corregir todas las infracciones de su 
reglamento; organizar su secretaría; nombrar todos los em- 
pleados de su dependencia; formar su presupuesto y or- 
denar su pago; y entender en todo ló relativo á la eco- 
nomía y policía interior. 

Art. 54. l^s Cámaras se reunirán en Congreso 
para los casos siguientes: 

1.** Para abrir y cerrar sus sesiones. 

2." Para verificar el escrutinio de las actas de 
elecciones de Presidente y Vice-presidente de la Repú- 
blica; hacerlas por sí mismas cuando no resulten confor- 
mes á los artículos S4, 85, 86 y 87. 
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3.^ Para recibir el juramento de los funcionarios 
expresados en el párrafo anterior. 

4.^ Para admitir ó negar la escusa de los mismos. 

6J* Para aprobar ó ne^ar los tratados y conve- 
nios públicos celebrados por el Poder Ejecutivo. 

6.^ Para reconsiderar las leyes observadas por el 
Ejecutivo. 

7.'* Para resolver la declaratoria de guerra, á pe- 
tición del Ejecutivo. 

S.** Para aprobar ó desaprobar la cuenta de Ha- 
cienda que debe presentar el Ejecutivo. 

9,** Para determinar el número de la fuerza ar- 
mada. 

10.® Para dirimir, por dos tercios de votos de 
la totalidad de sus miembros, las competencias que les 
susciten el Ejecutivo y la Corte Suprema, y por mayo- 
ría abdoluta de votos las que se susciten entre los expre- 
sados poderes, ó entre las Cortes de distrito y la de Ca- 
sación. 

Art. 55. No podrá delegar á uno ó muchos de 
sus miembros, ni á otro poder las atribuciones que tie- 
ne por esta Constitución. 

SECCIÓN NOVENA. 

Be la Cámara dk Diputados. 

Art. 56. Esia Cámara se compondrá de Diputa- 
dos elegidos directamente por los ciudadanos á simple 
pluralidad de sufragios. Una ley arreglará estas eteccio- 
nes y señalará el número de Diputados. 

Art. 57. Para ser Diputado se requiere: 

1.^ Estar inscrito en el registro nacional. 

2.** Tener veinticinco allos cumplidos, ser boli- 
viano de nacimiento, ó naturalizado con cinco aflos de 
residencia üja en el país, y poseer una renta anual de 
cuatrocientos bolivianos, procedentes de una profesión, in- 
dustria ó propiedad inmueble. 

3.^ No haber sido condenado á pena corporal por 
los tribunales ordinarios» 
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Art. 58. Los Diputados ejercerán sus i unciones 
por cuatro años, renovándose por mitad en cada bienio; 
ea el primero saldrán por suerte. 

Art. 59. Es privativa de la Cámara de Diputn- 
dos la iniciativa en los casos de las atribuciones 2.% 3.% 
4.* y 5.* del artículo 52. 

Art. 60. Son atribuciones de la Cámara de Dí« 
putados: 

1.* Acusar ante el Senado «1 Presidente y Vice- 
presidente de la República, á los Ministros de Estado, á 
ios de la Corte Suprema y á los Agentes Diplomáticos 
por delitos cometidos en el ejercicio de t^us funciones. 

2.^ Elegir Magistrados de la Corte Suprema de 
las ternas propuestas por el Senado. 

SECCIÓN DÉCIMA. 

De la Cámara db Senadores. 

Art. 61. El Senado de la República se compone 
de dos Senadores por cada departamento. 

Art, 62. Para ser Senador se necesita: 

1.° Ser boliviano de nacimiento, ó natnralizado 
con cinco años de ref>idencia fija en el país, y ciudada- 
no inscrito en el registro nacional. 

2" Tener treinta y cinco años cumplidos. 

3° Tener una renta de ochocientos bolivianos, 
ya provenga de una propiedad inmueble ó de industria ó 
profesión. 

4/' No haber sido condenado á pena corporal 
en virtud de sentencia pronunciada por los tribunales or- 
dinarios. 

5.® Tener cuatro años de residencia en la Re- 
pública inmediatamente antes de la elección, á no ser 
que la ausencia del país haya sido por razones de ser- 
vicio público. 

Art. 63. Los Senadores ejercerán sus fimciones 
por el período de seis años, pudiendo ser reelegidos in- 
definidamente. 

£1 Senado se renueva por tercias partes, debiendo 
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«salir por suerte un tercio en cada uno de los dos prime- 
ros bienios. 

Art. 64. Son atribuciones de la Cámara de Se- 
nadores: 

1.^ Oir las acusaciones hechas por la Cámara de 
Piputados contra los funcionarios expret>ados en el artí- 
culo 60. En este caso se limitará el Senado á decir si 
há ó no lugar á la acusación propuesta: decidiéndose 
por la afirmativa, suspenderá de su empleo al acusado^ 
y lo pondrá á disposición de la Corte Suprema para que 
lo juzgue conforme á las leyes. 

FA Sena<lo juzgará defínitiramonte á los Ministros 
de la Corte Suprema, y les aplicará la responsabilidad, 
ya sea que la acusación provenga de la Cámara de Di- 
putados, de querella délos ofendidos, ó de denuncia de 
cualquier ciudadano. 

En los casos previstos en los dos incisos anterio- 
res, será necesario el voto de los dos tercios de los miem- 
bros presentes. 

Una ley especial arreglará el curso y formalidades 
de estos juicios. 

2.* Proponer ternas para Arzobispo y Obispo», 
á fin de que sean presentados por el Poder Ejecutivo pa- 
ra la institución canónica. 

ti^ Proponer ternas para Magistrados de la Cor- 
te Suprema, á fin de que la Cámara de Diputados haga 
la elección. 

4.*^ Rehabilitar como bolivianos y como ciuda- 
danos respectivamente á los que hubiesen perdido estas 
calidades. 

5,^ Permitir á los bolivianos la admisión de ho- 
nores, empleos, títulos ó emolumentos de otro Gobier- 
no, siempre que no se opongan á las leyes de la Repú- 
blica. 

6.^ Elegir en votación secreta de las ternas pro» 
puestas por el Poder Ejecutivo, á los Generales y Coro- 
neles de Ejército. 

7.* Decretar premios y honores públicos á lo» 
que los merezcan por sus servicios á la República. 
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secoiOn undécima. 

De la formación y promulgación DK las LEYK8 
Y RESOLUCIONES DEL Poi>ER LEGISLATIVO. 

Art. 65. Las leyes pueden tener «rigen en el Se- 
nado ó en la Cámara de Diputados, á proposición de 
uno de sus mieníibrn»; ó por Meosage que diiija rl Pre« 
sidente de la República, á condición de que el proyecto 
será sotsienido en los dfbates, cuando menos por uno 
de los Ministros del despacho; más no podrán hallarfeC 
en la votación. 

Quedan exceptuados los casos previstos en el ar- 
ticulo 59. 

Art. 66. Aprobado un proyecto de ley en la Cá- 
mara de su origen, pasará inme<liat&mtnte á la otra pa- 
ra su diítfusión y aprobación en el periodo de aqutlla 
legislatura. 

Art. 67. El proyecto de ley que fuere desecha- 
do en la Cámara de su origen, no podrá ser nuevamen- 
te propuesto, ni en esa ni en la otra Cámara, hasta la 
legislatura siguiente. 

Art. 68. Cuando la Cámara revisora desecha en 
su totalidad un proyecto de ley, la Cámara de su origen 
lo toma de nuevo en consi<leraeión, y si insiste por una 
mayoría de dos tercios de los miembros presentes, pa- 
sará á la otra Cámara segunda vez; y no se entenderá 
que esta reitera su reprobación, sí no lo hace con las 
dos terceras partes de sus miembros presentes, debiendo 
considerarse aprobado el proyecto cuando no sea reitera- 
da la reprobación. 

Cuando se reitere la reprobación, ó cnando la Cá- 
mara de origen no insista un su aprobación, el proyec- 
to no se podrá volver á proponer en la legislatura del 
mismo año. 

Ari. 69. Si la Cámara revisora se limita á enmen- 
dar ó modificar el proyecto, éste se considerará aproba- 
do, en caso de que la Cámara de orr^fen acepte por ma- 
yoría absoluta las enmiendas ó modificaciones. Pero si 
no las acepta, ó si las corrige y altera, las dos Cama- 
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ras se reiinen para deliberar en un poIo ilebale, bajo la 
türección del Presídeme dfl Senado, sobre el proyectn cor- 
regido. En caso de aprobación, será remilido ai Kjecu- 
livo para su promulgación romo ley de la República; más 
si fjKíre desecbado, no podrá ser propuesto de nuevo, sino 
€n una de las legislaturas siguientes. 

Art. 70. Todo proyecto de ley sancionado por 
ambas Cámaras, jíodrá ser observado por el Presidente 
ílft la República en el lérmino de diez dias desde aquél 
en (|ue se le hubiese remitido: pero solamente en el caso 
de que en su disensión no hubiese estado presente el Mi- 
nistro á cuyo depaitamenio corresponde la ley. 

El proyecto no cjbservatlo dentro de aquel término, 
debe ser promidgatio; y si en el lérmino recesare el Con- 
greso, el Pre?i<l(nte publicará en el periódico oficial el 
Meiisage de sus observacicmes para qup se t«>men en coa- 
sideración en la próxima rennión de las Cámaras, 

Art. 71. Las observaciones del Ejecutivo se diri- 
jirán á la Cámara en que luvo origen el |>roypcto, y si 
ésta y la revisora, reunidas en Congreso, jas bailan fuiv- 
<ladas y modifican, conforme á ellas, el proyecto, lo de- 
volverán al lOjecutivo para su promnljgración. 

Si ambas Cámaras declaran infundailas las obser- 
vaciones, por una inaycría de dos tercios de los miem- 
bros presentes, el Presidente de la República tiene el de* 
ber de promulí(ar la ley. 

S» el Ejecutivo rehusa promulgar la ley, lo hará 
el Presidente del Senado, para qne teng« i'nerza de tal. 

Art. 72. Cuando en las deliberacioues de las Cá- 
maras se trate ijnicam»*i»te de uiia decisión parlatnentaria 
de su incumbencia exclusiva, la aprobación d<* las dos surr 
tira sus efectos, sin la ()romulgac>ón del Ejecntivo; de- 
biendo este acio ser llenado por los Presidentes y los 
Secretarios. 

Los trámites que debon observarse en estos casos 
para ej régimen do los debates y decjcjones en lo concer- 
niente á las relaciones qne median entre la Cámara ini- 
ciadora y la revisora, serán los mismos que en los pro»- 
yectos de lev. 

Art. 7J. Las Cámaras pueden^ á iniciativa de sus 



APÉNDICE. 203 



respectivos miembros, acordar )a censura de los actos de 
mera políiira del ejecutivo, dirijiéndoia conira los Minis- 
iroí» de Kstado, separada ó conjuiiiamniie, según el caso, 
con el solo íin de obtener una muditícación en el pro* 
cedimienio político. 

Para el ejercicio de esta facultad^ basta la deci- 
sión de la isola Cámara en la cual se haya iniciado el asun- 
to, siendo siifíciente el voio de la mayoría absoluta. 

Art. 74. I^a promulgación de las leyes se hace 
por el Pfpsidenie de la Kt'püblica en esla forma: 

ilPov cuanto el Covgreso JSTacional ha sancionado 
la siguiente, ley — Por tanto la 'promulgo para que se 
tenga y cumpla como ley de la República.:^ 

Las decisiones parlamentarias se promulgjarán en 
esta forma: — «£/ Congreso Nacional de la Repúblicoy 
decreta.— Por tanfo, este decreto se cumplirá con arre- 
glo á la Constitución.:» 

SECCIÓN DCJODÉCÍMA, 

Del Poder Ejecutivo. 

Art. 7o. Kl Poder Ejecutivo fe encarga á un ciu- 
dadano con el título de Presidente <ie la República, y 
no se ejerce sino por medio de los Alinislros becreta- 
rios de despacho. 

Art. 76. El período constitucional del Presiden- 
te de la República durará cuatro aOos, sin poder ser 
reelecto pino pasado un período. 

Arr. 77. Cuando en el intermedio de este perío- 
do falte el Presidente de la República por renuncia, nu 
liabiiidad ó muerte^ será llamado á desempeñar sus fun- 
ciones el primer Vice-presidente, que será electo jtinto 
con aquél, según se ordeua en la sección correspondien- 
te, liasta la terminación del período constitucional. 

Cuando el Presidente de la República se pusiere 
á la cabeza del ejército, en caso de guerra txtranjeia ó 
civil, será también reemplazado por ti primer Vice-pre- 
bidente. 

A falta dei primer Vice-presidente y en todos los» 
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casos previstos por este artículo, le reemplazará el se* 
guiiilo Vice-presidente, que será elegido de la misma ma- 
ñera que aquél. 

Arl. 78. Los Vice-presidentes no pueden ser ree- 
lerios en su cargo, ni elegidos Presidente en el período 
inmediato^ si hubiesen ejercido el Poder Ejeculiro para 
completar el anterior. 

Si fallan lo9 Vice-presidentes, harán sus veces el 
Presidente del Senado ó el de la Cámara de Diputados, 
el segundo á falta del primero. 

Art. 79. Solo podrán ser elegidos Presidente y 
Vice-presidentes de la República los ciudadanos que ten« 
gan la elegibilidad de Senadores, y sean además bolivia- 
nos de nacimiento. 

Recibirán la dotación anual que asigne á sus ser- 
vicios la ley, sin que durante su período pueda ser au- 
tneniada ó disminuida, y sin que puedan recibir otra com- 
pensación de cualquier género que fuere. 

Art. 80. A tiempo de hacerse cargo del Poder 
Ejecutivo, el Presidente prestará juramento solemne ame 
el Congreso, de de8em(>efiar con fi<lelidad sus funciones 
y de conservar y defender la Constitución de la Repú- 
blica. 

Art. 81. Los Vice-presidentes prestarán juramen- 
to ante el Congreso, después del Presidente y en la mis- 
ma forma que éste. 

Mientras el primer Vice-presidente no ejerza el 
Poder Ejecutivo, deitempefiará el cargo de Presidente del 
Senado, sin perjuicio de que éste eliga su Presidente pa- 
ra que haga las veces en ausencia de aquél. 

Art. 82. La dotación del Vice-presidente será la 
de su cargo, cuando ejerza temporalmente las funciones 
de Presidente de la República; más si entra á funcionar 
para completar el período constitucional, gozará la do- 
tación de Presídenie de la República. 

Art. 8ii. El Presidente y Vice-presidentes de la 
República serán elegidos por^ sufragio directo y secreto 
de los ciudadanos en ejercicio. La ley arreglará esta elec- 
ción. 

Art. 84. El Presidente del Congreso á presencia 
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«le é9t«, abrirá los pliegos cerrados y sellados que con- 
tengan las actas que se te remitan por los distritos elec- 
torales. Los Secretarios asociados de cuatro miembros 
del Congreso, procederán á hacer inmediaianienie el es* 
crutinio y á computar el número de sufragios en favor 
de cada candidato. Los que reúnan la mayoría absolu« 
ta de votos, serán proclamados Presidente y Vice-pre* 
sidentes de la República. 

Art. 86. Si ninguno de los candidatos para la Pre- 
sidencia ó V ice-presidencias de la Repúbhca, hubiese ob- 
tenido la pluralidad absoluta de voto», el Congre!>o to- 
mará tres de tos que liiibie!>en reunido el mayor niimero 
para el uno ú otro rargo, y de entre ellos hará la elección. 

Art. 86. Ésta se verificará en cesión pública y 
permanente. Si hecho el primer escrutinio ninguno reu- 
niese la mayoría absoluta de votos de los representan- 
tes concurrentes, la votación posterior se contraerá á los 
dos que en la primera hubiesen obtenido el mayor nú- 
mero de sufragios. En caso de empate se repetirá la 
votación hasta que alguno de los candidatos obtenga ma- 
yoría absoluta. 

Art. 87. El escrutinio y la proclamación de Pre- 
sidente y Vice-presidentes de la Hepíiblica se harán en 
sebióii pública. 

Alt. 88. La elección de Presidente y Vice-presi- 
dentes de la República, hecha por el pueblo y procla- 
mada por el Congreso, ó efectuada por éste, con arre- 
glo á los artículos precedentes, se anunciará á la Nación 
por medio de una ley. 

Ari. 89. Son atribuciones del Presidente de la Re-^ 
pública: 

1.* Negociar y concluir los tratados con las na- 
ciones extranjeras, ratificarlos y cangearlos, previa la 
aprobación <lel Congreso, nombrar Cónsules y Agentes 
Consulares y Ministros Diplomáticos; admitir á los fun- 
cionarios extranjeros de esta clase, y conducir las relacio- 
nes exteriores en (general. 

3.* Dirijir las operaciones de la guerra declara- 
da por una ley, y mandar personalmente las fuerzas, ob- 
servando lo dispuesto en el anículo 77.. 
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En tiempo de paz tiene el comando de las fuer- 
zas de línea y de la guariüa nacional, ronforme á las le- 
yes y ordenanzas que dicie el Con»,^reso. 

3.* Concurrir á la formación de las leyes por 
medio de su ¡níciaiiva directa en Mensíages especiales, con 
iniervención parlamentaria del Ministerio, y promulgar- 
las con arreglo á esta Constiiución. 

4.* Convocar el Congríiso á sesiones extraordi- 
narias, cuando asuntos urgentes lo exijiéren. 

5.* Ejecutar y hacer cumplir las leyes, expidien- 
do los decretos y órdenes conveiíienies, sin definir primi- 
tivamente derechos ni alterar los definidos por la ley, ni 
colitrariar sus disposiciones, gurirdando la restricción con- 
signada en el artículo liO. 

6/ Cuidar de la recaudación y administración de 
las rentas nacionales, y decretar su inversión ron arre- 
glo á las leyes, sin que se pueda hacer inversión algu- 
na sin su orden escrita y autorizada por el Ministro del 
departamento A que corresponda, con expresa mención de 
la ley que fija la inversión. 

7.** Presentar anualmente al Congreso el presu- 
puesto de los gastos nacionales del alio siguiente, y la 
cuenta de inversión, conforme al presupuesto del anterior. 

8.* Velar sobre las resoluci(»nes municipales, y 
especialmente sobre las relativas á remas é impuestos, 
para denunciar ante el Senado las que sean contrarias á 
la Consiitución y á las leyes, siempre que la Municipa- 
lidad transgresora uo cediese á las intimaciones del Eje- 
cutivo. 

9.* Presentar anualmente al Congreso, en sus pri- 
meras sesiones ordinarias, un Mensage escrito que con- 
tenga el informe acerca del curso y estado de los nego- 
cios de la administración durante el hfío, acompañando 
las Memorias de los Ministros de Estado. 

Además, dará por medio de los mismos Ministros, 
los informes sobre asuntos determinados que las Cámaras 
necesiten, pudiendo reservar los relativos á negocios di- 
plomáticos que á su juicio no puedan publicarse. 

10.* Conmutar la pena de muerte conforme á las 
leyes. 
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11." flacer cumplir las sentencias de Jos tribuna- 
les. 

12.** Decreiar amnistías por dcliios políticos, sin 
perjuicio de las que puede conceder el Poder Legislativo. 

13.* Conceder jubilaciones y montepíos confor- 
me á la« leyes. 

14/ Kjerrer los derechos del patronato nacional 
en las iglesias, beneficios y personas ecles»ábticas. 

15* Presentar Arzobispo y Obispos, efiicogiendp 
uno de los propuestos en terna por el Senado. 

IG.** Nombrar dignidades, ranónigos y prebenda- 
dos de ei\lre lo» propuestos por bis cabildos eclesiásticos. 

17.** Conceder o negar el pase á los decretos de 
.los concilios, á los breves, bulas y rescriptos del Sumo 
.Ponlífire, cou acuerdo del Senado; requiriéndose una ley 
cuando contenffan disposiciones generales y pí»rmanentes. 

IS.* Nombrar Vocales del Tribunal nacional de 
cuentas, de las lernas presentadas por el Senado, los que 
no podrán ser destituidos sino en virtud de sentencia pro- 
nunciada por la Corte Suprema. 

19** Nombrar todos los empleados de la Uepú- 
blica cuyo nombramiento ó propuesta no está reservada 
.por la Ifiv á oiro poder, 

20.* Expedir á nombre, de la Nación los títulos 
de todos los emploailos públicos, cuabiuiera que fuere el 
poder que intervenga en su propuesta o nombramiento. 

21.'* Nombrar mterinamente, en caso de renuncia 
6 muerte, á los empleados que deben ser elegidos ó pro- 
puestos por otro poder. 

23.* Asistir á las sesiones con que el Congreso 
abre y cierra sus trabajos. 

23.* Conservar y deO^nder el orden interior y la 
seguridad exterior de la República, conforme á la Cons- 
titución. 

24.* Proponer «I Senado, en raso de varante, ima 
tprnn de Generales y Coroneles de Ejército, con informe 
de sus servicios y a-censos. 

25.* Conferir solo en el campo de batalla, en guer- 
ra extranjera, los grados de Coronel y General á nombre 
de la Nación. 
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26.' Conceder, según ley, grivilegio excItisÍYo tem- 
poral á los que inventen, perfeccionen 6 importen proce- 
dimientos 6 métodos úiiles á las ciencias ó artes; ó in- 
demnizar en caso de publicarse el secreto de U tnveuei6n^ 
perfección ó importación. 

'J7.* Crear y habilitar puertos menores. 

Art. 90. Cl grado de Capitán Geneial del ejorci- 
to es inherente á las funciones de Presidente de la Re- 
pública. 

SECCIÓN DÉC IMA TERCIA. 

D£ LOS Ministros dk Estído. 

Art. 91. Los negocios de la administración pu- 
blica se despachan por los Ministros de Estado, cuyo nú- 
mero designa la ley. 

Art. 92. Para ser Ministro de Catado se requie- 
re las mismas calidaden que para ser Diputado. 

Art. 93. Los Ministros de Estado son responsa- 
bles de los actos de la administración en sus respecti- 
vos ramos^ conjuntamente con el Presidente de la Ke|.tt- 
blica. 

An. 94. La res[>onsabilidad de los Ministiros se- 
rá conjunta por todos los actos acordados en Conseio 
de Gabinete. 

Art. 95. Todos los decretos y órdenes del Pre- 
sidente de la República deben ser firmados por el Minis- 
tro del respectivo departamento; y no serán obedecidos 
sin este requisito. Para el nombramiento 6 remoeiÓD de 
los Ministros, bastará la firma del Presidente. 

Art. 96 Los Ministros de Estado pi»eden concnr- 
rir á los debates de cualquiera de las Cámaras^ y se re- 
tirarán antes de la votación. 

Art. 97. Luego que el congreso abra sus sesiones^ 
deberán los Ministros del despacho presentar sus respec- 
tivos informes acerca del estado de la atkninistración^ en 
la forma que se expresa en el artículo 89, atribución 9l*^ 

Art. 98. La cuenta ^ét inversión de las rentas^ 
que debe presentar el Ministro de Hacienda, lleva la pre- 
biincióu de estar examinada y aprobada por los ddoás Mi- 
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nisiros en sus respectivos departamentos. Debe ser so- 
metida al Congreso con un inlonne del Tribunal nacio- 
nal de cuentas. 

A la formación del presupuesto general deben con- 
currir todos los Ministros en sus ramos correspondientes. 

Art. 99. No salva á los Ministros de su respon- 
sabilidad la orden verbal ó escrita del Presidente de la 
República. 

Art. 100. Por los delitos privados que cometan, 
pueden ser acusados ante la Corte Suprema por la per- 
sona perjudicada, y el juzgamiento se verificará confor* 
me á las leyes. 

SECCIÓN DÉCIMA CUAETA. 

Del kégxmen interior. 

Art. 101. El gobierno superior en lo político, ad- 
ministrativo y económico de cada departamento, reside en 
un magistrado con la denominación de Prefecto, depen- 
diente del Poder Ejecutivo, deque es agente inmediata 
y con el que se entenderá por el intermedia del respec« 
tiva Ministra de Estado. 

£n esos ramos y en todo lo que pertenece al or- 
den y seguridad del deparlamento, estarán subordinados 
al Prefecta todos los funcionarios públicos de cualquier 
clase y denominación que fueren, y que residan dentra 
del territorio departamental. 

Art. 102. Para ser Prefecto se necesita: 

i,"* Ser boliviana de nacimiento, ó naturalizada 
con cinco años de residencia fija en el país, en ejercicia 
de los derechos de ciudadanía. 

2." Tener á lo menos treinta años de edad. 

Art. 103. El gobierna de cada proviucia reside en 
un Sub-prefecto subordinado al Prefecto. 

Los Sub-prefectos son nombrados por el Presiden- 
te de la República. 

Art. 104. En cada cantón habrá un Coiregidor 
como agente inmediato del Sub-prefecto. Su nombra- 
miento lo hará el Prefecto, á propuesta del Sub-pr^fecto. 

27 
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Eli la campaña habrá Alcaldes nombrados por el 
Sub-prefeclo. 

Ari. 105. Los Prefectos y Sub-prefpclos duran 
en el ejercicio de sus funciones por el período constilu- 
cionat de cuatro año». Pueden ser removidos por el Pre- 
sidente de la República, por cnusales que afecten grave- 
mente al buen servicio de la administración, ó que com* 
piometan el orden público. 

El Miniiíiro de Gobierno informará al Congreso 
sobre las de:3tituciones y sus causales 

Los Corregidores y los Alcaldes de campafia du- 
ran en sus funciones por un aflo, no pudiendo ser reelec- 
tos sino después de pasado oiro. 

An. 106. Para ser Sub -prefecto ó Corregidor se 
necesita ser boliviano en ejercicio de la ciudadanía. 

An. ]07. La ley determinará las atribuciones de 
los funcionarios comprendidos en esta sección. 

SECCIÓN DÉCIMA QUINTA. 

Del Poder Judicial. 

Art. 108. í^ justicia se administra por la Corte 
Suprema, por las Cónes .de disiriio y demás tribunales 
y juzgados que las leyes establecen. 

Art. 109. La administración de justicia es gra- 
tuita de parte de los funcionarios que ejercen jurisdic- 
ción y gozan de sueldo. 

Art. i 10. La Corte Suprema se compone de sie- 
te vocales, cuya eleccióit se hace por la Cámara de Di- 
putados, á propuesta en ifrua del Senado. 

Para ser Ministro de la Corte Suprema, se requiere: 

1." Ser boliviano de nacimiento, ó naturalizado 
con cinco afios de residencia fija en el país, y mayor de 
cuarenta afios: 

2." Haber sido Ministro de alguna Corte Supe- 
rior ó Fiscal de distrito por tinco años, ó haber ejerci- 
do durante diez la profesión de abogado con crédito: 

3." No haber sido condenado á pena corporal en 
viriud de sentencia ejecuioriacia. * 
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Art. 111. Son atribuciones de la Corte Suprema^ 
á más de las que se&alan las leyes: 

1.* Conocer de los recursos de nulidad confor- 
me á las leyes, y fallar al mismo tiempo bobte h cues- 
tión principal: 

2.^ Conocer en única instancia de los asuntos de 
puro derecho, cuya decisión depende de la comhiuucío- 
nalidad ó inconsiitucionalidad de las leyes, decretos y ctiaU 
quier género de resoluciones: 

3.** Conocer en todos los casos en que la cons- 
titución le atribuye jurisdicción privativa: 

4.'* Conocer de las causas de responsabilidad de 
los A¿(entes diplomáticos y consulares, de los Comisarios 
nacionales, de los vocales de las Cortes Superiores, Fis- 
cales de distrito, vocales del Tribunal nacional de cuen- 
tas y Prefectos, por faltas cometidas en el ejercicio de 
sus funciones. 

5.* Conocer de las causas contenciosas que re- 
sulten de los contratos, negociaciones y concesiones del 
Poder Ejecutivo, y de las demandas contencioMo-aiiminis- 
irativas á que dieren lugar las resoluciones del mii^mo: 

6.* Conocer de todas las materias conlencioRa» 
relativas al patronato nacional que ejerce el Gobierno Su- 
premo de la República: 

7.* Dirimir las competencias que se susciten en- 
tre los Concejos municipales, y entre éstos y las auto- 
ridades políticas, y entre los unos y las otras con las Jun- 
tas municipales de las provincias. 

Art. 112. f.a Corte Suprema en la primera sesión 
que celebre, después de haber prestado ame el Congreso 
juramento de cumplir la Constitución y la» leyes, elegiiá 
á su Presidente, que también lo será de cada una de sus 
salas, debiendo dnrar en este carácter por el téxmíno de 
diez anos, con derecho á reelección: 

Cuando el Congreso funcionare fuera de la capi- 
tal de la República, comisionará para la lecepción del 
juramento al cabildo eclesiástico, constituido en el salou 
del Cuerpo legislativo. 

Art. 113 El Presidente de la Corte Suprema de- 
be yelac sobre la recta y cum^dida admiuistiacjón de ju^- 
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ticia en toda la República, dirijiendo á todos los Magis- 
trados las observaciones, amonestaciones ó incitaiÍTas á 
que hubiere lugar, de acuerdo con la Corte, ó haciendo 
que el Fiscal General entable las acusaciones que corres- 
pondan ó las pediciones que la Constitución y las leyes 
permitan. 

Art. 114. El FiiMial General será nombrado por, 
el. Presidente de la República, á propuesta en terna de 
la Cámara íle Diptitados. 

El cargo de Fiscal General durará por el perío- 
do de diez años, con opción á ser reelecto. No puede ser 
destituido sino en viiiud de sentencia condenatoria pro- 
nunciada por la Corte Suprema. 

An.. 115. Los Maíjistrados de las Cortes de dis- 
trito, serán elegidos por el Senado, á propuesta en terna 
de la Corte Suprema. 

Art. 116. Es atribución de las Cortes de distri- 
to, á más de las que las levéis les señalan, la de jnzgar 
á las Municipalidades por delitos cometidos en el ejerci- 
cio de sus funciones, sea individual ó colectrvamente. 

Los Stib -prefectos quedan sujetos á la misma ju- 
risdicción. 

Art. 117. Los jueces de partido y los de instruc- 
ción serán nombrados por la Corte Suprema, á propuesta 
en terna de las Cortes de distrito. 

Art. 118. Los Fiscales de distrito, los de partido 
y Asientes fiscales, serán nombrados por el Presidente de 
la República, á propuesta en terna del Fiscal General. 

Art. 119. Ningún magisirado ó juez podrá ser 
destituido sino por sentencia ejecutoriada, ni suspenso á 
no ser en los casos determinados por las leyes. 

Tampoco podrá ser trasladado no siendo con su 
expreso consentimiento. 

Art. 120. La publicidad en los juicios es la con- 
dición esencia! <le la administración de justicia, salvo cuan- 
do sea ofensiva á lar^ buenas costumbres. 

Art. 121. El Ministerio público se ejerce á nombre 
de la Nación por las comisiones que designe la Cámara 
de Diputados, por el Fiscal General y demás fñnciona- 
rios á quienes la ley atribuye dicho Ministerio. 
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Art. 122. Los tribunales, bajo su responsabilidad, 
lio darán posesión á los magistrados ó jueces que no 
hubiesen sido nombrados con arreglo á esta Constitu- 
ción. 

Art. 123. Los. Secretarios y demás subalternos del 
Poder Judicial, serán nombrados por las Cortes de dis- 
trito, á propuesta en terna de los jueces con quienes 
deben servir. 

La Corte Suprema nombrará los que le pertenecen. 

SECCIÓN DÉCIMA SESTA, 
Del régimen municipal. 

Art. 124. En las capitales de departamento ha- 
bjrá Cornejos municipales. En las provincias, así como 
en las secciones en que éstas estén dividida??, y en cada 
puerto, habrá Juntas municipales, cuyo numero será de- 
terminado por la ley. Y en los cantones habrá Agente* 
nnnncipales, dependientes de las Juntas, y éstas de los 
Concejos. 

Art. 125. La ley reglamentaria determinará el nü^ 
mero de munícipes de cada localidad, su elección, las con- 
diciones para ejercer este cargo, la duración de sus íun- 
clones, los medios y modo de ejercerlas. 

Art. 126. Son atribuciones d€ las Municipalida- 
des: 

1.* Promover y vigilar la construcción de las obras 
públicas de su distrito: 

2.* Establecer y suprimir impuestos municipales, 
previa aprobación del Senado: 

8.* Crear establecimientos de instrucción prima- 
ria y dirijirlos, administrar sus fondos, dictar sus regla- 
mentos, nombrar preceptores y sefíalar sus sueldos. Rn 
los establecimientos del Estado solo tendrán el derecho 
de inspección y vigilancia: 

4.* Establecer la policía de salubridad, comodi- 
dad, ornato y recreo: 

5.°" Cuidar de los establecimientos de caridad^ 
eQnÍQtmn á los respectivos tedíame nios: 
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6.* Formar el censo real y personal del distrito 
municipal: 

7.^ Formar la estadística departamental: 

8.* Hacer el repartimienio de los reemplazos pa- 
ra el Kjérciio, que hubiesen cabiílo á su respectivo ter- 
ritorio, con arreglo á la ley de conscripción: 

9." Requerir la fuer/a pública que sea necesaria 
para hacer cumplir sus resoluciones: 

10.* Recaudar, administrar é invertir su» fondos: 

11.* Aceptar legados y donaciones, y negociar 
empréstitos para promover obras de beneüceticia y de uti- 
lidad material: 

12.* Vigilar sobre la venia de víveres, teniendo 
por base el libre tráfico: 

13.* Nombrar jurados para los delitos de imprenta: 

14* Nombrar los Alcaldes Parroquiales, a pro- 
puesta en terna de los Jueces Instructores, los Agentfs 
municipales de cantón, el Secretario, Tesorero y demás 
empleados de su dependencia; 

Art. 127. Los Consejos Municipales pueden ce- 
lebrar entre sí contratos y arreglos, cuando éstos tengan 
por objeto promover y llevar á ejecución empresas de 
viabilidad que abarquen dos ó mas departamenio.s, con 
tai de que la combinación esté basada en desembolsos 
o compromisos del Tesoro municipal de los departameo» 
X08 á quienes concierne el negocio. 

SECCIÓN DÉCIMA SÉPTIMA. 

De la fuerza pública. 

Art. 128. Habrá en te República una fuerza per- 
manente que se compondrá del ejército de línea: su nú- 
mero lo determinará cada legislatura, arreglándolo al que 
sea absolutamente necesario. 

Art. 129. La fuerza armada es esencialmente obe- 
diente; en ningún caso puede deliberar, y esiá en todo 
sujeta á los reglamentos y ordenanzas mylitares, en lo 
relativo al servicio. 

Art. 130. Habrá también cuerpos de guardia aa-* 
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cional en cada deparlrmento: su organización y (ieberes 
se determinan por la ley. 

Art. 131. Los que no sean bolivianos de naci- 
miento, ó naturalizados con cinco años de residem^ia Jij^i 
en el país, no podrán ser empleados en el ejérciio ^i\ 
clase de Generales y Jefes, sino con conseniimieLiio ilel 
Congreso. 

SECCIÓN DÉCIMA OCTAVA, 

De la beforma de la Constitücion- 

^rt. 132. Esta Consiitución puede ser reforma- 
da en todo ó en parle, declarándose previamente la npce- 
Bidad de la reforma, y determinándola con precisión por 
lina ley ordinaria, que haya sido aprobada por lo» dns 
tercios de los miembros presentes de cada Cámara. 

Esta ley puede ser iniciada en cualquiera ríe las 
Cámaras en la forma constitucional. 

La ley declaratoria cíe la reforma será pagada a[ 
Ejecutivo para su promulgación. 

Art'. 133. En las primeras sesiones de h hsí\s^ 
latura en que hubiere renovación en la Cámara <le tri- 
pulados, se considerará el asunto por la Cámara que pro- 
yectó la reforma, y si ésta fuere aprobada como neceiíü- 
ria por los dos tercios de votos presentes, se psínríi 4 
la otra para su revisión, que también requiere úos ter- 
cios votos. 

Los d^más trámites serán los mismos que la Cnm- 
tilución seftala para las relaciones entre las dos Cáiiiaiftíí. 

Art. 134. Las Cámaras deliberarán y volarán lii 
reforma, ajusiándola á las disposiciones consiitución a les 
que determine la ley declaratoria de la reforma. 

I^a reforma sancionada pasará al Ejecutivo para su 
promulgación, sin que el Presidente de la República pina- 
da observarla. 

Art. 135. Cuando la enmienda sea relativa al pe- 
ríodo constitucional del Presidente de la Repíiblir'aj f=e 
considerará c^onforme á lo dispuesto en los artículos in- 
teriores^ solo en el siguiente período. 
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Ari. 136, Las Gám&rad podrán resolver cuales- 
quiera dudas que ocurran sobre la inteligencia de alauno 
ó algunos artículos de esta Constitución, si se declaran 
fundadas por dos lercios de votos, obi^ervándose en lo de- 
más las formalidades prescritas por una ley ordinaria. 

Art. 137. Las colonias podrán estar sugetas á le- 
yes y reglamentos especiales. 

Art. 138. Las autoridades y tribunales aplicarán 
esta Constitución con preferencia á las leyes, y éstas con 
preferencia á cualesquiera otras resoluciones. 

Art. 139. C^uedan abrogadas las leyes y decretos 
que se opongan á esta Constitución. 



LEY DE 20 DE NOVIEMBEE DE 1888. 

«Artículo único. Las reformas constitucionales san* 
clonadas en esta legislatura se incorporarán en la Consti- 
tución política del Estado en la forma siguiente: 

Atribución 18 del articulo 89. — Nombrar vocales 
del Tribunal de cuentas^ que durarán seis afios en sus 
funciones, de las ternas presentadas por el Senado^ los 
que no podrán ser destituidos sino en virtud de senten- 
cia pronunciada por la Corte Suprema^ siendo permitida 
su reelección. 

Art. 119. — Los magistrados de la Corte Suprema^ 
durarán en el ejercicio de sus funciones por diez años; 
los de las Cortes de distrito durarán por seis aftos^ . y 
los Jueces de partido y Jueces instructores, por cuatro 
aftos; siendo permitida la reelección. < 

Durante estos períodos, ningún magistrado y juez 
podrá ser destituido sino por sentencia ejecutoriada, ni 
suspenso á no ser en los casos determinados por las leyes. 

Tampoco podrá ser trasladado no siendo con su 
expreso consentimiento.» 

LEY DE 10 DE NOVIEMBRE DE 1888- 

«Artículo único. El artículo 129 de la Consií* 
tución política del Estado, que declara á la fuerza ar- 
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niada nugetá á los reglBinetttos y ordenanzas milita rr», en 
to(Í(i lo relativo al servicio, no deroga el fuero mililur eH' 
tablecido por las leyes secundarias que rijen la maieri», 
en cuanto á delitos comunes, salvo lo dispuesto en el 
artículo 25 de la misma Constitución.:» 

RESOLUCIÓN SUPREMA DE 23 DE ENERO 
DE 1893. 

«Vistos en Consejo de Ministros la solicitud del 
General lllarión Daza, fefha(?a en Paris á 7 de nnvic m- 
bre último pidiendo salvo conducto del Gobierno píiríi 
regresar a la patria, con protesta de sometimieiuo á Uñ 
leyes civiles y penales y de respeto al orden conaiitu- 
cional establecidoi y considerando: que solamente las Cá-* 
niaras pueden decretar acusación contra el ex-presiidfn* 
te Hdarión Daza por delitos cometidos como jeíe dtl 
Píuler Ejecutivo, de conformidad con los arlículoíi 60 y 
64 de la Constitución Política y con la ley de reppuii-* 
sabilidades de 31 de octubre de l884. continuando expe- 
dita la acción parlamentaria por los delitos de mnlveri^ii- 
ción de caudales pübÜcos, según el articulo 20» hnHñ la 
legislatura inmediata á aquella que se ocupe de cninprn' 
bar la cuenta de gastos de las gestiones econónii^'»^ de 
3876 á 1879; que la Convención Nacional de 18SÜ al 
pronunciar el veredicto de 28 de setiembre, somenó ni 
General ílilurión Daza «al juicio respectivo por loa dfi" 
litos militares y de peculado que hubiere cometido corno 
General en Ji'fe del Ejército boliviano;» que prflvni glo- 
sa la í^uprema resolución de 16 de marzo de IHSl de^ 
dujo conira el General Milarión Daza responsabilíiíííd por 
cantidad líquida, mandando que se girase conira él el ror* 
respondiente pliego de car()o; se resuelve: El General Hi» 
larión Daza queda sometido al juicio militar que tUbe 
abrirse en cumplimiento del decreto legislativo de tlS de 
setiembre de 1880 y á la acción coactiva por los car- 
gos deducidos por la resolución suprema de 16 de mar- 
zo de 1881. Tómese razón &..» 
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AUTO SUPREMO DE 31 DE ENERO DE 1893. 

cVisios; el . supremo decreto de 26 del corrieiite 
y la resoluoión de 16 de marzo de 1881, considerando: 
que existe un cargo líquido por bolivianos 140,691 31 
contra el General Hilarión Daza, procedente de fondos 
pertenecientes al erario nacional que indebidamente tomó 
aquél, se resuelve: el Director de la Caja nacional abri- 
rá cargo por aquella suma en los libros de su oficina 
cofUra dicho General, sentando inmediatamente la partida 
respectiva, y girará el pliego de cargo y recela por la 
•uma expresada, conforme al artículo I.*' del supremo 
ilecreto de líi de enero de 1877.i, 
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